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—En Buenos Aires, a los cuatro días del 
mes de junio de 1987, a la hora 18 y S: 

IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL 

Sr. Presidente (Pugiiese). — Con la presencia 
de 130 señores diputados queda abierta la se-
sión. 

Invito al señor diputado por el distrito elec-
toral de Mendoza don Alberto Ignacio Gonzá-
lez a izar la bandera nacional eri el mástil del 
recinto. 

—Puestos de pie los señores diputados y el 
público asistente a las tralerias, el señor dipu-
tado don Alberto Ignacio González procede 
a izar la bandera nacional en el mástil del 
recinto. (Aplomos.) 

2 
A S U N T O S E N T R A D O S 

Sr, Presidente {Pugiiese/ — Corresponde dar 
cuenta de los asuntos incluidos en el Boletín 

de Asuntos Entrados 10. que obra en poder 
de los señores diputados. 

Conforme a lo resuelto pür la Honorable Cá-
mara, se prescindirá de la enunciación de esos 
asuntos por Secretaría sin perjuicio de su inclu-
sión en el Diavio de Sesiones, y se dará por 
aprobado su pase a las comisiones respectivas 

Corresponde que la Honorable Cámara pase 
a resolver respecto de los asuntos que requieren 
pronunciamiento inmediato del cuerpo, de los 
que se dará cuenta por Secretaría. 

Sr. Secretario (Bravo), — En el punto 1 del Bo-
letín de Asuntos Entrados Ni? 10 se informa que 
el Poder Ejecutivo, mediante ¡>u mensaje 838, 
solicita el retiro del mensaje 1.318 y proyecto 
de ley por el que se regula la negociación co-
lectiva de trabajo (expediente 33-P.E.-86). 

Sr. Presidente (Pugiiese). — Si hay asentimien-
to, se autorizará el retiro del proyecto solicitado 
por el Poder Ejecutivo. 

—Asentimiento. 

Sr. Secretario (Bravo). — El señor diputado 
Dovena solicita autorización para efectuar una 
modificación en el texto del proyecto de su au-
toría, registrado bajo el número cíe expediente 
1.658-D.-86, sobre régimen del Fondo Nacional 
de Vivienda —creación del Consejo Federal, su 
integración por zonas regionales—, que fuera 
enviado a las comisiones de Vivienda, de Obras 
Públicas, de Previsión y Seguridad Social, de 
Finanzas y de Presupuesto y Hacienda. 

i Sr. Presidente (Pugiiese). — Si hay asentimien-
to, se autorizará la modificación solicitada por 
el señor diputado. 

i 
—Asentimiento. 

LICENCIAS 

Sr, Presidente (Pugiiese). — Corresponde re-
solver respecto de los pedidos de licencia pre-
sentados por los señores diputados, cuya nómi-
na se registra en el Boletín de Asuntos Entra-
dos antes mencionado 

Se va a votar si se acuerdan las licencias so-
licitadas. 

—Resulta afirmativa. 

1 Véase la relación de los asuntos entrados en el 
Apéndice. (Pág. 1834.) 

1 Véase la nómina de las licenciai solicitadas en el 
Apéndice. (Pág. 1856.) 
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Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votai' si se 
conceden con goce de dieta. 

—Resulta afirmativa. 

4 
HOMENAJE 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde pasar 
al termino reglamentario destinado a rendir ho-
menajes-. 

Tiene la palabra el señor diputado por la Ca-
pital. 

Sr. Bernasconi. — Señor presidente: por indi-
cación del bloque de la Unión Cívica Radical 
quiero rendir homenaje al Día de la Afirma-
ción de los Derechos Argentinos sobre las Mal-
vinas, Islas y Sector Antàrtico, Tal vez —o diría 
con seguridad— no sea yo el mejor indicado 
para rendir este homenaje. Posiblemente haya 
hombres con mayor ilustración que la que este 
ciudadano puede aportar; pero lo voy a inten-
tar poniendo en juego todos mis sentimientos 
y lo más profundo de mis pasiones. 

El 10 de junio de 1829 se estableció la Co-
mandancia Política y Militar de las Islas Mal-
vinas, merced a un decreto que habían firmado 
Martín Rodríguez y Salvador María del Carril, 
asumiendo el cargo don Luis Vcrnet, Tal es el 
significado del Día de la Afirmación de los De- i 
rechos Argentinos sobre las Islas Malvinas. Islas 
del Atlántico Sur y Sector Antàrtico. 

Don Luis Vcrnet era un hombre que desde 
años antes venía navegando esas frías aguas de 
nuestro Atlántico Sur, afirmando con su pre-
sencia los derechos soberanos de la Argentina 
sobre las islas. 

Un párrafo de ese decreto decía lo siguiente: 
"Cuando por la gloriosa revolución del 25 de 
Mayo de 1810, se separaron estas provincias ríe 
la dominación de la metrópoli, España tenía 
una posesión de las islas Malvinas y de todas 
las demás que rodean el cabo de Hornos, in-
cluso la que se conòce bajo la denominación 
de la Tierra del Fuego, hallándose justificada 
aquella posesión por el derecho de primer ocu-
pante, por el consentimiento de las principales 
potencias marítimas de Europa y por ía adya-
cencia de estas islas al continente que formaba 
el Virreinato de Buenos Aires, de cuyo gobierno 
dependían". 

Por medio de este decreto se afirma nuestra 
presencia soberana. Luego, en 1831, se produce 
el ataque de la fragata "Lexington", de los Esta-
dos Unidos de América, que destruye las fortifi-
caciones patrióticas. Después, entre el I " y el 2 

de enero du 1833, se produce u- jsurpación in-
glesa, que nos priva de los derechos sobre las 
islas Malvinas. 

No soy el más indicado para hacer el relato 
histórico de los hechos, pero sí voy a rendir un 
merecido homenaje a aquellos patriotas sin ol-
vidar a todos los valientes argentinos, ofi-
ciales, suboficiales y soldados a quienes, —más 
allá de las circunstancias políticas— el Parla-
mento de la democracia condecoró, porque su-
pieron luchar con valentía y honor en delensa 
de nuestros derechos en el año 1982, y a aque-
llos otros que también pelearon y dejaron sus 
huesos en las islas M. lvinas. 

Quisiera que mi voz retumba a profundamen-
te para expresar a esos patriotas, a los de enton-
ces y a los de 1982, a todos los que lucharon, que 
corno dijo alguna vez don Carlos Cuido S'pano, 
ningún esfuerzo es infecundo cuando se lucha 
por ser libre. Las islas Malvinas fueron, son y 
serán argentinas por siempre jamás. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (PugÜese). — Para e| mismo ho-
menaje tiene la palabra el señor diputado por 
Córdoba. 

Sr. Rigatuso.—Señor presidente: quiero ren-
dir homenaje con motivo de esta conmemora-
ción, adhiriendo a Jas acertadas y emocionadas 
palabras pronunciadas por el señor diputado 
Bernasconi. 

Sr. Presidente {PugÜese). — Con las palabras 
pronunciadas por los señores diputados queda 
rendido el homenaje de esta Honorable Cámara 
o los héroes caídos en la recuperación de las 
islas Malvinas, con motivo de la próxima cele-
bración del Día de la Afirmación de los Dere-
chos Argentinos sobre las Malvinas, Islas y Sec-
tor Antártico. 

5 
PLAN DE LABOR 

Sr. Presidente (Pugliese). — Correspondería pa-
sar a la instancia reglamentaria destinada a la 
consideración del pían de labor de la Hono-
rable Cámara. 

El orden del día de esta sesión se integra 
con los asuntos incluidos en el plan de labor 
de la sesión celebrada ayer y que no alcanzaron 
a considerarse en ella, a los que debe agregarse 
la preferencia acordada para el día de hoy. 

Tiene la palabra el señor diputado por Bue-
nos Aires. 

Sr, Bisciotti. — Precisamente había solicitado 
la palabra para hacer notar lo que acaba de 
manifestar el señor presidente. 



PEDIDOS DE INFORMES O DE PRONTO 
DESPACHO, CONSULTAS Y MOCIONES I 

DE PREFERENCIA O DE SOBRE TABLAS 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde pasar , 
al término reglamentario destinado a pedidos 
de informes o de pronto despacho, consultas y 
mociones de preferencia o de sobre tablas. 

I 
Moción de preferencia 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Formosa. 

Sr, Maglietti. — Señor presidente: formulo mo-
ción de preferencia para que en Ja próxima se-
sión de tablas que realice esta Cámara se trate 
el proyecto de declaración del señor diputado 
Carlos Silva por el que se solicita al Poder Eje-
cutivo que deje sin efecto el cese de actividades 
del Centro Forestal Pirané (expediente 363-D.-
87). 

Este pedido se debe al hecho ele que, de man-
tenerse la medida adoptada por la Dirección Ge-
neral de^Fabrieaciones Militares, quedarán sin 
trabajo cerca de seiscientas personas, lo que afec-
tará gravemente a la provincia de Formosa, cu-
yo problema fundamental reside precisamente 
en la falta de fuentes de trabajo. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración. 
Tiene la palabra el señor diputado por For-

mosa. 
Sr. Silva (C. O.). — Señor presidente: agradez-

co al señor diputado Maglietti por hab'.'r solici-
tado esta preferencia. En este sentido, quiero 
aclarar que se trata de una preocupación con-
junta, razón por la que solicito a la Honorable 
Cámara que considere también al señor dipu-
tado Maglietti como firmante del proyecto. 

Quizás valga la pena aclarar que cuando in-
gresó al cuerpo esta iniciativa, el señor diputa-
do Maglietti se encontraba en el Centro Forestal 
Pirané —en cumplimiento de obligaciones inhe-
rentes a su cargo—, conversando con personal 
del citado establecimiento con la intención de 
encontrar una solución al conflicto. Por lo tanto, 
merece el señor diputado ser considerado como 
firmante del citado proyecto; y si bien quien 
les habla no solicitó una preferencia, adhiero a 
lo expresado por mi compañero de bancada, 
dado que se trata de un problema que agobia 
a una provincia earenciada, olvidada y nece-
sitada, 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar la 
moción formulada por el señor diputado por 
Formosa. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Queda acordada 
la preferencia solicitada, y se tendrá al señor di-
putado Maglietti como cotfirmante del proyecto. 

n 
Entrada de un proyecto y moción de sobre tablas 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por San Juan. 

Sr. Martínez. — Señor presidente: solicito a la 
Honorable Cámara autorización para que se dé 
entrada a un provecto de declaración que tuvo 
ingreso en el día de boy, contenido en el expe-
diente 554-D.-87. 

Esta solicitud se funda en el hecho de que la 
citada iniciativa fue presentada fuera del tér-
mino previsto en el reglamento para que pudiera 
tener entrada en esta sesión, 

i Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración 
| la moción formulada por el señor diputado Mar-

tínez en el sentido de que el cuerpo dé entrada 
a un proyecto de declaración por el que se soli-

1 cita al Poder Ejecutivo que, por intermedio de 
la Secretaría de Comunicaciones, formalice un 

| inmediato y urgente pedido de prórroga al pla-
zo acordado a la República Argentina para la 
reserva y adjudicación de los dos puntos orbi-
tales ubicados en los S0° y 85° de longitud 
Oeste por la Unión Internacional de Telecomu-
nicaciones, con sede en Ginebra. 

Se va a votar, 
—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se dará entrada al 
proyecto de declaración \ 

Continúa en el uso de la palabra el señor 
diputado por San Juan. 

Sr. Martínez. — Señor presidente: solicito el 
tratamiento sobre tablas del proyecto de decla-
ración cuyo ingreso acaba de aprobar la Hono-
rable Cámara. Fundo esta moción en las siguien-
tes razones de urgencia. Hace muy pocos años 
—exactamente en 1982— la República Argen-
tina perdió la oportunidad y la reserva para 
colocar dos satélites domésticos en coordenadas 
que prácticamente se encontraban sobre el te-
rritorio argentino. 

En 1985 la Secretaría de Comunicaciones hizo 
un pedido de reserva de dos nuevos puntos orbi-
tales ubicados en los 80" y 85° de longitud Oeste 
sobre el meridiano de Chile. Esta reserva vence 
el 10 de junio del corriente año, y nos encontra-
mos a escasos días de esa fecha. 

1 Véase el texto del proyecto y de sus fundamentos 
en el Apéndice, (Pág. 1855.) 



Huelgan las argumentaciones sobre la impor-
tancia de este avance tecnológico, que sin duda 
tenernos que impulsar desde el Parlamento. 
La Secretaría de Comunicaciones debe iniciar 
este trámite de pedido de prórroga y debe con-
tar para ello con la decisión política del presi-
dente de la República. Aprovechando que el 
doctor Alfonsín viajará a Ginebra, sede de la 
Unión Internacional de Telecomunicaciones, se-
ría importante que llevara en su carpeta una de-
cisión de este Honorable Congreso tendiente a 
fortalecer el pedido de prórroga. 

La instalación de un satélite doméstico supo-
ne un costo operativo de aproximadamente 350 
millones de dólares. Atento a la crisis que esta-
mos viviendo, parecería que esta cifra excede 
las posibilidades económicas del país, pero ello 
no es así porque la Argentina está pagando sólo 
por una unidad y media de transmisión del sa-
télite Intelsat —perteneciente a un consorcio de 
empresarios estadounidenses— aproximadamen-
te dos millones y medio de dólares anuales. 

La instalación de un satélite de este tipo nos 
brindaría servicios iguales a los del Intclsat en 
materia de telefonía, educación, telemedicina, 
banco de datos, telefacsímil, etcétera. Además, 
se lograría la integración de nuestro país y de 
los países limítrofes, porque el haz de cober-
tura del satélite abarca el Cono Sur. 

En el caso de perder los puntos orbitales so-
bre Chile, sólo quedarían disponibles para la 
Argentina los situados sobre el Pacífico. En este 
caso, el haz de cobertura llegaría en forma obli-
cua al país, lo que significaría la necesidad de 
invertir en una infraestructura adecuada y muy 
cara, colocando este avance tecnológico lejos de 
nuestras posibilidades económicas. 

Razones de estrategia hacen que debamos 
tener en cuenta que si la Argentina no ocupa 
estos dos puntos orbitales, inevitablemente lo 
hará la República de Chile. 

Creo que de esta manera quedan fundadas 
las razones de urgencia para que el proyecto 
sea tratado sobre tablas. 

Sr. Presidente (Pugiiese). — En consideración 
la moción de tratamiento sobre tablas formu-
lada por el señor diputado por San Juan. 

Se va a votar. Se requieren dos tercios de los 
votos que se emitan, 

—Resulta afirmativa, 

Sr. Presidente (Pugiiese). — Queda aprobada 
la moción, y en consecuencia se incorpora la 
consideración del proyecto al orden del día de 
la presente sesión. 

Moción de sobre tablas 

I Sr. Presidente (Pugiiese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Santa Fe. 

Sr. Cardozo. — Señor presidente: solicito el 
tratamiento sobre tablas del dictamen que figura 
en el Orden del Día 656, recaído en un pro-
yecto de ley del señor diputado Pepe y otros 
(expediente 101-D.-8G) y aprobado en forma uná-
nime por la Comisión de Legislación del Tra-
bajo, referente a la creación en el ámbito de la 
administración pública y de las empresas esta-
tales de un registro destinado a la reincorpora-
ción de agentes que deseen reingresar y que hu-

| bieran sido declarados cesantes por causas polí-
ticas y/o gremiales entre el 24 de marzo de 197G 
y el 10 de diciembre de 1983. 

Sr. Presidente (Pugiiese). — En consideración 
la moción de tratamiento sobre tablas formulada 
por el señor diputado por Santa Fe. 

Se va a votar. Se requieren dos tercios de los 
votos que se emitan. 

—Resulta afirmativa. 

Sr. Presidente (Pugiiese). — Queda aprobada 
la moción, y por lo tanto se incorpora la consi-
deración del dictamen al orden del día de la 
presente sesión. 

No habiendo más señores diputados anotados 
para hacer uso de la palabra durante el término 
reglamentario destinado a pedidos de informes 
o de pronto despacho, consultas y mociones de 
preferencia o de sobre tablas, corresponde pasar 
al orden del día. 

7 
MANIFESTACIONES 

Sr. Jaroslavsky. — Pido la palabra, señor pre-
sidente. 

Sr. Presidente (Pugiiese) — Tiene la palabra el 
señor diputado por Entre Ríos, 

Sr. Jaroslavsky. — Señor presidente: quiero an-
ticipar la decisión del bloque de la Unión Cívica 
Radical de plantear a la Cámara la convocatoria 
a una sesión especial para el día 17 del mes en 
curso con el objeto de tratar el conjunto de pro-
yectos que integran lo que llamamos "el paque-
te sociolaboral". Este conjunto de iniciativas en 
las que ha estado trabajando e¡ gobierno nacio-
nal llegará próximamente a la Cámara para su 
consideración. 

Notifico que de esta manera nosotros canali-
, zaremos en la sanción legislativa el esfuerzo y 

trabajo que en forma mancomunada han desa-



rrollado dirigentes gremiales de la Confedera-
ción General del Trabajo, del justicialismo y de 
la Unión Cívica Radical para echar las bases 
de lo que esperamos sea el comienzo de un ca-
mino hacia el acuerdo de la sociedad argentina. 

Dejo, pues, anticipado nuestro propósito de 1 

convocar a una sesión especial para el día 17 de ; 
este mes con esa finalidad. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Santa Fe. 

Sr. Cardozo. — Señor presidente: entiendo que 
lo expresado por el señor diputado preopinante 
se refiere a las leyes que está reclamando el mo-
vimiento obrero como herramienta necesaria 
para derogar la legislación de la dictadura mi-
litar, Pero primero quisiera solicitar una acla-
ración, para proseguir después con lo que voy 
a expresar. ¿Los proyectos referidos han ingre-
sado a la Cámara? 

Sr. Presidente (Pugliese). — No, señor diputa- , 
do, La Presidencia concedió al señor diputado ¡ 
el uso de la palabra porque pensó que iba a 
tomar las palabras del señor diputado Jaros- , 
lavsky cc&níi un compromiso. 

No habiendo ingresado los proyectos a los que | 
se ha hecho referencia, no hay asunto a consi- , 
derar. i 

Sr. Maya. — Ya en otra oportunidad se utilizó 
este procedimiento, cuando se convocó a una 
sesión especial para tratar un proycclo iniciado 
en el Senado, pero que aún no había tenido 
entrada en la Cámara. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Pero este caso es 
totalmente diferente, porque lo que ha expre-
sado el señor diputado por Entre Ríos es que 
se convocaría a una sesión especial para la con-
sideración de proyectos que aún no han ingie- , 
sado en esta Cámara y que tampoco están en ' 
el Senado. 

Sr. Maya. — En aquella oportunidad, no ha-
biendo tenido entrada el proyecto en la Cámara 
de Diputados, se convocó a una sesión especial 
para tratarlo una vez que el Senado hubiese 1 

comunicado la sanción. 1 

Sr. Presidente (Pugliese). — En aquella oca-
sión existía un asunto que estaba siguiendo el 
trámite constitucional para la sanción de las le-
yes, mientras que ahora no hay ninguno. 

—Varios señores diputados hablan a la vez. 

Sr. Presidente (Pugliese). — La Presidencia ad-
vierte a los señores diputados que el señor dipu- ' 
tado Jaroslavsky ha adquirido un compromiso 
en el sentido de que cuando el asunto ingrese 
a esta Cámara solicitará se convoque a una se- > 

sión especial, ia que se realizará el 17 de Junio. 
Pero mientras no se dé entrada a los proyectos, 
no hay ninguna cuestión' en consideración. 

Continúa en el uso de la palabra el señor di-
putado por Santa Fe. 

Sr. Cardozo. — Señor presidente: principal-
mente lo que queremos saber es si existe volun-
tad en esta Cámara para que los proyectos sean 
tratados una vez que ingresen, porque si eso' 
no ocurre todas las expresiones que se formu-
len, como la del señor diputado Jaroslavsky, 
pueden llevar implícito simplemente un deseo, 
y nosotros no nos manejamos con deseos. Mu-
chas veces se nos dijo una cosa y después se 
hizo otra muy distinta. 

Esta es la cuestión que queremos que nos 
aclaren. La realidad es que los proyectos no 
han ingresado y por lo tanto no hay asunto para 
tratar. 

Sr. Presidente (Pugliese). — La Presidencia 
agradece al señor diputado por haber ratificado 
sus dichos. Se tenía entendido que los proyec-
tos que habrán de ingresar resultaban de una 
concertación, pero ahora parece que van a ser 
discutidos. 

Sr, Jaroslavsky. — Pido la palabra para una 
aclaración. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para una aclara-
ción tiene la palabra el señor diputado por En-
tre Ríos. 

Sr. Jaroslavsky. — Señor presidente: creo que 
con toda precisión he expresado a la Cámara el 
propósito de nuestro sector, adelantando lo que 
podríamos considerar una noticia. Si no hubiera 
hecho este anuncio no hubiese pasado nada. 
Reitero que he anticipado nuestros propósitos 
vinculados con una legislación que todos sabe-
mos va a ingresar a esta Cámara en cualquier 
momento. En este sentido, he expresado nuestro 
deseo de convocar a una sesión especial cuando 
ello ocurra. No veo que esto sea motivo de mo-
lestia para ningún señor diputado; en todo caso, 
tendrían que tomarlo como una cortesía de nues-
tra parte. 

—Varios señores diputados hablan a la vez. 

Sr, Presidente (Pugliese). — La Presidencia rei-
tera que no hay asunto en discusión. 

Se va a pasar al orden del día, 

8 

DELIMITACION DE LOS ALCANCES DEL DEBER 
DE OBEDIENCIA 

Sr. Presidente (Pugliese). — Corresponde con-
siderar el dictamen de las comisiones de Asuntos 



Constitucionales, de Legislación Penal y de De-
fensa Nacional sobre las enmiendas introducidas 
por el Honorable Senado en el proyecto de ley i 
que le fuera enviado en revisión por el cual se 
establecen los alcances del deber de obediencia 
(expediente 4-P.E.-87). I 

Por Secretaría se dará lectura. 

Sr. Secretario (Bravo). — Dice así: ] 

Dictamen de lns comisiones 
i 

Honorable Cámara: 

Las Comisiones de Asuntos Constitucionales, Legis-
lación Penal y Defensa Nacional han considerado las 
modificaciones introducidas por el Honorable Senado 
en el proyecto de ley que le fuera pasado en revisión, 
mediante el cual a partir de la delimitación prevista 
en los alcalices del deber de obediencia, se fijan lí-
mites según lo dispuesto por el artículo 10 de la ley 
23.049; y, por las razones expuestas en el informe y 
las que dará el miembro informante, aconsejan su acep-
tación. 

Sala de las comisiones, 3 de junio de 1987. 

Jorge II. Vanossi. — Balbino P. Zubiri. — 
Lorenzo J. Cortase. — Ricardo A. Alagi/i. 
— José Bielicki. — Viclorio O. Bisciotti. 
— Guillermo R. Brizuela. — Oscar N. Ca-
ferri. — Juan C. Castiella, — Carlos A. 
Contreras Cómez. — Ricardo J. Cornnglifl. 
— Eduardo A. Del Río. — Héctor Di Ció. 
— Nemecio C. Espinoza. — José A. Fur-
que. — Mario A. Gerarduzzi. — María F. j 
Gómez Miranda. — Jorge L. llorta. — 
Roberto O. Irigoyen. — María A. Losada. 
— Leopoldo R. Moreuu. — Próspero Nie-
va. — Rodolfo M. Parante. — René Pérez, 
— Osvaldo H. Posse. •— Jesús Rodríguez. 
— Guii'ermo C. Sorquis. — Carlos O. Sil-
va. — Carlos G. Spiiui. — Ricardo A. 
Terrile, — Felipe Zingale. 

En disidencia total: 
Oscar E. Alende. — María J. Alsogaray. — 

Carlos A. Awjero. — Oscar L. Fappitmo 
— Luis M. Macaya. — Héctor ñ. Masini. 
— Héctor M. Maya, 

En disidencia: 
Alberto A. Natale. 

Buenos Aires, 29 de mayo de 1987. 

Al señor presidente de la Honorable Cámara de Dipu-
tados de la Nación. 

Tengo el honor de dirigirme al señor presidente, a 
fin de comunicarle que el Honorable Senado, en ia 
fecha, ha considerado el proyecto de ley en revisión 
delimitando los alcances de obediencia y fi,ando los lí-
mites del sistema de enjuiciamiento dispuesto en el 

artículo 10 de la ley 23.049, y ha tenido a bien apro-
barlo con las siguientes modificaciones: 

19 — Al artículo 1?, sustituirlo por el siguiente: 

Artículo 1?: Se presume, sin admitir prueba en 
contrario, que quienes a Ja fecha de comisión del 
hecho revistaban como oficiales jefes, oficiales subal-
ternos, suboficiales y personal de tropa de las fuer-
zas armadas, de seguridad, policiales y penitencia-
rias, no son punibles por los delitos a que se refiere 
el artículo 10, punto 1, de la ley 23.049, por ha-
ber obrado en virtud de obediencia debida. 

La misma presunción será aplicada a los oficiales 
superiores que no hubieran revistado como coman-
dante en jefe, jefe de zona, jefe de subzona o jefe 
de fuerza de seguridad, poíiciai o penitenciaría sí 
no se resuelve judicialmente, antes de los treinta 
días de promulgación de esta ley, que tuvieron 
capacidad decisoria o participaron en Ir elaboración 
de las órdenes. 

En tales casos se cunsiderará de pleno derecho 
que las personas mencionadas obraron en estado de 
coerción bajo subordinación a k autoridad superior 
y en cumplimiento de órdenes, sin facultad o po-
sibilidad de inspección, oposición o resistencia a 
ellas en cuanto a su oportunidad y legitimidad. 

2? — Al articulo 3?, sustituirlo por el siguiente: 

Artículo 3?: La presente ley se aplicará de- oficio. 
Dentro de los cinco (5) días de su entrada en vigen-
cia, en todas las causas pendientes, cualquiera sea 
su estado procesal, el tribunal ante el que se en-
contraren radicadas sin más trámite dictará, respec-
to del personal comprendido en el artículo 1?, pri-
mer párrafo, la providencia a que se refiere el ar-
tículo 252 bis del Código de Justicia Militar o dejará 
sin efecto la citación a prestar declaración indaga-
toria, según correspondiere. 

El silencio del tribunal durante el plazo indicado, 
o en el previsto en el segundo párrafo del artícu-
lo l1?, producirá los efectos contemplados en et 
párrafo precedente, con el alcance de cosa juzgada. 

Si en la causa no se hubiere acreditado el grado 
o función que poseía a la fecha de los hechos la 
persona llamada a prestar declaración indagatoria, 
el plazo transcurrirá desde la presentación de certi-
ficado o informe expedido por autoridad competente 
que lo acredite. 

3? — Al artículo 4"?, sustituirlo por el siguiente: 

Artículo 4P-. Sin perjuicio de lo dispuesto por la 
ley 23.492, en las causas respecto de las cuales no 
hubiera transcurrido el plazo previsto en el artícu-
lo I? de la misma, no podrá disponerse la citación 
o prestar declaración indagatoria de las personas 
mencionadas en el artículo 1?, primer párrafo, de 
la presente ley. 

Saludo a usted muy atentamente. 

EDISON OTERO. 
Antonio ]. M a cris. 



INFORME 

Honorable Cámara: 

El Honorable Senado ha introducido reformas al pro-
yecto original del Poder Ejecutivo y en consecuencia 
al texto oportunamente sancionado por esta Cámara. 

Dicha reforma amplia la presunción jure et de jure 
del articulo primero, primer párrafo, a los oficiales su-
periores que no hubieran revistado como comandante 
en jefe, jefe de zona jefe de subzona o jefe de fuerza 
de seguridad, policial o penitenciaria que no tuvieron 
capacidad decisoria o hubieren participado en la elabo-
ración de las órdenes, con la condición de que 110 se 
resuelva judicialmente lo contrario antes de los treinta 
días de promulgada ta ley. 

Con esta modificación se profundiza el espíritu de 
la norma propuesta por el Poder Ejecutivo, con la clara 
intención de aportar equidad en su aplicación y posibi-
litar la garantía de igualdad ante la ley, comprendiendo 
en el régimen legal creado a oficiales superiores, que 
sin revistar en los niveles que se excluyen, no hayan al-
canzado en la época de los hechos capacidad decisoria 
ni participado cu la elaboración de las órdenes. 

Los fundamentos contenidos en el mensaje N' 717 del 
Poder Ejecutivo no sólo sirven de sustento de esta mo-
dificación, sino que con la misma encuentra real ini-
plementación en el texto aprobado. 

Es por elo 'que estas comisiones aconsejan ta acep-
tación de las modificaciones introducidas por el Hono-
rable Senado, 

Jorge R. Vano.ist. — Lorenzo J. Córtese. — 
Balbino P. Zubiri. 

ANTECEDENTE 

Véase el proyecto de ley sancionado originariamente 
por la Honorable Cámara en el Diario do Sesiones del 
15 y 16 de mayo de 1987, página 734. 

Sr. Presidente (Pugliese). — En consideración. 

9 

CUESTION DE PRIVILECIO 

Sr. Juez Pérez. — Pido la palabra para plan-
tear una cuettión de privilegio. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para una cuestión 
de privilegio tiene la palabra el señor diputado 
por Tucumán. 

Sr. Juez Pérez. — Señor preside nte: deseo plan-
tear una cuestión de esta índole porque se han 
vulnerado los privilegios de esta Cámara y de 
cada uno de los legisladores que la componen. 

En efecto, en la última sesión se procedió a 
votar un proyecto de ley sin ponerlo previamen-
te a consideración de los señores diputados para 
su discusión en particular. Eso es contrario no 
sólo a la razón de ser de este cuerpo, sino tam-
bién a la Constitución Nacional. Además, en el 

artículo 125 del reglamento de esta Cámara se 
establece la obligatoriedad de someter a discu-
sión en general y en particular todo proyecto 
que se considere, antes de proceder a su vota-
ción. 

No planteo esta cuestión para llorar sobre la 
leche derramada, sino a modo de prevención, 
para que en lo sucesivo no se cometa el mismo 
error. 

En consecuencia, si vamos a considerar un 
nuevo proyecto, antes de ser votado debe pasar 
por las discusiones correspondientes. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Sin perjuicio de 
la inexactitud de los términos empleados por el 
señor diputado, se va a votar si la cuestión de 
privilegio planteada tiene carácter preferente. 

—Resulta negativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — La cuestión plan-
teada pasará a la Comisión de Asuntos Consti-
tucionales. 

Sr. Horta. — La negativa ha sido unánime, 
señor presidente. 

—Varios señores diputa los hablan a la vez. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Anuncio que es 
mi propósito ocupar mi banca para plantear una 
cuestión de privilegio por la acusación infundada 
que el señor diputado Juez Pérez ha hecho a la 
Presidencia de esta Cámara. (Aplausos.) 

10 

DELIMITACION DE LOS ALCANCES DEL DEBER 
DE OBEDIENCIA 

(Continuación) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Está en conside-
ración el dictamen de las comisiones de Asuntos 
Constitucionales, de Legislación Penal y de De-
fensa Nacional en las enmiendas introducidas 
por el Honorable Senado en el proyecto de ley 
sobre delimitación de los alcances del deber de 
obediencia. 

Tiene la palabra el señor diputado por Buenos 
Aires. 

Sr. Zubiri. — Señor presidente: las modifica-
ciones introducidas por el Senado de la Nación 
en el proyecto que se ha denominado de obedien-
cia debida, obligan a esta Cámara a abocarse 
nuevamente al tratamiento de los niveles de res-
ponsabilidad vinculados con los hechos delicti-
vos cometidos durante la lucha antisubversiva. 

Esta iniciativa ha sido largamente debatida, 
tanto aquí como en el Senado, y por ello he de 



ceñirme estrictamente a las modificaciones que 
este último introdujera en la sanción que le fue-
ra enviada en revisión. 

Deseo formular dos consideraciones previas, 
para luego entrar al fondo de la cuestión que, 
como dije, son las modificaciones antes seña-
ladas. 

En primer lugar quiero poner de manifiesto 
que estamos frente a la necesidad jurídica de 
tener en nuestras manos este instrumento legal. Si 
esta Cámara no sancionara una norma interpre-
tativa sobre esta polémica y discutible cuestión 
de la obediencia debida, podría ocurrir que dis-
tintos magistrados y distintas cámaras produje-
ran fallos disímiles sobre hechos análogos y en 
iguales circunstancias. Ello nos llevaría a lo que 
los especialistas en la materia denominan es-
cándalo jurídico. 

Por otra parte, y por encima de esto, hay una 
cuestión estrictamente política. Cualquier país 
en el que las fuerzas armadas y el conjunto del 
pueblo se observan como adversario en forma 
recíproca, está gravemente enfermo. Es necesa-
rio sancionar esta ley porque hoy estamos ante 
un país en donde, tal como lo dijo hace pocos 
días el propio presidente de la República, el fan-
tasma de la guerra civil sobrevuela de manera 
constante; un país que pierde su crédito ante el 
concierto de las naciones y soporta permanente-
mente la sombra de la inestabilidad política y 
social. 

Sería una insensatez de mi parte expresar que 
si sancionáramos esta iniciativa lograríamos la 
unidad nacional, el reencuentro de los argenti-
nos, la pacificación y la superación de las anti-
nomias entre civiles y militares. Por ese motivo 
simplemente manifiesto que esto es únicamente 
un paso, pero un paso concreto. 

Todos los días escuchamos hablar de la nece-
sidad de alcanzar la unidad nacional y la pacifi-
cación entre los argentinos, o sea, de concretar 
aquello que decía Raúl Borrás, a quien siempre 
recuerdo cuando nos referimos a estos temas, res-
pecto a ' superar las antinomias entre civiles y 
militares. Sin embargo, para lograr tal objetivo 
no se requieren solamente las expresiones de de-
seos, la frase para un discurso o la retórica de 
las circunstancias, sino que también es necesa-
rio dar pasos concretos como éste que estamos 
dando. 

Ricardo Balbín decía que él juzgaba la lealtad 
de los demás de acuerdo con la suya; en ese sen-
tido, nosotros partimos del concepto de que to-
dos estos altos objetivos son compartidos por el 
con/unto de la Nación, aunque quizás discrepe-
mos en la elección del camino para llegar a ellos. 

Algunos creen que éste, no es el camino; otros 
que la vía es la amnistía y otros que la salida 
es el indulto. Sobre esta cuestión volveremos 
después, aunque entendemos que es materia opi-
nable; pero debemos afirmar que está en nues-
tra buena fe y en nuestra lealtad dar este paso 
concreto en aras del objetivo mayor de la uni-
dad nacional. 

Durante el primer debate que se efectuó en 
esta Honorable Cámara sobre esta iniciativa ma-
nifestamos —y no lo voy a repetir por conside-
rarlo innecesario— que desde largo tiempo atrás 
hemos distinguido tres niveles de responsabilidad 
en la comisión de hechos delictivos durante 
la lucha contra la subversión: quienes dieron las 
órdenes; quienes se excedieron en el cumpli-
miento de ellas, y quienes simplemente las cum-
plieron. 

Deseo mencionar en este punto un anteceden-
te que más que con el proyecto de ley se rela-
ciona con las modificaciones que introdujo el 
Senado de la Nación. Me refiero al mensaje que 
acompañaba el proyecto de ley sobre reforma al 
Código de Justicia Militar, que fuera remitido a 
esta Honorable Cámara en diciembre de 1983 
por el Poder Ejecutivo. En ese texto figura una 
expresión que a mi entender constituye el-meo-
llo jurídico de la cuestión: la capacidad decisoria 
de quienes tenían el dominio del hecho y del 
curso de los acontecimientos. 

Aquel mensaje decía: "La anulación que se 
proyecta por separado de la ley que pretendió 
amnistiar esos hechos responde al imperativo 
ético de remover todo obstáculo para que se 
juzgue y eventualmente se castigue ejemplar-
mente, respetando sus garantías procesales a 
quienes idearon, organizaron y pusieron en mar-
cha un aparato represivo, sabiendo que éste 
produciría gravísimos atentados a la dignidad 
humana, y a quienes se aprovecharon de ese 
aparato en beneficio personal o movidos por 
actitudes de crueldad o perversidad. La puni-
ción severa de estos hechos es además impres-
cindible para subrayar enfáticamente el repudio 
moral de la sociedad argentina y su firme deci-
sión de no permitir su repetición futura. En 
cambie, nuestra comunidad está dispuesta a 
contemplar con otro criterio la situación espe-
cial de aquellos miembros de las fuerzas arma-
das y de seguridad que se limitaron a actuar 
en cumplimiento de órdenes superiores". Conti-
núa diciendo más adelante: " . . . d e b e admitirse 
que en las circunstancias excepcionales de la lu-
cha contra el terrorismo se obró en un contexto 
de gran confusión y coerción, habiendo desen-
cadenado la conducción militar una intensa pro-
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paganda inspirada en la doctrina totalitaria de 
la seguridad nacional que pudo hab.'r hecho 
creer a quienes no tenían capacidad deciso-
r i a . . . " —remarco lo de capacidad decisoria— 

. .que las órdenes que recibían eran legítimas; 
al mismo tiempo, muchas veces se actuó bajo 
presiones irresistibles de diversa índole". 

Señalaba que en este párrafo de aquel men-
saje se incluye una expresión que —pava mí— 
constituye el meollo de esta construcción jurí-
dica respecto de quién tenía la capacidad deci-
soria. Teniendo en cuenta este aspecto considero 
que las modificaciones realizadas por el Hono-
rable Senado no constituyen sino la acabada 
concreción de tales propósitos, así como también 
reflejan lo que la Cámara Federal consideraba 
en su ya célebre considerando 30. 

Las modificaciones que el Honorable Senado 
introduce al proyecto de ley sancionado por esta 
Cámara de ningún modo lo transforman en una 
ley de amnistía. 

En oportunidad en que esta Cámara, consi-
derara el proyecto de ley denominado de pun-
to final, sjj dijo que significaba una amnistía. 
Si esa afirmación hubiese sido exacta, nn ten-
dríamos los problemas que hoy tenemos. Si ese 
proyecto hubiese significado nna amnistía, hoy 
no estaríamos afrontando este debate. 

La cuestión fundamental que quiero señalar en 
cuanto a las modificaciones introducidas por el 
Honorable Senado es que —a mi juicio— mejo-
ran el proyecto de ley en lo referente a su equi-
dad; y éste es uno de los ingredientes funda-
mentales de toda norma jurídica. Para decirlo 
en términos no académicos, sencillamente ma-
nifiesto que estas modificaciones logran que el 
proyecto de ley sea más justo. Esto es así porque, 
de lo contrario, nos veríamos ante el peligro de 
que cualquiera de los que no resulten bene-
ficiarios conforme a la redacción original que 
tenía esta norma pueda concurrir ante los jue-
ces invocando que se ha violado el principio de 
igualdad ante la ley, ya que en el texto original 
del artículo 1*? —que ha sido modificado— se 
establecía una presunción absoluta de concu-
rrencia por la eximente de punibilidad de obe-
diencia debida a favor de quienes en la época de 
la lucha antisubversiva, revistaban en categorías 
inferiores a la de oficial superior. ¿Cuál es la 
reforma que introduce el Honorable Senado? Di-
ce así: "La misma presunción será aplicada a los 
oficiales superiores que no hubieran revistado 
como comandante en jefe, jefe de zona, jefe de 
subzona o jefe de fuerza de seguridad, policial 
o penitenciaria si no se resuelve judicialmente, 
antés de los treinta días de promulgación de esta 

ley, que tuvieron capacidad decisoria o partici-
paron en la elaboración de las órdenes". 

Vale decir que existía la posibilidad de que 
cualquier oficial superior que no fuese benefi-

, ciado con esta ley alegara la violación al prin-
cipio de igualdad ante la ley. Evidentemente, 
estaríamos frente a una situación injusta e in-
equitativa si inculpáramos a un coronel que no 
tuvo capacidad decisoria por el mismo hecho del 
que resultó exculpado tm teniente coronel que 
sí la tuvo. Por ello, admito que tal vez nos ha-

i yamos equivocado, pero lo cierto es que por 
algún motivo los proyectos de ley deben pasar 
por las dos Cámaras. En este sentido, entiendo 
que el Senado de la Nación ha mejorado nota-
blemente la iniciativa que estamos considerando 

I en lo referente a su equidad. 
Debemos volver a precisar el concepto de que 

resultarán exculpados por este texto legal quienes 
hubieran carecido de capacidad decisoria; pero 
aquellos que la tuvieron no serán exculpados ni 
por el artículo 11 de la ley 23.049, ni por el texto 
•original de este proyecto ni por las modificaciones 

l que el Honorable Senado le ha introducido. Es de-
cir que una segunda conclusión consiste en que no 
hay impunidad; los hechos delictivos siguen sien-
do punibles y quien los cometió será responsable 
ante la ley. Lo que ésta determina y precisa es 
quiénes tuvieron capacidad decisoria y quiénes 
simplemente cumplieron órdenes sin tener la po-
sibilidad de ejercer esa función de mando. 

En materia militar, el concepto de capacidad 
decisoria no depende exclusivamente del grado 
que se posea; por ello, entiendo que las modi-
ficaciones introducidas por el Senado mejoran 
el texto del proyecto de ley ya que contemplan 
la función que se cumplía y no el grado en que 
revistaba el oficial, Asimismo se tienen en cuen-
ta determinados niveles de la jerarquía; obvia-
mente, nadie podrá presumir que un sargento 
haya tenido capacidad decisoria, porque carecía 
de posibilidad alguna de convertirse en ideólogo 
de estos planes estratégicos de aniquilamiento, 
de los que ya se ha hablado en este recinto. 

Con mucho aeiprto el proyecto de ley se re-
fiere a determinado grado para el comienzo de 
la posibilidad de poseer capacidad decisoria. 
Digo "comienzo de la posibilidad de poseer ca-
pacidad decisoria" porque en las fuerzas arma-
das no basta tener determinado grado para po-
seer capacidad decisoria. 

Esta también habrá de depender de la función 
que se ejerza, que necesariamente deberá ser 
una función de comando; así tenía que serlo en 
el ámbito de la lucha anti,subversiva. Ello res-
pondió a la aplicación del artículo 514 del Có-



digo de Justicia Militar, el cual presupone el 
ejercicio del comando por parte del superior que 
emite la orden. Esto nos conduce al siguiente 
concepto: de no huber.se ejercido esa función 
de comando, el superior no hubiese tenido la 
posibilidad de controlar la ejecución de la orden 
una vez impartida ésta. 

Por estas razones, toda omisión por parle del 
superior en el control de la forma de ejecución 
de la orden y sobre los efectos de ésta trae con-
sigo su directa responsabilidad por omis-'ón en 
el cumplimiento de los deberes que le impone 
el ejercicio del comando. Este ejercicio consiste 
en la autoridad y responsabilidad legales con que 
se inviste a un militar para ejercer el mando, 
aun coercitivamente, según lo establecido por el 
reglamento de conducción de la fuerza terrestre. 

Cabe señalar además que la sanción del Ho-
norable Senado se compadece con el conside-
rando 30 del fallo de la Cámara Federal en la 
causa de los c.\ comandantes en jefe, que tan 
reiteradamente ha sido citado no sólo en este 
recinto sino también por la jurisprudencia de 
los tribunales. ¿Qué decía aquel considerando 
30? Planteo este interrogante para demostrar la 
cohesión y la coherencia que existe entre esta 
iniciativa y el fallo de la Cámara Federal. 

El citado considerando expresaba: "Que en 
cumplimiento del deber legal de denunciar se 
ponga en conocimiento del Consejo Supremo 
de las Fuerzas Armadas el contenido de esta 
sentencia y cuantas piezas de la causa sean per-
tinentes a los efectos del enjuiciamiento de los ¡ 
oficiales superiores que ocuparon los comandos j 
de zona y subzona de defensa durante la lucha 
contra la subversión y de todos cuantos tuvie-
ron responsabilidad operativa en las acciones | 
(artículos 387 del Código de Justicia Militar y 
164 del Código de Procedimientos en Materia | 
Penal)". 

El mencionado fallo no se refiere a los ofi-
ciales jefes, ni a los oficiales subalternos ni a 
los jefes de área. Es decir que la combinación 
de ambos factores en fallo de la Cámara Fe-
deral, esto es, el grado que se posee y el cargo 
que se ejerce, son los aspectos que el citado 
tribunal considera constitutivos del concepto de 
responsabilidad operativa sobre la cual debe 
fundarse la punición. 

Al mismo tiempo, debemos destacar que las 
modificaciones que estamos considerando ex-
cluyen específicamente de los beneficios de la 
futura íey a aquellos oficiales superiores que 
hubieran revistado como comandantes en jefe, 
comandantes do zona y comandantes de sub-
zona. Evidentemente, ello es así en razón de 
que las aludidas eran las funciones que en el 

marco de la lucha antisubversiva aunaban es-
tos conceptos de los que hablé antes; el ejer-
cicio del comando con la capacidad decisoria. 

También debo explicar que la modificación 
introducida por el Honorable Senado extiende 
esta responsabilidad en un doble sentido. 

I En un aspecto, incorpora, además de los co-
I mandantes en jefe y de los comandantes de 

zona y subzona, a quienes hubiesen ejercido la 
i jefatura de las fuerzas de seguridad policial y 
] penitenciaria durante la época que nos ocupa. 

Obviamente, dichas jefaturas fueron ejercidas 
por persona] militar y tal como surge de las 
múltiples causas formadas en virtud de denun-
cias por violaciones a los derechos humanos, 
sus titulares gozaron de suficiente capacidad 

I decisoria. Por consiguiente, no pueden ampa-
i rarse válidamente en la eximente del deber de 

obediencia. 
En otro aspecto, la responsabilidad se ex-

I tiende a todos los oficiales superiores respecto 
de los cuales esté acreditado que tuvieron ca-
pacidad decisoria o que participaron en la ela-
boración de las órdenes que condujeron a esta 
metodología que todos hemos condenado en el 
recinto y fuera de él. 

En cuanto al plazo establecido para que el 
tribunal se pronuncie sobre la existencia de la 
capacidad decisoria, obedece a la necesidad 
de evitar que la situación de incertidumbre pro-
cesal que motivara la sanción de la ley 23.492 
se prolongue, con lo cual seguirían incremen-
tándose las tensiones en la relación entre el 
campo civil y el militar. 

Las restantes modificaciones introducidas a 
los artículos 3'-1 y 4g del proyecto son mera-
mente formales y obedecen a la necesidad de 
adecuar el texto de la norma a las modifica-
ciones sustanciales sufridas por su artículo 1". 

En definitiva, creo honestamente que todas 
las modificaciones introducidas han perfeccio-
nado jurídicamente este instituto y que de nin-
guna manera —vuelvo a recalcar— lo transfor-
man en una ley de amnistía, como tampoco lo 
era el proyecto original. Entre la norma que 
consideramos, con o sin modificaciones, y una 
ley de amnistía existe mía diferencia funda-
mental: en la amnistía queda extinguida la pu-
nibilidad del hecho en sí y suprimido el repro-
che social de que el mismo era objeto. En cam-
bio. por medio de este proyecto simplemente 
se traslada la punibilidad del hecho del mero 
ejecutor de las órdenes a quienes las concibie-
ton e impartieron; pero el hecho mantiene ple-
namente vigente el cuestionamiento social y 
ético de que es objeto. 



Siempre con referencia a las modificaciones 
introducidas, reitero lo que dije al principio, 
de que más que una cuestión jurídica se trata 
de un problema político, aunque también es 
cierto que por tratarse de un proyecto de ley i 
resulta imprescindible —a riesgo de cansar a 
los señores diputados— hacer alguna mención 
sobre los antecedentes que registra el derecho 
comparado en esta materia. I 

Nada mejor que remontarme a algunos con-
siderandos efectuados por el Tribunal Militar 
Internacional constituido en 1945 en la ciudad . 
de Nuremberg. Allí se decía: "Crímenes contra ' 
la paz, por la planificación, preparación, inicia-
ción y desarrollo de guerras de agresión, las 
cuales también fueron guerras de violación de | 
tratados internacionales, acuerdos y segurida-
des, con crímenes de guerra y crímenes contra 
la humanidad. Los demandados son también 
acusados de participar en la formulación o eje-
cución de un plan común de conspiración para 
cometer todos esos crímenes". 

Puede advertirse que lo que hubo de penarse 
fue fundamentalmente la actividad de concep-
ción, planificación y conducción de guerras de 
agresión, de crímenes contra la humanidad, y 
no la ejecución material directa de tales críme-
nes por parte de subordinados que cumplían 
órdenes. Si observamos además el número de 
condenados en los juicios de Nuremberg, con-
cluiremos que este principio de la obediencia ' 
debida funcionaba también en aquellos años ¡ 
oscuros de la Segunda Guerra Mundial. 

En definitiva, las leyes no son trajes a me-
dida. Hay que analizarlas en el contexto histó-
rico en el cual tuvieron lugar los hechos per-
tinentes porque de lo contrario caeríamos en 
las abstracciones. No importa si hubo guerra 
o no. No vamos a hacer de esto una cuestión 
semántica; pero había sí un cuadro de belige-
rancia en el país, porque no sé cómo llamar 
al acto de copamiento de un cuartel por parte 
de un grupo uniformado que cumple órdenes 
y que ostenta graduación militar. No sé si es 
guerra o no; pero al menos coincidamos en 
que se le parece bastante. Entonces, en el mar-
co de este contexto en e] que se produjo la 
lucha contra la subversión es donde tenemos 
que situarnos para hacer una evaluación jurí-
dica correcta. 

En este sentido, me parece que más ilustra-
tivas que mis palabras son las que emite el 
procurador general de la Nación en su dictamen 
sobre la cuestión de la obediencia debida. El 
doctor Gauna arriba a las siguientes conclusio-
nes: a) Que el "principio rector" consiste en 

que " . . . todas las órdenes impartidas mediante 
el ejercicio regular del mando, esto es, las que 
provienen de un superior (artículo 877 del Có-
digo de Justicia Militar) jerárquicamente habi-
litado para impartirlas, y que guardan relación 
con las actividades reglamentariamente atribui-
das a las fuerzas armadas deben ser obedeci-
das . . . " ; b) " . . . Q u e ese deber de obediencia 
no significa, por cierto, el deber de obedecer 
cualquier orden, sino únicamente aquellas vin-
culadas al servicio, es decir, referidas a las fun-
ciones específicas que a cada militar correspon-
den por el hecho de pertenecer a las fuerzas 
armadas (artículo 878 del Código de Justicia 
Militar). Y estas órdenes deben ser ejecutadas 
aunque ellas pudieran derivar en la comisión 
de un delito", Ello, simplemente por aplicación 
del artículo 514 del Código de Justicia Militar, 
que en esta materia constituye la aplicación de 
la norma penal más benigna. 

Pero junto a esta opinión del doctor Gauna 
quisiera citar la de un penalista, de un espe-
cialista en la materia, el doctor Pablo Argíbay 
Molina. Refiriéndose al artículo 11 de la ley 
23.049 dice: "Yo considero que ésta no es una 
ley interpretativa simple, sino que es una ley 
modificatoria de leyes penales de fondo.. . Es 
decir no se puede aplicar hacia atrás porque 
sería una ley más gravosa en contra de los pro-
cesados. Sólo se aplicaría hacia atrás la parte 
que es más beneficiosa para los imputados, ya 
que tanto este principio como el de la retro-
actividad, son principios generales del derecha 
penal". 

Y sigue diciendo el doctor Argibay Molina: 
"Así tendríamos que aquellos que hubieran 
obrado dentro de esa metodología —que ya 
determinó la Cámara como existente— estarían 
inmersos en un sistema coactivo del cual no 
podrían salir por los secretos militares, por los 
delitos de desobediencia militar, la insubordi-
nación, el motín, por el mismo sistema publici-
tario que se montó en su momento (y del cual 
hace referencia el decreto 158 del Poder Eje-
cutivo). Todo este sistema coactivo hacía que, 
necesariamente, el que cumplía órdenes no tu-
viera Ja posibilidad de analizarlas, revisarlas y 
poder plantearse que eran ilegales o totalmente 
arbitrarias en contra de los derechos humanos. 
Quienes cumplían órdenes, en estas caracterís-
ticas, estarían exentos de responsabilidad por 
quedar inmersos en esta sección al principio de 
obediencia debida en función del sistema coac-
tivo imperante y de los dos principios de retro-
actividad de la ley y ley más benigna, que son 
principios generales del derecho penal". 



A esta opinión cabe agregar la del doctor Gau-
na, que dijo: . .Así está claramente concebido, 
a mi juicio, en el artículo 514 del código cas-
trense que es, obviamente, la norma específica 
aplicable al caso, por encima del régimen legal 
que en el parecer del tribunal 'a quo' pudiera 
resultar más conveniente o deseable...". 

Esto que acabo de decir se vincula con el 
principio de la ley más benigna. 

Y agregaba el doctor Gauna: " . . . l a obedien-
cia de la orden por el subordinado, cualquiera 
fuese el contenido, deja a salvo regularmente su 
responsabilidad, por cuanto la ubicación en la 
cadena de mandos descarta la existencia de 
capacidad decisoria propia y excluye la revisión 
de la orden, salvo en lo concerniente a verificar 
la competencia de quien la emitió y su vincula- i 
ción con el orden y las funciones militares, esto 
es, con el 'servicio'...". 

Después decía; " . . .estas consideraciones de 
ningún modo tienden a consagrar una suerte de 
impunidad por los delitos derivados del cum-
plimiento de órdenes del servicio, ni suponen 
admitir una 'meeanicidad irresponsable', en la 
terminología de la sentencia. Por el contrario, 
la responsabilidad penal por el ilícito cometido 
queda en estos casos desplazada, por imperativo 
legal, a quienes emitieron las órdenes en cues-
tión. . 

Y continúa: ". . .carecería de sent:do regular 
como causa de no punibilidad independiente a 
la obediencia debida, si su procedencia quedase 
subordinada a la existencia de error en el agen-
te, toda vez que para excluir su punibilidad 
hubiera bastado la referenc;a al error de hecho, I 
el cual descarta a la punibilidad con abstracción I 
de una situación de dependencia jerárquica. . ' 

Días pasados se hizo referencia en este re-
cinto a alguna posible contradicción que yo sos-
tengo no existe, sencillamente porque hablamos 
de cosas distintas. Aquélla era una presunción I 
juris tantum. una presunción sobre el error en 
la legitimidad de la orden; pero aquí estamos 
hablando de una presunción juris et de jure so-
bre la obediencia debida y sobre la capacidad 
decisoria. Son cuestiones distintas. No se puede 
confundir el error con esta eximente de culpa-
bilidad de la obediencia debida. Esto lo digo 
en cuanto al análisis estrictamente jurídico de 1 

las modificaciones que el Senado ha introducido 
en el articulado de este proyecto de ley. 

De todas formas, quiero hacer unas iiltimas 
consideraciones. Sé perfectamente que atrave- j 
samos un momento muy difícil; incluso, lo dijo j 
el propio presidente. Hubiese sido mucho más 
fácil dictar una ley de amnistía. En este sentido, j 
pensemos que en nuestro país ya se dictaron 19 ¡ 

leyes similares, por lo que podría haber habido 
una más, Si la hubiésemos dictado hubiéramos 
recogido el consejo de aquellos que nos decían 
que era inderogable la autoamnistía dictada por 
el proceso militar. Podríamos haberla hecho, pe-
ro no lo hicimos y preferimos buscar caminos 
diferentes. 

En el mundo entero se habló de la solución 
argentina, precisamente porque ella era inédita, 
porque la norma —en este país y en otros— fue 
siempre la impunidad, la amnistía. Por eso deci-
dimos buscar otros carriles. Tal vez, nos equi-
vocamos respecto de algunos, justamente por-
que eran inéditos, porque quisimos aplicar el 
derecho común para juzgar circunstancias no 
tan comunes en la vida de los pueblos. 

¿Pero dónde e-tán las discrepancias? Yo parto 
de la buena fe de todos. Sé que todos quieren 
avanzar hacia el futuro, que nadie quiere vol-
ver para atrás. ¿Quién quiere volver hacia atrás? 
¿A buscar qué país? ¿El de la violencia? ¿El de 
los miedos? ¿El de la sangre o el odio? 

Todos queremos abrir puertas al futuro, pero 
discrepamos en cuáles son precisamente las que 
hay que abrir. Algunos hablan de la amnistía 
y otros del indulto selectivo. Particularmente, 
prefiero la ley al indulto, por su generalidad y 
objetividad, y porque el indulto tiene nombre y 
apellido. Además, la ley compete a los represen-
tantes del pueblo. ¿Por qué vamos a delegar una 
facultad que es nuestra en otra persona, aunque 
se trate del presidente de la República? 

En definitiva, reitero que las diferencias están 
en los caminos, en las puertas que hay que abrir. 
Por lo tanto, no quiero escuchar decir que exis-
tieron claudicaciones institucionales, que hubo 
falta de coraje institucional, claudicaciones éti-
cas o falencias morales. En este sentido, invito 
a todos a interrogar al hombre de la calle para 
saber qué opina sobre el coraje del presidente 
de la República. 

Entonces, si los que se sentaron en el ban-
quillo de los acusados —se trate de quien se 
trate— están donde están, cuando además sa-
bemos que no serán amnistiados y que tampoco 
serán comprendidos en los alcances de esta 
sanción, preguntémonos por qué: porque hubo 
un presidente con coraje civil que tuvo lo que 
había que tener para ordenar el procesamien-
to de los responsables del drama argentino. 
(Aplausos.) 

Por lo tanto, si yo no discuto la buena fe de 
nadie, tampoco dudemos de la del presidente 
de los argentinos. Terminemos con esta ver-
sión maniquea de los extremos que nos alejan 
del campo popular; un extremo que nos acón-



seja no condenar a nadie porque al fin y al 
cabo libraron una lucha justa e hicieron que 
el país se liberara de la subversión, y otro que 
propugna condenar a todos; si es posible, con 
el paredón y los tribunales populares. 

Esto no ayuda a la construcción del país del 
futuro ni a la unidad nacional que todos bus-
camos. A esa unidad nacional se refería Ricar-
do Balbín cuando decía: "La bandera de la 
unión nacional 110 es la de la aparcería política 
sino la de la convivencia democrática. Esta po-
lítica tiene por objetivo que los jóvenes en el 
tiempo que tienen que vivir y que yo no vivi-
ré, puedan tener un país, una civilización, un 
encuentro amable en la noble dialéctica del de-
bate discrepante y no la pelea absurda de todos 
los días". 

Todos los hombres de mi generación perdi-
mos muchos años de nuestras vidas —quizás, 
los mejores— en la larga noche de duros des-
encuentros argentinos. No sé si éste es el camino 
más adecuado; simplemente sé que es un paso 
para evitar estos desencuentros en el futuro. 
Tal vez no sea la mejor solución. Quizás es 
más correcta la que proponen otros, pero bus-
quémosla entre todos. 

Sigo creyendo que absolutamente todos tienen 
en mente estos altos objetivos nacionales: la 
superación de las antinomias, la unidad nacio-
nal, la pacificación de los argentinos y, en defi-
nitiva, aquello que nos congregó aquel domingo 
de Pascuas en la Plaza de Mayo. 

Por último, se encuentran quienes hacen de 
este tema una cuestión de conciencia o de prin-
cipios. Yo los respeto. No les respondo, sino 
que simplemente les señalo mi respuesta a mi 
propio problema de conciencia. Decía cuando 
debatimos aquella ley que mencioné hoy que 
iba a estar completamente tranquilo y en paz 
con mi conciencia cuando viese a mis hijos junto 
con los jóvenes de otros partidos concurriendo 
al acto en el que Raúl Alfonsín le coloque la 
banda a otro presidente elegido por la expre-
sión de la soberanía popular. En ese momento 
habremas visto cómo amanece para siempre la 
democracia de los argentinos y cómo brilla en 
los tiempos que queremos para la República. 
(Aplausos.) 

Sr, Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Mendoza. 

Sr. Manzano. — Señor presidente: solicito a 
este cuerpo que sea tolerante conmigo, porque 
quebrando la tradición de improvisar mis pala-
bras efectuaré mi discurso ayudado por un texto 
escrito. No lo citaré textualmente pero lo to-
maré como base de mis expresiones porque, si 

tenemos suerte y firmeza, ésta será la última 
vez que consideremos una iniciativa de este tipo 
en la Cámara. 

Tal vez aquí se presente una característica 
de la ceremonia del matrimonio: se debe hablar 
ahora o callar para siempre. Por eso voy a hacer 
uso de la palabra. No lo haré en la situación 
de confianza recíproca con la que siempre habla 
el diputado Manzano. En mis expresiones in-
cluiré la posición del justícialismo. Hablaré con 
estos papeles porque trataré de hacerlo en nom-
bre de todo el justícialismo. 

Estamos considerando un proyecto de ley que 
a los ojos de los argentinos, de los juristas y del 
común de la gente, consagra la impunidad por 
graves violaciones a los derechos humanos pro-
ducidas durante los años de la dictadura mili-
tar, No es la primera vez que consideramos una 
iniciativa de este tipo. Concurrimos a este re-
cinto con la firme convicción de que debe ser 
la última. 

En estos días hemos sido acusados de falta 
de realismo. Tenemos un solo realismo: el que 
nos da Ja experiencia. Sabemos que la conce-
sión instintivamente nos cae mal a los políticos, 
y por eso nuestro realismo es casi instintivo 
ante la presión. En general, ante ella reaccio-
namos diciendo que 110. En esto queremos ser 
tan celosos como lo somos con respecto a los 
formalismos del poder, a la frivolidad de quién 
llama primero a quién o qué persona se sentará 
a la cabecera de la mesa. Nosotros, que perte-
necemos a esta clase de hombres tan celosos 
para esas cosas, también tenemos que serlo para 
ésta. Así como podemos pelear por una cabe-
cera, en este caso instintivamente sentimos que 
está mal aprobar esta ley. 

También se nos ha acusado de buscar réditos 
electorales. Aquí seriamente haré una, apelación 
al rigor. Todos tenemos las mismos encuestas 
sobre la opinión que esto merece y sabemos 
que son confusas. Es más, de la encuesta de 
opinión parecería surgir que es mayor la tole-
rancia a la medida legislativa que la crítica. 
Quizás el triunfo electoral sea para los que pro-
mueven la ley, y la pérdida, para quienes nos 
oponemos. Pero como creemos que ésta es la 
hora de poner y no de sacar, nos hacemos cargo 
de la opinión que hoy en la encuesta es mi-
noritaria. 

No venimos a buscar rédito electoral alguno; 
quizá lo estemos concediendo, pero creemos que 
es un tema demasiado serio para ponerlo en el 
tamiz electoral. 

Del mismo modo he escuchado decir que he-
mos dejado solo al gobierno, que el gobierno 



se siente solo. Tal vez esto se relacione con la 
manera en que antes veíamos a la Argentina. 
En el sistema democrático 110 se está solo cuan-
do los demás piensan diferente. Pero cuando 
la voluntad es que haya un pensamiento uni-
forme, pero hay gente que piensa de un modo 
distinto, se siente soledad. Acá radica el desafío, 
y el desafío es la posibilidad de sentir la com-
pañía del disenso, la de quienes advierten con 
severidad y la de quienes piensan de otra ma-
nera pero a la hora de apoyar, lo hacen. 

Hoy nos toca venir a disentir, porque el día 
que nos tocó apoyar así lo hicimos con Ja misma 
convicción. No podemos ni queremos repetir el 
discurso de la otra vez. Vamos a decir por qué 
hemos venido nuevamente a votar en sentido 
negativo este proyecto de ley. El voto negativo 
es igual. En el reglamento no se ha previsto una 
escala de negatividad, pero en el trámite par-
lamentario sí se contempló una escala de em-
peoramiento: este proyecto aumenta la impu-
nidad que había en la versión original, incluye 
a más personas responsables por los mismos de-
litos y reduce el número de condenas que po 
drían surgir de la acción judicial. 

¿Con qué criterio nos opusimos antes y lo 
volvemos a hacer ahora? Con el de la búsqueda 
de dos principios rectores: vigencia clul estado 
de derecho y realización del ideal de justicia. 
Para esto era necesaria la prosecución de los 
procesos. La forma civilizada de resolver un 
conflicto social no es la clausura del proceso 
sino la sentencia, la determinación de la ino-
cencia o culpabilidad del procesado por la ac-
ción independiente del juez. 

En este caso estamos en presencia de delitos 
de tal gravedad que afectan los valores básicos 
do una sociedad, como son .las figuras de homi-
cidio, tortura y secuestro. Acá no solamente vale 
la prohibición, que no nos interesa, como tam-
poco nos intere-a la venganza ni el castigo a 
los culpables. Tenemos que ser sinceros y decir 
que nos preocupa enormemente la significación 
de que la innegable concurrencia de las volun-
tades del autor de la orden y de su ejecutor ma-
terial, que en otras situaciones se llama parti-
cipación con autoría intelectual y acción directa, 
tengan en este caso, en virtud de una norma 
jurídica, una calidad distinta. 

Nos parece que la comisión de delitos de esta 
naturaleza implica la concurrencia de las volun-
tades del ordenante y del ejecutor. Nos es difícil 
pensar que con la sola apelación a la existencia 
de una orden se puedan justificar acciones que 
dañan a la ley de Dios, sobre todo tratándose 
de soldados que reivindican permanentemente 

su condición de creyentes. Es muy dilicil, en 
condición de creyente, violar cómodamente la 
ley de Dios y ampararse en la existencia de una 
orden porque la misma condición de creyente 
implica que no hay ley suprema a la de Dios. 

En esta situación venimos a no votar el pro-
yecto de ley, pero también a plantear que el 
actuar así nos llama a reflexión sobre si lo que 
estaremos haciendo —como decía el señor di-
putado Vanossi hoy en una emisora—, no será 
buscar el commodum. Aclaro que yo no soy muy 
bueno con los lalinazgos, como seguramente no 
lo son la mayoría de los argentinos, así que voy 
a tratar de pasar esa palabra al castellano para 
que la entendamos todos. La inquietud que plan-
teaba el señor diputado Vanossi era si no esta-
remos adoptando la cómoda posición de no te-
ner la responsabilidad de gobierno, dejando al 
oficialismo que afronte el "peligrum", es decir, 
que los oficialistas deban resolver la cuestión 
teniendo en cuenta el peligro. 

Quiero transmitir la sensación que tengo: es 
una imagen un poco dura: es la imagen que se 

! puede tener cuando uno entra en un callejón 
oscuro y se encuentra con un grupo. Puedo pa-
sar sin que ocurra nada. Puedo pensar que si 
los dejo hacer algo de lo que quieren hacer me 
van a dejar salir, o puedo pensar que no voy a 
salir de ninguna manera. Son todas apuestas, 
pero reitero que la imagen que tengo es la de 
que uno entra en un callejón. oscuro y se en-
cuentra con el "peligrum". En esta materia los 
peronistas tenemos una larga experiencia y por 
ello queremos transmitirla. 

Se han invocado distintas cosas para hablar 
del apuro de este proyecto de ley, y ahora que 
pasó la primera vez por las Cámaras he encon-
trado una cosa más interesante: vamos a hablar 
de la tardanza del proyecto de ley. Ingenua-
mente decíamos que existía apuro, pero parece 
ser que por su benignidad este proyecto llegó 
tarde. Si es tan bueno, ¿por qué llegó ahora? 
Si el ministro de Defensa se defiende diciendo 
que hace falta esta norma para defender la de-
mocracia, ¿por qué no habla de la ley de de-
fensa? ¿Por qué siempre nos toca legislar de 
apuro para algunos militares y nunca nos toca 
hacer lo mejor para ordenar a] conjunto de las 
fuerzas armadas? 

En este caso, pareciera ser que la demora 
tiene dos justificaciones: la primera, que no se 
había pensado a fondo en todo esto, que no 
se había tenido en cuenta. Creo que no es 
serio el argumento porque la hipótesis fue obje-

1 to de análisis en distintos lugares durante mu-
cho tiempo. 



La otra justificación habla de la falla de una 
parte del sistema. Se dice que el sistema de 
juzgamiento del pasado se basaba en la acción 
del Poder Ejecutivo al instruir, en la del Par-
lamento al sancionar la ley y en la de los jue-
ces al dictar sentencia, y que éstas eran las tres 
patas que vienen a sostener el principio de la 
obediencia debida, por lo que la falla fue de 
los jueces. 

Aquí tengo que hacer una confesión: en un 
momento me pareció un razonamiento válido 
pero después me di cuenta de cuán lejos está-
bamos del sistema republicano con ese razona-
miento, porque no puede armarse una estra-
tegia política pensando en el fallo que darán 
los jueces. A éstos les toca procesar, y tengo 
que esperar su fallo. 

En ese marco, quizás la demora haya estado 
vinculada a que se pensaba que el proyecto 
de ley era malo o a que generaba costo elec-
toral. 

Por otro laclo, quizás el apuro haya estado 
vinculado a la convicción de que el proyecto 
hace falta para parar la presión, porque creo 
que nadif pudo haber pensado que una inicia-
tiva de este tipo podría comportarse de un 
modo tan particular como para dar una ganan-
cia electoral. 

Por otra parte, se invocan razones de Estado. 
Se dice que cuando se llega al gobierno, con 
las limitaciones propias del sistema democrá-
tico, hay momentos en los que se deben tomar 
decisiones que están en contra de la voluntad 
del gobernante, del gusto del gobierno y en 
contra de la voluntad de los gobernados y que 
ésta es la dura encrucijada que les pone el 
poder a los hombres de poder. 

La historia de nuestro país está llena de Ta-
razones de Estado, señor presidente, pero no es 
hemos hecho una Argentina demasiado linda 
para vivir. Sé que algunos me señalarán por 
lo que estoy diciendo de la Argentina, pero del 
mismo modo en que se miran ciertos datos de 
la encuesta hay que observar lo que en ella se 
consigna más abajo: que el 65 por ciento de 
los j'óvenes se quieren ir. 

Esa es la Argentina que hemos hecho con 
razones de Estado, señor presidente, pero no es 
la que queremos hacer. Nuestra intención es 
construir la Argentina del estado de la razón. 
Entonces, la razón de Estado tendrá el valor 
relativo de formar parte de la liturgia del pa-
sado de ¡a Argentina. 

Si la invocación a las razones de Estado es 
cada vez más frecuente no es porque en Sema-
na Santa el pasado se nos haya acercado, sino 

porque en ese momento tuvimos que admitir 
dolorosamente que el pasado sigue viviendo 
entre nosotros. En esta época de transición al-
gunos caminamos por las calles pensando en 
el futuro y otros añorando el pasado. 

El pasado está aquí instalado; se organiza, 
pelea, avanza, aprieta, trata de reconstituirse y 
de aparecer en los diarios. El pasado existe; 
no es un problema del presidente ni de la Unión 
Cívica Radical. 

Quizá a todos los argentinos nos haya seduci-
do la idea de que el 10 de diciembre de 1983 
habíamos enterrado el pasado; pero está muy 
bien de salud, señor presidente. 

Insisto en que hemos actuado bajo presión pa-
ra obtener esta sanción, invocando la incertidum-
bre procesal. 

Como no soy abogado, voy a hacer una com-
paración desde el punto de vista humanista, no 
legal, entre la ¡ncertidumbre procesal y la in-
existencia del proceso. 

La incertidumbre procesal se verifica cuando 
no se sabe cómo va a terminar un juicio en el 
que se conoce al juez, se sabe dónde está la cár-

i cel, cuándo se come en ella y a qué hora se 
reciben las visitas. Uno puede presumir que será 
declarado inocente —si lo es—, pero puede te-
mer que lo sentencien injustamente, o que será 
condenado —si es culpable—, aunque también 
puede tener la esperanza de que no prueben su 
delito y obtener así la libertad. Eso es incerti-
dumbre procesal. 

La inexistencia de proceso se vincula con el 
siguiente episodio: una noche pasan a buscar a 
una persona, le ponen una capucha, la suben a 
un auto y la matan en un basural. 

¿Por aquellas acciones del pasado vamos a 
justificar las acciones de hoy? No, señor presi-
dente. 

Por eso hemos renunciado a condenar y he-
mos impedido el tribunal popular, el paredón, 
la ley del "ojo por ojo" y la justicia popular de 
una revolución triunfante. Por eso dijimos que 
no sabemos si los militares son culpables y pedi-
mos que sean sometidos a un juicio en el que 
no se presupongan culpas hasta tanto haya una 
sentencia firme, pero que sean juzgados por la 
ley que ellos dejaron sin efecto y que presume 
que todos son inocentes hasta que se demuestre 
Jo contrario. 

Esa es la diferencia entre la incertidumbre 
procesal y la inexistencia de proceso. (Aplausos.) 

El 30 de julio de 1986 —recuerdo aquí al di-
putado Fappiano— sancionamos la ley 23.338. 
Por esa ley se ratificaba tardíamente en la Ar-
gentina —dos años después que en las Naciones 



Unidas— un convenio contra la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 
Yo estoy seguro de que no sancionamos esa nor-
ma para el futuro, ya que si adoptamos tal de-
cisión es porque pensamos que en nuestro país 
va a haber más torturas y tratos inhumanos 
o degradantes. Creo que a nadie lo anima la 
idea de una Argentina en la que sea necesaria 
una norma como la que estamos analizando pa-
ra juzgar hechos similares a los ocurridos. 

Estimo que la ratificación del convenio es una 
manera de juzgar lo que pasó, porque lo contra-
rio nos haría pensar que es posible que eso se 
repita en la Argentina. Evidentemente, este pro-
yecto de ley viola ese convenio. El convenio es 
nuevo, pero hay algo que es tan viejo como ca-
minar por este suelo: el derecho de gentes, y 
esta norma lo viola. De la ley de Dios ya hablé. 

Hay que admitir que la impunidad no es to-
tal; la Argentina ha hecho quizá lo mismo que 
muchas naciones, menos que algunas y más que 
muchas otras. Es cierto que los integrantes de 
las juntas están condenados y detenidos, y que 
algunos oficiales de alta graduación y alto nivel 
de responsabilidad van a quedar presos con 
esta estructura jurídica. En ese sentido, espero 
que, por ejemplo, Camps, que era coronel en 
el momento de los hechos, continúe detenido 
en razón de que tenía capacidad decisoria. ¡De-
fendamos esto, por favor; no vayamos a explicar 
la desigualdad procesal; no intentemos aducir 
que el gesto reconciliador es devolverle la liber-
tad' No vayamos a pensar estas cosas con la 
encuesta en la mano, porque no es necesario 
contar con el 90 por ciento de la población 
para encender la mecha de la violencia: sólo 
se requiere un porcentaje muy decidido, y para 
ello únicamente se necesitan hechos que tengan 
una capacidad de impacto tal que provoquen 
la decisión de ese pequeño porcentaje. De mo-
do que pido que cuidemos estos casos, porque 
cuando este proyecto de ley se sancione ellos 
.serán los ejemplos de que en la Argentina no 
es exactamente lo mismo hacer cualquier cosa. 
Evidentemente, no nos van a quedar muchos 
otros casos. 

Yo no quiero arrancar compromisos. ¿Para 
qué nos vamos a arrancar compromisos entre 
nosotros si vivimos en un país en el que las 
cosas cambian permanentemente? Pero reitero: 
¡por favor, cuidemos estos casos! 

No puedo dejar de mencionar el tema al que 
recientemente se refirió el jefe del Estado Ma-
yor General del Ejército, y que forma parte de 
las conversaciones entre civiles y militares: el 
problema de la lucha contra la subversión. Aquí 

hubo una espiral de violencia con muchos com-
ponentes; hubo terrorismo y grupos armados 
que se uniformaron y tuvieron jerarquías y gra-
dos, Ya he dicho en esta Cámara que bastante 
de eso lo pusimos nosotros; pero ¿cuál es la 
lógica que justifica que para combatir al terro-
rismo hay que aceptar su metodología? 

Existe una lógica técnica que sostiene que el 
ejemplo más parecido a lo que nos ocurrió es 
la guerra de Argelia. Se trata de una situación 
semejante si uno analiza simplemente el hecho 
de quienes llegaban en un jeep para atacar una 
casa, y de quienes estaban dentro de ella dis-
parando contra los que estaban en el jeep. La 
diferencia está en el hecho de que en Argelia 
el ejército francés se enfrentaba con los arge-
linos. Por otra parte, me da la impresión de 
que el solo hecho de tratarse de una guerra 
colonial descalifica la metodología. 

Estas son algunas de las extrañas situaciones 
a las que nos tiene acostumbrados algún nacio-
nalismo en la Argentina. Las ideologías extra-
ñas son malas cuando son de izquierda y son 
dogmas cuando son de derecha. ¿Cuando se 
habla de ideologías extrañas se alude a la gue-

i rra contrainsurgente importada de Argelia o a 
la doctrina de la seguridad nacional importada 
de la Academia Militar de West Point? ¿Acaso 
sólo ¿ion malas las ideologías extrañas que ha-
blan de la distribución de la riqueza, de la apro-
piación de la plusvalía o de la guerra insurrec-
cional? 

Los argentinos decidimos que tenemos un ca~ 
mino nacional y propio que repudia las ideolo-
gías extrañas —no sólo la de uno, sino la de am-
bos signos— cuando los trabajadores optaron 
por hacerse justicialistas en lugar de comunistas 

i y cuando las masas populares que llegaron al 
| poder con Yrigoyen decidieron hacerse radicales 
I y no anarquistas. 

En este esquema es que venimos a decir que no 
enjuiciamos el combate de las fuerzas armadas 
contra los grupos subversivos registrado en el 
marco legítimo de una orden de un gobierno 
constitucional. Como miembro del movimiento 
que dio origen a ese gobierno, no puedo más 
que señalar que era una orden legítima. Ahora, 
como miembro de una generación emergente de 
ese proceso, también tengo que decir que era 
una orden errada. 

Señor presidente: el propio Perón se cansó 
do hablar del problema policial aun antes de 
que aparecieran en la Argentina los grupos 
subversivos organizados. Existen escritos de 
Perón donde señala que la tumba de las fuer-

. zas armadas de un país aparece cuando se 



plantea en su desenvolvimiento el accionar con-
tra la población civil de ese propio país. Por 
este motivo no venimos a enjuiciar a los mili-
tares que combatieron a la subversión; sí lo 
hacemos con aquellos que utilizaron una meto- ¡ 
dología aberrante. No juzgamos la reacción > 
contra el delito; juzgamos y enjuiciamos la re-
presión clandestina. Tan así es que hay un ex 
ministro peronista, José López Rega, que está 
siendo juzgado por hechos semejantes en la 
causa de la Triple A, 

Sabemos qué es lo que sienten los hombres 
de armas cuando ven que sus camaradas están 
siendo juzgados. Quizás algunos que lo cono-
cieron personalmente a López Rega puedan de- , 
cir que está bien que se lo condene, y otros que i 
está mal poique cumplió órdenes. De todos 
modos, desprestigia a los peronistas —no crean 
que nosotros no sabemos cuánto nos daña y 
desprestigia López Rega—, pero aun así no he-
mos solicitado Ja suspensión de su juicio. In-
cluso, el día que se anunció la detención de | 
López Rega en Miami, en esta Cámara pedi-
mos que se realizaran todas las acciones nece-
sarias para t¡ue el juicio se concretara. De igual 
manera, podemos pensar que quizá se lo con-
dene, pero no podemos prejuzgar sobre lo que 
va a hacer el juez, aun cuando creemos que 
habrá motivo para que esa condena se mate-
rialice. 

No queremos que se enlode a todo el pero-
nismo poique está enjuiciado uno de sus ex 
ministros, pero no por salvar nuestra imagen 
vamos a utilizar nuestro poder, nuestra influen-
cia o el número de votos con los que podríamos 
contar en el Senado o en esta Cámara para que 
ese juicio se interrumpa. 

Por el contrario, si hemos llegado aquí es a 
pesar de López Rega y tenemos la obligación 
de asegurar que haya juicio contra él. Lo úni-
co que reclamamos es que los hombres de ar-
mas comprendan que no estamos contra ellos 
ni en contra de las fuerzas armadas, pero que 
tampoco podemos juzgar exclusivamente he-
chos. Los hechos no existen independientemen-
te de los hombres; no es lo mismo matar que 
curar; por el contrario, es totalmente distinto. 
De igual modo, no es lo mismo matar que dar 
a luz. 

No queremos enjuiciar a las fuerzas armadas. 
De ninguna manera queremos enjuiciar su ac-
cionar contra la subversión, pero no hay nada 
que nos convenza de que la metodología era 
legítima y que la tortura y el homicidio pueden 
ser explicables. 

lis necesaria la reconciliación; por eso hemos 
reclamado que era indispensable hacer algunas 
autocríticas. Nosotros las hemos hecho y tam-
bién las hemos escuchado. Incluso, los con-
ceptos que manifestara el señor presidente de 
esta Cámara con respecto al partido al que 
pertenece fueron los mismos que por muchos 
años manifestamos sus adversarios políticos. 
Además, el valor de esas expresiones deriva del 
hecho de que provienen de un hombre que en 
los últimos cuarenta años estuvo en la historia 
de ese partido. 

Los civiles hemos venido haciendo esta auto-
crítica pero nos damos cuenta do que algo falta 
y que es muy difícil encontrar el día de la re-
conciliación. Lo que he advertido es que la 
reconciliación no es el punto de partida o el 
prerrequisito, porque en muchos casos está muy 
encarnado el encono. Pero no nos engañemos: 
luego de sancionado este proyecto de ley los 
hijos de nuestros oficiales continuarán teniendo 
los mismos problemas y quizá éstos se vean 
agravados. 

Debemos entender que la reconciliación es 
la meta, el puuto de llegada; nunca será el 
punto de partida aunque hagamos los mayores 
esfuerzos de imaginación y creatividad. No 
existe el momento inicial de la icconciliación; 
para concretarla será necesario desarrollar pre-
viamente la autocrítica y realizar concesiones 
y reconocimientos recíprocos, no ¿ólo de las 
culpas del pasado sino también de los errores 
actuales. Asimismo, debemos aceptar la posi-
bilidad de que otros propongan ideas para el 
futuro a fin de llegar a esa reconciliación. A 
veces nos hallamos trancados por la idea de 
que la reconciliación es el punto de partida, 
pero no es así: es el punto de llegada antes del 
cual pareciera estar la subordinación de las 
fuerzas armadas, su reestructuración y reforma. 

He estado pensando más allá de lo ocurrido 
en Semana Santa. Durante esos días, como si 
hubiéramos descubierto a los militares —en 
esto reconozco nuestro error—, todos nos vol-
vimos especialistas en doctrina militar y seña-
lamos que la situación había sido generada por 
la falta de instrumentación de una reforma de 
la política de defensa, Pero transcurrido el 
tiempo observamos que la situación no era dis-
tinta a la de otros sectores de la sociedad ar-
gentina. 

Se trata de una crisis más profunda que afec-
ta al gobierno, que encuentra grandes dificul-
tades para dar respuesta a determinados pro-
blemas que ya han sido señalados por nuestro 
bloque. Me refiero a la injusta distribución de 
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la riqueza, a la desinvcrsión productiva, a la 
deserción escolar, a la falta de generación de 
nuevos empleos, a la desocupación, al empobre- 1 

cimiento de la población, al atraso científico y , 
tecnológico, a la degradación del sistema de i 
atención a la salud, a la creciente transieren- | 
cia de la riqueza nacional al exterior, a la emi- , 
gración de compatriotas y a la dificultad para 
la resolución de nuestros conflictos externos. 
Esta no es la enumeración de la cuenta que le 
pasamos al gobierno radical, porque pudo ha-
ber sido muy parecido o peor lo que recibió 
como herencia. Tampoco esta descripción se 
debe a que el presidente es Allonsín, aunque I 
quizá tengamos derecho a pensar que con noso-
tros la situación sería mejor. Simplemente se-
ñalo que esa es la descripción de la realidad. 

Un indicador más desnudo de esta crisis es 
el riesgo que afronta el gobierno de la reapa-
rición de la violencia. Cuando planteamos el 
afianzamiento del sistema democrático habla-
mos de consenso o disenso; ésta es la alterna-
tiva. Aun creyendo tener la mejor idea, ésta 
puede ser no compartida por una parte impor-
tante de la sociedad argentina; sin embargo, el 1 

sistema igual funciona porque la alternativa es 
consenso o disenso. No es necesaria la acep-
tación total de una medida. Si bien su concre-
ción depende del menor o mayor apoyo con que 
cuente la iniciativa, el propio sistema admite el 
disenso. Pero con el autoritarismo la alternati-
va cambia y termina siendo vida o muerte, 
Ante el autoritario, el violento, cuando se ex-
trema una situación, la respuesta es la muerte; 
es decir que la alternativa, reitero, es vida o 
muerte. 

Cuando en la década del 70 aparece una cri-
sis similar a ésta, fueron muchos los que aban-
donaron esta opción entre consenso y disenso, 
a pesar de eSe Perón anciano que venía a dedi-
car sus últimos años para la Nación. En 1974 
se refería a la unidad y hablaba de desarmar 
los espíritus y de un proyecto nacional que de- | 
bramos concretar todos juntos, mientras en las 
calles, con sordera, quienes tenían posibilidad 
y responsabilidad de poder hacían lo contrario. 
Lo que queremos evitar es la aparición de la 
violencia y la represión. Por eso venimos siem-
pre con tanto énfasis, aunque yo haga el es-
fuerzo de leer mi discurso para acotar mis ex-
presiones. Aunque podamos estar equivocados, 
el nuestro es un planteo vivencial en el sentido 
de que el camino que se está transitando no 
es bueno. 

Debemos encontrar el mecanismo que nos | 
permita usar la energía en cosas útiles. (Qué i 

desafío! Quizás el desafío para los gobernan-
tes de hoy sea encontrar un camino para que 
los argentinos podamos usar la energía en co-
sas útiles. 

Hace una semana asistimos enojados a este 
recinto por el hecho de que la sociedad argen-
tina no respondió al pedido de autocrítica for-
mulado a cada sector. De todas formas, sabía-
mos en nuestro fuero íntimo que no dijimos 
a cada sector lo que queríamos de ellos, aparte 
de su autocrítica. 

A continuación voy a manifestar la opinión 
de los justicialistas en relación con lo que debe-
ría hacer cada sector para usar su energía en 
cosas útiles. Para el país sugerimos dos lemas 
o ideas básicas: creatividad y compromiso. En 
primer término, pedimos creatividad para pen-
sar distinto; y luego compromiso hacia los que 
piensan de diferente manera. Hago esta aclara-
ción para que nadie piense que compromiso 
significa dejar las cosas como están. 

Creemos que los intelectuales, en vez de dedi-
carse a contar las costillas a la sociedad política, 
tendrían que aportar un conocimiento social-
mente útil, del que hoy carece nuestro país. 

Considero que lo ocurrido en Semana Santa ha 
sido el seminario de ciencias políticas más impor-
tante que se llevó a cabo en el país en los últimos 
años sobre la transición. Recordemos además 
que fue "dictado" por un teniente coronel y no 
por los intelectuales. Fue un llamado de atención 
sobre la solidez del mecanismo que estamos uti-
lizando y sobre la forma de resolver la transición 
en nuestro país. Debemos destacar que hace un 
tiempo Uruguay también tuvo un seminario si-
milar. 

í 
¿Qué les vamos a pedir a nuestros empresarios? 

Si bien dijimos el otro día que fueron indife-
rentes al dolor —cosa que ya pasó—, quizás 
ahora nos ofrezcan un discurso sobre el dolor 
que vive la Argentina. A los empresarios les 
pedimos que asuman el riesgo, recuperando así 
la ética esencial del empresario capitalista que 
consiste en arriesgar plata. Una persona es em-
presaria cuando arriesga; la base del capitalis-
mo es el riesgo; no se puede reclamar competen-
cia y seguridad ni capitalismo y seguridad; los 
empresarios tienen la obligación del riesgo. Es-
tas eran otras de las cosas que no tuvo en cuen-
ta el proceso y desterraron el riesgo del capi-
talismo. 

A los diligentes empresarios les pedimos co-
herencia, pero ¿en qué sentido? Todos conoce-
mos los discursos liberales y el reclamo de sub-
sidios y protección estatal. O aceptamos que 
en la Argentina, debido a que es un país que 



vive una grave crisis, se necesita un mín:mo de 
planificación y concertación para determinar 
prioridades y en base a eso saber cuál es el Es-
tado que queremos, qué es lo que debemos ha-
cer y qué es lo que quieren y pueden hacer 
nuestros empresarios, o de lo contrario que jue-
gue la ley de mercado, y entonces sálvese quien 
pueda. Lo que no se puede hacer es pedir ley 
de mercado para unos y subsidios para otros, 
pues ello no sería coherente. 

A los trabajadores Ies vamos a pedir lo que al-
guna vez Ies solicitó el general Perón y dio lugar 
ti un importante debate; productividad para ge- ] 
nerar riqueza. No crean que no hemos pensado 
acerca de si a los trabajadores les debíamos 
exigir productividad u organización. Los pero-
nistas dudamos mucho porque siempre hemos 
tenido la tentación de pedirles organización, 
pero los trabajadores ya están organizados. 

¿Qué les podemos pedir a los dirigentes sin-
dicales para salir de la crisis? Les pedimos re-
presentatividad. Aun a costa de mantener con-
flictos o de tener que llegar a acuerdos con 
nosotros, les pedimos que siempre nos transmi-
tan fielmente Jos reclamos de sus representados. 
Eso es lo más funcional para el sistema. Los 
dirigentes sindicales no pueden ostentar el rol I 
de mediadores entre sus representados y la crisis; 
tienen que transmitir con fidelidad la voluntad 
de sus representados y saberlos conducir para 
imponerles la voluntad del crecimiento aun a 
costa de su sacrificio. 

¿Qué decir del papel de la mujer? Las cosas 
que nos han pasado y nos siguen pasando tie-
nen que ver, como decía Eva Perón, con la 
ausencia de amor. De manera que no les pida-
mos miedo a las mujeres; pidámosles que pon-
gan el amor y el coraje con el que dejan a sus 
hijos de cuatro años alejarse de sus brazos para 
ir a la escuela; el amor y el coraje con el que 
dejan a sus hijos mayores irse a vivir a ciuda-
des lejanas para poder estudiar; el amor y el 
coraje manifestados por las heroínas de aque-
lla obra de Aristófanes, La huelga de las mu-
jeres, en la cual éstas decidieron que no deja-
rían más que los hombres hicieran la guerra. 

En cuanto a los jóvenes, ¿qué se Ies puede 
pedir sino sueños e inconformismo? Es tan du-
ra esta realidad, que a todos nos dan ataques 
de realismo. Es tan difícil, que a todos nos 
surge la tentación de la razón de Estado. Por 
eso a los jóvenes les pedimos sueños, porque 
sólo en los sueños se realizan las cosas imposi-
bles; se reencuentra uno con el amigo o el fa-
miliar lejanos; se establece la relación armónica 
con el enemigo; se vence a aquel con quien 

se tiene que convivir aunque no se lo soporte; 
hasta se puede llegar a vencer la ley de grave-
dad. Deben ser los jóvenes quienes pongan 
alguna cuota de sueño, porque nosotros esta-
mos matando nuestros propios sueños a palos, 

¿Qué le podemos pedir a la religión? ¿Qué 
aportó durante los años anteriores a 1983? De 
algún obispo se puede decir que se confortó 
bien y de otros no. En general, ninguna de las 
sectas que practican su credo en nuestro país 
dijeron ni pusieron nada de su parte nunca. 
Por eso me pregunto si no sería rrejor otorgarles 
una misión, y creo que esa misión está en la 
palabra. A ver si encuentran una prédica que 
sirva para unir legítimamente a los argentinos 
y una manera de no sembrar en nuestros ba-
rrios múltiples visiones que en gran medida 
fracturan la identidad nacional. Pues la visión 
sólo es legítima si plantea la aspiración común 
de construir la Nación en la que queremos vi-
vir. Esa Nación exige un compromiso que noso-
tros reclamamos de las religiones que quieran 
sumarse a él. En Ja Argentina lia y libertad de 
cultos, pero es necesario que ellos se ejerzan 
en función de la Argentina que queremos cons-
truir; no puede ejercerse el mismo culto en 
todas partes. 

¿Qué Ies pediremos los justicialistas a los po-
líticos? Algo más de lo que hemos pedido hasta 
ayer y hasta hoy. Les pedimos proyectos y Ies 
ofrecemos el desafío de abordar las encuestas 
de opinión desde un proyecto, proponiéndose 
cambiar esas opiniones en base al prestigio y la 
credibilidad. ¿Qué tal una clase política que 
en lugar de construir discursos en base a en-
cuestas, trate de construir encuestas con sus 
discursos? (Aplausos.) Empecemos a conducir 
y dejémonos de administrar. 

Ahora me dirijo a los militares. A ellos Ies 
vamos a pedir subordinación y valor. Están tan 
acostumbrados a la fórmula y le han puesto 
tantas cosas adentro que hay que desarrollarla. 
¿Subordinación a qué? Permítaseme aquí un 
minuto de sociología militar. Subordinación al 
distinto, al alienus, al de fuera de la tribu. ¿Por 
qué? Es muy fácil para el cabo obedecer la 
orden del cabo primero, porque piensa en lle-
gar a serlo, y para el teniente coronel la del 
coronel, porque piensa en ser coronel. El ca-
dete de primer año del Liceo muchas veces 
soporta y tolera las duras bromas de sus com-
pañeros de grados superiores porque sabe que 
él va a Ilegal-. Pero hay un punto donde se 
pone a prueba la capacidad de subordinación 
del soldado. Ese punto es la jefatura del I>'ér-
cito. La jefatura del Estado Mayor, se Ua.ní 



ahora. En otros modelos se llama Inspección 
General; y en otros, comandante en jefe. Es 
el que está en la cúspide. A ése le toca recibir 
órdenes del que cree que no entiende de la 
cuestión militar, pero es al que nosotros elegi-
mos para que se las dé. ¡Qué gran contradic-
ción: recibir órdenes militares de un civil! 

Ahí se pone a prueba la cadena de mandos. 
La cadena de mandos se pone a x^rueba al re-
cibir órdenes del distinto. ¿Cómo es que viene 
un señor que elige la gente, que la mayoría 
do las veces se equivoca, a dar órdenes de co-
sas que no entiende? Esta es la base del siste-
ma democrático. Porque nosotros creemos que 
la gente nunca se equivoca, que la manera de 
determinar quién entiende es decidirlo entre 
todos, porque es una cuestión demasiado deli-
cada para dejarla dentro de la propia corpo-
ración. 

Entonces, entre todos —hasta los que no lo 
votamos, en virtud del resultado— hemos elegido 
a Alfonsín para dar las órdenes. La subordina-
ción que reclamamos no es la disciplina inter-
na de la fuerza. De ésa no nos preocupamos; 
siempre se reconstruye, porque es esencial a 
cualquier fuerza orgánica. Nadie se suicida. 
Todos saben que si empiezan a mandar los de 
abajo, se rompe, desaparece la cadena ele man-
dos. Esto no es el sinónimo de la subordina-
ción al poder civil. Esta última hay que cons-
tituirla con la unión de las órdenes de quienes 
somos ajenos con la voluntad de cumplirlas de 
quienes son miembros. El desafío está puesto: 
es la relación entre los jefes de estado mayor y 
el presidente, incluyendo la relación con el jefe 
del Estado Mayor Conjunto. 

.Subordinación a las órdenes de los civiles, y 
valor. En lo inmediato no tenemos ninguna gue-
rra enfrente, ni una guerra convencional ni nada 
que se le parezca. No los vamos a emplear. Yo 
sigo pensando igual que cuando tratamos la ley 
de defensa: para reprimir un conflicto interior 
tenemos que partir de un despliegue nuevo, téc-
nico y especia] que dependa del Ministerio del 
Interior y que tenga capacidad. Seguimos pen-
sando lo mismo. 

¿Para qué el valor entonces? Para prepararse 
como si tuviéramos la guerra enfrente. Pero 
también el valor para entender que no tienen 
que conducir a sus hombres sumando los re-
clamos. Tienen que conducirlos dándoles mi-
sión y haciéndose cargo de lo que transmitimos. 
Valor para discutir con sus subordinados que-
remos de los mandos. 

En este mecanismo de pedirle a cada uno 
que haga una cosa, nos van a decir para qué 

tenemos que hacer todas estas cosas. Pero es 
que estamos haciendo una Argentina que tiene 
dos componentes básicos. Un ámbito interno, 
donde los argentinos conviven pacíficamente y 
la alternativa está entre el consenso y el disen-
so. El voto popular es la fuente de la sobera-
nía y estamos dispuestos a ir avanzando en los 
mecanismos de participación para que la gente 
participe no sólo cuando vota sino todos los 
días, resolviendo las cosas que le atañen. En 
lo externo, una Nación soberana, consciente del 
mundo en el que vive, de esta realidad de la 
interdependencia, aceptando la existencia de la 
interdependencia pero no la existencia de la asi-
metría. Esta es una interdependencia asimé-
trica, en donde a algunos les tocan las buenas 
y a otros las malas. Vamos a aceptar la inter-
dependencia, la apertura, la modernidad, pero 
vamos a pelear contra la asimetría. Para este 
modelo hacen falta todos y hacen falta tam-
bién las fuerzas armadas, porque sostener que 
no vamos a aceptar la asimetría significa que 
puede haber conflictos. 

Por ejemplo, ¿alguien ha pensado que la isfa 
de Manhattan fuera una dependencia nicara-
güense? Es una imagen realmente traída de los 
pelos. ¿Y por qué no es más traído de los pelos 
que las islas Malvinas sean una dependencia 
inglesa? Tiene la misma magnitud en cuanto 
a traída de pelos, pero hay una diferencia, que 
es la asimetría. Se consideran de distinta ma-
nera los problemas según la nación del mundo 
de que ê trate. Entonces, en este tipo de co-
sas vamos a seguir con conflictos. Pero lo deci-
mos: los vamos a resolver diplomáticamente y 
para ello. tiene que intervenir el conjunto de 
la sociedad argentina. 

Vamos a tener capacidad decisiva. Vamos a 
estar preparados para defender nuestro terri-
torio, Sabemos que tenemos conflictos, pero 
como somos parte de una clase dirigente, como 
los peronistas pertenecemos a un movimiento 
que aspira a expresar el sentimiento popular, 
reivindicamos la acción política y la diploma-
cia por encima de la guerra. Por eso creemos 
que tenemos que prepararnos. Y así ocurre en 
mil ejemplos: para ser Nación debemos tener 
fuerzas armadas. 

Se torna difícil constituir una nación en el 
mundo sin fuerzas armadas. Los modelos de 
sociedades institucionales estables, con buenos 
niveles de agregación social, con ciudadanos 
que viven contentos, en progreso, y están se-
guros, en general tienen fuerzas armadas. Y 
porque tienen fuerzas armadas poseen policía 
y brigadas antiterroristas. Fuerzas armadas a 



las que en ocasiones les ha ido mal y precisa-
mente por eso se dedicaron a reorganizarlas. 

Nosotros tenemos una serie de interrogantes, 
pero también elaboramos proyectos, tenemos 
voluntad, poseemos vocación soberana, tenemos 
conflictos, un conflicto político que queremos 
que nunca deje de ser político, y para eso de-
bemos tener poder decisivo. Allí surgen los 
interrogantes. 

¿Cuáles son los potenciales de los países cu-
yos intereses podrían entrar en contradicción 
con los nuestros? ¿Cuáles los teatros de opera-
ción posibles en los que se desarrollarían esos 
potenciales? ¿Cuáles los tipos de tecnología bé-
lica? ¿Cómo asegurar la defensa del territorio 
y sus recursos? ¿Con qué países hermanos po-
dríamos construir hipótesis de controversia? 

No quiero que vengamos a legitimar la idea 
de que los chilenos, los argentinos, los bolivia-
nos, los brasileños, nos levantamos todos los 
días con la intención de madrugamos uno al 
otro. Creo que, por el contrario, tenemos que 
saber cómo abordar juntos el problema de la 
integración entre los países y de éstos con las 
luerzas a r a d a s . No voy a ponerle la firma 
a la idea de que es inexorable una guerra con 
Chile por la cuestión del espacio vital. ¿Cómo 
vamos a pensar la guerra de las Malvinas a 
partir de esta idea de una nución con proyectos 
y fuerzas armadas para su defensa? Porque 
hubo un solo párrafo en el discurso del general 
Caridi sobre las Malvinas, asi como hasta ahora 
sólo realizó el homenaje al general Aramburu 
y faltó el del general Valle. En la extensa alo-
cución sobre la guerra subversiva, falló la refe-
rencia a la guerra de Jas Malvinas. 

Esta guerra plantea problemas concretos. 
Queremos autocrítica no sólo por los excesos, 
por la tortura, por los homicidios, por la meto-
dología aberrante. Queremos autocrítica militar. 
No es marxista la palabra "autocrítica". Quiere 
decir: reconocer que uno comete errores; las 
palabras no tienen comiotación ideológica. 

Pero hay problemas de doctrina militar: a) 
inadecuación de organización, equipos e ins-
trucción de cuadros y tropas para enfrentar 
adversarios convencionales; b) falta de planifi-
cación mínima del Estado Mayor para prever 
las operaciones; c) falta de previsión inicial 
sobre la reacción británica, que provocó impro-
visaciones en el alistamiento y despliegue de 
efectivos. 

Problemas de estrategia militar: a) asignación 
al teatro de operaciones Malvinas de tropas no 
capacitadas ni equipadas para combatir en el 
suelo, clima y relieve de las islas y retención 

en el continente de tropas de montaña aptas; 
b) traslado incompleto y tardío de hombres y 
materiales a Malvinas, demora en la asignación 
de misiones a muchas unidades; c) empezó el 
combate en el período de! año de menor pie de 
instrucción de las unidades. 

Problemas de tecnología militar; a) superiori-
dad naval aérea y helitransportada y de movili-
dad terrestre de los ingleses; b) superioridad 
de medios electrónicos y de información de Gran 
Bretaña, e insuficiencia, obsolescencia e incom-
patibilidad de los sistemas argentinos; c) falta 
do medios de combate nocturno, de transporte 
de municiones para la. artillería e insuliciencia 
logística. 

¡Qué decir de la conducción militar de la gue-
rra! ¡Qué decir de Galtieri! Pero esto que acabo 
de enumerar no es la critica de los enemigos 
de la fuerza; es el informe del propio Ejército. 

Entonces, el periodismo permanentemente ha-
bla del Ejército, pero la cuestión no sólo pasa 
por ahí, que quizás es donde se hace más evi-
dente, ya que también compete a las otras dos 
tuerzas. Por eso quiero que los comandantes 
reflexionen junto con nosotros sobre todos estos 
temas. 

No obstante, tenemos una misión que asignar-
les. Se trata de una vieja práctica de otros ejér-
citos. Me refiero a la orden general número 1/87, 
que tendría que dar el comandante en jefe de 
la fuerza. Dice así: Retomando en la práctica 
el pensamiento y sentir sanmartiniano, se debe 
comenzar a adoptar de inmediato las medidas 
conducentes a iniciar el camino del reencuen-
tro del pueblo con su ejército y para ello pro-
pongo un modelo de orden general como la 
impartida en su momento por el Libertador y 
que solicito al señor presidente de la Nación se 
sirva impartir en su carácter de comandante en 
jefe de las fuerzas armadas. 

1°) Hasta tanto se aprueben las leyes que 
instrumenten el sistema de defensa nacional 
que permita la formulación de una doctrina es-
tratégica nacional de la que surjan luego las hi-
pótesis de conflicto y confluencia para permitir 
el planeamiento estratégico nacional y sus deri-
vados, cerrándose lo que denominamos ciclo de 
planeamiento, las fuerzas armadas de la Repú-
blica ciarán cumplimiento estricto a los conteni-
dos de esta orden general. 

2°) Como definición de las fuerzas armadas 
se sostiene que son organismos del pueblo en-
cargados de la preparación de su defensa mili-
tar. Sus miembros son soldados de la democra-
cia y en tanto tales, pueblo mismo. (Discurso 



del general Perón a los egresados de los insti-
tutos militares en diciembre de 1951). La cus-
todia de este pueblo estará lograda sólo si hay 
comunidad de ideales y afectos entre él y sus 
fuerzas armadas (ídem 1950). 

3°) La lucha desarrollada por las fuerzas ar-
madas contra el accionar insurgente en cumpli-
miento de las leyes y reglamentos militares debe 
ser distinguida, tanto de la comisión de delitos 
aberrantes cuanto de la sedición golpista. En 
consecuencia, y a los efectos de avanzar en el 
camino de la reconciliación y, aún más. de la 
mancomunión entre pueblo y fuerzas armadas, 
cada uno de sus integrantes debe ser estricto 
en el cumplimiento sin tergiversación alguna de 
los siguientes aspectos: a) la conmemoración 
de hechos y acciones vinculados a la acción con-
trainsurgente o los homenajes a los caídos en la 
misma, hará explícita mención de la distinción 
antes señalada; b) queda terminantemente pro-
hibida toda reivindicación por cualquier medio 
de la metodología aberrante denunciada y con-
denada por la Corte Suprema de Justicia, como 
asimismo de sus ideólogos y/o ejecutores; c) 
queda prohibida la concurrencia a cualquier acto 
que se desarrolle en las instituciones castrenses, 
de aquellos oficiales superiores que ejercieron 1 

la máxima conducción política o militar durante 
cualquier gobierno de facto. 

4 9 ) Basado en las consideraciones sobre el 
concepto de defensa nacional expuesto en los 
fundamentos y hasta tanto se reformule la doc-
trina estratégica nacional se ordena: a) a partir 
de la fecha no serán aceptadas aquellas doctri-
nas que ubiquen a] enemigo (qponente o tér-
minos similares) de las fuerzas armadas dentro 
del país. Quedan por lo tanto definitivamente 
abolidas para las instituciones armadas las doc-
trinas de guerra contrarrevolucionaria, de segu-
ridad nacional y cualquier otra que pretenda 
reemplazarlas; b) los respectivos jefes de Esta-
do Mayor de cada fuerza y el jefe de Estado 
Mayor Conjunto remitirán al comandante en je-
fe de las- fuerzas armadas a través del Minis-
terio de Defensa todos los reglamentos, órdenes, 
planes, programas de estudio o cualquier otro 
instrumento similar donde estén contenidas es-
tas doctrinas a fin de proceder a su reformula-
ción o derogación según corresponda; r ) cual-
quier elemento orgánico o personal pertenecien-
te a las áreas de inteligencia de las fuerzas, que 
se encuentre abocado a tareas de inteligencia 
vinculadas con ciudadanos u organizaciones de 
ciudadanos argentinos, las suspenderá de inme-
diato, quedando relevado del cumplimiento de 
cualquier orden que contradiga la presente; d) 

los jefes de Estado Mayor de cada fuerza eleva-
rán al comandante en jefe antes de sesenta días 
la propuesta de reestructuración y racionaliza-
ción de sug respectivas áreas de inteligencia, 
corno asimismo una clara delimitación de sus 
funciones específicas según niveles de respon-
sabilidad. 

5fJ) A fin de proceder a extender el diploma 
de honor correspondiente que acredite a los 
miembros de las fuerzas armadas su condición 
de soldados de la Constitución, los jefes de Es-
tado Mayor de cada fuerza elevarán la nómina 
completa de todos los integrantes que prestaron 
el juramento de fidelidad a la Constitución el 
25 de mayo de 1987, acompañando actas por 
unidad firmadas por cada uno de los miembros. 
Asimismo y por esta orden eximo del cumpli-
miento de toda orden que implique un menos-
cabo a dicho juramento y establezco la obliga-
ción de la denuncia de la misma en la primera 
oportunidad a la autoridad militar superior. 

6?) Los Estados Mayores de cada fuerza ele-
varán al comandante en jefe a través del Minis-
terio de Defensa dentro de los 60 días corridos 
de recibida esta orden los siguientes elementos: 
a) Plan de actividades de las mismas hasta la 
finalización del ciclo de planeamiento (tentati-
vamente dos años); deberán orientarse priori-
tariamente al análisis de las modificaciones a 
introducir en cada nivel de responsabilidad que 
corresponda mediante trabajos con participa-
ción activa de oficiales y suboficiales, y que 
sean producto de las experiencias de guerra que 
las instituciones acumularon, en especial duran-
te la guerra de las Malvinas, b) Propuesta de 
reestructuración inmediata y transitoria hasta la 
finalización del ciclo de planeamiento que ase-
gure bajo su responsabilidad la adecuación de 
los recursos presupuestarios sin mengua de las 
condiciones de vida del personal y el manteni-
miento del material. 

7°) El Estado Mayor Conjunto procederá en 
plazo similar a efectuar una propuesta de con-
formación de una reserva estratégica nacional 
conjunta dotada de l js mayores medios de mo-
vilidad posibles, que asegure disponer de un 
nivel mínimo de disuasión permanente para el 
caso de agresiones externas. Los jefes de Estado 
Mayor de cada fuerza, una vez definida y apro-
bada la propuesta, procederán a asignar al co-
mandante que se designe el personal y material 
necesarios. 

Señores: el cumplimiento leal y sincero de 
esta orden nos permitirá iniciar el camino en 
común. Recordemos que un general de la Na-
ción que quiso entrañablemente y a cualquier 



I 
costo a sus instituciones armadas hablaba así: 
esa unión con el pueblo debe ser a base de un 
profundo cariño que debe existir entre las fuer-
zas armadas y el pueblo. No hemos seguido el 
mejor camino a lo largo de nuestra historia 
para que eso suceda. Me he propuesto que 
cuando el pueblo tenga un conflicto jamás ten-
ga que ser reprimido por las fuerzas armadas, 
porque ésta no es la función de las mismas. 
Creo que eso nos separó extraordinariamente 
del pueblo. 

El militar debe consagrarse a merecer la con-
fianza y el afecto del pueblo que le confía sus 
hijos y el honor de sus armas. Lo conseguirá 
si es modelo de virtudes castrenses y ciudada-
nas. si rinde culto a la voluntad soberana del 
pueblo, si está profundamente identificado con 
sus inquietudes. En síntesis, si es capaz de com-
prender el alma popular. 

Por último, recordad que sois soldados de una 
República democrática. Vuestro cargo no es un 
privilegio sino un honor y una carga. Así ter-
minaría la orden. 

Concluyo diciendo que nos hemos equivoca-
do con la ley, y digo "nos hemos" porque la 
ley se va a sancionar en la Argentina. Nos he-
mos equivocado en la interpretación, Pero ten-
go que señalar que los justicialistas no hemos 
querido la ley ni avalamos esta política de de-
fensa, y somos muy optimistas porque pudimos 
quebrar un pedazo de la historia de la inesta-
bilidad. Tenemos tantas o más ganas que cual-
quier radica] de que Alfonsín le entregue la 
banda a un presidente civil. Es nuestro anhelo 
que salga de nuestras filas, pero lo que más 
nos importa —como a los radicales— es que 
sea un presidente civil. 

Nadie es dueño de la defensa ni de la esta-
bilidad; al contrario, tenemos estilos diferentes 
con respecto a esta última. La inestabilidad la 
habrán generado errores de nuestro lado, pero 
también cierto pensamiento aparecido en sec-
tores de las fuerzas armadas en el sentido de 
que son dueños de una verdad que pueden im-
poner al conjunto de la sociedad. Este es el 
pensamiento que llega al golpe y, consecuen-
temente, al dolor de todos, incluyendo el de 
las fuerzas armadas. 

El golpe no le sirve a nadie; ni a las fuerzas 
armadas. Que observen cómo han salido des-
pués de diez años de tener el gobierno: salen 
tan mal como la sociedad, quedan aislados, con 
escarnios, con reprobación popular, nadie Jes 
agradece nada, ni siquiera algunas cosas bue-
nas. Y esto es así porque el balance es negativo. 

Así como dije que os legítimo combatir la 
subversión ahora digo que el balance es pro-
fundamente negativo; tienen la empresa que-
brada y dejaron a la Argentina en bancarrota. 

Quienes tenemos voluntad democrática veni-
mos a hacernos cargo de ese balance. Pero to-
dos debemos tener una misión: los radicales 
—que decían que no iban a cambiar esta ley 
y lo hicieron y que hablan de que van a rees-
tructurar la fuerza desde nuestra voluntad, cosa 
que esperamos que así sea— y los peronistas, 
que como venimos de transformarnos y de re-
encontrarnos con nuestras raíces, ambicionamos 
conducir este país en el futuro inmediato. 

Creemos que el sistema democrático está pro-
fundamente asegurado. Hay un gobierno que 
no ha jugado al autogolpe sino a defenderse y 
que tiene la convicción de que sus hombres son 
los únicos que pueden consolidar el sistema. Y 
por otro lado hay una oposición que cree exac-
tamente lo mismo, es decir, que somos los que 
podemos garantizar el sistema democrático. Es-
to demuestra que dicho sistema está totalmente 
asegurado. 

Estoy convencido de que nosotros tenemos 
razón y de que hubiéramos obrado de un modo 
diferente. Pero no basta con que esta convic-
ción la tengamos nosotros, porque en Semana 
Santa apareció otro actor, que tiene un modo 
muy jiarticular de hacer las cosas, que son las 
fuerzas armadas. 

Trataré de describir qué es lo que hay que 
hacer frente a ese modo particular de ver las 
cosas. ¿Quién lo tiene que hacer? Todos los 
argentinos. ¿Qué tenemos que hacer? Construir 
una nueva Argentina, y esto es posible. ¿Cuán-
do hay que hacerlo? Ahora; si no es ahora, no 
será nunca. ¿Dónde? Aquí, desde La Quiaca 
hasta el polo Sur y desde las últimas de las islas 
ubicadas en el Oriente hasta el punto más sa-
liente de la frontera cordillerana. ¿Cómo hay 
que hacerlo? Hasta aquí podríamos coincidir 
todos, pero acá la respuesta sería que hay que 
renunciar al "apriete", hay que desarmar los 
espíritus. Si no, esto andará mal para todos. 

¿Para qué hacerlo? Porque nosotros somos 
casi todos nietos de gente que vino; hay que 
hacerlo para que venga gente y en nuestro país 
vuelva a haber nietos de gente que vino y no 
se llene el mundo de nietos nuestros que se fue-
ron. (Aplausos.) 

Sr. Fresidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Alende. — Señor presidente: creo que en 
este tema concreto las palabras están de más. 
Podría señalar que la causa de estos padecimien-



tos que se han citado radica en una descompo-
sición económico-social de la Argentina y que 
todo lo demás, incluso este tema, viene por aña-
didura. Podría demostrarlo, pero no faltará opor-
tunidad. 

Lo que quiero subrayar es que para el caso 
las palabras sobran. Nosotros las pronunciamos, 
puntual, adecuada y crudamente en cada una 
de las circunstancias. 

—Ocupa, la Presidencia el señor vicepresi-
dente 1 ' de la Honorable Cámara, don Ro-
berto Pascual Silva. 

Sr. Alende, — Señor presidente: en su mornen- I 
to señalamos lo que implicó la sospechosa fan- ¡ 
tasía de inventar la existencia de jueces natura- , 
les, violentando la Constitución, dando desigual ¡ 
trato a los argentinos, por lo que algunos ar-
gentinos podían juzgar a otros por delitos co-
munes mediante comisiones especiales prohibi-
das por el artículo 18 de la Constitución. . 

Celebramos en su tiempo que apareciera el 
agregado en la sanción del Senado, posibilitan- ! 
do el castigo de los hechos aberrantes y cul-
posos. Creíamos entonces que se podía concre-
tar lo expresado por el señor presidente en vís-
peras electorales y contenido en la plataforma 
de su partido, discriminando entre quienes die-
ron las órdenes, quienes las cumplieron bien y 
quienes las cumplieron mal. 

Cuando llegaron los otros lemas, como las 
instrucciones del año 1986, las demoras del 
tribunal supremo militar, la llamada ley de pun-
to final y ésta, señalamos nuestra contrariedad. 
Establecimos los porqués, señalamos las que lla-
mamos inconductas del gobiernü, como aquel 
principio sostenido y hoy reiterado en el senti-
do de ir aumentando las concesiones, y enton-
ces llegamos al tratamiento de este proyecto, 
con la posición ya sustentada cuando dijimos 
que se había llegado a una anulación práctica-
mente completa del principio invocado. 

Cuando se pretendió, con el dictamen del pro-
curador general, doctor Gauna, traer el argu-
mento de la coerción o del error insalvable en 
el cumplimiento de una orden, nosotros formu-
lamos —y lo reitero ahora— un desafío para que 
nos trajeran una orden firmada por un oficial 
superior que implique violación, asesinato, to-
mar niños ajenos o hacer piratería de cadáveres, 
Desafío a que me traigan la orden; ya pensarlo 
es realmente un estropicio. 

No quiero ni pensarlo; además, no me la van 
a traer. 

A la larga, esto implica la absolución y la ex-
culpación de todos los que han cometido delitos 
con amparo militar en la vida argentina. 

Quiero que quede bien en claro, señor presi-
dente, que siempre hemos señalado las incon-
ductas y expresado nuestro pensamiento. En su 
oportunidad, ya hemos comentado la ligereza 
con que se trató esta iniciativa; por su rapidez, 
rompió la barrera del so-nido. Pero ahora se ha 
vuelto muy pesada. 

Con toda franqueza debo señalar que el juicio 
de la posteridad sobre nosotros y sobre la socie-
dad argentina toda no se basará en las palabras 
sino en las conductas que hayamos sabido pre-
sentar. 

Por esas razones es que he firmado en disi-
dencia total este proyecto que vamos a votar 
por la negativa. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra la 
señora diputada por la Capital. 

Sra. Alsogaray. — Señor presidente: estamos 
aquí reunidos .nuevamente para analizar el te-
ma de la delimitación de los alcances de la obe-
diencia debida. 

Esta iniciativa ha sido modificada en el Se-
nado en algo más que en los signos de puntua-
ción. Sin embargo, antes de referirme a dichas-
modificaciones, deseo señalar que mi capacidad 
de asombro ha sido totalmente superada en el 
curso de esta sesión. 

Mi asombro comenzó cuando escuché al se-
ñor diputado Zubiri repetir casi textualmente, 
y con un fervor muy parecido al de los con-
versos, los mismos argumentos que traté de 
esgrimir en la comisión que anahzó el proyecto 
original. 

Luego escuché defender con no menos fervor 
otros argumentos que personalmente he soste-
nido frente a las cámaras de televisión y que 
fueron rechazados por el diputado Storani, que 
en este momento se está retirando del recinto. 
Tiene la costumbre de retirarse. 

Sr. Presidente (Silva). — Diríjase a la Presi-
dencia, señora diputada. No dialogue ni per-
sonalice. 

Sra. Alsogaray. — Simplemente pongo de ma-
nifiesto que los radicales tienen una tendencia 
generalizada a retirarse. 

Sr. Storani (F. T. M.). — ¿Me permite una in-
terrupción, señora diputada, con la autorización 
de la Presidencia? 

Sra. Alsogaray. — Sí, .señor diputado. 
Sr. Presidente (Silva). — Para una interrupción 

tiene la palabra el señor diputado por Buenos 
Aires. 

Sr. Storani (F. T. M-). — Simplemente deseo 
aclarar a la señora diputada que me he tras-
ladado hasta esta banca para poder mirarla de 
frente. (Risas y aplausos.) 



Sr, Presidente (Silva). — Continúa en el uso de 
la palabra la señora diputada por la Capital. 

Sra. Alsogaray. — Decía que mi capacidad de 
•sombro estaba casi colmada hasta que escu-
ché el discurso del señor diputado Manzano, 
en el que no sólo no se refirió a las modifica-
ciones que debemos considerar, sino que con 
un fervor muy curioso habló sobre la ética ca-
pitalista y 3a capacidad de riesgo. 

Realmente estoy asombrada y emocionada 
porque quienes reaccionan en contra cuando 
presento esos mismos argumentos en este mis-
mo lugar, hoy repentinamente coinciden. 

Dado que mi capacidad de asombro se ha 
colmado, voy a abocarme a analizar las enmien- | 
das introducidas por el Honorable Senado al I 
proyecto de ley que le fuera pasado en revi-
sión. Esas modificaciones aparentan mejorar en 
parte este instrumento que a nuestro juicio pre-
senta gravísimas falencias, y efectúo esta afir-
mación pues estimo que no van a alcanzar el 
objetivo que persiguen. 

—Ocupa la Presidencia el señor presidente 
de íia • Honorable Cámara, doctor Juan Carlos 
Pilgüese. 

Sra. Alsogaray. — Señor presidente: si bien las 
modificaciones introducidas por la Cámara de 
Senadores tienen el sentido tan fervorosamente 
descrito por el señor diputado Zubiri, no con-
vierten a esta norma en un instrumento apto , 
paTa lograr los objetivos que se propone, o que 1 

por lo menos se dice que se propone. Las en- , 
miendas no corrigen la falta de comprensión . 
del problema planteado, que además proviene 
de leyes sancionadas anteriormente por este Par-
lamento, y no van a terminar con la situación 
de tensión y de crisis que el país vive recurren-
temente como una pesadilla. 

Por otra parte, la redacción de la modifica- 1 

ción es altamente dudosa. ¿Cómo se va a inter-
pretar el párrafo que dice lo siguiente: "La mis- | 
ma presunción será aplicada a los oficiales su-
periores que no hubieran revistado como co-
mandante en jefe, jefe de zona, jefe de subzona 
o jefe de fuerza de seguridad, policial o peniten-
ciaria si no se resuelve judicialmente, antes de 
los treinta días de promulgación de esta ley, 
que tuvieron capacidad decisoria o participaron 
en la elaboración de las órdenes"? ¿Qué signi-
fica la expresión " . . .antes de los treinta días 
de promulgación de esta ley"? ¿No queda abier-
to un resquicio por el cual esta norma no se 
convierte en el instrumento que promete acabar j 
de un corte con el problema planteado? A mí 
entender, aquí debería decir "desde" en lugar ; 

de "de"; pero como en la reunión que ayer ce-
lebraron en forma conjunta las comisiones de 
Asuntos Constitucionales, de Defensa Nacional 
y de Legislación Penal se me informó que no 
había voluntad de cambiar ni una coma más de 
este proyecto, evidentemente el texto quedará 
redactado de esta manera. Creo que lo menos 
que se puede decir de esto es que constituye 
un grave error de redacción, 

Además, ¿qué se entiende por capacidad de-
cisoria? ¿Es capacidad decisoria en una guerra 
Ja de quien da las órdenes o también la de aquel 
que en el momento tiene que aplicarlas a una 
situación que ellas no habían previsto? Se trata 
de un concepto totalmente difuso que a mi jui-
cio va a originar controversias. De modo que 
esta modificación que ha introducido el Senado 
de la Nación no mejora la inciativa ni Ja torna 
más apta para cumplir con los objetivos que 
persigue. 

Quisiera realizar un ejercicio de imaginación. 
Por un diario del día de la fecha me enteré de 
que el señor presidente expresó —refiriéndose 
a la ley de punto final— que nunca hubieran 
imaginado que se pondrían en marcha cámaras 
federales que estuvieron mucho tiempo dormi-
das. Es indudable que hay que hacer un ejer-
cicio de imaginación cuando se dejan tantos 
campos abiertos, porque al sancionarse la ley 
de punto final los campos quedaban abiertos 
para la imaginación y fueron utilizados para 
provocar la catarata de procesos que se pro-
dujeron durante esos sesenta días y que, tal co-
mo lo denunciáramos en este recinto, constituía 
una nueva fuente de problemas. Entonces, use-
mos ahora la imaginación para saber qué va a 
pasar con estos tan extrañamente definidos trein-
ta días y con el tan difusamente precisado con-
cepto de capacidad decisoria. 

Creo que en el Senado no se ha introducido 
ninguna modificación que mejore aquello que 
de hecho constituye el peor defecto de este pro-
yecto de ley y que está relacionado con el sus-
trato sobre el cual se asienta, que es un concep-
to humillante para las fuerzas armadas, porque 
convierte a los oficiales en robots que siguen 
órdenes perversas y casi se los asimila a los ro-
bots negros del imperio manejados por la men-
te malévola de Darth Vader. 

No creo que ésta sea la mejor forma de con-
seguir que las fuerzas armadas vuelvan a ad-
quirir frente a la opinión pública la dignidad 
que merecen por ser una de las instituciones 
de la República. El concepto al que hacía re-
ferencia subsiste; no ha sido cambiado porque 
es el sustrato mismo del proyecto de ley, como 
así tampoco lian sido modificados sus funda-



mentos poique, obviamente, están insertos en el 
mensaje que enviara el Poder Ejecutivo y que 
contradicen gran parte de lo expresado por el 
señor diputado Zubiri, pero —eso sí— mantie-
nen la duda sobre si acá hubo o no una guerra. 
Entonces, es inútil que el señor diputado Zu-
biri nos hable en los términos que yo misma he 
utilizado para hacer referencia a los subversivos 
vestidos con uniforme, organizados en grupos 
en forma militar y constituyendo columnas o 
ejércitos. El señor diputado en el final de su 
exposición manifiesta que no está seguro de que 
aquí haya habido una guerra, pero si tuvimos 
un ejército armado y vestido como militar que 
declaró libre una zona del territorio argentino 
y, al mismo tiempo, contamos con fuerzas ar-
madas que defendieron ese territorio por orden 
de su comandante supremo, si eso no es una 
guerra, la guerra ¿dónde está? 

La duda sigue planteada aunque sé que al-
gunos no la tienen, porque creen que no hubo 
una guerra; además, los que redactaron este 
proyecto tienen el mismo pensamiento. 

La presente iniciativa ha sido publicitada y se 
ha informado a la opinión pública que esta es 
la ley que las fuerzas armadas quieren, no la 
que necesitan sino —repito— la que quieren, 
la que las conforma. Pero no es así; no las sa-
tisface ni en sus fundamentos, ni en su estruc-
tura, como así tampoco en el espíritu que en 
ella subyace. Y como no las conforma no va a 
servir para cumplir con los objetivos deseados, 
no va a servir para lograr la pacificación y 
tampoco para que las fuerzas armadas vuelvan 
a convertirse en las instituciones, respetables de 
la República en caso de que alguien dude de que 
dejaron de serlo alguna vez. 

El presente proyecto de ley sigue siendo con-
fuso e incompleto. Además, por si alguien tiene 
dudas sobre lo que realmente quieren las fuer-
zas armadas, por si alguien piensa que este pro-
yecto de ley fue redactado en algún cuartel o 
traído por algún oficial del Ejército, Marina o 
Aeronáutica en vez de ser redactado por ideó-
logos que no creen que aquí hubo una guerra 
ni que ésta fue legítimamente ganada por las 
fuerzas armadas de la Nación, me voy a remi-

tir a la opinión del jefe del Estado Mayor del 
Ejército dada a conocer en el discurso que pro-
nunciara el pasado 29 de mayo al conmemorarse 
el Día del Ejército. 

Para quienes no estuvieron presentes en ese 
acto y tampoco tomaron conocimiento del con-
tenido del discurso, procederé a dar lectura de 
lo señalado por el general Caridi. Dijo: "En un 
pasado reciente el Ejército —también en el 

marco de las fuerzas arruadas— debió afrontar 
en una guerra a la agresión subversiva. Esta 
circunstancia y sus especiales características de-
terminaron que luego de superar todos los otros 
medios y recursos institucionales, y ante la mag-
nitud creciente y desbordante del fenómeno te-
rrorista, se planteara la única alternativa váli-
da: su aniquilamiento, para preservar la existen-
cia de la Nación. La otra opción significaba 
permitir su triunfo y con ello la desaparición, 
en un camino sin retorno, de las instituciones y 
del modo de vida argentinos. 

'Esta guerra nos ha dejado lacerantes y pro-
fundas heridas en el cuerpo social de la Nación. 
Pero los argentinos necesitamos reconciliarnos. 
Nadie debiera dejar de hacer su contribución 
para el logro de tan magno objetivo, en el en-
tendimiento que su pronta y feliz obtención, 
contribuirá decisivamente a abrir las puertas de 
esc futuro promisorio y posible que tantas ve-
ces nos ha sido retaceado a los habitantes de 
esta tierra." 

"La victoria militar sobre la subversión le ha 
costado a la tuerza un alto precio: largos años 
de lucha contra un enemigo insidioso, artero y 
cruel; sus muertos y mártires; la agresión e in-
diferencia de algunos conciudadanos, así como 
la condena de sus comandantes y finalmente, el 
sometimiento a juicio de numerosos camaradas, 

"Por eso, el Ejército argentino, convencido 
que fue imprescindible librar la guerra contra 
la subversión, pide se instrumenten las medi-
das políticas que hagan posible una definición 
positiva de las consecuencias de esa guerra; y 
considerando indispensable la conciliación na-

I cional, con humildad, sin arrogancia, con fervor, 
anhela poder hacer, junto con toda la sociedad, 

¡ el esfuerzo que nos asegure ese reencuentro tan 
j esperado." 
I Esto es lo que quieren las fuerzas armadas 

y lo que esta ley no Ies va a otorgar. En con-
secuencia, porque no va a cumplir sus objeti-
vos, porque es mala en su estructura, en sus 
conceptos y fundamentos, y porque además ya 
no creo en la buena intención de esta norma, 
adelanto nuestra disidencia total en relación con 
el proyecto de ley en consideración. 

Sr. Presidente (Pilgüese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por la Capital. 

Sr. Bruno. — Señor presidente: las modifica-
ciones introducidas por el Honorable Senado al 
proyecto ele ley de obediencia debida, que hace 
pocos días sancionara esta Cámara, no lo alte-
ran cualitativamente; pero lo agravan, en razón 
de que aumentan la impunidad., incorporando ri 
muchos oficiales que se hallan procesados por 



delitos que cometieron durante el proceso mi-
litar. En consecuencia, al no ser modificado cua-
litativamente, mantenemos la postura de que se 
trata de un proyecto éticamente inaceptable, que 
no ayuda a la reconciliación nacional sino que, 
por el contrario, compromete la estabilidad de-
mocrática. 

La iniciativa en consideración, con las modifi-
caciones introducidas, es éticamente inaceptable 
porque deja impunes a los ejecutores de delitos 
aberrantes; por lo tanto, más allá de los forma-
lismos legales y artilugios que se utilicen, el 
proyecto es ni más ni menos una amnistía. 
Formalmente no lo será, pero para el sentido 
común y para el común de la gente, el hecho 
de que no se condene a quienes ejecutaron de-
litos atroces constituye una amnistía. 

Se dice que queda perfectamente sancionado 
el hecho porque la responsabilidad es transmi-
tida a los que impartieron las órdenes sin em-
bargo, pensamos que no es suficiente que se 
sancione el hecho; es indispensable que se san-
cione a su ejecutor. 

Pero además es éticamente inaceptable el 
fundamento 'de este proyecto, que es el princi-
pio de la obediencia ciega. En este sentido 
coincido con lo expresado por la señora dipu-
tada preopinante, quien con total claridad mani-
festó que es irreverente para los militares el 
que se los considere como meros robots que 
cumplen órdenes sin entenderlas o sin querer 
hacer lo que se Ies ordena. Digo que es ética-
mente inaceptable porque va en contra de la 
dignidad de las personas suponer y admitir que 
alguien pueda convertirse en un mero instru-
mento irracional para ejecutar una orden que 
no comparte. 

Además, no es cierto que se haya actuado 
por obediencia ciega o por obediencia debida. 
Ningún miembro de las fuerzas armadas que 
operó en la legítima represión con medios ile-
gítimos e inmorales, actuó sin saber lo que ha-
cía o sin querer llevar a cabo la acción. Esto 
surge claramente porque desde el momento en 
que se produjeron los hechos hasta el presente 
no se ha esbozado el menor signo de arrepen-
timiento; no hubo un solo inculpado que dijera 
que había actuado por una orden que se le im-
partió y que no quería cumplir. Por el contra-
rio, hace unos días el cabo Cozzani presentó 
ante la Corte Suprema un escrito desistiendo de 
un recurso para no ser encuadrado dentro de 
este principio que rechaza y manifestando que 
obró con total conocimiento y aceptación de la 
orden, por el bien de la patria. Este, que es 
un simple ejemplo, representa el sentir de to-

das las fuerzas armadas que han actuado con 
el convencimiento de que lo hacían en bien de 
la patria, cuando en realidad estaban come-
tiendo delitos absolutamente aberrantes. 

Por esta iniciativa se aumenta la impunidad. 
Entonces, me pregunto: ¿también los generales 
y los coroneles a los que ahora se trata de des-
incriminar obraron por obediencia debida? 

Por otra parte, creemos que este proyecto no 
tiende a la reconciliación nacional. Si lo que 
se busca es la pacificación, no tengamos nin-
guna duda de que no va a lograrse con este 
proyecto. Es evidente que todos queremos la 
reconciliación nacional. |Cómo no la vamos a 
quererl ¡Quién puede ser tan suicida como pa-
ra buscar la venganza, como para pretender un 
castigo por el castigo mismo! Esto es tan obvio 
que no hace falta fundamentarlo. Quienes he-
mos pasado muchos años tratando de lograr 
una vida democrática no venimos ahora a pro-
clamar una venganza absurda que la ponga en 
peligro. 

La reconciliación nacional es absolutamente 
imprescindible. Sólo con ella y con la unidad 
del pueblo podremos potenciar un auténtico 
proyecto de liberación nacional que hoy no 
existe y que es absolutamente indispensable que 
discutamos y pongamos en marcha. 

Decimos que queremos la reconciliación na-
cional pero, ¿en qué consiste y cómo se logra? 
¿Es acaso un falaz manto de olvido, un perdón 
dado por presiones o por temor? Eso no es 
reconciliación; es un mero formalismo, un seu-
do perdón. Para alcanzar una auténtica recon-
ciliación es preciso basarse en los siguientes 
elementos: verdad, justicia y arrepentimiento. 
Quizás este objetivo sea difícil de conseguir 
en estos momentos, pero debemos tener en 
cuenta que sin este trípode será absolutamente 
ilusorio pretender una pacificación real y efec-
tiva en el país, 

Este proyecto, por el contrario, impide llegar 
a la verdad porque al dejar inconclusos los jui-
cios contra los que cometieron delitos aberran-
tes, evita la posibilidad de llegar al fondo de la 
cuestión. Tampoco permite la justicia porque 
al decretarse la impunidad van a quedar sin 
su condigna sanción los autores materiales de 
los delitos que absolutamente todos calificamos 
de aberrantes. Tal vez el tercer elemento —y 
el que considero fundamental— es el que más 
claramente no existe en estas circunstancias. 
¿Hay alguien acaso que pueda hablar del arre-
pentimiento de los que cometieron estos deli-
tos? ¿Acaso hay algún signo de arrepentimiento 
en ellos, aunque sea leve? Evidentemente, no 



lo hay. Por el contrario, diría que hay casi un 
orgullo por haber cometida esos delitos. Se ha 
llegado a un trastrueque de valores tan gran-
de, tan fenomenal, que pareciera que en lugar 
de delitos de lesa humanidad se hubieran reali-
zado actos de servicio a la patria. Mientras 
no haya un reconocimiento del error, mientras 
no exista arrepentimiento, será absolutamente 
imposible lograr una auténtica pacificación y 
reconciliación entre los argentinos. 

Tal como lo hiciera la señora diputada preo-
pinante, me permitiré leer algunos párrafos del 
mensaje del general Caridi en el Día del Ejér-
cito, aunque no habré de llegar a las mismas 
conclusiones que ella. Dijo el citado militar 
que " . . . ante la magnitud creciente y desbor-
dante del fenómeno terrorista, se planteó la 
única alternativa válida: su aniquilamiento, pa-
ra preservar la existencia de la Nación". Es 
decir, no sólo se está reivindicando la legitimi-
dad de la represión —eso lo hacemos todos— 
sino también la metodología siniestra utilizada 
para hacerlo. 

Para que haya reconciliación tiene que haber 
un pedido de perdón, porque la reconciliación 
no es un hecho unilateral, sino que presupone 
alteridad: alguien que lo pida y otro que lo 
conceda. Pero en los responsables de estos he-
chos no se atisba el menor signo de que quieran 
pedir perdón y por ello afirmo que este proyec-
to, lejos de conducir a la reconciliación nacio-
nal, pretende conceder la impunidad para uti-
lizarla como un falaz manto de olvido sobre lo 
que nunca será olvidado. 

Además, el proyecto compromete la estabili-
dad democrática. Tengo absolutamente en claro 
que las modificaciones introducidas por el Se-
nado no son sino una concesión a las presiones 
militares. Ello es tan elemental que resulta to-
talmente innecesario el intento de justificarlo. 
Hace pocas horas se dijo en este recinto que al 
proyecto no se le iba a cambiar ni una coma; 
pocas horas después no sólo se modifican las 
comas sino gran parte de su contenido. Eviden-
temente, hubo presiones militares. No es por 
nada que el general Caridi pide una solución 
política, que se instrumenten las medidas polí-
ticas que hagan posible una definición positiva 
de las consecuencias de la guerra contra la sub-
versión. 

Vale decir que hubo disconformidad en las 
fuerzas armadas con la sanción producida por 
la Cámara de Diputados. Y esa disconformidad, 
evidentemente, ejerció una presión tan grande 
que nos trajo el proyecto de vuelta al recinto. 

Precisamente, la concesión hecha a las pre-
siones es exactamente lo contrario de lo que 

pidió el pueblo argentino en la patriada de Se-
mana Santa, cuando aquel 19 de abril salió a 
las calles y volvió con la ilusión de haber triun-
fado, en la creencia de que no se habla cedido a 
las exigencias militares. 

Nuestro pueblo salió a decirle no al intento 
de golpe de estado y no a la impunidad. No 
olvidemos que aquel episodio comenzó cuando 
ciertos oficiales se negaron a declarar en juicio. 
Entonces se dijo no al golpe y no a la impu-
nidad. Lamentablemente, hoy vemos que las 
concesiones fueron hechas no al pueblo sino a 
los militares insubordinados 

I Sin ninguna duda, esto debilita enormemente 
al gobierno, que no quiso apoyarse en el res-
paldo masivo que el pueblo le diera en aquella 
oportunidad. Por ende, al debilitarse, el gobier-
no debilita también a la civilidad y fortalece al 
polo militar. Esta es la realidad. Hubiéramos 
querido no tener que hablar de civilidad y de 
polo militar, pero repito que la realidad con-
creta es que este último se fortalece mientras 
que aquélla ha quedado debilitada en esta con-
tienda. Esta presión es casi un chantaje, y sa-

1 bemos que cuando los chantajistas cobran no 
l se quedan tranquilos sino que siguen pidiendo. 
1 Y esta cesión, estas concesiones a las presiones 

que el gobierno ha venido haciendo no son de 
ahora. Hay una larga lista: no se creó la comi-
sión bicameral de derechos humanos, que hu-
biera rendido un excelente fruto; se dio com-
petencia a los tribunales militares cuando todos 
pedíamos la jurisdicción civil; desde el primer 
momento fueron promovidos oficiales implicados 
en los procedimientos ilegales de la represión; 
el año pasado se dieron instrucciones al fis-
cal general; se dictó la ley de punto final, y por 
último la Cámara de Diputados aprobó el pro-
yecto de obediencia debida, que ahora viene en 
revisión del Honorable Senado. Fue una enorme 
escalada de cesión a las presiones. 

¿Se seguirá cediendo a las presiones? La so-
lución final, la única posible —como dice el 
señor diputado Manzano— es una profunda rees-
tructuración de las fuerzas armadas. ¿Esa rees-
tructuración de las fuerzas armadas se va a 

i hacer desde el pensamiento de la civilidad o se 
hará desde el pensamiento de las propias fuer-
zas armadas? ¿Se va a eliminar de una vez 
y para siempre la doctrina de la seguridad na-
cional, todavía vigente en el pensamiento de 
las fuerzas armadas, o se cederá a las presiones 
para que esa doctrina siga vigente? Sí se sigue 
cediendo a las presiones, creo que entraremos 
en un camino sin retorno. 

. Solamente con la energía que le debe dar al 
¡ gobierno saberse respaldado por el pueblo, so-



lamente ton Ja firmeza que vi gobierno debe 
buscar en ese pueblo que sabe que en esto es-
tará a su lado, podrá hacerse esta ley de refor-
ma militar que nos brinde tranquilidad y nos 
permita encauzarnos todos juntos en un camino 
de esperanza. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliesc). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Santa Fe. 

Sr. Natale. — Señor presidente; he de referirme 
específicamente a las enmiendas introducidas 
por el Honorable Senado. 

Critique el proyecto de ley original soste-
niendo que adolecía de serios vicios jurídicos, 
y afirmé que políticamente las dudas que la 
misma mayoría señalaba en su informe disipa-
ban la posibilidad de decidir un voto afirma-
tivo. Las reflexiones que hace un momento hizo 
el señor miembro informante me sugieren los 
siguientes pensamientos. Me incorporé a la Ho-
norable Cámara hace un año y medio. Encon-
tré un Congreso orgulloso de sus prerrogativas 
que. con sus aciertos y sus errores, velaba ce-
losamente por el buen desempeño de sus fun-
ciones. Ahora veo un Congreso que marcha 
a la zaga de los acontecimientos. 

Muchos señores diputados han usado la pa-
labra "presión". No quiero hacerme eco de ese 
uso. Pero debo llamar la ateución sobre el he-
cho de que en el Congreso argentino fiota esa 
expresión, para uue seamos todos conscientes 
de los pasos que tenemos que dar para asegu-
rar la integridad de las instituciones, ya que 
es un propósito común mantenerlas en toda su 
intangibilidad. 

A esta altura de los acontecimientos, prác-
ticamente a cuatro años de instaurado el go-
bierno constitucional, se enfoca desde otra óp-
tica la tragedia argentina de los años 70. Aho-
ra se empieza a reconocer la existencia de un 
estado de guerra, al menos de su carácter de 
beligerancia. Es necesario que alguna vez de-
finamos esta situación para cjue los caminos 
que buscamos sean los más eficientes para al-
canzar una solución, esos caminos que nos es-
taba reclamando el señor diputado Zubiri y que 
aún no ha hallado el gobierno a pesar del tiem-
po transcurrido. 

Ahora se admite que la ley 23,049, sanciona-
da por este Congreso, es una norma que tiene 
disposiciones contrarias a los preceptos elemen-
tales de la Constitución Nacional. Y se lo dicc 
sin el menor reparo ni preocupación, invocán-
dose el dictamen del procurador Gauna y la 
opinión del doctor Argibay Molina. 

Dije oportunamente que el doctor Guillermo 
Fierro, en un trabajo serio donde había anali-

zado la ley 23.049, señalaba la inconstítucio-
nalidad de aquellos preceptos que establecían 
sanciones más gravosas pura quienes estuvie-
ran implicados en los hechos que esa norma 
habría de juzgar, al tiempo que no era incons-
titucional aquella preceptiva que tornaba más 
benignos ciertos supuestos. 

Ahora se señala, a dos semanas de haber dis-
cutido por primera vez en este recinto el pro-
yecto de ley que hoy nos convoca, que algunas 
de sus disposiciones son inconstitucionales, por-
que se podría alegar desigualdad ante la ley. 

¡Qué poco cuidado estamos poniendo en las 
normas que sancionamos, pues sin estar todavía 
definitivamente aprobadas, ya algunos de sus 
autores señalan vicios de inconstitucionalidad 
que abrirían la posibilidad de recursos judicia-
les que enervarían su vigencia! 

Es más; el proyecto sancionado por el Sena-
do también adolece de defectos jurídicos que al 
menos lo tornan incomprensible. Se equivoca-
ron los "juristas del reino" cuando propusieron 
el texto de !a ley 23.049. Se volvieron a equivo-
car cuando postularon la norma que estamos con-
siderando y se vuelven a equivocar con esta en-
mienda introducida por el Senado. 

He tratado de entender el sentido de esta adi-
ción que nos propone el Senado. ¿Qué quiere 
decir esa frase que señala " . . . antes tic los trein-
ta días de promulgación de esta ley.. ."? Con-
fieso que la he leído muchas veces. Subrayé los 
párrafos sustanciales para advertir cuál era el 
sentido, es decir, si los treinta días debían consi-
derarse después que se promulgara la ley o 
antes. Realmente, ignoro cuál ha sido la inten-
ción de los autores del proyecto, pero a poco de 
avanzar en su lectura se observa que lo que gra-

I maticahnente se dice es que esos treinta días de 
1 plazo se deben contar antes de la promulgación 

de la ley, y no después, como podrían pensar 
1 algunos. A mayor abundamiento, voy a leer el 

párrafo pertinente, que dice: "La misma presun-
ción será aplicada a los oficiales superiores que 
no hubieran revistado como comandante en jefe, 
jefe de zona, jefe de subzona o jefe de fuerza de 
seguridad, policial o penitenciaria si no se re-

I suelve judicialmente, antes de los treinta días 
' de promulgación de esta ley.. 

Tal vez el mal uso de las preposiciones por 
los redactores del proyecto, o quizás )a singula-
ridad de sus preocupaciones, abren estas dudas 
que evidentemente no han sido disipadas de nin-
guna manera. 

Nos olvidamos de las comas, de las que tanto 
se ha hablado en estos días. Es que ni siquiera 

! las reglas ortográficas han sido bien usadas. Y 
i el mal uso de las reglas ortográficas nos lleva a 



estos intríngulis que después producen éfectos 
políticos no queridos por quienes sancionan las 
leyes. 

No se enoje el señor presidente del bloque de 
la mayoría con los jueces si después ocurre que 
ellos tienen que aplicar leyes que ni nosotros 
mismos entendemos con precisión qué quieren 
decir. 

Por estas razones, por las que expuse en mi 
primera intervención, porque la sanción del Se-
nado no aclara nada y confunde mucho, volve-
ré a votar negativamente, tal como lo hice cu la 
oportunidad anterior. 

Sr. Presidente (Pilgüese). — Tiene la palabra 
el reñor diputado por Neuquén. 

Sr. Pellín. — Señor presidente: momentos an-
tes de la sanción de este proyecto interesa e im-
porta establecer un pronóstico, un sentir Aspecto 
de este dictamen, porque entiendo que los razo-
namientos jurídicos, las justificaciones políticas 
y hasta las excusas se han agotado. 

En este momento, el sentimiento es de depre-
sión y de pesadumbre, que están presentes en to-
dos los que vemos en esta ley una afrenta al 
estado de derecho. 

Este proyecto de ley y todos los que en un 
futuro puedan aparecer en ese mismo sentido, 
serán la más clara manifestación de la ocasión 
perdida por una generación política de alcan-
zarle a la desdichada historia argentina de este 
siglo un poco de correspondencia entre lo que se 
pregona y lo que se hace, así como un poco de 
firmeza o de coraje para plantarse y hacer res-
petar el terreno ganado en 1983 por las institu-
ciones de la República, en las que cree la in-
mensa mayoría del pueblo. 

Habremos aportado una discreta y mediocre 
prudencia con la esperanza de una pacificación 
que no se vislumbra por ninguna de las partes 
que componen esta confrontación, esto es, civi-
les y militares. No sólo la insatisfacción es la con-
secuencia de este hecho, sino su muy aleatoria 
y dudosa eficacia. 

El verdadero resultado, a mi juicio, es haber 
perdido la oportunidad de ser portadores hacia 
el futuro de una herencia de valores humanos 
ponderables y posibles de transmitir. Y esto no 
es responsabilidad de docentes, de religiosos o 
filósofos; ésta es una clara misión política. 

Creo, por el contrario, que hemos hecho un 
aporte a la Argentina del pasado; a la ya cono-
cida Argentina qu-¿ descree de las instituciones; 
que está segura de que ya están arregladas las 
decisiones sin su participación en las cuestiones 
que la involucran; a la Argentina pragmática, 
por sobre la de los principios; a la Argentina de 
la historia oficial; a la que está dividida entre 

vivos y trabajadores, informados e ingenuos, tre-
padores y caminantes; a la Argentina de la fac-
ción y del sálvese quien pueda. 

Seamos conscientes entonces de que más allá 
del voto que emitamos estaremos todos involu-
crados en una historia dolorosa: y si bien no 
puede decirse que rehusamos el desafío históri-
co de nuestro tiempo, lo vamos esquivando con 
trabajosa habilidad, tirando hacia adelante nues-
tra incertidumbre de hoy, que no mejorará, ob-
viamente, por obra espontánea del tiempo. 

Teníamos dos opciones: responder a las aspi-
raciones de una sociedad y alentar su noción ra-
cional de justicia, o lo que estamos haciendo 
ahora. Más allá de las tribulaciones del momen-
to —que no pueden desconocerse porque todos 
las hemos vivido—, ésta es la opción más có-
moda, la que restringe el esfuerzo adicional de 
por lo menos salvar la razón de ser de nuestra 
misión política. 

Seguramente estaremos todos de acuerdo con 
que el país saldrá adelante sólo con el sacrificio 
y el trabajo de todos sus habitantes, y subrayo lo 
ele todos sus habitantes. Ningún pueblo sale de 
la pobreza sin esfuerzo, pero para que ese es-
fuerzo valga la pena emprenderlo es menester 
no abandonar o menoscabar los valores perma-
nentes que hacen a la esencia del proceso de 
humanización de una sociedad, que se ha fijado 
como meta. 

Reconozcamos que con este proyecto, cons 
cientemcnte, hemos dejado de laclo valores muy 
significativos. Con ello estamos debilitando el 
motor y la fuerza para salir de pobres, y apor-
tando mayor marginalidad moral a nuestra po-
breza en vez de acercarle y potenciarle sus ho-
rizontes con méritos conseguidos por medio del 
auténtico sacrificio de todos. 

No hay justificación posible para aquellos se-
res humanos, compatriotas —militares o no— 
que concibieron y ejecutaron un plan de exter-
minio sobre la base de tormentos y crímenes; y 
ello, porque fueron reiterados y estuvieron am-
parados por una cómplice solidaridad de cuerpo. 

Nada podrá curarlos sino su propio y profun-
do arrepentimiento. Esa será su curación, por-
que la sanción de este proyecto de ley no los 
curará. Reflexionemos acerca de este punto. 

Nosotros somos lesponsables por no haber al-
canzado la fórmula de la reparación, quizá por 
creer que todo es un trueque que se maneja con 
moneda pob'tica, lo que por rara coincidencia 
también es invocado por el señor general Ca-
ridi. 

La cuestión va más allá de este planteo, por-
que no estamos entendiendo que el sacrificio de 



quien toma decisiones políticas no es el fracaso 
de su gestión, de la que con prolijidad tal vez 
se ocupará más tarde la evaluación de la historia. 

El sacrificio de esta hora pide más que un 
mero fracaso político. Por eso aludir al pago de 
costos políticos es haberse alejado demasiado 
de lo que el pueblo entiende y percibe por sin-
cera entrega. Por eso es cómico, si no trágico, el 
compromiso de las fuerzas políticas —del que 
me siento parte— en el sentido de no abordar 
este tema electoralmente. ¿Es que habría otra 
posibilidad? 

Quienes hoy tienen menos de 20 años —nues-
tros compatriotas casi adolescentes— advierten 
nuestras vacilaciones y el concreto resultado de 
nuestra gestión. 

En el paquete que les dejamos como heren-
cia, nuestras normas constitucionales., la inde-
pendencia de los poderes de la República y la 
subordinación de las fuerzas armadas al poder 
civil no aparecen con firmeza sino en los dis-
cursos, porque a la hora de actuar lomamos el 
atajo de los convencionalismos sin consenso ni 
participación. 

Se ha dicho infinidad de veces que en la lu-
cha anti subversiva se había obtenido el triunfo 
militar pero no el político. Hoy me pregunto 
si el triunfo político que se añora lo está facili-
tando el sistema democrático con la sanción de 
estas leyes en una suerte de perverso retomo al 
mismo punto de partida. 

No votaremos favorablemente estas modifica-
ciones del Senado, como no lo hicimos con el 
proyecto original. Nos alienta en esta decisión la 
convención de mi partido, la mayor parte del 
pueblo neuquino y sus entidades más represen-
tativas, como la Iglesia de mi provincia, las en-
tidades gremiales y los distintos claustros de la 
Universidad Nacional del Comahue. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Corrientes. 

Sr. Contreras Gómez. — Señor presidente: voy 
a votar afirmativamente las modificaciones in-
troducidas por el Honorable Senado al proyecto 
sancionado por esta Cámara, porque conceptual-
mente ellas responden a la posición que he 
asumido al debatirse esta cuestión en este re-
cinto. 

Con la incorporación al texto del proyecto 
de ley de los oficiales superiores se soluciona 
uno de los aspectos más vulnerables de la ini-
ciativa, consistente en la presimta violación de 
la garantía constitucional de igualdad ante la 
ley. Así lo puntualicé en su oportunidad. Se ex-
cluye de la norma a quienes hubiesen revis-

tado como comandante en jefe, jefe de zona, 
jefe de subzona o jefe de fuerza de seguridad, 
policial o penitenciaria. 

De acuerdo con mi criterio, reitero que el 
contenido del proyecto no es el ideal para lo-
grar la real pacificación de los argentinos, que 
finalmente se alcanzará con la sanción de una 
ley de amnistía, lo que sin duda constituye un 
paso adelante para la concreción de aquel obje-
tivo. 

Es la hora de terminar con la idea de que to-
dos los integrantes de las fuerzas armadas son 
reprobos, ya que en su momento cumplieron una 
misión muy importante: salvar al país de las ga-
rras de la subversión. 

El presidente de esta Cámara, con su reco-
nocida capacidad, ha puesto el acento preciso 
cuando sostuvo que existe un discurso de la iz-
quierda —que se oye mucho más que el del 
resto de la población, que es mayoría— que ha-
bla permanentemente de las fuerzas armadas y 
se olvida contra quiénes lucharon. Ese no es el 
discurso equilibrado de quien efectúa un aná-
lisis de la situación global. Se habla de la repre-
sión y no se mencionan los asesinatos y las tor-
turas cometidas por la subversión. 

Teniendo en visto los propósitos expresados 
y conforme con el designio de servir a los altos 
intereses de la República desde un enfoque es-
trictamente político, dejo fundado con absoluta 
tranquilidad de conciencia mi voto favorable al 
dictamen de las comisiones de Asuntos Consti-
tucionales. de Defensa Nacional y de Legisla-
ción Penal. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
la señora diputada por San Juan. 

Sra. Falcioni de Bravo. — Señor presidente, 
señores legisladores: los temas que no se resuel-
ven de manera clara y definitiva vuelven sobre 
los indecisos en forma recurrente. El hecho de 
que estemos tratando otra vez la llamada cues-
tión militar demuestra que este tema no ha sido 
enfrentado ni asumido por la clase política con 
la claridad que el país hubiese deseado. 

A esta altura no quedan dudas de que la po-
lítica militar ha sido uno de los aspectos que el 
gobierno no ha querido o no ha sabido encarar 
debidamene. Los resulados de esa indiferencia 
o de ese desconocimiento están a la vista. Han 
sido inútiles los sucesivos parches con los que 
el gobierno ha procurado solucionar el desen-
cuentro con las fuerzas armadas. No sirvieron 
las instrucciones a los fiscales; tampoco logró 
su propósito la denominada ley de punto final, 
ni fue suficiente el proyecto que sancionó hace 
pocos días esta Cámara y que ahora vuelve en 



revisión. Nadie puede asegurar que esta nueva 
versión termine de una vez por todas con los 
problemas que queremos evitar. 

Ahora, urgidos por las circunstancias, todos 
nos apuramos por tratar de encontrar una salida 
que debió brindarse antes. Cualquier solución 
que en estos momentos se aporte, por lúcida que 
sea, aparecerá surgida de las bayonetas de los 
amotinados en Campo de Mayo. 

Nadie podrá negar entonces que ese planteo 
militar de Semana Santa resultó exitoso. Para 
ellos la oportunidad no era la mejor; era la úni-
ca, pero grave en sus consecuencias. Sin la pre-
sión de Campo de Mayo la dirigencia política 
no se hubiese ocupado con tanta premura de 
los reclamos militares, como no lo hizo en los 
últimos tres años. 

Previendo esta lamentable situación política 
el presidente de mi partido presentó en diciem 
bre de 1986 un proyecto de ley de amnistía o re-
conciliación nacional que aún no ha merecido el 
dictamen de las comisiones respectivas. Si se 
hubiera aprobado en esa oportunidad, toda la 
dirigencia política no sólo habría demostrado sa-
biduría política sino que también habría desac-
tivado una bomba que finalmente todos escu-
chamos estallar. 

Los legisladores elegimos una vez más el ca-
mino de la cornisa en lugar de la avenida se-
gura de las soluciones éticas y cristalinas. Este 
proyecto no es ni de amnistía ni de obediencia 
debida. Por eso deja para el futuro la consiguien-
te inseguridad respecto a su aplicación judicial. 

Por un imperativo de mi conciencia, he que-
rido dejar clara mí posición en este debate, se-
ñalando al mismo tiempo cuál ha sido la posi-
ción del bloquismo en la búsqueda permanente 
de la reconciliación nacional, esa reconciliación 
que el presidente de la Nación, doctor Alfonsín, 
y aun el Papa en su reciente visita, indicaron co-
mo imprescindible. El Santo Padre señaló tam-
bién que debe lograrse con gran humildad, en-
tereza de ánimo y serenidad de espíritu. 

En homenaje a estás altas investiduras, apoyo 
la sanción de este proyecto de ley, aunque real-
mente lo considero insuficiente. Interpreto que 
esta norma significa una nueva aproximación a 
la solución total, aunque lamento, como dije an-
tes, que los legisladores no advirtamos la impor-
tancia de alcanzar ya, en este mismo momento, 
las soluciones que está esperando el pueblo argen-
tino, integrado tanto por civiles como militares. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabia 
el señor diputado por Catamarca. 

Sr. Avalos. — Señor presidente: voy a funda-
mentar mi voto favorable a la sanción de este 

proyecto, pero siento corno un imperativo traer 
antes aquí el recuerdo de algunos conceptos del 
reverendo Fray Mamerto Esquiú, el orador de 
la Constitución, quien allá por 1853, después de 
haber conseguido la organización nacional, de-
cía a sus conciudadanos: "Nos alegramos de vues-
tra gloria". Después de la batalla de Pavón el 

I padre Esquiú vuelve a orar por la paz, ya que 
! no se habían acallado los fusiles y la sangre se 
i había derramado por todo el territorio patrio. 

Siguieron las luchas y los enfrentamientos, 
hasta que se llega a otra etapa de la vida na-
cional, la federalización de Buenos Aires, en la 
que de nuevo, pero ya desde aquí, debe diri-
girse al pueblo de la República y le dice: "No sé 
si debo decir de nuevo "Nos alegramos de nues-
tra gloria', porque desde aquella vez que lo hice, 
hace treinta años, sólo ha habido guerras, lu-
chas, sangre, muerte en la historia de este ex-
tenso país". 

Llevamos 170 años de vida institucional en la 
República y apenas hubo breves períodos en los 
que no hemos tenido enfrentamientos y claudi-
caciones; nos hemos levantado y hemos vuelto 
a caer, pero de nuevo estamos enfrentados en 
una lucha que parece que no va a tener fin. 

Los argentinos somos proclives a las discusio-
nes viejas, donde individuos y grupos se aferran 
al pasado para buscar a los responsables de nues-
tras frustraciones como nación. Y casi siempre 
sucede que los culpables son los otros. Es la 
vieja discusión maniquea de ángeles y demonios, 
de virtuosos y traidores. La prédica de los sec-
tores políticos, económicos y sociales carece de 
verdadera autocrítica y es de queja permanente. 

Esta varadura mental, huérfana de ideas reno-
vadoras, nos mantiene atrasados en el tiempo 
sin un proyecto integral para realizar la Nación 
según el desafío de la historia. 

Cuando los países avanzados están discutien-
do los problemas de la sociedad posindus^rial, 
nosotros seguimos embretados en la discusión de 
qué hacer con nuestro pasado. No hemos supe-
rado siquiera la etapa industrial. Para el funcio-
namiento de nuestra economía todavía depen-
demos de la colocación de productos primarios 
en el mercado mundial, con precios que se de-
terioran permanentemente. 

Eso demuestra que no hemos sido capaces de 
dar a nuestra patria la independencia económica, 
que es fruto del desarrollo que integra el gran 
proyecto nacional comenzado por sus fundado-
res en 1816, cuando nos dieron la independencia 
política. 

Cuando queremos despegar, señor presidente, 
afrontando la discusión de los grandes problemas 

i del presente y del futuro en lo político, en lo 



institucional, en lo social, en lo cultural y en 
lo educativo, de pronto el pasado se interpone 
nuevamente y agota nuestras mejores energías. 

Lo prueba este debate que estamos desarro-
llando para tratar la manera de resolver un con-
flicto del pasado reciente. Desde hace más de 
dos meses los poderes constitucionales están tra-
bados en una discusión —-que podría resultar in-
terminable— sobre cómo producir la reconstruc-
ción de la convivencia argentina, cuestión que 
parecía resuelta el 10 de diciembre de 19S3. 

Al cabo de tres años y medio de vigencia de 
las instituciones republicanas, la sombra omi-
nosa del pasado emerge nuevamente. 

¿Hubo una guerra civil entre el Estado y la 
violencia subversiva? Si acaso la hubo, ¿los pro-
cedimientos escogidos por los detentadores del 
poder fueron legítimos o repudiables? 

Todo esto tiene connotaciones jurídicas, polí-
ticas y morales que cada sector puede resolver 
según determinados puntos de vista, enfatizando 
uno u otro aspecto de la cuestión, Pero lo cierto 
es que seguimos divididos. 

Así liemos visto que un gran debate histórico, 
como debió ser el pronunciamiento sobre el pro-
yecto de traslado de la Capital Federal al Sur, 
epilogó sin pena ni gloria en nuestra Cámara, 
con una magra asistencia de sus miembros, por-
que las mentes estaban ocupadas en otras moti-
vaciones, 

Aquel tema apuntaba al futuro del pueblo y 
del país, al cambio de una estructura virreinal 
que se había consolidado a través de dos siglos 
en nuestro territorio. 

Este problema, la cuestión de la obediencia de-
bida en la guerra contra la subversión, tiene un 
efecto paralizante sobre nuestra creatividad y 
nuestra imaginación. Estamos entrampados en 
este tema. 

Es tiempo ya de disipar esos fantasmas del pa-
sado para construir el futuro que todos los ar-
gentinos queremos. Es cierto que hay heridas, 
es verdad que hay cicatrices, resentimientos y 
odios que algunos se preocupan por cultivar, pe-
ro los representantes del pueblo tenemos la ics-
ponsabilidad de clausurar de algún modo esos 
viejos enfrentamientos. 

De lo contrario, el pasado nos devorará y los 
argentinos repetiremos la triste experiencia de 
los comportamientos recurrentes de las viejas 
antinomias: provincianos y porteños, unitarios v 
federales, peronistas y antiperonistas, civiles y 
militares, clericales y liberales. 

¡Cuánto tiempo y cuántas energías hemos gas-
tado en estos años en tratar de resolver estas di-
cotomías! ¿Persistiremos en esos estériles enfren-
tamientos, cuando la historia nos está exigiendo 

adecuarnos al desafío de los tiempos? Yo diría 
que ha llegado el tiempo de la reconciliación 
nacional. 

No creo que nadie tenga la receta infalible 
para producirla. Pienso que el Poder Ejecutivo 
ha hecho una propuesta con el fin de superar el 
problema. No hay datos objetivos que lleven a 
pensar lo contrario; por otra parte, adoptar esa 
actitud importaría comenzar a juzgar intencio-
nes, y eso no es saludable en política, porque 
caeríamos en la tentación ya manifestada de atri-
buir a la iniciativa móviles espurios o perversos. 

Yo creo que el señor presidente de la Nación 
tiene la mejor inspiración, pues es un viejo lu-
chador de la democracia y un optimista invete-
rado en la intención de salir adelante. Por su-
puesto, si se enfatiza el aspecto jurídico consti-
tucional se podrán encontrar argumentos para 
oponerse a la iniciativa, pero éste es un proble-
ma de connotaciones especiales que requiere un 
tratamiento adecuado. Julio A. Roca, dos veces 
presidente de la Nación, dijo que la política es la 
ciencia de lo posible; sin embargo, muchos se 
empeñan en no comprender esa afirmación. 

¿Hay otra solución para este problema que hoy 
nos embarga? Confieso que yo no la encuentro y 
ni siquiera la avizoro. ¿Debo entonces votar por 
el rechazo de la única propuesta que se formula 
para reconstruir la convivencia pacífica de los 
argentinos? No creo que esa postura sea reco-
mendable; no la aconsejo ni la adopto. 

Un dato objetivo de la realidad es que los su-
cesos de Semana Santa efectivamente existieron; 
los cuarteles estuvieron en estado deliberativo y 
en actitud de desobediencia a los jueces de la 
Constitución. ¿Quién podía impedirlo? Como 
comandante en jefe de las fuerzas armadas el 
señor presidente de la Nación habló en este re-
cinto en tono dramático ante la asamblea que se 
efectuó el jueves de la Semana Santa. 

El doctor Alfonsín trató de resolver la cues-
tión con los medios que le otorga la Constitu-
ción Nacional, pero se encontró ante el hecho de 
que no tenía con qué reprimir a quienes se ha-
bían acantonado en los cuarteles, de modo que 
recurrió a la autoridad que le brinda el ejercicio 
pleno de un gobierno en democracia. 

En esos días el pueblo se volcó a las calles 
y plazas de la República en una magní-
fica demostración de fe democrática, proclaman-
do su voluntad de sostener los poderes emana-
dos de nuestra Carta Magna. Esa fue una ex-
periencia inédita y gratificante; en la Argenti-
na nunca se había visto semejante espectáculo, 
porque desgraciadamente muchas veces vimos 
caer gobiernos civiles en medio de la indife-
rencia generalizada de la ciudadanía. Este es 



otro dato objetivo de la realidad. Sin embargo, 
no podemos seguir provocando tensiones ni co-
rriendo el riesgo de caer en enfrentamientos 
fratricidas. 

Si con esta iniciativa que nos remite el Po-
der Ejecutivo, y que fue perfeccionada por el 
Senado de la Nación, se va a producir el sosie-
go espiritual propicio para el funcionamiento 
pacífico de las instituciones, démosle nuestra 
sanción. En el caso de que nuestras esperanzas 
resulten fallidas porque los remedios legislati-
vos no alcanzan para asegurar que después de 
más de 30 años se pueda dar el espectáculo 
edificante de un presidente constitucional en-
tregando sus insignias de mando a su sucesor 
elegido por el pueblo, ello significará que la 
Argentina no tiene futuro como nación ni co-
mo república. Yo me resisto a admitir esta hi-
pótesis, porque sería clausurar mis esperanzas 
como ciudadano. Hagamos lo posible para que 
la República siga existiendo, pero como un ac-
to de fe y de convicción en el destino nacional, 
y aboquémonos entonces a buscar las solucio-
nes a los grandes problemas que nos aquejan. 

Quisiera concluir con una reflexión que efec-
tuara en este mismo recinto el señor presiden-
te de la Nación ante la Asamblea Legislativa 
realizada el 1" de mayo pasado. El doctor Al-
fonsín expresaba lo siguiente: "Pienso que hay 
un firme deseo, casi diría un primer reclamo, 
que el pueblo nos formula: que trabajemos jun-
tos sistemática y ordenadamente para acelerar 
la concreción del país que todos sabemos que 
podemos construir en paz y en justicia. (Aplau-
sos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Zaffore. — Señor presidente: el presente 
proyecto de ley apunta a resolver la crisis mili-
tar puesta en evidencia en los sucesos de Se-
mana Santa, habida cuenta de que el gobierno 
ha abdicado muchas de sus posiciones después 
de tomar conciencia de que las relaciones de 
fuerzas en. la sociedad no eran las que suponía. 

Para consolidar el régimen democrático es 
preciso resolver la crisis militar, y ello sólo 
puede hacerse integrando a las fuerzas arma-
das al conjunto de la sociedad, tal como gene-
ralmente se admite a pesar de que no se haya 
encontrado el camino adecuado para lograrlo. 

La resolución de esa crisis será el camino 
que nos permitirá asegurar el régimen democrá-
tico, porque la subordinación del poder militar 
al poder político sólo se logra si las fuerzas 
armadas perciben que éste representa a toda 
la sociedad sin excluir a ninguna de sus partes. 

La integración de las fuerzas armadas al pro-
ceso de la Constitución requiere que ninguna 
de esas partes sea tratada como separada del 
cuerpo social de la Nación. Por lo tanto, la 
crisis suscitada no podrá resolverse si se so-
mete a las fuerzas armadas por imposición de 
determinados criterios ideológicos en forma ar-
bitraria, ni tampoco —como a mi juicio lo in-
tenta este proyecto— haciendo concesiones a la 
práctica y cediendo a los hechos sin recono-
cerles legitimidad. 

Por este motivo anticipo nuestro rechazo a 
las reformas introducidas por el Honorable Se-
nado. Además, consideramos que éstas, al am-
pliar el número de exculpados, de ninguna ma-
nera mejorar el proyecto, ya que la cuestión 
no es puramente cuantitativa. 

Nuestra objeción se basa en el hecho de que 
solamente se ha variado el aspecto cuantitati-
vo pero no se ha modificado la concepción 
básica que presidió la elaboración originaria 
de este proyecto y que motivó nuestro voto 
negativo cuando por primera vez fuera consi-
derado por esta Cámara. 

No hay una actitud que responda a la reali-
dad política ni a la forma en que las fuerzas 
armadas deben insertarse en ella. A nuestro en-
tender, no ha habido una autocrítica de las 
líneas políticas seguidas por el gobierno durante 

j estos tres años y medio, ya que sólo han existido 
concesiones efectuadas sin convicción. 

Entiendo que no bastan estas exculpaciones, 
lo cual no significa que esté en mi intención 
—lo repito y lo subrayo— ampliar el número de 
inculpados. Por el contrario, se trata de recono-
cer que los hechos en virtud de los cuales se 
hallan sometidos a juicio miembros de las fuer-
zas armadas derivaron de un estado de guerra. 

Es inadmisible aceptar la idea de que la lucha 
contra la subversión fue un mero hecho policial, 
como aquí se ha dicho, o lo establecido en los 
fundamentos de la iniciativa en el sentido de 
que es ocioso esclarecer si hubo o no una gue-
rra. Este esclarecimiento es fundamental, en pri-
mer lugar para aplicar criterios de justicia ade-
cuados a la situación especial que vivió el país 
en estado de guerra y, en segundo término, para 
concretar la reconciliación nacional y devolver 
a las fuerzas armadas la dignidad y la función 
que deben desempeñar en el seno de la socie-
dad. Este reconocimiento absolutamente indis-
pensable no surge de la mera ampliación cuan-

l títativa de las exculpaciones. 
I En consecuencia, las modificaciones introdu-

cidas por el Honorable Senado al proyecto de 
¡ ley sancionado por esta Cámara no contribuirán 
| a la solución del problema. Los miembros de las 



fuerzas armadas están convencidos de que ac-
tuaron en función de un mandato superior otor-
gado por la sociedad para combatir un terroris-
mo que le disputaba al Estado el monopolio 
de la fuerza, y no creo que admitan el princi-
pio de exculpación contenido en ei proyecto, 
que parte de la presunción de que quienes ac-
tuaron en esa guerra eran instrumentos inertes, 
carentes de conciencia y voluntad. Por lo tanto, 
este remedio no será eficaz y continuaremos 
con un conflicto que no sólo paraliza la vida de 
la Nación sino que también significa una ame-
naza para la paz. 

El propio presidente de la República se refirió 
a los riesgos de una guerra civil, que también 
constituye un peligro para la vigencia del orden 
constitucional. Entonces, debemos buscar la so-
lución del problema recurriendo al cambio del 
carácter de la relación con las fuerzas armadas; 
pero ni los fundamentos ni el principio excul-
patorio del proyecto articulado apuntan hacia 
esa dirección. Sólo se intenta dejar sin sanción 
determinados hechos sin realizarse una revalora-
ción del contexto en que ellos se desarrollaron, 

—bcupa la Presidencia el señor vicepresi-
dente l?1 de la Honorable Cámara, don Ro-
berto Pascual Silva. 

Sr. Zaffore. — El Movimiento de Integración 
y Desarrollo, al sostener este punto de vista, es 
consecuente con la posición que sustentara de 
manera solitaria en oportunidad de considerarse 
la reforma al Código de Justicia Militar, en ene-
ro de 1984. En aquella ocasión el senador Ma-
nuel Vidal señaló que la violación del principio 
del juez natural que establece la Constitución 
y la aplicación retroactiva de la ley penal cons-
tituían elementos que perturbarían a las fuerzas 
armadas y originarían conflictos entre civiles y 
militares. 

Esas palabras hoy resultan proféticas y los 
hechos nos han dado la razón. En esa cuestión 
de fondo sobre el carácter de la guerra que vi-
vió la Argentina y sobre la valuación que debe 
hacer la sociedad del comportamiento de las 
fuerzas armadas en esa guerra, es donde debe 
buscarse la solución única y definitiva a este 
problema que —repito— no es sólo de juicios 
sino que es más complejo, ya que se trata de 
la inserción de las fuerzas armadas en el régi-
men de la Constitución y en el cuerpo social de 
la Nación. 

En consecuencia, es preciso que la sociedad 
efectúe su autocrítica global. Desde aquí se ha 
pedido la autocrítica a las fuerzas armadas, pero 
para ello es necesario realizar la propia autocrí-

tica y abandonar un antimilitarismo que alimenta 
el militarismo, esto es, la deformación del papel 
de las fuerzas armadas en el seno de la sociedad. 

Debemos buscar el equilibrio elaborando, en-
tre civiles y militares, un proyecto común que 
incluya la política de defensa nacional, el con-
junto de los problemas particulares que afectan 
a las fuerzas armadas, la visión global de la Na-
ción y la necesidad de llegar a una reconcilia-
ción profunda que nos permita marchar hacia 
el futuro y olvidar definitivamente el pasado sin 
tergiversarlo, sino reconociéndolo en su cabal 
realidad. 

Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Salta. 

Sr, UUoa. — Señor presidente: aunque en el 
tratamiento inicial de este proyecto manifesté 
con mi voto el apoyo a la decisión de la mayoría, 
planteé la necesidad de una modificación que 
en líneas generales fue recogida por el Senado. 
Si bien mi voto tampoco decidirá hoy el destino 
de esta iniciativa, quiero asumir la responsabi-
lidad de apoyarla y de dejar claramente expli-i 
citado el sentido de mi posición. 

La guerra contra la subversión —110 cabe du-
da de que existió— nos dejó dos problemas que 
estamos enfrentando en la actualidad: la crisis 

i en la conducción de las fuerzas armadas y la 
I reconciliación de los argentinos mediante la re-
1 inserción de las fuerzas armadas dentro de la 

sociedad. 
La crisis en la conducción de las fuerzas ar-

madas se manifestó en Semana Santa, localizada 
en Córdoba y principalmente en la Escuela de 
Infantería, pero tuvo raíces muy extensas. Se 
expresó como una actitud reivindicatoría ante 
los juicios a militares, aunque en realidad la crisis 
es más profunda: se relaciona con la disciplina 
y la estructura de las fuerzas armadas, con el 
sentido de su autoestima, con su capacidad de 
preparación y aptitud para cumplir su misión 
específica. Este es el verdadero valor que debe-
mos defender y proteger, y no sólo lograr una 
solución a un problema coyuntura!. Es decir, 
tenemos que preservar las fuerzas armadas co-

I mo entidades útiles para la República y como 
íeaseguro de su soberanía. 

El debate del papel que deben desempeñar 
las fuerzas armadas dentro de la Nación está 
abierto. Creo que será un debate fructífero, pe-
ro corremos contra el tiempo y por eso apoyo 
este proyecto de ley, porque está en juego la 
integridad o la desintegración de las fuerzas 
armadas. 



Creo que debo apoyar cualquier instrumento 
que apunte a lograr esos objetivos, aunque sea 
imperfecto y aunque tenga dudas acerca de su 
eficacia. Inclusive, aunque se trate de una nor-
ma sujeta a la interpretación que de ella hagan 
los jueces. Dado que no puedo modificar el 
criterio sustentado por la mayoría, asumo la res-
ponsabilidad de apoyar esta iniciativa con sus 
limitaciones y mis reservas. 

Al segundo problema, el de la reconciliación 
de los argentinos y la reinserción de las fuerzas 
armadas dentro de la sociedad civil, este pro-
yecto no lo va a solucionar, porque hay mu-
chos otros factores que influyen sobre él, siendo 
el principal nuestra actitud, la de los dirigentes 
políticos. Si seguimos enfrentando cada día el 
debate de lo que pasó y no somos capaces do 
superarlo con vocación de grandeza, si la dia-
triba a las fuerzas armadas sigue siendo ban-
dera de apelación electoral o política, no habrá 
ninguna ley que nos permita no ya superar el 
pasado sino el presente, porque nos estará fal-
tando la "firme voluntad de reconciliación y la 
búsqueda común de nuevos caminos de convi-
vencia amistosa" de que hablaba Juan Pablo II. 

Los tiempos corren, los tiempos políticos ma-
duran, pero no podemos apresurar su madure? 
más allá de nuestra propia madurez. De este 
hecho deviene nuestra histórica responsabilidad 
personal de encontrar la solución definitiva que 
selle las heridas y secuelas de nuestros desen-
cuentros a través de una norma de carácter ge-
neral que nos permita dejar atrás el pasado y 
ponerle el hombro al país, sin darle la espalda 
al argentino que está a nuestro lado. 

Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Tucumán. 

Sr. Sánchez Toranzo. — Señor presidente: al 
referirse a este proyecto el señor presidente de 
la República ha manifestado que no le gustaba. 
Debo decir que a mí tampoco me agrada. Pero 
frente a la grave responsabilidad del gobierno, 
comprendo la actitud del doctor Alfonsín que, 
acaso violentando espiritualmente alguna pos-
tura de tipo persona] asume su condición de 
primer magistrado de la Nación para evitar al 
país la vivencia de horas luctuosas y episodios 
trágicos. 

A lo largo de mi vida he presenciado enfren-
tamientos como el que tuvo lugar en Guate-
mala, donde desde uno y otro bando, armadas 
las pasiones, rotos los frenos de la ley y supe-
rados los organismos de la sociedad, el hom-
bre convertido en fiera se dedicaba a dañar y 
matar sin sentirse nunca satisfecho. Realmente, 
no deseo para mi país una situación de esa na-

turaleza. Debo decir en mi modestia que el 
señor presidente de la Nación goza de toda mi 
consideración y respeto. Asimismo, comprendo 
a quienes están a favor de este proyecto. 

Pero quiero significar lo siguiente. Ya recor-
dé en una oportunidad que me opuse a la ley 
de amnistía durante el gobierno del doctor Cám-
pora. Agrego que en aquel entonces el grupo de 
legisladores llamado de "la tendencia" ordenó 
mi asesinato. Viví a salto de mata unos meses, 
en un departamento que me había facilitado 
una señora comprovinciana y seguí alquilando 
mi habitación en un hotel. Tomé algunas pre-
cauciones. Pero aquello ya pasó y ahora me 
pregunto si en esta emergencia que vivimos ca-
be o no cabe responsabilidad a los ejecutores 
de los hechos que se han realizado al margen 
de la ley. Yo entiendo que sí. La ciencia crimi-
nológica determina que es más peligroso el que 
ejecuta que el que dice, opina o manda. El 
señor diputado Alende ha lanzado el desafío 
de que le muestren una orden de la entonces 
superioridad. ¡Me resisto a creer, por ei cono-
cimiento que tengo de su persona, que el te-
niente general Videla haya ordenado secues-
tros, secuestros extorsivos —es decir, secuestros 
mediante los que se exige un rescate para po-
ner a la víctima o presunta vTctima en liber-
tad—, homicidios, torturas o violaciones! Me 
niego rotundamente a creer que él pueda ha-
ber impartido órdenes de esta naturaleza. |Y 
qué raro que esto lo diga yo, que ocupaba en-
tonces la Presidencia de esta Cámara —quizás 
tercero en el orden de sucesión presidencial— 
respecto de quienes en ese momento me derro-
caron! Pero yo soy hombre de decir la verdad 
y afrontar los riesgos en cuadquier circunstancia. 

Quienes ejecutaron las órdenes sí son culpa-
bles. Y voy a traer un ejemplo. Hay un grupo 
de oficiales dignísimos que se negaron a eje-
cutar esas órdenes violatorias de los derechos 
humanos. Esos oficiales, treinta y tres, llamados 
"los 33 orientales", no obtuvieron de la demo-
cracia la reivindicación que merecían. Se les 
dio un grado pero les truncaron la carrera de 
sus ansias, la carrera de sus amores, mientras 
los delincuentes continuaban ascendiendo. ¡Que 
sepan los jóvenes oficiales que quienes en esta 
hora les demandan sohdaridad, so pretexto de 
una camaradería mal entendida, no fueron soli-
darios en su hora con aquellos militares dignos 
que se jugaron su situación, su futuro y su vida 
por defender la dignidad del militar argentino! 
i No los reivindicó la democracia! ¡Allá están 
tirados, con un grado más, con un estipendio 
mayor. Pero quiero decir que no estaban cons-



heñidos violentamente quienes ejecutaron los 
hechos delictuosos. Podían negarse u oponerse 
a realizarlos. 

Frente a este cúmulo de consideraciones me 
siento acaso disminuido porque sé que hay ra-
zones valederas para que algunos señores dipu-
tados auspicien este proyecto de ley. Pero yo 
cumplo con un imperativo de conciencia. En 
1979 tuve oportunidad de escuchar en la plaza 
de San Pedro, en Roma, a Su Santidad el Papa 
Juan Pablo II, quien refiriéndose a la situación 
de la Argentina expresó, entre otras cosas, que 
era necesario investigar no con ánimo de ven-
ganza. sino para evitar en el futuro la repeti-
ción de estos hechos tan dolorosos. 

[Esa es la verdad: que impere la justicia, 
que juzgue la justicia que ellos no le dieron a 
muchos, y que si hay culpables, que sean cas-
tigados, para que se sepa que en este país quie-
nes violan la ley nunca quedarán impunes! 
(Aplausos.) 

11 
MANIFESTACIONES 

Sr. Cardozo. — Pido la palabra. 
Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra el 

señor diputado por Santa lre. 
Sr. Cardozo. — Señor presidente: acaban de 

ingresar a la Cámara siete expedientes que con-
tienen mensajes y proyectos de ley del Poder 
Ejecutivo sobre asociaciones gremiales, conve-
nios colectivos de trabajo, obras sociales, seguro 
nacional de salud, normalización y regulariza-
cióu de la CGT y ratificación del Convenio 154 
de la OIT. 

Como al comienzo de esta sesión el presiden-
te de la bancada oficialista planteó la posibilidad 
de realizar una sesión especial para tratar esos 
proyectos —a pesar de que aún no habían tenido 
entrada—, quiero ahora en nombre del bloque 
Justicialista pedir que dicha sesión se celebre 
el día de mañana en el horario correspondiente 
a la sesión de tablas. 

Sr. Presidente (Silva). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Entre Ríos. 

Sr. Jaroslavsky. - Señor presidente: la cues-
tión es extemporánea. El anuncio de nuestro pro-
pósito de pedir una sesión especial para la con-
sideración de esos asuntos fue efectuado en la 
hora reglamentaria correspondiente y no tenía 
otra intención que la de notificar al cuerpo de 
ese propósito. 

Los mensajes y proyectos de ley a los que hace 
referencia el señor diputadu Cardozo han ingre-
sado a la Cámara y nuestro pedido de sesión es-

pecial está radicado en la Presidencia con las 
firmas necesarias que lo avalan, tal como lo exi-
ge el procedimiento reglamentario. 

De manera que a nuestro criterio no hay nada 
en discusión, por lo que solicito que la Honorable 
Cámara continúe con el debate del proyecto en 
consideración. 

Sr. Presidente (Silva). — La Presidencia en-
tiende que lo manifestado por el señor diputado 
Cardozo constituye una expresión de deseos para 
que oportunamente se lleve a cabo una sesión 
especial a efectos de considerar los asuntos seña-
lados. 

12 
DELIMITACION DE LOS ALCANCES 

DEL DEBER DE OBEDIENCIA 
(Continuación) 

Sr. Presidente (Silva). — Corresponde proseguir 
la consideración del asunto en tratamiento 

Tiene la palabra el señor diputado por la Ca-
pital. 

Sr. Alsogaray. — Señor presidente: las modi-
ficaciones que el Senado ha introducido al pro-
yecto de ley de obediencia debida aprobado por 
esta Honorable Cámara amplían el número de 
oficiales exculpados por los delitos que se impu-
tan, elevando las categorías de oficiales de jefes 
a oficiales superiores. 

Dice textualmente la norma modificada: "La 
misma presunción será aplicada a los oficiales 
superiores que no hubieran revistado como co-
mandante en jefe, jefe de zona, jefe de subzona 
o jefe de fuerza de seguridad, policial o peniten-
ciaria . . . e s decir, significa que estas modifi-
caciones no cambian fundamentalmente la san-
ción de este cuerpo. A lo sumo, constituyen una 
graciosa concesión que seguramente se hace con 
la esperanza de llevar tranquilidad a los cuadros-
de oficiales. Subsisten, por lo tanto, todas las 
observaciones y argumentos que voleamos du-
rante la discusión en este recinto con motivo 
del proyecto originario, que no voy a reiterar 
ahora porque —como dije—, no han perdido 
validez y además porque no quiero apartarme 
de la buena práctica de hablar de lo que corres-
ponde, que en este caso son las modificaciones 
introducidas por el Senado, en vez de revisar 
todo lo acontecido en la humanidad desde Adán 
y Eva hasta la fecha. 

Ante la necesidad de resolver este problema 
volvemos a plantearnos la cuestión que nos plan-
teamos en la oportunidad anterior, es decir, de-
terminar si este proyecto, que adolece de fallas 
jurídico-constitucionales de primera magnitud 
y está inspirado en un enfoque político fun-



damentalmente equivocado sirve en alguna me-
dida para pacificar y resolver la situación mili-
tar existente. Dijimos entonces que en caso de 
cumplir tales requisitos lo íbamos a aprobar. 
También sostuvimos que si, por el contrario, en-
tendíamos que no llenaba esos objetivos, íba-
mos a mantener nuestras objeciones y lo recha-
zaríamos. 

Como vemos, se trata del mismo dilema que 
se ha planteado el diputado Ulloa, aunque él se 
decidió por la aprobación y nosotros por el 
rechazo, lo cual prueba que la línea que divide 
una manera de pensar de la otra es muy sutil. 
Ello es lógico, porque la cuestión es muy difícil 
de cuantificar y de establecer en forma precisa. 

Nuevamente hemos llegado también a la con-
clusión de que este proyecto no cumple en me-
dida suficiente los fines que con él se persiguen. 
Por lo tanto, e insitiendo en que tiene graves 
fallas jurídico-constitucionales, como también de 
enfoque político, votaremos en contra de esta 
nueva sanción. 

Si se aprueba este proyecto, probablemente 
haya un cierto apaciguamiento durante algún 
tiempo, pero debemos tomar conciencia hoy mis-
mos de que tan pronto esto salga a la luz tendre-
mos que comenzar a revisar lo actuado en la 
liquidación de las secuelas de la guerra anti-
subversiva. 

Como señalé anteriormente, el proceso no ter-
mina con este proyecto. Ante ese hecho no po-
demos volver a perder la iniciativa, como la 
hemos perdido en el caso anterior cuando pr-
estar más de tres años "distraídos" frente a fuer-
zas subterráneas que sabíamos que existían, nos 
encontramos de pronto ante hechos consumados 
como los de Semana Santa. 

Para poder interpretar claramente la modifi-
cación introducida por el Senado, resulta indis-
pensable una cierta concatenación de hechos que 
me alejan un poco de la enmienda en sí. 

La primera cuestión que se plantea es deter-
minar si existió o no una guerra antisubversiva, 
y en caso afirmativo,'qué clase de guerra. Creo 
que está fuera de cuestión el hecho de que en 
la Argentina hubo una guerra durante la déca-
da del setenta. Pensar lo contrario sería negar 
una evidencia y una realidad. Además, altos tri-
bunales de justicia de este gobierno han ex-
presado oficialmente que existió una guerra an-
tisubversiva en la República Argentina. De 
manera que no vale la pena seguir discutiendo 
ese punto. Debemos, eso sí, tenerlo permanen-
temente en cuenta, porque si pensamos que no 
existió una guerra, sacaremos conclusiones muy 
equivocadas y peligrosas. 

El punto de vista militar se apoya justamente 
en esta cuestión. Aquí hubo una guerra anti-
subversiva, en la cual las fuerzas armadas pro-
cedieron de acuerdo con una metodología y una 
estrategia determinadas, de las que se derivaron 
las órdenes impartidas a las tropas combatien-
tes. Esa guerra se ganó y así se le proporcionó 
al país la posibilidad de mantener nuestra forma 
de vida y restaurar la democracia. 

Este es un hecho intergiversablc; es una ver-
dad irrebatible y es el punto de vista desde el 
cual miran los cuadros de las fuerzas armadas 
la delicada cuestión que se ha planteado. 

Si no entendemos ese punto de vista corre-
mos el riesgo de equivocarnos gravemente. 

Puede haber -—y seguramente los hay— al-
gunos dirigentes que opinen de una manera 
completamente distinta; de ahí la dificultad en 
llegar a un acuerdo final, porque se trata de 
concepciones diametralmente opuestas. 

Esta guerra no se inició el 24 de marzo de 
1976. Comenzó antes, bajo los gobiernos de 
facto de 1966 a 1973, y alcanzó su máxima ex-
presión bajo el gobierno constitucional —utilizo 
esta palabra con alguna renuencia— del perío-
do 1973-1976. 

En todo caso, si queremos precisar fechas, te-
nemos que ubicar la declaración de guerra a la 
subversión en el decreto de la señora Isabel Mar-
tínez de Perón del 5 de febrero. de 1975, por 
el que se ordena a las fuerzas armadas ejecutar 
las operaciones militares que sean necesarias a 
efectos de aniquilar el accionar de los elemen-
tos subversivos que actuaban en la provincia 
de Tucumán. A esa norma le siguió el decreto 
2.772 del 6 de octubre de 1975, que fue firmado 
por el doctor Luder en ejercicio de la presiden-
cia de la República y refrendado por algunos 
de sus ministros, como los doctores Cafiero, Ruc-
kauf y otros. Algunos de ellos ocupan bancas 
en este recinto. Esta cita no tiene intención pe-
yorativa; sólo pretende describir un hecho. Este 
segundo decreto ordena más explícitamente ani-
quilar el accionar de las fuerzas subversivas, pero 
ya no en Tucumán, sino en todo el territorio 
de la República. 

A raíz de este decreto se forma el Consejo 
de Seguridad Interna, cuyas obligaciones eran 
conducir la lucha contra todos los aspectos y 
acciones de la subversión, planeando y condu-
ciendo las fuerzas armadas, de seguridad y 
policiales con ese fin. Recordemos que habla-
mos de febrero y octubre de 1975. Ese Consejo 
elaboró un documento secreto que organizó esa 
lucha en función de los decretos anteriores. En-
tonces, las tres armas procedieron conforme a 



él a elaborar sus planes de operaciones y la me- ' 
todología y estrategia para librar la guerra. 

Esta metodología y esta estrategia constitu-
yen el punto clave en discusión, porque han sido 
calificadas formalmente por el gobierno como 
aberrantes y perversas. Todos los actos posterio-
res parten del supuesto de que esa metodología 
y estrategia fueron aberrantes y perversas. De 
esa declaración surge que las órdenes eran ile-
gales. En consecuencia, la actuación de las tro-
pas combatientes tiene el vicio de la ilegalidad 
y, por lo tanto, debe ser sometida a la justicia. 

Es cierto que se dice que no se discute la lucha 
contra la subversión, sino los procedimientos uti-
lizados. Aparece aquí el problema de la metodo-
logía y de la estrategia. Al respecto es necesario 
establecer tres estados distintos: el de paz, el de 
guerra convencional y el de guerra sui generis, 
como son las guerras antiterroristas y untisubver-
sivas que están ocurriendo en varias partes del 
mundo. 

La racionalidad del estado de paz se halla esta-
blecida en códigos penales y códigos de 
procedimientos, y los jueces están habituados -i 
aplicar la# leyes de tiempos de paz. En las gue-
rras convencionales también hay ciertas reglas 
que deben respetarse. Está la Convención de 
Ginebra, las disposiciones sobre el tratamiento 
de prisioneros, etcétera. 

Muchas veces se lia escuchado la reflexión de 
que los excesos en que se incurrió 110 deberían 
haberse producido porque era necesario respetar 
las reglas de la guerra, entendiendo por tal la 
guerra convencional. Aquí se comete otro error: 
ésta no fue una guerra convencional. Esta guerra 
todavía no tiene normas y reglas umversalmente 
aceptadas, porque recién comienza a librarse en 
el mundo. Algún día las tendrá, pero no era ése 
el caso en la que aquí se libró. 

De manera que quienes tuvieron que diseñar 
la estrategia y la metodología no contaban con 
normas a las que ajustarse. No estaban prepara-
dos para esa guerra y no sabían bien cómo pro-
ceder. No estoy defendiendo los excesos y las 
aberraciones. Estoy señalando cuál es el problema 
que se presentó cuando hubo que combatir un 
enemigo nuevo en una guerra completamente 
distinta a todo lo que se conocía. 

Por otra parte, esta metodología y esta estra-
tegia también fueron diseñadas antes del 24 de 
marzo de 1976 y no fueron modificadas después. 

He tenido la constancia de que los planes de 
operaciones elaborados en 1975 en función de 
aquel documento secreto son los mismos que 
rigieron después de] 24 de marzo de 1976. En- | 
tonces, si esta metodología y esta estrategia fue- 1 

ron correctas antes del 24 de marzo, no veo por 
qué pasaron a ser aberrantes y perversas después 
de esa fecha. Y acá no vale el argumento de que 
en un caso provenían de la democracia y en otro 
de un gobierno de facto, porque la calificación 
de homicidios y demás delitos no depende de si 
se cometen bajo una democracia o un gobiernj 
de facto. 

Lo cierto es que, como he dicho, la metodolo-
gía fue diseñada antes del 24 de marzo y, sin 
embargo, esa circunstancia no aparece en el pre-
sente debate. Pero 110 me propongo insistir sobre 
este punto, Lo que hay que ver es en qué medida 
la naturaleza de esa metodología influye en las 
modificaciones introducidas por el Senado. 

Esa metodología y estrategia y las órdenes 
derivadas de ellas catn bajo la responsabilidad 
de los oficiales superiores que libraron la gue-
rra; quienes idearon la metodología y ia estra-
tegia y dieron las órdenes, participaron en la 
guerra y contribuyeron a ganarla. Pero hay otros 
oficiales superiores que no estuvieron en la 
cadena operativa porque se hallaban cum-
pliendo funciones en la diplomacia, en el exte-
rior o en puestos administrativos, y éstos, que 
no participaron en la guerra, ahora quedan ex-
culpados. Ahora bien, ¿de qué quedan exculpa-
dos? Porque si no participaron en la estrategia, 
en la metodoíogía ni dieron órdenes y además 
ninguno de ellos fue asesino, torturador o vio-
lador, ya que 110 actuaron en forma directa, ¿de 
qué se los está exculpando? 

Lo que no se piensa es que esto sirve para 
dividir todavía más a las fuerzas armadas. El he-
cho de establecer que quienes combatieron e 
idearon la metodología para librar la guerra 
están sujetos a la justicia y a la condena, mientras 
los oficiales que no participaron en esas activi-
dades están exculpados, 110 ayuda a lograr la 
cohesión de las fuerzas armadas. Creo que no 
se ha pensado en este tema, al que asigno —co-
nociendo el punto de vista militar— una gran 
importancia. 

Queda pendiente otro asunto que también es 
sumamente importante y tal vez sea el funda-
mental. Radica éste en que los oficiales y subofi-
ciales de los cuadros de las fuerzas armadas no 
están buscando que se los libere con la excusa de 
que actuaron bajo coerción. Hasta un modesto 
cabo ha dicho recientemente que no quiere ser 
liberado de esa manera, porque además ello no es 
cierto. 

Aquí ha sido dicho que usar una excusa que 
humilla a los oficiales no es la manera de resol-
ver el problema. Efectivamente, es así. Si se 
quiere liberarlos, es necesario buscar razones 



más serias para no afectar la moral de los ofi-
ciales. Esta excusa es inadmisible y no ayuda. 
Los oficiales no quieren eso. 

Diré seguidamente lo que creo que ellos quie-
ren, y digo "creo" porque no pretendo verdade-
ramente saberlo. Lo primero que quieren es la 
reivindicación de la acción librada en la guerra 
antisubversiva. Los que libraron esa guerra con-
sideran que ban triunfado y que prestaron un 
servicio a la sociedad civil, por lo que quieren 
ser reivindicados. 

La segunda aspiración en este momento es 
que cese la diatriba y la persecución de que fue-
ron objeto mediante innumerables declaraciones 
oficiales, películas, informes y una deletérea y 
sintomática acción a través de los medios de co-
municación manejados por el Estado. 

Aquí no se puede decir que esto es obra de 
los francotiradores, de comentaristas o publicis-
tas, sino que es responsabilidad del Estado, que 
empleó esos medios de comunicación para sos-
tener una diatriba permanente durante casi cua-
tro años. 

El tercer pedido es que sean colocados nue-
vamente en condiciones de aptitud de combate. 
Sobre este punto quiero hacer una reflexión para 
evitar que otra vez cometamos un error. 

Se dijo en esta Cámara que se está formando 
una comisión bicameral con el objeto de hacer 
Jas cosas que no se han hecho sobre las fuerzas 
armadas y que comprenden, entre otras, las si-
guientes tareas: definir hipótesis de conflicto; 
dictar la ley de defensa nacional; aumentar los 
sueldos, y modificar los planes de enseñanza a 
efectos de "democratizar" la enseñanza militar. 
Es difícil saber qué se pretendp con esto último, 
pero pasémoslo por alto. También se habla de 
reorganizar las unidades y las industrias militares. 

Esto es lo que está pensando el gobierno y 
esta Cámara como solución al problema militar, 
pero debo decir que con ello no resuelve de nin-
guna manera dicho problema. 

La potencialidad de las fuerzas armadas no 
depende tanto de sus tanques, aviones, etcétera, 
sino de la moral y del espíritu militar de sus 
componentes, principalmente los cuadros de ofi-
ciales y suboficiales. 

Si no se devuelve a las fuerzas armadas su 
dignidad y su orgullo —como dice el presiden-
te— de ser militar, no tendremos ejército; ten-
dremos una estructura dotada materialmente de 
lo que seamos capaces de proveerle, pero care-
ceremos de fuerzas armadas y el país, sin fuer-
zar armadas, va a seguir inerme, como está en 
estos momentos, frente a la posibilidad de un 
recrudecimiento del terrorismo y de la guerra 
subversiva. 

Respecto al segundo punto, cese de las dia-
viba.s, quiero señalar una cuestión que es im-

portante y que generalmente no 1ra sido tenida 
en cuenta. La intervención militar del 24 de mar-
zo de 1976 revistió dos aspectos: uno es el de 
la usurpación del poder, la quiebra del régimen 
constitucional y el ejercicio del gobierno. Este 
es el aspecto que podríamos llamar "civil" de la 
cuestión. 

i 
El otro aspecto es el de la guerra antisubver-

siva. Como usurpadores, responsables de la quie-
bra del sistema constitucional y gobernantes, 

j por cierto no merecen respeto. He criticado des-
I de el principio esas acciones, en particular el 

endeudamiento, el despilfarro, el sobredimensio-
numiento del Estado y sus empresas, y muchos 
otros desvíos similares. Además, e) haber desa-
tado la guerra de las M al vinas. Pero éste es el 
aspecto "civil" de la intervención de las fuerzas 
armadas, n*> el de su lucha contra la subversión, 
el terrorismo y la guerrilla. 

Cuando se produce el retorno al orden consti-
tucional, toda la izquierda y los grupos y secto-
res que le hacen coro, se lanzan contra las fuer-
zas armadas. Aprovechan el descrédito de éstas 
en su mala experiencia de gobierno, y suman a 
él las aberraciones y excesos que se habrían co-
metido durante el proceso. Golpean así sobre las 
fuerzas armadas, involucrando en la misma bolsa 
lo que fueron sus fallas en la acción de gobierno 
con el éxito en la guerra antisubversiva. 

j Eso es lo que durante tres años y medio es-
cucha la opinión pública y es lo que durante 
ese período va disgregando a las fuerzas arma-
das hasta llevarlas casi al punto de disolución 

] y a la reacción de Semana Santa. Ese aspecto 
¡ de la cuestión debe ser tenido en cuenta para 

explicar por qué se produjo esa reacción. 
En cuanto al estado de indefensión al que he 

hecho referencia, no debemos olvidar el punto 
de partida, que se ubica en mayo de 1973. En 
ese momento se abrieron Jas cárceles, se anula-
ron las leyes dictadas para defendernos del te-
rrorismo, se suprimió la Cámara Federal en lo 
Penal, se destituyó a los jueces que habían man-
dado a prisión a más de 600 terroristas —alguno 
de esos jueces fue asesinado— y se dejó inde-
fenso al país. 

Ese mismo gobierno fue el que luego tuvo que 
comenzar a dictar leyes represivas, modificar el 
Código Penal y expulsar a los jóvenes de la 
Plaza de Mayo, ante el recrudecimiento del te-
rrorismo. Perón decía que esc tema no se lo iban 
a explicar a él porque lo conocía "de naranjo", 
desde sus orígenes en París, y hacía referencia a 



un señor de nombre Posadas, aunque en realidad 
éste era un seudónimo, ya que su nombre ver-
dadero era italiano. 

El país quedó inerme, pero lo peor es que aho-
ra sigue inerme, porque desde el retorno a la 
democracia no hicimos más que aliviar penas a 
los que estaban en la cárcel y liberar anticipa-
damente a los que cumplían condenas. 

Siempre se dice a modo de crítica que la re-
presión debió haberse llevado a cabo con otra 
metodología, tal como ocurrió en algunos países 
europeos, y se cita como ejemplo el caso de Ita-
lia. Pero ocurre que allí se dictaron las leyes 
adecuadas, mientras que aquí se suprimieron las 
que existían. 

Pero, ¿qué estamos haciendo para prepararnos 
para una futura guerra subversiva? Si no nos 
apuramos, tendremos que pedir a los terroristas 
que esperen un poco hasta que decidamos orga-
nizamos. En este momento no tenemos planes ni 
metodología alguna. Es más, estamos discutien-
do si las fuerzas armadas podrán o no intervenir 
en esa guerra. 

Si hoy vuelve el terrorismo, no sé con qué lo 
vamos a contener. Tal vez no vuelva; pero si lo 
hace tendremos que recurrir a los boy scouts. 

Este es el problema más importante que tene-
mos por delante y nos concierne a todos. Debe-
mos sancionar leyes severas que no consistan 
solamente en aumentar en uno o dos años las 
condenas previstas en el Código Penal. Debe-
mos elaborar leyes que permitan estructurar una 
metodología adecuada para ganar la guerra y 
no para tirar flores. Esta es nuestra responsabili-
dad. 

Ninguno de esos propósitos aparece en las mo-
dificaciones introducidas por el Senado. Por el 
contrario, subsisten los inconvenientes mencio-
nados al comienzo. Por eso vamos a votar en 
contra de esta iniciativa. 

De todas maneras, quiero dejar la inquietud de 
que a partir de esta ley, y con el período de 
tranquilidad que tal vez nos proporcione, nos 
pongamos a pensar en el futuro en términos de 
una guerra, porque el terrorismo es internacio-
nal y cuando nuevamente se designe a la Argen-
tina como campo de operaciones debemos estar 
preparados para librar esa guerra. 

Sr. Silva (C. O.). — Pido la palabra para soli-
citar una aclaración al señor diputado Alsoga-
ray. 

Sr. Presidente (Silva). — Corresponde conti-
nuar con la lista de oradores, señor diputado. 

Tiene la palabra el señor diputado por Co-
rrientes. 

Sr. González Cabanas. — Señor presidente: de-
Seo aclarar a la Cámara que no hablo en repre-

sentación del bloque al que pertenezco —Uni-
dad Justicialista—, ya que en el curso de esta 
tarde he decidido, en primer término, no votar 
afirmativamente el proyecto, y en segundo lugar 
no prestar apoyo para lograr el quorum necesa-
rio para llevar a cabo esta sesión, como un modo 
de protesta parlamentaria por no tratarse en for-
ma inmediata el paquete de leyes laborales que 
el Poder Ejecutivo ha remitido y que venía pro-
metiendo desde hace bastante tiempo. En tercer 
término, el bloque me autorizó a votar favora-
blemente esta iniciativa habida cuenta de la re-
solución del consejo partidario del distrito al 
cual pertenezco. Si bien es cierto que los dipu-
tados nacionales representamos al pueblo, tam-
bién debemos responder a las directivas políti-
cas y orgánicas de nuestro partido. 

Quiero aclarar también que la resolución del 
consejo partidario —de la cual participé— no 
se relaciona con un posible acuerdo radical-pe-
ronista en mi provincia, como sugiere hoy en 
un matutino un prestigioso periodista parlamen-
tario. En Corrientes la elección de gobernador 
y vicegobernador es indirecta y por medio de 
ese mecanismo actualmente ejerce el gobierno 
el pacto autonomista-liberal, cuya cúpula ha 
pertenecido al proceso destructor que ha ani-
quilado al pueblo argentino. Evidentemente, si 
el Partido Justicialista o la Unión Cívica Radi-
cal ganan en forma individual las elecciones, no 
podrán acceder al gobierno a causa de este me-
canismo de elección indirecta. En ese sentido, 
es voluntad de importantes diligentes peronis-
tas y radicales rescatar a nuestra patria chica, 
Corrientes, del gobierno que en la actualidad 
condena a los corrcntinos al atraso y la miseria, 
y que es la continuidad histórica del proceso 
que tanto daño ha ¡provocado al país. Entonces, 
se está conversando sobre ese tema, pero de nin-
guna manera el Partido Justicialista de Corrien-
tes ha aceptado imposiciones, ni la Unión Cívi-
ca Radical de mi provincia ha puesto condición 
alguna con relación a esta cuestión y a los acuer-
dos políticos que estamos gestando para rescatar 
nuestra provincia. 

El voto por la afirmativa se funda en la re-
conciliación, esa reconciliación a la que tan bri-
llantemente aludió el señor diputado Manzano 
como meta final de los argentinos. Creemos que 
esta idea constituye un denominador común en 
la sociedad argentina. 

Entendemos que a pesar del tiempo transcu-
rrido el • gobierno democrático elegido en 1983 
no logra hallar la solución correcta para el pro-
blema militar, no porque no tenga voluntad para 
ello sino porque no puede encontrarla. Algunos 



pensamos que eso se debe a la existencia de 
dobles mensajes que se brindan a la sociedad 
argentina, porque por un lado se instrumenta 
una política que conduce a una solución y por 
el otro se adoptan actitudes que significan una 
incoherencia. 

Cuando se derogó la ley de autoamnistía, el 
mensaje dado a la sociedad señalaba que nadie 
iba a quedar impune. Posteriormente, al modi-
ficarse el Código de Justicia Militar, se dijo 
que los responsables iban a ser juzgados direc-
tamente por los jueces. Luego, se dan instruc-
ciones a los fiscales, se sanciona la ley de punto 
final, y ahora se pretende sancionar este pro-
yecto por el que se delimitan los alcances del 
deber de obediencia. Al hacer esta referencia 
no pretendo formular ningún tipo de cargo al 
gobierno, sino analizar objetivamente la causa 
por la que aún no se ha encontrado una res-
puesta concreta y definitiva a la cuestión mi-
litar, 

Es indudable que los gobiernos constitucio-
nales están sometidos a la doble tenaza de 
los violentos de la derecha y de los violentos 
de la izquierda, Por ejemplo, cuanto en 1973 
el gobierno constitucional peronista dictó la ley 
de amnistía, pretendió clausurar el pasado de 
una manera política, concreta y efectiva. A pe-
sar de ello, los problemas continuaron, pero 
no fue por ese acto de decisión política, como 
tan puerilmente lo señalara el señor diputado 
Alsogaray al intentar señalar las consecuencias 
de la sanción de esa ley. 

Posteriormente, para solucionar el problema 
de la guerrilla apatrida el gobierno constitu-
cional dictó el decreto de aniquilamiento. La 
historia nos dirá algún día si 'fue acertado o 
no, pero de lo que sí estamos seguros es de 
que era la forma en que ese gobierno demo-
crático trataba de solucionar el problema que 
las minorías antinacionales planteaban al país. 

Este gobierno democrático también tiene esas 
secuelas y esos problemas, y aún hoy no ha 
encontrado la solución adecuada. 

Seguramente tendremos muchas dificultades 
al pretender buscar soluciones jurídicas a este 
tema, pero debemos tener en cuenta que toda 
ley es producto de las necesidades culturales, 
sociales, políticas y económicas que se dan en 
un país determinado. Asimismo, debe tenerse 
presente que todo principio jurídico debe ir 
adaptándose a la sociedad en la que será apli-
cado. 

Por este motivo, considero que el presente 
proyecto responde a una necesidad política del 
gobierno radical. Además, creemos que es au-

téntica la esperanza de reconciliación que se 
manifiesta, así como también el deseo del señor 
presidente Alfonsin y del partido radical de 
entregar el próximo gobierno a un hombre 
electo por el pueblo, demostrando de esa ma-
nera la voluntad democrática que los inspira. 
Son estos elementos los que nos han llevado 
al convencimiento de que por esta vía vamos 
a ayudar a la actual administración a encon-
trar la reconciliación de los argentinos, a la que 
todos aspiramos. 

Sr, Presidente (Silva). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Monserrat. — Señor presidente: reiterando 
lo expresado en la anterior oportunidad en que 
esta Cámara consideró esta iniciativa, deseaba 
manifestar que este debate significa una página 
negra para la historia de nuestro Parlamento. 
Pero después de haber escuchado las expresio-
nes de los representantes de la Ucedé considero 
que es ésta una jornada bochornosa para esta 
Cámara. 

Mediante sus expresiones los señores repre-
sentantes de la Ucedé pretenden hacer la apo-
logía de la represión y plantear lo que parecería 
ser el pliego de condiciones de las bandas de 
delincuentes sediciosos de Semana Santa. Tam-
bién han reclamado algo que ni siquiera es. ori-
ginal: devolver el orgullo a las fuerzas armadas. 
Digo "ni siquiera es original" porque eso ya ha 
sido dicho en Entre Ríos por el embajador nor-
teamericano Theodore Gildred. Por otra parte, 
han reclamado que se implemente por ley esa 
metodología de la represión que ha dejado pro-
fundas heridas en el cuerpo social de nuestro 
país. Frente a ello, no encuentro palabras para 
calificar a quienes han hablado de esa manera. 

Recuerdo aquella frase de Terencío de que 
i "nada de lo humano me es extraño", pero re-
| sulta difícil entender que en este Parlamento 

puedan pronunciarse determinadas palabras que 
, nos hagan llegar a la conclusión de que entre 

los representantes del pueblo hay un represen-
tante del partido militar. 

Durante el debate realizado días pasados por 
esta Cámara, en relación con el proyecto de ley 
que estamos considerando, dijimos que esto nos 
parecía una pesadilla; y hoy puedo reiterarlo 
en razón de las expresiones vertidas en este re-
cinto. En consecuencia, debemos señalar nues-
tra profunda preocupación por la distancia que 
existe entre aquella primavera democrática de 
fines de 1983 —así se la denominó en alguna 
oportunidad—, en la que un pueblo esperan-
zado aspiraba a la consolidación de la vida de-



moerática en nuestro país, y lo que hoy pare-
ciera ser el otoño de la incertidumbre. 

Nuevamente estamos considerando esta lla-
mada ley de obediencia debida en forma ur-
gente, apresurada e irregular, porque no ha 
habido un tratamiento adecuado de la cuestión. 
La rapidez con que se ha desarrollado el tema 
me hacc recordar lo que el señor presidente de 
esta Cámara manifestara en el debate anterior. 
En esas palabras proféticas —digo esto sin que-
rer señalar que fueron acertadas— acotó que 
había que actuar rápidamente porque si no tal 
vez habría que ir más arriba. Y el Honorable 
Senado ha ido más arriba: ha ampliado el mar-
gen de impunidad para quienes cometieron he-
chos aberrantes en el país. 

El señor miembro informante ha tratado de 
justificar esa situación señalando que en la Cá-
mara de Diputados hubo un error y que por 
ello es importante que exista este sistema bica-
meral que permite que la Cámara revisora co-
rrija esos errores. Creo que a esta altura del 
debate y en este difícil y conflictivo momento 
que vive la Argentina, debemos plantear cier-
tos interrogantes. ¿Adonde hemos llegado? 
¿Dónde hemos caído al estar aceptando este 
tipo de situaciones y presiones que nos llevan 
a lo que nosotros calificamos como una clau-
dicación? ¿Adonde hemos llegado en este per-
manente avance de la soberbia militar y el re-
troceso del poder civil? 

Entendemos que existe un avance de la so-
berbia militar porque de una actitud provoca-
tiva pasaron a una posición desafiante para caer 
finalmente en una situación de abierta sedición, 
con voceros que se hallan en este Parlamento 
y con una información que no ha sido clara-
mente desmentida en el sentido de que el jefe 
de los sediciosos . . . 

Sr. Alsogaray. —• ¿Me permite una interrup-
ción, señor diputado, con el permiso de la Pre-
sidencia? 

Sr. Monserrat. — Sí, señor diputado. 
Sr. Presidente (Silva). — Para una interrupción 

tiene la palabra el señor diputado por la Ca-
pital. 

Sr. Alsogaray. — Señor presidente: el señor 
diputado Monserrat formuló dos apreciaciones 
que son inexactas. En primer lugar señaló que 
yo había hablado del orgullo militar, como si 
esto fuera de mi autoría. Aclaro que fue el pre-
sidente de la República y no yo quien se refirió 
a ese concepto. En segundo lugar, afirmó que 
la Ucedé es representante del partido militar. 
Sobre este punto pido una expresa rectificación 
por parte del señor diputado, porque no soy re-

presentante del partido militar, sino de una fuer-
za política perfectamente organizada. La expre-
sión del señor diputado no puede ser tomada 
como una "licencia política'', la política da para 
muchas cosas, pero no para decir falsedades. 

Sr. Presidente (Silva). — Continúa en el uso 
de la palabra el señor diputado Monserrat. 

Sr. Monserrat. — El hecho de que se haya 
reclamado que se implemcnte por ley esa me-
todología aberrante, que ha sido cuestionada 
por toda la sociedad argentina, y se haya seña-

I lado que esto es insuficiente y que deben aten-
derse los reclamos de las fuerzas armadas, mo-
tivó mi expresión, que .creo está perfectamente 
fundada, puesto que no hemos escuchado a 
nadie que haya dicho que deben satisfacerse 
los reclamos militares. En este sentido es que 
me expresé en la manera en que lo hice, lo que 
motivó la interrupción del señor diputado Al-
sogaray. 

Vuelvo a señalar que de la actitud desafiante 
se ha pasado a una abierta sedición. También 
hemos tenido conocimiento de que el jefe de 
los sediciosos habría visitado . . . 
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CUESTION REGLAMENTARIA 

Sr. Clerici. — Pido la palabra. 
Sr. Presidente (Silva). — Señor diputado Mon-

serrat: el señor diputado Clèrici solicita la pa-
labra para una interrupción. 

Sr. Monserrat. — Ya he concedido una inte-
rrupción y he aclarado el sentido de mis pa-
labras, de manera que deseo continuar mi ex-
posición. 

Sr. Presidente (Silva). — Continúa en el uso 
, de la palabra. . . 

Sr. Clerici. — He pedido la palabra para una 
cuestión de privilegio. 

Sr. Monserrat. — El señor diputado podrá 
plantearla cuando concluya mi exposición. No 
he concedido interrupción para plantear una 
cuestión de privilegio ni de otra índole. Estoy 
en el uso de la palabra y cuando termine po-
drán plantearse todas las cuestiones que se 
desee. 

I Sr. Presidente (Silva). — Reglamentariamente 
el planteamiento de una cuestión de privilegio 
desplaza a cualquier otro asunto, aun al que 
está en debate. 

Sr. Monserrat. — Pero para que se pueda plan-
tear una cuestión de privilegio es necesario pe-
dir la palabra, y no he escuchado que la Pre-
sidencia la concediera. 



Sr, Presidente (Silva). — La Presidencia en-
tiende que debe conceder la palabra al señor 
diputado Clérici en razón de la finalidad para 
la que la ha solicitado. 

Sr. Monserrat. — No corresponde, señor pre-
sidente. Para plantear una cuestión es necesa-
rio estar en el uso de la palabra. 

Sr. Presidente (Silva). — El artículo 109 del 
reglamento dispone que las mociones de orden 
—y la cuestión de privilegio es una moción de 
orden— serán previas a todo otro asunto, aun 
al que esté en debate. 

Por esta razón la Presidencia entiende que 
las cuestiones de privilegio desplazan a todo 
otro asunto. 

Sr. Monserrat. — Pido a la Presidencia que 
reflexione. La cuestión de privilegio puede 
plantearse siempre que el diputado que la pro-
mueve esté en el uso de la palabra. En este caso 
se ha escuchado una voz proveniente de un 
diputado que no está en el uso de la palabra. 

A mi juicio, la interpretación reglamentaria 
que formula la Presidencia es equivocada. 

Sr. Presidente (Silva). — Si la Honorable Cá-
mara entiende que las disposiciones reglamen-
tarias aplicables a este caso no deben ser inter-
pretadas en el sentido en que ]o ha hecho la 
Presidencia, el señor diputado Monserrat podrá 
continuar de inmediato en el uso de la palabra. 

Sr. Bisciotti. — Existiendo una duda, solicito 
que el asunto se someta a votación, 

Sr. Presidente (Silva). — La Presidencia so-
mete a votación de la Honorable Cámara si co-
rresponde que en las circunstancias en que ha 
solicitado la palabra el señor diputado Clérici 
para plantear una cuestión de privilegio, pro-
cede que ella le sea inmediatamente concedida. 

Sr. Aramburu. — No se puede interrumpir a 
un orador. 

Sr, Presidente (Silva). — La Honorable Cá-
mara deberá expedirse sobre esta cuestión con-
forme a los términos en que ha sido planteada 
por la Presidencia. 

Se va a votar. 

—Resulta negativa. 
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DELIMITACION DE LOS ALCANCES 

DEL DEBER DE OBEDIENCIA 
(Continuación) 

Sr. Presidente (Silva). — Prosigue la conside-
ración del dictamen de las comisiones de Asun-
tos Constitucionales, de Legislación Penal y de 
Defensa Nacional. 

Continúa en el uso de la palabra el señor di-
putado por Buenos Aires. 

Sr. Monserrat. — Decía que me preocupa el 
hecho que acabo de comentar porque no ha 
sido claramente explicado y resulta verdadera-
mente sorpiendcnte que militares que están de-
tenidos por haber participado en un acto de 
sedición, puedan desplazarse de esta manera 
para ir a hablar con sus superiores. 

También me preocupan las expresiones del 
jefe del Estado Mayor General del Ejército en 
su mensaje del Día del Ejército. Realmente 
creo que ha incurrido en un desacate- al presi-
dente de la República puesto que, además de 
haberse convertido en vocero de los sedicio-
sos, se ha extralimitado al abordar una materia 
absolutamerte vedada, contradictoria e incom-
patible con aquella que hace a sus funciones 
específicas, las que determina nuestra Consti-
tución. 

En efecto, dijo el general Caridi: "La victo-
. ria militar sobre la subversión le ha costado a 
' la fuerza un alto precio . . . la agresión e indi-

ferencia de algunos conciudadanos, así como la 
condena de sus comandantes . . . Esos coman-
dantes fueron condenados en virtud de un pro-
ceso dispuesto por el presidente de la Repúbli-
ca en uso de atribuciones que le son propias y 
por medio de la acción de la justicia. 

El citado oficial hizo también un planteo por 
el sometimiento a juicio de numerosos cantara-
das y pidió en nombre del Ejército Argentino, 
que " . . . se instrumenten las medidas políticas 
que hagan posible una definición positiva de 
las consecuencias de esa guerra . . . ". Dijo a todo 
el pueblo argentino que éste es su ejército, el 
de todos, el mismo que combatió en los cam-
pos de toda América para contribuir a la liber-
tad de los pueblos hermanos. 

Señalamos que se trata de una inadmisible 
justificación de los ex comandantes y de los 
oficiales involucrados en gravísimas violaciones 
a los derechos humanos. Incluso el aludido ge-
neral ha citado impropiamente a San Martín, 
puesto que lo ocurrido en el país nada tiene 
que ver con la ética sanmartiniana ni con la 
actuación del Ejército Libertador que luchó por 
la emancipación de nuestra América. 

Debemos rechazar estas expresiones como una 
provocación que afecta a los poderes constitu-
cionales de la República. San Martín jamás pen-
só que las fuerzas armadas pudieran tener la 
pretensión de cogobernar. Creemos que se ha 
llegado a estos graves hechos por transitar un 
camino equivocado que, como lo señaláramos 
en un debate anterior, se inició con la sanción 
de la ley 23.049, claramente inconstitucional, y 



continuó con las instrucciones a los fiscales mi-
litares y la ley de punto final, que estableció 
un sistema de prescripciones preferenciales para 
un determinado sector, lo tjue es claramente vio-
latorio de la Constitución, en circunstancias en 
que el pueblo argentino reclamaba, por el con-
trario, la imprcseriptibiliclad de los delitos de 
lesa humanidad. 

—-Ocupa la Presidencia el señor presidente 
de la Comisión de Asuntos Constitucionales, 
doctor Jorge Reinaldo Va nos si. 

Sr. Monscrrat. — Llegamos ahora a este pro-
yecto de ley de obediencia debida al que, luego 
de las modificaciones introducidas por el Hono-
rable Senado, podríamos denominar como la 
obediencia debida ampliada, corregida y aumen-
tada. Expresamos nuestra preocupación por el 
futuro de los argentinos y lo hacemos con sen-
tido realmente constructivo, porque también he-
mos escuchado a un general en retiro de las 
fuerzas armadas —que fue ascendido por una 
ley especial—, el general Jorge Arguindegui, 
decir que es necesaria una ley de amnistía. Antes 
lo había dicho el anterior jefe de Estado Mayor 
de las Fuerzas Armadas. Dijo que eran pasos 
sucesivos, que 110 iban a terminar hasta lograr 
—según la información periodística, que no fue 
desmentida— la plena reivindicación de sus 
comandantes. 

Y lo hemos escuchado en este debate, aunque 
haya algunos señores diputados que puedan mo-
lestarse. Porque dijeron que esto no termina con 
el problema. Claro, porque aun cuando se san-
cionara una amnistía, dirían que no la aceptan 
y reclamarían el reconocimiento expreso a todo 
lo que han actuado. Reclamarían medallas por 
lo que hicieron. Y esto se ha planteado en este 
Parlamento. Por eso he señalado mi asombro, 
mi estupor ante el hecho de que hay que con-
formarlos, que hay que atender sus reclamos. Me 
parece que esto es sumamente grave y peligroso 
para el futuro de las instituciones de la Repú-
blica y para las convicciones democráticas de 
nuestro pueblo, que puede perder la credibilidad 
en la medida en que se vea defraudado después 
de haber protagonizado una ejemplar jornada de 
movilización y de lucha en defensa de Ja demo-
cracia, sin distinciones partidistas. No sólo ha 
expresado su rechazo a cualquier intento de golpe 
sino también claramente su rechazo a esa pre-
tensión de obtener impunidad y de recuperar 
para las fuerzas armadas el rol de factor de 
presión dentro de la vida política argentina, 
cosa que debemos impedir porque es absoluta-
mente confiaría a nuestro ordenamiento cons-
titucional. 

Creo que esto es una consecuencia de una 
estrategia equivocada que ha perdido de vista 
los reclamos fundamentales de esta hora, que 
eran la necesidad de hacer justicia y de promo-
ver una profunda reforma militar para que las 
fuerzas armadas se reinserten en el esquema ins-
titucional subordinadas al poder civil en cum-
plimiento de sus fines específicos. 

Esto comienza con el equívoco de los tres ni-
veles de responsabilidad. Siguió con el equívoco 
de la guerra, ya que quienes la desataron en el 
país contra el pueblo argentino la negaron en 
su momento. Cabe además preguntarse si acaso 
la guerra no tiene límites, si no existen normas 
y convenios internacionales con respecto al tra-
tamiento que se les debe dar a ios prisioneros de 
guerra, Y en este caso se trataba nada menos 
que de connacionales. ¿No están vigentes y re-
conocidas por nuestro país las convenciones de 
Ginebra? 

Está además esc otro equívoco que pretende 
que aquí lo único que ocurrió fueron excesos 
en la lucha antisubversíva, cuando todos sabe-
mos que hubo mucho más que eso, que hubo 
un plan muy bien elaborado para someter al 

I pueblo argentino mediante la aplicación del te-
rrorismo de Estado, plan que fue llevado a cabo 
con una dureza y una crueldad sin precedentes, 
de una manera impiadosa, en contra de todos 
los sectores de la vida nacional. 

Entonces, frente a estas enmiendas del Hono-
rable Senado no podemos compartir las expre-
siones del señor miembro informante en el sen-
tido de que esto contribuye a la pacificación. 
Al contrario, esto va a exacerbar las preten-
siones de los grupos sediciosos. Tampoco con-
tribuye a la unidad nacional, puesto que esto 
quebranta esa unidad que cimentó el pueblo por 

• medio de su lucha por la recuperación de la 
vida democrática. Ya lo hemos señalado: esto 
defrauda todas las posibilidades y esperanzas 

1 que el pueblo depositó en esa energía que des-
plegó en la movilización de Semana Santa. 

' Recordemos que aquí se dijo —y lo comparti-
mos todos— que la democracia no se negocia, 
que Ja justicia no se negocia, que no debemos 

¡ aceptar extorsiones para lograr la impunidad. 
¡ No debemos aceptar actuar bajo presión, bajo 

campañas de acción psicológica tales como las 
que a diario se están desarrollando a través de 
los poderosos medios que aún controlan los sec-

J tores autoritarios y retrógrados en nuestro país, 
j Rechazamos esa pretensión de impunidad. Re-

chazamos esa pretensión de convertir a las fuer-
| zas armadas en factor de poder. Rechazamos la 



pretensión de que se garantice que lo que sancio-
ne este Parlamento responde a lo que plantea ese 
sector. 

Rechazamos la concepción de que las fuerzas 
amidas se conviertan en un Estado dentro del 
Estado; rechazamos la doctrina de la seguridad 
nacional, que sustituyó la lealtad a la Nación 
por parte de las fuerzas armadas por su subor-
dinación a los planes del imperialismo nor-
teamericano para dominar a nuestro continente; 
rechazamos la concepción que implica conside-
rar que el enemigo del publeo y de la Nación ar-
gentina es le enemigo de los Estados Unidos en 
su confrontación por el poder hegemónico a 
nivel mundial. Señalamos que el verdadero ene-
migo del pueblo es le colonialismo británico, 
que usurpa parte de nuestro territorio; el ver-
dadero enemigo es también el gobierno de los 
Estados Unidos, que ha sido aliado en la agre-
sión colonialista al pueblo argentino. Se unieron 
liara restablecer la usurpación en parte de nues-
tro territorio y nos agreden premanentemente, 
expoliándonos desde el punto de vista econó-
mico. 

La única doctrina de las fuerzas armadas y 
del país, en cuanto a su seguridad nacional, es 
la doctrina de la defensa de la soberanía na-
cional contra los ataques de! exterior. Y Ja única 
hipótesis de conflicto que tiene el país es la que 
está planteada a través de la agresión colonia-
lista e imperialista. 

Esta es una síntesis que fundamenta el voto 
negativo de mi bancada con relación al pro-
yecto de ley en consideración. Es que de san-
cionarse, este proyecto representa, más que una 
ley, una sentencia absolutoria syi juicio previo 
sobre la base de la ficción de que la obedien-
cia debida es una obediencia ciega que per-
mite que oficiales de las fuerzas armadas que 
tienen instrucción, que conocen la Constitución 
Nacional, que conocen el Código Penal, come-
tan delitos aberrantes porque alguien supues-
tamente se los ordenó. 

La obediencia debida no se presume. La 
deben probar quienes previamente han sido 
imputados por la justicia como autores mate-
riales de esos hechos atroces. Entonces, frente 
a esta difícil hora de Ja República, lo que co-
rresponde es no coartar bajo ningún punto de 
vista la acción de la justicia y rechazar ese 
chantaje promoviendo una auténtica reforma mi-
litar y organizando al pueblo para la defensa 
de la democracia. 

Por lo expuesto, nos oponemos a las refor-
mas introducidas por el Senado al proyecto de 
ley sancionado por este cuerpo. Esto no im-

plica convalidar lo que se votó en este recinto, 
porque reitero nuestro repudio más absoluto 
también al proyecto original. Lo rechazamos con 
ía misma convicción con que lo hicimos en su 
momento, al iniciarse el gobierno democrático, 
con relación a la pretendida autoamnistía que 
impúdicamente quiso darse el gobierno militar. 

Entendemos que lodo esto repugna a la con-
ciencia humana, que contradice documentos y 
declaraciones fundacionales de nuestro país, 
como la resolución de ía Asamblea del año XIII, 
que proscribió definitivamente las torturas y los 
tormentos en la Argentina. 

No aceptamos ni punto final, ni obediencia 
debida, ni indulto selectivo, ni amnistía. Lucha-
mos por el ideal de justicia. Este proyecto de 
ley atenta contra la consolidación de la vida 
democrática y contra el estado de derecho. Por 
lo tanto, haciéndonos eco de un reclamo de 
conciencia del pueblo argentino, decimos: juicio 
y castigo a los responsables de los crímenes 
atroces y aberrantes. (Aplausos.) 
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CUESTION DE PRIVILEGIO 

Sr. Oériei. — Pido la palabra para plantear 
una cuestión de privilegio. 

Sr. Presidente (Vanossi). — Para una cuestión 
de privilegio tiene la palabra el señor diputado 
por Buenos Aires. 

Sr. Clérici. — Señor presidente: todos pode-
| mos estar de acuerdo o no con las opiniones emi-

tidas por cualquiera de los miembros de esta 
l Cámara de Diputados. Yo mismo, como inte-
1 graníe dei bloque de la Unión del Centro De-

mocrático, en alguna oportunidad he disentido 
del presidente de mi bancada; pero de ahí a ca-
lificar a un miembro de esta Cámara como re-
presentante de un supuesto partido militar, exis-

| te una inmensa distancia. 
1 Cuando el diputado Monserrat lo hace, no só-
I lo está agraviando a un integrante de esta Cá-

mara; se está burlando de la Constitución Na-
cional. Está diciendo que no todos los electores 
de este país son iguales, que son buenos quienes 
eligen a unos y no tanto quienes eligen a otros. 

Además, llama la atención que en un período 
de nuestra historia en que todos estamos ha-
ciendo un sincero esfuerzo para asegurar la con-
vivencia política dentro de nuestro país, un di-
putado nacional —supuesto luchador contra los 
militares argentinos— lance esta acusación ha-
biendo sido intendente designado por un gobier-
no de fucto. (Aplausos.) 



Por otra parte, se están tergiversando con mala 
intención las palabras del señor diputado Also-
garay al hablar sobre la cuestión que está en 
debate. 

El diputado Alsogaray manifestó claramente 
la necesidad de que nuestro país cuente con una 
legislación adecuada para hacer frente a un even-
tual rebrote subversivo, v no tengo ninguna du-
da en cuanto a que son muchos los señores legis-
ladores que comparten esla inquietud del presi-
dente de mi bancada, estén de acuerdo o no con 
la filosofía liberal. 

—Ocupa la Presidencia el señor presidente 
de la Honorabl' Cámara, doctor Juan Carlos 
Pugliese. 

Sr. Clèrici. — Por consiguiente, como inte-
grante de. un bloque de esta Cámara que está 
haciendo un sincero esfuerzo por superar den-
tro de la democracia aquellas imágenes que al-
gún mal lli'.macb liberal puede haber dado a 
los argentinos en función de un gobierno de tac-
to. deploro esta actitud que nunca esperé del 
diputado Monserrat y planteo formalmente la 
consideni^ión de esta cuestión de privilegio. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Se va a votar si la 
cuestión de privilegio planteada por el sentir di-
putado por Buenos Aires tiene carácter prefe-
rente. 

—Resulta negativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Pasará a la Comi-
sión de Asuntos Constitucionales. 
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CUESTION DE PRIVILEGIO 

Sr. Monserrat. — Pifio la palabra para una 
cuestión de privilegio. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para una cuestión 
de privilegio tiene la palabra el señor diputado 
por Buenos Aires. No obstante, espero que real-
mente se trate de una cuestión de privilegio, por-
que a juicio de la Presidencia la del señor dipu-
tado Clerici no lo fue. 

Sr. Monserrat. - Señor presidente: es una 
cuestión de privilegio, porque he sido agraviado 
por el diputado Clèrici utilizando el viejo y la-
mentable recurso de responder a una crítica con 
un ataque, sin contestar como corresponde a las 
observaciones que he formulado. 

El ataque carece de fundamentos, en primer 
lugar por provenir de un sector que dio susten-
tación a la dictadura militar con participación 
activa, como sostén ideológico. Hace referencia 
a un episodio lejano que no tiene el sentido que 

pretende asignarle, puesto que he sido intenden-
I te constitucional del distrito al que pertenezco; 
I y después de haber sido depuesto por un gobier-

no militar fui reintegrado a ese cargo como con-
secuencia de una protesta y una movilización po-
pular. De modo que de ninguna manera ese 

! hecho tiene el sentido que pretende asignarle 
el señor diputado que ha efectuado este agravio, 
que rechazo absolutamente. 

Sr. Presidente (Pilgüese). — Su aclaración es 
válida, señor diputado, pero no ha planteado una 
cuestión de privilegio. Por lo tanto, la Presiden-
cia no someterá el asunto a la votación de la Cá-
mara porque considera que no se ha efectuado 
ningún agravio. Sólo se ha mencionado un hecho 
histórico que el señor diputado ha explicado en 
función de la pueblada que lo llevó a la inten-
dencia. (Risas.) 
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DELIMITACION DE LOS ALCANCES 

DEL DEBER DE OBEDIENCIA 
(Continuación) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Continúa la con-
sideración del dictamen de las comisiones de 
Asuntos Constitucionales, de Legislación Penal 
y de Defensa' Nacional. 

Tiene la palabra el señor diputado por Ca-
tamarca. 

Sr. Brízuela (G. R.) — Señor presidente: he es-
cuchado con atención los discursos pronunciados 
por los señores diputados durante el día de hoy. 

Algunos de ellos me han provocado una gran 
tristeza, pues sus expresiones desfavorables me 

, hicieron sentir que se ataca a las fuerzas arma-
! das y, especialmente, al ejército argentino. La 
¡ exposición del señor diputado Zubiri la conside-
' ro sumamente constructiva desde el punto de 

vista técnico y político. No puedo expresar lo 
mismo de las palabras del señor diputado Man-
zano, que han hecho que a veces no supiese si 
eran de un señor diputado de la Nación o de un 
subversivo en una plaza pública, 

Si bien el señor diputado Zubiri señaló que 
el proyecto de obediencia debida ya se trató en 

¡ la primera oportunidad en que ingresó a esta 
i Cámara, quiero recordar una frase que está ín-
! finiamente hgada a la iniciativa que estamos con-

siderando: dejar obrar a cada uno según su vo-
luntad, sin reconocer órdenes ni categorías y 
actuar según las inspiraciones de sus propios in-

' tereses y apreciaciones será, sin duda, la causa 
determinante de sus fracasos. Me refiero al mili-
tar en todas sus jerarquías. 

Indudablemente, el accionar de las fuerzas ar-
madas no se agota en este esquema vertical, pues 



para poder cumplir satis] acloriamcntc sus deli-
cadas misiones sus integrantes deben actuar co-
ordinadamente en un accionar mancomunado, 
que configura una relación horizontal que gene-
ra obligaciones de recíproca asistencia y colabo-
ración. Además, deben hacerlo con una moral 
elevada, con espíritu de sacrificio y con plena 
confianza no sólo en sus propias fuerzas, sino 
principalmente en la capacidad y honestidad de 
los superiores que les imparten las órdenes per-
tinentes. 

Lo dicho es traído a colación para puntualizar 
que la vida militar —lo digo por experiencia— 
se desenvuelve dentro de parámetros muy es-
trictos y rigurosos que tienden, como lo atesti-
gua en su introducción el Reglamento para el 
Servicio Interno del Ejército Argentino, a impo-
ner la disciplina, la cual es " . . . base de orden 
y garantía, asegura al ejército el desempeño de 
su elevada misión. . ." y se manifiesta por la su-
bordinación de grado a grado, el respeto y la 
obediencia confiada e instantánea a las órdenes 
del superior, a la vez que por la voluntad sincera 
y tenaz de alcanzar el fin que esas órdenes se ' 
proponen. Su más alta expresión puede resumir-
se así: ejecutar puntual e inteligentemente cuan-
to se ordena para el bien en la defensa de la 
patria y de la Constitución Nacional y observar-
los reglamentos y la aplicación de las leyes. Den-
tro de este marco debe ser interpretada y apli-
cada la exigencia de la obediencia debida en el 
ámbito militar. 

Con fecha 5 de febrero de 1975, en razón de 
la agresión con la cual la subversión marxista 
internacional asoló la República, la entonces pre-
sidente de la Nación argentina,, en acuerdo ge-
neral de ministros sancionó el decreto número 
261, por el cual se disponía lo siguiente: "Ai-- 1 

tículo 1° — El Comando General del Ejército 
procederá a ejecutar las operaciones militares 
que sean necesarias a efectos de neutralizar y/o i 
aniquilar el accionar de los elementos subver- | 
sivos que actúan en la provincia de Tucumán." 
Por el artículo 29 se ponía a disposición de las 
fuerzas armadas a efectivos policiales. 

En las operaciones militares y de seguridad 
contra los referidos elementos subversivos, eje-
cutadas por las fuerzas armadas con la sujeción 
a su control operacional de fuerzas policiales y 
de seguridad, las mismas actuaron en cumplí- i 
miento de una orden expresamente impartida I 
por las autoridades constitucionales del más alto 
nivel en el marco de una guerra desatada por 
bandas de delicuentes subversivos, en una situa-
ción de muy extrema necesidad, conforme a la 
doctrina de guerra del Estado argentino y con | 

estricta observancia de las leyes y reglamentos 
militares vigentes. 

De acuerdo con lo expuesto —y por otra parte 
me agrada la lectura de la historia militar—, el 
principio de toda guerra es el siguiente: matar 
o morir. 

Los subversivos no venían a acariciar a los 
soldados sino a matarlos. 

A modo de ejemplo recordaré Jo que me refi-
rió un coronel cuando era yo senador nacional e 
integraba la Comisión de Defensa Nacional, en 
oportunidad de viajar a Famaillá, donde se en-
contraba el centro de operaciones de la guerrilla. 
En una ocasión un grupo de diez soldados lea-
les que iba marchando, sufrió una emboscada 
por parte de dos fracciones de soldados rebeldes 
que mataron a todos los que pertenecían a las 
fuerzas leales. Posteriormente las fuerzas de se-
guridad repelieron la agresión y también fusi-
laron a todos los subversivos. 

Entre las causas de inculpabilidad se destaca 
la obediencia debida, entendiéndose por tal la 
que es exigible normativamente y se imparte 
dentro de las facultades del superior y conforme 
la naturaleza institucional de sus relaciones con 
el subordinado. 

Aquí deseo hacer un paréntesis. En todos los 
discursos que se han pronunciado se ha mencio-
nado al Ejército como factor de discordia, olvi-
dándose de quienes provocaron ese guerra. En-
tonces, para poder analizar cuál es realmente la 
culpabilidad de las fuerzas armadas, y en par-
ticular del Ejército, debemos conocer también 
la actuación de los subversivos. 

Los obligados al cumplimiento de una orden 
poseen facultades para analizarla o inspeccio-
narla, no tanto en su valor intrínseco —si es jus-
ta o injusta, procedente o improcedente— sino 
respecto de sus modalidades intrínsecas. 

El tema planteado exige su análisis; obsérvese 
que prácticamente me he ocupado del tema plan-
teado sin referirme a lo expresado por el señor 
diputado Manzano, por quien tengo estima pero 
a quien debo decirle que se extendió en consi-
deraciones generales, totalmente fuera de la 
cuestión. 

Otra pregunta que me formulo se refiere a 
cuál fue la .situación del Ejército Argentino du-
rante la acción subversiva. ¿Los ejércitos del Uru-
guay o el Brasil fueron tratados en esos países 
como actualmente se juzga al Ejército Argenti-
no? Considero que para que sea realmente un 
proyecto de ley justo es preciso que se incluya 
a todos los afectados por lo^ mismos delitos polí-
ticos. Acá se juzga a los militares, sin exclusio-
nes. Por ello me inclino por una ley de amnistía. 



Quiero recordar aquí el caso del asesinato del 
general Cáceres Monié y su esposa, quienes fue-
ron fusilados por los subversivos en un arroyo 
de la provincia de Entre Ríos. Recuerdo que el 
cuerpo de la esposa fue arrojado por un barran-
co y se lo encontró después de varios días. 

No solamente al Ejército hay que cargarle res-
ponsabilidades, sino también a quienes provoca-
ron esta situación. 

En la obediencia debida, los únicos responsa-
bles son los comandantes en jefe, ya que el resto 
de las fuerzas armadas se limitó a cumplir con 
las órdenes recibidas. Los comandantes de zona 
y subzona, los comandantes de cuerpo y de bri-
gada, etcétera, recibían órdenes de los coman-
dantes en jefe, quienes eran los únicos respon-
sables. 

Por ello, estoy de acuerdo con el artículo que 
se ha insertado en este proyecto de ley. 

Pienso que es necesario terminar con un pasa-
do de desencuentros. 

Tal vez apartándonos un poco del tema, con-
viene señalar que todos los partidos políticos 
—sin que esto signifique un ataque— han gol-
peado loe puertas de los cuarteles pidiendo una 
revolución. 

Cuando era director de la Escuela de Infan-
tería, civiles y militares . . . 

—Varios señores diputados hablan ? la vez. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Ruego a los seño-
res diputados que permitan a esta Presidencia 
escuchar al orador. 

Sr. Brizuela (G. R.). — . . . Lo mismo me suce-
dió en Córdoba, cuando fui trasladado. También 
allí me hablaron radicales y conservadores para 
que me sublevara; sin embargo, me mantuve 
leal. 

—Varios señores diputados hablan p la vez. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Advierto a los se-
ñores diputados que su actitud no es respetuosa 
frente a un colega. 

Sr. Brizuela (G. R.). — En ese momento el pre-
sidente constitucional era el general Perón. 

Debemos sepultar un pasado que a todos nos 
duele, y tenemos que hacerlo por encima de 
la polémica. La decisión de hoy tiene que ser 
un escalón más para crecer en la Argentina que 
todos deseamos. Es necesario aventar de una 
vez para siempre el fantasma del odio, la desu-
nión, la revancha y el egoísmo que tanto daño 
nos han hecho a los argentinos. 

Señor presidente: con profunda emoción debo 
señalar que conceptúo a ésta como una guerra, 

que ha dejado lacerantes y profundas heridas 
en el cuerpo social de la Nación. 

Olvidemos y perdonemos las injusticias y vea-
mos el porvenir con optimismo y fe en los gran-
des destinos de la patria, en paz, justicia y li-
bertad. 
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MANIFESTACION 

Sr. de la Sota. — Pido la palabra para plantear 
una cuestión de privilegio. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Para una cuestión 
de privilegio tiene la palabra el señor diputado 
por Córdoba. 

Sr, de Ja Sota, — Señor presidente: en virtud 
del exabrupto pronunciado por el general Bri-
zuela. . . 

Sr. Presidente (Pugliese). — Diputado Brizuela. 
Sr. de la Sota. — . . .correspondería que en nom-

de mi bancada planteara una cuestión de privi-
legio. Sin embargo, luego de escuchar el dis-
curso pronunciado creo que ha quedado en claro 
ante esta Honorable Cámara que el general Bri-
zuela se ha tomado todo equivocadamente, por 
lo cual no vale la pena que planteemos tal cues-
tión. (Aplausos.) 

19 
DELIMITACION DE LOS ALCANCES 

DEL DEBER DE OBEDIENCIA 
(Continuación) 

Sr. Presidente (Pugliese), — Corresponde pro-
seguir la consideración del asunto en tratamiento. 

Tiene la palabra el señor diputado por Jujuy. 
Sr. Guzmán (H.). — Señor presidente: en este 

tema apuntamos a la convivencia y a la reconci-
liación. Buscamos la paz en la Argentina, ya que 
es uno de los bienes más preciados que podemos 
tener los hijos de esta tierra. 

Creo que ya es hora de que nos aboquemos 
a buscar en forma mancomunada las soluciones 
que el país reclama. Los argentinos estamos 
cansados de enfrentamientos y necesitamos que 
la República marche hacia adelante. En ese sen-
tido, no hallamos propuestas viables en este te-
ma, mientras que la sanción del Honorable Se-
nado posibilita que se vaya desbrozando este ca-
mino tan lleno de obstáculos. 

Estimo que todos coincidimos en la finalidad 
esencial y en los objetivos supremos, y esta nor-
ma constituye un avance hacia la consecución 
de esos propósitos loables compartidos por todo 
el pueblo. Por ese motivo, nuestra bancada va 
a votar afirmativamente las enmiendas introdu-



ciclas por la Cámara de Senadores, haciendo vo-
tos por que los argentinos iniciemos la marcha 
ascendente hacia los grandes destinos de la Re-
pública. Nuestra aspiración es que todos nos 
pongamos a trabajar por el país par;» ir elabo-
rando paulatinamente el reencuentro de los ar-
gentinos. 

Creo que esta iniciativa tiene ese sentido, pues 
constituye una tentativa cuya suerte dependerá 
en mucho de la forma en que todos nos conduz-
camos. Por esa razón, adelanto el voto afirma-
tivo del bloque del Movimiento Popular Jujeño. 

Sr. Presidente (Pilgüese).— Tiene la palabra 
el señor diputado por Mendoza. 

Sr. González (A. I.).—Señor presidente: rei-
terando la posición asumida en oportunidad de 
que se tratara esta norma por primera vez en la 
Cámara de Diputados, y en honor a la breve-
dad, voy a solicitar que se den por reproduci-
das aquellas argmnentaciones, adelantando el 
voto afirmativo de mi bancada a las enmiendas 
introducidas por el Honorable Senado, porque 
estimo que este instrumento legal que estamos 
analizando constituye un paso adecuado en la 
búsqueda de la reconciliación nacional. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Córdoba. 

Sr. Stolkiner. — Señor presidente; comprendo 
en toda su dimensión e intensidad el sentimiento 
que posiblemente sea denominador común ele 
nuestros espíritus: poder unirnos luego de Jas di-
ferencias que con raíces de medio siglo nos han 
ubicado en campos y maneras de pensar distin-
tos. Lamentablemente han sucedido hechos y co-
sas que se oponen a esos ele vaciísimos propósi-
tos que se nutren en lo más íntimo de las almas 
de todos v cada uno de nosotros. La conciencia 
del hombre tiene como supremo juez al dueño 
de esa conciencia. Cuando la convicción está 
arraigada con un contenido ético y moral, aun-
que uno quisiera ceder a las conveniencias polí-
ticas y se sintiera profundamente hermanado con 
quienes piensan de manera distinta pero de los 
que se sabe que son sinceros en su forma de pen-
sar, no puede —lo dijo entre líneas el señor dipu-
tado Zubiri— ir más allá de la intimidad de su 
propio ser. 

Tengo muchos años de míiitancia en la política, 
siempre en una línea uniforme y tratando de ser 
consecuente con mis principios. Por ello espero 
tener fortuna para que cuando vea por postrera 
vez la luz del día de mi patria, lo haga animado 
por los mismos propósitos, los mismos ideales y 
los mismos principios que han sido el derrotero 
de un largo camino 

Pero, además, soy un hombre que desde hace 
medio siglo vive en el culto del derecho. Por 

ello, quisiera poder decir que las modilieaeio-
nes introducidas por el Honorable Senado son 
formalmente inobjetables, pero frente al con-
vulsionado mundo que vivo nuestra Argentina 
no quiero que quienes somos responsables ante 
la historia de las normas positivas que van a 
regir de ahora en más incurramos en errores 
manifiestos. Entonces, debo señalar ante la Ho-
norable Cámara que con la redacción sanciona-
da por el Honorable Senado estamos haciendo 
—excúsenme por el término que voy a utilizar; 
no cpiiero molestar a nadie— una burla a la ju-

1 ridicidad. 
Esta iniciativa tiene un contcuido sustancial 

de finalidad subjetiva y un contenido formal 
evidentemente procesal. En ella se establece un 
término de treinta días para que se pruebe la 
función que ha cumplido el agente que en estp, 
momento está sujeto a una acriminación, así co-
mo también que ha tenido responsabilidad fun-
cional y participación en el mando. ¿Pero es 
que nos olvidamos de ciertas cosas sin las cua-
les no se puede hablar de la realidad de lo ju-
rídico? Yo invoco a Nicolás Framaguino de Ma-
latesta en su obra La lógica do las pruebas en 
materia criminal, a Florián, maestro del dere-
cho procesal italiano, y a Mezger, el gran pro-
ccsalista alemán, para hablar de algo que si bien 
no está totalmente admitido sirve para ejempli-
ficar con realidad lo que quiero demostrar: la 
relación jurídico-procesal-penal. 

Los sujetos necesarios de la relación juridieo-
procesal ,son, por un lado, la sociedad que está 
en el proceso a través del Estado; por otra par-
te, la sociedad en su pretendida acusatoria me-

1 diante el ministerio público y, finalmente, el 
1 acusado o el defensor, que forman una unidad 

subjetiva en el proceso. ¿A quién incumbe la 
prueba? En el proceso penal y en nuestro tipo 
de proceso, tanto en el nuevo proyecto envia-
do a la Honorable Cámara —que sigue los linca-
mientos que por primera vez pusiera en vigen-
cia el código de Córdoba de Soler y Vélez 
Mariconde— como en el actual código que aun 
añejo seguimos aplicando, la etapa instructoria 
es de tipo acusatorio. Es decir que corresponde 
al Estado a través del tribunal y del fiscal pro-
bar el hecho y su imputación a un sujeto de-
terminado. Hasta aquí pareciera que el proyecto 
se desliza sobre carriles de la lógica jurídica, pe-
ro en realidad ello no es así. Cuando el impu-
tado, el acusado, el denunciado —o como se lo 
quiera denominar— desee argumentar que exis-
te una causa de exculpación o inimputabilidad, 
¿qué establece el proyecto? 

Su artículo cuyo primer párrafo conserva 
| la redacción originaria, establece que "Se pre-



sume sin admitir prueba en contrario . . . ", y u 
continuación, agrega: "La misma presunción 
será aplicad i , los oficiales superiores que no 
hubieran revistado como comandante en jefe, 
jefe de zona, jefe de subzona o jefe de fuerza 
de seguridad, policial o penitenciaria si no se 
resuelve judicialmente, antes de los treinta días 
de promulgación de esta ley, que tuvieron ca-
pacidad decisoria o participación en la elabo-
ración de las órdenes." Seguidamente señala que 
"En tales casos se considerará de pleno derecho 
que las personas mencionadas obraron en esta-
do de coerción bajo subordinación a la autori-
dad superior 

De esto se infiere que la carga probatoria, el 
onus probandi de que hubo responsabilidad fun-
cional, corre por cuenta del ministerio público 
o del tribunal, que deberán expedirse en un pla-
zo perentorio. Ahora bien, ¿de qué manera el 
tribunal o el fiscal podrán realizar la prueba? 
Sólo será posible mediante un pedido de infor-
mes al jefe del Estado May oí General de la 
fuerza que corresponda —Marina, Ejército o 
Aeronáutica—, cuya posición ya conocemos. 

Comparto lo manifestado por el señor diputa-
do Also^iray en el sentido de que los señores 
que usan los uniformes de la patria se sienten 
lesionados en su orgullo, pero no coincido con 
su afirmación de que debemos restituírselo. Me 
parecería soberanamente soberbio —aunque sea 
una redundancia— que los abogados o los mé-
dicos —aclaro que soy abogado— esgrimiéramos 
frente a la comunidad y la sociedad un orgullo 
especial que nos distinguiera de los demás. ¡Es-
to no puede ser! 

Coincido con las expresiones vertidas por al-
gunos oradores que me precedieron en el uso 
de la palabra en cuanto a que mientras no desa-
parezca esa diferencia conceptual subjetiva sur-
gida de la formación castrense, no podremos es-
trecharnos material y espiritualmente con todos 
los señores oficiales y suboficiales de las fuerzas 
armadas. Ellos no deben creerse con derecho a 
tener mayor orgullo de argentinos que cualquie-
ra de nosotros; pero estamos lejos de esa trans-
formación, no porque exista mala voluntad, sino 
porque continuamos con los síntomas de una 
falta de conformación nacional. 

Hace pocos días el subdirector de un perió-
dico español señaló en un diario de esta Capital 
que nuestra patria era invertebrada, haciendo 
referencia además a los defectos que tenemos, 
entre los que citó la falta de un ser nacional. So-
mos un pueblo proveniente de] aluvión de co-
rrientes extranjeras y hemos formado una ex-
presión racial que tal vez junto con el Uruguay 

sea la mejor de Latinoamérica. Pero espiritual-
mente no nos hemos homegeneizado. Cada uno 
piensa en función de sus intereses individuales. 
Los militares piensan en- función de los suyos, 
y los políticos, a través de los nuestros. Los ta-
ximetreros hacen paros; los ferroviarios también; 
los maestros y profesores universitarios suspen-
den las clases; los obreros paran las fábricas. No 
pensamos en la Argentina, en el ser nacional ni 
en que el pueblo es uno solo; pensamos con 
criterio de sector, y eso es mucho más grave la-
mentablemente en las fuerzas castrenses. 

Debemos despojarnos de toda animosidad ha-
cia los señores que tienen uniforme y que son 
nuestros hermanos; y ellos deben despojarse de 
todo falso orgullo porque la bandera argentina 
es tanto de ellos como nuestra. Las fuerzas ar-
madas tienen su función y para desempeñarla 
el Estado las ha dotado de armas, pero no para 
que las utilicen en contra de las instituciones del 
país. (Aplausos.) 

Repetiría una expresión de Mariano Moreno, 
cambiándole una frase: ningún militar ni ebrio ni 
dormido debería tal vez levantar su arma para 
atentar contra la Constitución y las instituciones 
de la fjatria. 

Con esto quiero decir que esta iniciativa es, 
• desde los puntos de vista jurídico y técnico, to-
talmente reprobable y criticable. Lisa y llana-
mente tendríamos que decir que estos señores 
no tienen culpa alguna, pero eso va más al h'> 
del proyecto. 

Con esta norma tendrán derecho a quedar en 
libertad hasta los señores comandantes en jefe 
y los hombres que ya están condenados. En este 
sentido tuve oportunidad de conversar con una 
ilustre personalidad argentina —que ya lleva 
casi medio siglo en el ejercicio del derecho— 
a quien le planteé los hechos y el espíritu de 
este proyecto. 

Votar negativamente la ampliación de la san-
ción original de este cuerpo no significa que 
adhiramos a esa sanción original. A mí juicio, 
esa sanción era inconstituconal. 

El artículo 16 de la Constitución Nacional se 
refiere a la igualdad ante la ley de todos los ha-
bitantes; y la Corte Suprema ha dicho que la 
igualdad constitucional es la igualdad entre 
iguales en iguales circunstancias. Los matices 
para diferenciar las distintas categorías subje-
tivas no pueden ser arbitrarios ni fijarse anto-
jadizamente por una ley. No podemos establecer 
diferencias por el número de estrellas que se 
pongan en la charretera o de jinetas que se co-
loquen en las mangas de sus uniformes. 



Teniendo en cuenta el espíritu de esta inicia-
tiva y considerando que los tribunales y fiscales 
no podrán probar en el término perentorio esta-
blecido que los inculpados tenían facultades de 
decisión —bastando para ese caso sólo la nega-
ción por parte de esos inculpados—, al no haber 
prueba en contrario podrán quedar en libertad. 
A los señores comandantes en jefe les bastaría 
decir: esta norma es inconstitucional, ya que vio-
lando el principio de igualdad ante la ley se 
nos ha excluido, siendo que deberíamos estar 
comprendidos dentro de ella porque hemos he-
cho aplicación estricta de los dos decretos —los 
que mencionara en su exposición el ingeniero 
Alsogaray—, hemos aniquilado la subversión y 
cumplido órdenes, A la pregunta de quién les 
dio esas órdenes, contestarán que fue el Poder 
Ejecutivo, si se les objeta que ellos mismos cons-
tituían el Ejecutivo porque habían derrocado al 
gobierno constitucional, dirán que las órdenes 
las tenían de antes y que como política e históri-
camente hay una continuidad jurídica en el po-
der, si bien en aquel momento ellos eran el Eje-
cutivo, antes habían estado subordinados a él y 
siguieron cumpliendo sus órdenes. En defini-
tiva, llegaríamos a que la última persona res-
ponsable es quien era eu aquel entonces la jefa 
de Estado, María Estela Martínez de Perón, a 
quien ya hemos reivindicado históricamente. Por 
lo tanto, aquí no ha pasado nada. (Aplausos.) 

Creo que tanto la bancada opositora como la 
oficialista —y también el presidente de esta Ho-
norable Cámara, a través de su larga trayectoria . 
política— hemos luchado permanentemente por ' 
restablecer en el templo del derecho argentino 
al estado de derecho. Pero ello no significa, sim-
plemente, que tendremos un esta'do de derecho 
porque nos ajustemos a las normas. Se ha dicho 
que el hombre debe prosternarse ante la ley pa-
ra no tener que inclinar la cerviz ante los tira-
nos. Pero yo prefiero decir, con los discípulos de 
Santo Tomás, que el derecho tiene que ser justo 
y bueno; o, con Jellinek, que la circunferencia 
del derecho encierra círculos de moral y de equi-
dad para que el derecho sea justo. Y éste no va 
a ser un derecho justo, porque hay muchas lesio-
nes que no se podrán cerrar por esta vía en la 
vida histórica argentina. 

No voy a entrar en la controversia de si hubo 
o no una guerra. Mi pensamiento propio fue ex-
presado a generales de la Nación que eran ami-
gos míos al comenzar este proceso, cuando les 
dije que ellos no estuvieron en guerra y que no 
podían subalternizar ni rebajar al Ejército Ar-
gentino, al de San Martín, afirmando estar en 
guerra con bandas facciosas de terroristas que 
el sistema normativo de nuestro derecho penal 

califica de asociaciones ilícitas destinadas a co-
meter delitos. No interesa la finalidad que anima 
a los hombres que integran esas bandas y por 
eso se puede explicar que los guerrilleros maten 
impunemente por la espalda a un militar de la 
Nación, pero no justificar la conducta indebida 
de un militar, que es el instrumento constitucio-
nal y legal que debe actuar cuando las fuerzas 
de seguridad se ven desbordadas por las bandas 
terroristas, ajustándose a una de las funciones es-
pecíficas del Ejército, cual es la de mantener la 
paz interior. 

Pero, dhacía falta la metodología empleada? 
¿Se justifican esos actos? ¿Cuál ha sido la reali-
dad? A pesar de los años que llevo encima, ten-
go muy buena memoria y recuerdo que cuando 
se estableció el régimen del "proceso" todas las 
municipalidades y comisarías del país pasaron a 
manos de personal militar. A los pueblos gran-
des se destinaron oficiales retirados y en algunos 
casos, en actividad; en los pueblos chicos se de-
sempeñaron suboficiales. Si se me permite una 
digresión, voy a relatar una anécdota relacionada 
con un atropello cometido en aquella época y 
con el que me vi relacionado como profesional. 

Sucedió que en un pueblo del departamento 
de Calamuchita enviaron a cargo de la comisa-
ría a un suboficial retirado que distaba de - ser 
ejemplo de moral y austeras costumbres. Este 
suboficial puso sus ojos en una joven de ascen-
dencia germana, casada con un pobre hombre 
que trabajaba como una bestia para mantener 
su humilde casita. No encontró nada mejor que 
detener subrepticiamente al marido y tenerlo 
cinco días encerrado. A raíz de mi intervención 
y ante la presentación de un hábeas corpus, no 
pudo retenerlo más tiempo y lo mandó al Tercer 
Cuerpo de Ejército por presunta filiación comu-
nista y conexión con el ERP. Los militares lo 
detuvieron tres días en La Calera y lo pasaron 
quince días a La Perla. No le tocaron una oreja 
ni le tiraron un cabello. Le hicieron cuatro o 
cinco preguntas y un día lo pusieron en libertad 
en un parque de la ciudad de Córdoba. Me 
enteré de todo esto porque él me vino a ver con 
la señora. Pero una noche el suboficial que esta-
ba a cargo de la comisaría, borracho, lo azotó 
vilmente. Todavía tenía las marcas. Pero los mi-
litares no le hicieron nada. La primera vez que 
se mencionó en un ámbito público en el país a 
La Perla fue a través del relato que yo hice en 
esta Honorable Cámara. Todos saben que yo no 
tengo ninguna simpatía por el general Menén-
dez, pero parecería jurídicamente absurdo, histó-
ricamente un atropello a la persona humana, que 
ese acto del suboficial —si es que fue denun-



ciado en el término del punto final— quisiera 
ser cargado a la cuenta del comandante en jefe 
del Ejército o a la del jefe del Tercer Cuerpo, 
general Menéndez. 

Ese criterio funcional debió haberse interpre-
tado con otra pauta. A mi juicio ella podría ha-
ber dado lugar a otras soluciones. Tal vez lo ha-
bría podido expresar si hubiera tenido la opor-
tunidad de hablar en Ja primera sesión en la 
que se trató este tema. Lamentablemente, ahora 
no puedo porque me veo limitado a referirme 
a las enmiendas del Honorable Senado. 

Yo no quiero incursionar más en cuestiones so-
ciológicas, políticas, de conveniencia o de cir-
cunstancias históricas. Por ahí corrió la versión, 
que recogió el diario "La Nación", de que el 
señor diputado Belarrinaga y yo antes decíamos 
que ellos eran zurdos y que ahora somos más 
zurdos que ellos. Están equivocados. Nosotros 
somos: género, democráticos; especie, radicales, 
y nada más. Tenemos una sola línea de ubicación. 

A mí me mueve un prurito. Alguien utilizó la 
expresión de exquisitez o delicadeza jurídica 
para calificar mi actitud. Yo, que hasta tuve el 
honor ̂ e* ser algunos días profesor en una uni-
versidad, no puedo aceptar que se trastrueque 
la lógica de las pruebas, que se sancione una 
ley que prácticamente implica una praxis, que 
es una burla a la justicia. Esas razones me llevan 
a emitir un voto negativo, dejando constancia 
de que esto r;o significa convalidar el texto an-
terior del proyecto. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires 

Sr. Belarrinaga. — Señor presidente: después 
de haber escuchado esta vibrante piezn orato-
ria pronunciada por el señor diputado Stolki-
ncr, poco me resta decir. Solamente hacer una 
pequeña incursión en el análisis político de es-
te proyecto que viene en revisión del Honorable 
Senado. 

Es evidente que no existe el arrepentimien-
to de los culpables de los delitos cometidos ni 
tampoco una genuina autocrítica, condiciones 
indispensables de la reconciliación. No ha sido 
el gobierno nacional el que desprestigió a las 
fuerzas armadas, sino los jefes de las mismas, 
que; dieron órdenes aberrantes que incluyeron el 
robo, el saqueo, la violación y el asesinato fue-
ra del combate. 

La tortura es una ofensa a la dignidad huma-
na. Carece de eximentes; carece de atenuan-
tes. El torturador es una lacra social, es un 
monstruo inmundo de la sociedad, que ultraja 
su propia condición humana. La Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, conocida 

como Pacto de San José de Costa Rica, reafirmó 
la Convención de las Naciones Unidas contra 
la tortura, donde se afirma que el torturador no 
puede alegar como eximente de pena la obe-
diencia debida. 

Me resisto a la idea de cerrar el camino a la 
justicia, pues sin quererlo podemos abrir los ca-
minos de la violencia, de la venganza. Si hay 
hijos y entenados, ¿dónde está la reconcilia-
ción?, ¿dónde está el mea culpa o la autocrítica 
de la institución? Tal vez la sanción de este 
proyecto de ley evite que vayan a Ja cárcel, 
pero lo que no podrá evitar es que el pueblo 
recuerde lo que pasó en el país. 

Desde el punto de vista ético decimos que 
es imposible construir el futuro sobre la base 
de una claudicación en este sentido, porque no 
es posible plantear la impunidad de quienes 
llevaron adelante la metodología aberrante que 
antes describía o cometieron delitos tan atro-
ces como el secuestro y la desaparición de ni-
ños o la violación de mujeres aun embarazadas. 

Resulta una suerte de amnistía putativa, por-
que está amparando a un sector determinado 
de la sociedad. Este tipo de leyes no crea bue-
na impresión en la opinión pública. Está des-
tinado a restringir la acción de la justicia y dar 
beneficios y libertades que no se compadecen 
con los intereses y aspiraciones del pueblo ar-
gentino. 

Lo que acabo de decir lo he extraído de al-
gunos discursos pronunciados en el Senado en 
ocasión de tratarse este provecto de ley de obe-
diencia debida. Pero yo voto no. Hago mías 
esas palabras, pero voto no. Voto no para cas-
tigar a los culpables. Voto no para salvar la 
credibilidad popular. Voto no para ser coinci-
dente con un slogan que ha sido guía en mi 
vida y que repito desde muy joven. Es una 
frase muy cara a los oídos del presidente de la 
Honorable Cámara, pronunciada permanente-
mente por un gran amigo suyo de la ciudad de 
Tandil, el dirigente político Ambrosio Rennis, 
quien en situaciones apremiantes como ésta —no 
está en mi ánimo ofender a los señores legisla-
dores compañeros de mi bancada— solía repe-
tirla. Voto no a este proyecto de ley, y afirmo 
con orgullo: ¡qué lindo y qué difícil es ser radi-
cal! (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Copello. — Señor presidente: hace varios 
meses que el Parlamento está tratando de solu-
cionar la cuestión militar, sin éxito hasta el mo-
mento, 



Hemos llegado a ocupar una banca en este 
recinto sobre la base de la plataforma de nues-
tro partido, que en el punto 7 del capítulo "La 
cuestión militar", dice: "La legitimidad de los 
objetivos que se hubieran planteado no puede 
ni debe usarse para justificar la ilegitimidad de 
l' í métodos empleados, para evadir las respon-
sabilidades asumidas, ni para anular los delitos i 
comunes o militares que se hayan cometido en 
el transcurso de la acción". 

Con esta plataforma de mi partido llegué a 
esta banca y de esos principios no declino, no 
he declinado ni tampoco lo haré alguna vez. Du-
rante mi larga vida política sostuve que ante 
todo debía ser un defensor ele la libertad. Sos 
tengo también que el hombre que no es libre 
no es hombre. Para sentirse hombre hay que ser 
libre. 

Por haber defendido estos principios lie teni 
do que soportar muchas injusticias y muchas car-
gas personales durante mi vida política. Por lo 
hecho en otras oportunidades, en alguna —con ' 
fieso a la Honorable Cámara— tuve miedo. Alio 
ra no tengo miedo; y si cuando lo tuve defend' 
la libertad, en este momento —con muchos años 
más que entonces— no voy a borrar, de ningu 
na manera, la línea recta que he seguido a 1c 
largo de toda mi existencia. 

Interpreto claramente que todos estamos im-
buidos del mismo sentimiento para restablecer 
la tranquilidad de la República. Pero ella no se 
podrá lograr jamás estableciendo la impunidad 
de los culpables. 

La ley debe ser igual para todos. El artículo 
16 de nuestra Constitución Nacional debe re-
gir para todos los habitantes. Nuestra Carta Mag-
na establece, en este sentido, que no pueden 
existir fueros personales. Por lo tanto, a estos se-
ñores —que en la represión antisubversiva tor- | 
turaron a seres indefensos o pusieron en práctica 
métodos que provocaron su muerte— también 
les comprenden las disposiciones constituciona-
les, algunas de las cuales tienen como antece-
dente la abolición de los instrumentos de tor-
tura por parte de M Asamblea del Año 1813. 

Nada hay que justifique —como bien lo dijo 
el señor diputado Belarrinaga— la tortura de un 
hombre indefenso. Por lo tanto, así como no vo-
té la ley de punto final y voté esta ley por la ne-
gativa el 15 de mayo, hoy doy mi voto negativo 
a las enmiendas introducidas por el Honorable 
Senado, lo cual no quiere decir que apoye la 
sanción originaria de esta Cámara, Lo que ocu-
rre es que el reglamento impide que me exprese 
de otra manera. 

Pudo haberse aplicado lisa y llanamente el 
artículo 514 del Código de Justicia Militar, que 

expresamente establece: "Cuando se haya co-
metido delito por la ejecución de una orden de 
servicio, el superior que la hubiese dado será el 
único responsable, y sólo será considerado cóm-
plice el inferior cuando éste se hubiere excedido 
en el cumplimiento de dicha orden." 

Este Parlamento, cuando modiiicó el Código 
de Justicia Militar, no agravó en absoluto las 
normas jurídicas que penalizaban a los militares 
que se hubiesen excedido en el cumplimiento del 
deber. El articulo 514 ciel Código de Justicia Mi-
litar preveía tales circunstancias. 

La obediencia debida tiene sus límites, desde 
hace muchos siglos. No quiero extenderme de-
masiado en mi exposición porque esta Cámara 
lleva ya muchas horas sesionando. Simplemente 
quiero decir algunas palabras con lu intención 
de que sean comprendidas por todos los señores 
diputados, por todos los argentinos, también por 
lodos los militares. 

Me permito repetir las palabras expresadas 
por el libertador general San Martín en dos pro-
clamas. Teniendo en cuenta que en un estado 
de derecho la comprensión de los textos legales 
está reservada por entero a la actividad jurisdic-
cional de la justicia, recordaré la opinión de don 
José de San Martín cuando era capitán del 
Ejército Unido de los Andes y Chile. 

En una proclama expedida el 13 de noviembre 
de 1818, en vísperas de emprender la campaña 
contra Lima, don José de San Martín expresa 
un concepto netamente esclarecedor de su ideo-
logía. Desde la capital cíe Chile dirige esta pro-
clama a los habitantes del Perú, que dice tex 
tualmente: " . . ,a pesar de todas las combinacio-
nes del despotismo, el evangelio de los derecho-; 
del hombre, se propaga.. .". 

Desde esa misma ciudad de Santiago, Chile, 
con fecha 30 de diciembre de 181S, dirige otra 
proclama, pero esta vez a los soldados del ejérci-
to realista de Lima. A ellos les recuerda: . .han 
pertenecido a la causa de los pueblos; cada uno 
pertenece a la humanidad; los deberes militares 
no pueden alterar aquellas fuertes obligaciones 
de la naturaleza. . . " , y luego los invita a seguir 
el camino del honor, de la felicidad y de la paz, 
rehuyendo el servicio a tiranos detestables. 

Entonces, el deber militar de obedecer al su-
perior —de eso se trata, según San Martín— tie-
ne el límite de los derechos del hombre, de la 
causa de los pueblos y de la oposición a las ti-
ranías. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
la señora diputada por Mendoza. 

Sra. Bianehi de Zizzias. —• Señor presidente: 
en estas circunstancias no me considero ni re-
belde, ni renuente ni expulsada. Voy a fundar 
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mi voto afirmativo a las modificaciones al pro-
yecto en consideración por la defensa y la con-
solidación de la democracia. 

Fundamentaré primero mi posición en el pri-
mer nivel de análisis, al tomar mi decisión de 
votar negativamente el tratamiento sobre tablas 
de este proyecto cuando ingresó a la Cámara. 
En ese primer nivel de análisis surgieron razo-
nes éticas y jurídicas puntuales que me predis-
pusieron en su contra. 

Después de reflexionar acerca de las posibles 
arbitrariedades de los cortes verticales u hori-
zontales y de los argumentos formales respecto 
de un punto, de una coma y de 20 o 30 incul-
pados advertí que este proyecto tiene una ra-
cionalidad mucho más profunda que cualquier 
razón jurídica. 

No sé si esta iniciativa será la más idónea, 
pero su racionalidad está inserta en una pro-
blemática institucional concreta: una realidad 
dinámica que desborda cualquier interpretación 
teórica y que es necesario orientar hacia una 
meta superior que aquí se ha mencionado: la 
reconciliación nacional. 

He compartido en estas circunstancias el do-
lor que esta experiencia ha provocado en algu-
nos de mis pares, y tamb'én la honestidad y la 
libertad con que cada uno tomó su decisión; 
pero además he compartido la generosidad de 
actitudes que no tienen por objetivo justificacio-
nes personales, sino un fin más noble: crear el 
clima de encuentro que los argentinos necesi-
tamos. 

No tengo la soberbia ni la falsa humildad de 
los hipócritas. No he borrado de mi mente ni 
de mi corazón todo el dolor de nuestra histo-
ria, pero este dolor no me obnubila ni me im-
pide tener en mente el servicio, el amor, el 
trabajo y el sacrificio de las personas anónimas 
que desde los hogares, escuelas, hospitales y 
otras instituciones han cimentado silenciosa-
mente la posibilidad de este clima de democra-
cia que hoy respiramos. Por ellos me decido. 

En esta sesión se ha hablado de la creativi-
dad, del compromiso, del amor. No hay lugar 
para su concreción en un clima de miedo, de 
rencor, de indiferencia y de permanente sanción. 

Con este proyecto no pretendemos —como 
se ha dicho— encubrir nada; no es producto 
de la debilidad sino del coraje, y aceptamos, 
como lo hemos hecho otras veces, el margen 
de error. 

Yo pregunto quién es el dueño de la verdad. 
Nos han educado con esquemas de referencia 
rígidos, de una lógica bipolar donde hay bue-
nos o malos, izquierda o derecha, blancos o 

negros y ricos o pobres. En este marco es im-
posible el diálogo y la comprensión de que la 
realidad no es así, sino mucho más rica y va-
riada entre esos polos, y qúc afortunadamente a 
veces desborda nuestras interpretaciones o pre-
dicciones. 

Por ello, será la justicia la que deberá deter-
minar la responsabilidad de cada uno. La san-
ción será objetiva o moral, pero se cumplirá 
en el marco de un Estado de derecho y esto es 
lo que importa. 

Señor presidente: voto por sí en un acto de 
libre, reflexiva y personal decisión. Podrá la 
historia juzgar las consecuencias de este acto, 
pero nunca la honestidad ni la claridad de este 
ejercicio radical de la libertad. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra el 
señor diputado por Salta. 

Sr. Giacosa. — Señor presidente: en realidad 
no pensaba hacer uso de la palabra en esta se-
sión porque creía que simplemente nos limita-
ríamos al procedimiento reglamentario que se-
guimos en la víspera, en oportunidad de consi-
derar las modificaciones introducidas por el Se-
nado en el proyecto de ley de divorcio. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Permítame que 
haga una aclaración, señor diputado, porque eso 
pareció una acusación a la Presidencia. 

Sr. Giacosa. — De ninguna manera, señor pre-
sidente . . . 

Sr. Presidente (Pugliese). — En la sesión de 
ayer se cerró el debate. 

Sr. Giacosa. — No me refiero al cierre del de-
bate, que es un aspecto secundario en mi pensa-
miento. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Hacía la aclara-
ción porque usted dijo que pensaba que se iba 
a proceder igual que en la sesión de ayer. 

Sr. Giacosa. — Sí, señor presidente; creía que 
debíamos ajustamos al tema en debate. 

Debo decir que entre las múltiples interven-
ciones que liubo esta noche sólo el señor dipu-
tado Stolkiner se circunscribió al tema que re-
glamentariamente correspondía debatir. En vir-
tud de esa licencia que se ha concedido en los 

] demás casos es que me animo a expresar mi pen-
samiento. 

Yo creo, como dijo alguna vez un pensador es-
pañol cuando escuchó en un recinto aquel grito 
bárbaro de "¡Viva la muerte!", que hay oportu-
nidades en que callar es mentir, y ésta es una 
de esas oportunidades. 

Pienso que todo el proyecto es malo —no sólo 
la reforma introducida por el Senado—, y para 
decir esto me valgo de la habilitación que se ha 
dado en el curso de esta sesión para poder ha-
blar del proyecto en su conjunto. 



Es más, no creo que esto sea tan sencillo co-
mo para decir que el proyecto es malo, porque 
no veo una jugada mejor para quienes tienen la 
responsabilidad del gobierno. Como en las par-
tidas de ajedrez, hay situaciones en que ya no 
hay jugadas buenas. Esto es consecuencia de 
un conjunto de desaciertos; pero no porque haya 
sido oscura la capacidad política del oficialismo 
o porque no haya tenido habilidad para remon-
tar el curso de los acontecimientos, sino porque 
creo que hay un vicio de fondo en su posición 
que se traduce en una profunda incomprensión 
de la sociedad argentina. No ha entendido la 
significación de los sectores ni el papel que tie-
nen las instituciones, y en definitiva confío en 
que el 6 de septiembre también el electorado le 
de la espalda porque no ha entendido la con-
ciencia del pueblo argentino. 

El tema militar es probablemente donde la ce-
guera del oficialismo es más aguda. Creo que no 
sabe qué hacer con las fuerzas armadas. Son 
algo que ha heredado y no ¿abe dónde poner-
las ni qué función asignarles. 

Aquí me viene a la memoria un cliente que tu-
ve en mi vida profesional, que quería despren -
derse de un empleado que estaba protegido por 
el fuero sindical y no encontró otro recurso que 
ponerlo día a día en la puerta del establecimien-
to a cuidar una goma, que supuestamente otro 
empleado vendría a retirar tiempo después. Así 
este hombre se pasaba la mañana cuidando la 
goma hasta q^e realmente se cansó y a mi clien-
te le pegó con la llave de cruz. 

Creo que lar. fuerzas armadas tienen un papel 
que hubiera sido comprendido insertándolas en 
un proyecto nacional que nos una a todos y ten-
diendo los puentes de modo que estas cuestio-
nes no se plantearan en términos de una jugada 
de ajedrez que ya definitivamente es mala. 

Creemos que los crímenes de la represión son 
individuales y en muchos casos no son excusa-
dos por la obeuiencia debida. Aquí no se trata 
de calificativos y aclaro que nunca entendí que 
se hablara' de crímenes aberrantes porque creo 
que siempre son aberrantes la tortura o el homici-
dio. Es una categoría extrajurídica que más bien 
tiende a consolai el espíritu político, pero que no 
llena un hueco jurídico. La obediencia debida 
es tal cuando se .ia en el marco de definiciones 
legales que son bastante precisas. Si estos actos 
no pueden ser encuadrados dentro de las órde-
nes de servicio, no .̂ on de obediencia debida y 
la presunción absoluta creada por la ley no es 
otra cosa que una amnistía y un recurso des-
tinado a suprimir la punibilidad de algo que re-
conocemos como ilícito y antijurídico. 

Entonces, no creemos que la solución sea sa-
car del ámbito de la justicia y de los jueces estos 
temas, sino que la cuestión de la unidad nacio-
nal y de la reinserción de las fuerzas armadas 
dentro del papel que nunca debieron abandonar 
debe darse en el marco de una definición polí-
tica y de un proyecto nacional donde ellas sí 
tienen un lugar, ¡y vaya si es importante! 

Aquí viene el punto central que motiva mi 
exposición. He escuchado en este recinto la 
reivindicación de la doctrina de la seguridad 
nacional. La cuestión vinculada con esa doctrina 
francamente perversa debe ser definida cuanto 
antes. Debió haber sido definida inmedialamen-
te por medio de la sanción de leyes que de una 
vez por todas enmarquen nuestra verdadera 
esencia de país agredido, pero no por bandas 
o asociaciones ilícitas —como señalara el dipu-
tado Stolkiner—, sino por la dependencia y pi-
soteado por el invasor extranjero. 

No podemos dudar de la hipótesis de con-
flicto en la Argentina ya que, por ejemplo, for-
malmente no han cesado las hostilidades con el 
imperio de Gran Bretaña. Sin embargo, ante 
esta situación real, realizamos grandes esfuer-
zos para determinar si existe alguna hipótesis 
de conflicto como para dar un trabajo a nues-
tras fuerzas armadas. 

AI día siguiente de la derrota militar las fuer-
zas armadas debieron haber reconstituido su 
capacidad operativa frente al verdadero ene-
migo: Gran Bretaña, que desde nuestros oríge-
nes es nuestro antagonista. 

No podemos seguir balbuceando incoheren-
cias sobre la posibilidad de asignar o no a las 
fuerzas armadas el papel de policía para en-
frentar expresiones políticas armadas, que tam-
bién son el resultado de la dependencia. 

Esas expresiones políticas, señor presidente, 
sólo pueden concebirse en un país que tiene 
enajenada su conciencia nacional y que no se 
ha parado sobre sus pies para decir quiénes 
somos y cuál es el destino que queremos. 

¿Qué ofrecemos como alternativa a nuestra 
juventud, cuando lo único que le brindamos es 
un discurso en el que no creemos, cuando sen-
cillamente hemos tratado de comprar su con-
ciencia con espejitos de colores? A la "hora de 
los bifes", llegamos a la obediencia debida, al 
pago irrestricto de la deuda externa, continua-
mos con fábricas cenadas y rechazamos legis-
laciones largamente esperadas por el movimien-
to obrero. 

Frente a todo este panorama, la credibilidad de 
esa juventud, de los sumergidos y de los menos 
favorecidos de esta sociedad disminuye día a 
día, creando el campo propicio para regenerar 



expresiones políticas que pueden llegar a reque-
rir la intervención policial subalterna de las 
fuerzas armadas. 

Este proyecto de loy sobre obediencia debida 
sin duda está inspirado por el miedo a dichas 
fuerzas armadas, por el miedo a un golpe o a 
la posibilidad de que su disolución nos deje 
inermes frente a las contradicciones que una 
política errónea puede originar en la sociedad 
argentina. 

Creo, señor presidente, que más allá de las 
intenciones que pueda tener, en el terreno es-
pecíficamente jurídico este proyecto encierra 
posibilidades aterradoras, tal como lo ha seña-
lado el diputado Stolkiner. En efecto, son ate-
rradoras, señor presidente, porque esta norma 
se ha estructurado con un desprecio total por 
la juridicidad. Se ba disfrazado con el requisito 
procesal de establecer 30 días para una prueba 
inversa, cuando en realidad se trata de una prue-
ba imposible. 

Es lo mismo que tratar de probar que al-
guien es soltero; es algo imposible, porque hay 
que recurrir a todos los registros civiles del 
mundo p?^a, buscar la correspondiente partida 
de casamiento. Evidentemente, es mucho más 
sencillo —de allí la regla del onus probandi— 
que quien es imputado pruebe que recibió una 
orden. 

Con este seudo procedimiento se encubre di-
rectamente la inclusión de los oficiales superio-
res en la causal de eximición de penas que se 
establece en el artículo 1?, y se crea una des-
igualdad de tratamiento que puede ser invocada 
como ley más benigna por los otros oficiales 
cuya inexcusable participación como autores en 
toda la barbarie tiene como cosa juzgada no 
sólo esta norma sino la conciencia misma de la 
sociedad. 

Esta iniciativa es el resultado de una mala 
política basada en una ceguera histórica res-
pecto al papel de las fuerzas armadas, de un 
programa que no comprende a todos los sec-
tores sociales e instituciones y de una abdica-
ción total de la juridicidad que en modo alguno 
puede compadecerse con la defensa de la de-
mocracia. Democracia sin juridicidad es sen-
cillamente una fórmula vacía, una expresión 
carente de sentido jurídico, como también lo es 
hablar de la democracia como bien absoluto 
mientras se abandonan y postergan otras cues-
tiones sociales que reclaman urgente atención. 
Democracia sin justicia social es una demo-
cracia hueca, sin crecimiento, esperanzas ni ex-
pectativas; es apenas un consuelo para los polí-
ticos, pero no para los amplios sectores de hi 
sociedad argentina que aguardan otro tipo de 

respuesta. Por supuesto, entre esos sectores están 
incluidas las propias fuerzas armadas. 

Por las razones expuestas, voy a votar por la 
negativa las enmiendas introducidas por el Ho-
norable Senado al proyecto de ley que le fuera 
pasado en revisión. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Buenos Aires. 

Sr. Melón. — Señor presidente: quiero dejar 
sentado mi voto afirmativo respecto de las en-

i miendas introducidas por el Honorable Senado 
al proyecto de ley que le fuera girado en revi-
sión sobre delimitación de los alcances de la 
obediencia. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Entre Ríos. 

Sr. Jaroslavsky. — Señor presidente: el señor 
diputado Manzano, titular del bloque de la pri-
mera minoría, explicó a la Honorable Cámara 
que para desarrollar su exposición se vio obli-
gado a trazar un esquema. Debo corresponder 
a esa honestidad intelectual señalando a la Cá-
mara que no debe tomar como una irreverencia 
de mi parte el haber asistido a este debate, sa-
biendo que tenía la responsabilidad de fundar 
la decisión política tomada por el bloque de 
la mayoría, sin haber organizado una exposi-
ción del tenor que la naturaleza de esta discu-
sión requiere. 

Pero ello debe tomarse como una actitud 
. igualmente hiniesta, en la que asumo la respon-

sabilidad de interpretar los pensamientos y los 
1 sentimientos del bloque de la Unión Cívica 

Radical con las solas excepciones puestas de 
manifiesto esta noche en este recinto. 

A medida que se desarrollaba el debate y 
se desgranaban los discursos, pensaba en que 

i aquella ocurrencia de mi distinguido colega y 
| compañero de bancada, el señor diputado Bagli-
| ni, en ocasión de celebrarse el debate sobre la 
I deueía externa, era simplemente una salida hu-

morística. Me refiero a aquel célebre teorema 
de la responsabilidad en el que se interpretaba 
que las decisiones que se asumen en cada caso 

• están en relación directa con las posibilidades 
de acceso al poder que se tienen. 

¡ He encontrado que esta noche ese teorema 
ha sido ratificado, porque llego a la conclusión 
de que la exposición del señor presidente del 
bloque renovador, diputado Manzano —sin du-
da, brillante, tal como es su estilo—, es la me-
jor fundamentación a la que yo podría apelar 
—y difícilmente superar— para solicitar apoyo 
a la sanción de este proyecto de ley. 

Analizando las distintas argumentaciones que 
el señor diputado Manzano ha ido formulando 
en el transcurso de su exposición, encontramos 



Jas razones que señalan el único camino posi-
ble para esta coyuntura dramática del proceso 
democrático argentino. Creo que constituyen ¡a 
fundamentación más acabada porque no podría 
utilizárselas para afirmar que la salida o la 
mejor solución sería el indulto selectivo, ya 
que en ellas se ha sostenido —como lo hace-
mos nosotros— la necesidad del ejercicio de la 
justicia por los jueces. Aquí estamos por san-
cionar un proyecto de ley para que esa justicia 
se imparta y los jueces la administren, en tan-
to Ja propuesta de indulto equivale a convertir 
en juez al presidente de la República. Enton-
ces, hemos ratificado la coherencia de nuestro 
pensamiento al decidir mediante este proyecto 
de ley Ja definición del concepto del deber de 
obediencia. 

En este recinto se ha hablado de la plataforma 
de la Unión Cívica Radical, y en tal sentido 
referiré un texto que ilustra la decisión de nues-
tro partido de proponer a la sociedad argentina 
en 1983 su enfoque y solución de las circunstan-
cias que necesariamente deberíamos enfrentar 
una vez puestos en el ejercicio del gobierno por 
la voluntad popular. 

En la página 148 del libro titulado Ahora, del 
doctor Raúl AJfousín, editado en el año 1983, sa 
expresan los siguientes conceptos: "Para lograr 
la pacificación en el marco de la justicia reitera-
mos la distinción que ya habíamos hecho pública 
acerca de los diferentes grados de responsabili-
dad que competen a los miembros de las fuer-
zas armadas que actuaron en la lucha antiterro-
rista. Primero, la responsabilidad de quienes to-
maron la decisión política de utilizar el método 
de lucha que se empleó y violó lqs derechos hu-
manos; segundo, la responsabilidad de quienes 
en esa lucha fueron más allá de las órdenes re-
cibidas; tercero, la responsabilidad de quienes 
se encontraron sometidos al cumplimiento de ór-
denes en un clima que Ies infundía la convicción 
de que eran legítimos los actos que ejecutaban. 
No cabe duda de que los que están incluidos 
en esta última categoría deben ser considerados 
como habiendo actuado bajo odebiencia debida". 

Sr. Cafiero. — ¿Me permite una interrupción, 
señor diputado, con el permiso de la Presidencia? 

Sr. Jaroslavsky. — Ya que no he elaborado el 
esquema de mi exposición, sugiero al señor dipu 
tado que me permita desarrollarla sin interrup-
ciones. 

El 10 de diciembre de 1983, en el mensaje 
pronunciado ante el Congreso al asumir el man-
do, dijo el señor presidente: "La justicia, asimis-
mo, tendrá las herramientas necesarias para evi-
tar que sean considerados del mismo modo quie-

nes decidieron Ja forma adoptada en Ja Jucha 
contra la subversión, quienes obedecieron órde-
nes y quienes se. excedieron en su cumplimien-
to. Nuestro gobierno no se cansará de ofrecer 
gestos de reconciliación indispensables desde el 
punto de vista ético e ineludibles cuando se tra-
ta de mirar hacia adelante." 

En estos breves párrafos que he mencionado 
queda resumido lo que manifestáramos en el de-
bate anterior y lo ratilicado hoy por el señor di-
putado Zubiri como miembro informante de la 
mayoría de la comisión. Pero estamos operando 
ante una realidad que ha sido descrita esta no-
che en este recinto desde los más diversos en-
foques. 

Un señor diputado de la derecha ha señalado 
que pronto tendremos al terrorismo entre noso-
tros, pero no ha dicho nada acerca de la actitud 
de insubordinación que durante los días de Se-
mana Santa atentó contra la fuerza Ejército vul-
nerando el principio de autoridad y desjerarqui-
zando su cometido institucional. El señor diputa-
do preopinante ha manifestado su posición en 
un tono sorprendentemente coincidente con las 
apreciaciones del legislador de la derecha al se-
ñalar que ía presunta ceguera que nos atribuya 
nos llevará en breve a enfrentarnos con bandas 
armadas en una actitud que califica de política. 

De esta manera se está configurando un cua-
dro que por cierto no necesita de mayores argu-
mentos para demostrar que frente a todo esto 
estamos ante la obligación, el deber y la respon-
sabilidad de crear las condiciones que comple-
menten nuestra concepción doctrinaria desde lo» 
planos político y jurídico para notificar al paíl 

I —a cuya mayoría aspiramos seguir representan-
do— y a las fuerzas armadas que ésta es Ja 
máxima y última ofrenda que el poder civil ha' 
ce en aras de la reconciliación nacional. Estu 
responde a lo expresado y anunciado por el pro-
pio presidente de la República en relación coa 
una política que nos permita encontrar la mi-
sión que deben tener las fuerzas armadas den-
tro de un ámbito democrático, teniendo en cuenta 
el estudio y análisis necesarios para efectuar las 
reformas y modernización que se requieran. Para 
concretar nuestros proyectos y aspiraciones creo 
que contaremos con la colaboración de todas las 
expresiones populares representadas en esta Cá-
mara. 

Si bien se han realizado ciertas admoniciones 
o premoniciones sobre la presunta reaparición 
de la actividad terrorista en la Argentina, no ha 
habido una sola palabra para que los hombres 
políticos que se sientan en estas bancas se pu-



rieran a considerar lo que está ocurriendo en la 
sociedad argentina, a menos que nos detenga-
mos a analizar algunas publicaciones que en el 
ejercicio ¡restricto de la libertad de prensa que 
garantiza el gobierno democrático apuntan al 
desgaste, desmonetización a desjerarquización 
de las instituciones democráticas. En una mez-
cla de tratamiento frivolo y malévolo se publi-
can falsedades que pretenden hacer creer al 
desprevenido, al resentido o al enemigo de la de-
mocracia que este Congreso es escenario de ac-
titudes decadentes que sólo pasan por la satis-
facción de intereses personales, señalando cifras 
de retribución a sabiendas de que son falsas e 
intentando presentar como equívocas las funcio-
nes que desempeñan quienes colaboran en la 
gestión de los señores diputados. 

Nadie ha dicho en el recinto que los señores 
editores se rasgan las vestiduras en defensa de 
una libertad de prensa que nadie amenaza, como 
no lo hace un juez al considerar configurada la 
posible comisión de un delito y prohibir la 
publicación de una solicitada que glorifica al 
máximo responsable de la dictadura que hemos 
padecido ^ que, paradójica e inexcusablemente, 
fue recordado en este recinto por un señor dipu-
tado del campo popular. 

Esa defensa de la libertad de prensa que se 
hace con tanta energía ante la decisión de un 
juez de la República, no fue ejercitada cuando 
la noche cubría a la Argentina, cuando el miedo, 
el dolor y el terror eran la ley imperante. Pero 
ahora debemos presenciar este reclamo airado 
que se hace en nombre de esa sacrosanta liber-
tad de prensa a la que yo respeto y por la cual 
daría mi vida, aunque jamás me permitiré con-
sentir que en nombre de intenciones que no se 
confiesan sea utilizada para envenenar y distor-
sionar la información al pueblo, que es el deber 
que condiciona inexorablemente esc derecho a 
la libertad. « í * * * 

Nadie ha descrito el clima que estamos vivien-
do desde abril, ni so Ira detenido a recordar el 
último debate habido en el recinto en tomo a 
este tema, cuando la palabra "golpe" fue traída 
y llevada durante toda la noche en las exposi-
ciones de los señores diputados. 

Entonces, ¿de qué estamos hablando? ¿Es-
tamos o no ante una situación de riesgo para 
el proceso democrático? ¿Qué podría ocurrir 
si en el día de mañana se repitiera el episodio 
originado por el ex oficial Barreiro? ¿Qué ha-
ríamos nosotros, civiles sin otra arma que nues-
tro coraje y nuestra rabia, para someter al dic-
tado de la justicia y al imperio del derecho a 
cualquier militar que pretenda repetir esa aven-
tura, que ha desprestigiado al Ejército y lo ha 

envuelto en una crisis de la que tenemos que 
ayudarlo a salir cuanto antes? 

¿Qué estamos tratando esta noche en el re-
cinto? ¿Acaso estamos inventando fantasmas? 
Hemos escuchado al señor jefe del Estado Ma-
yor General del Ejército decir que para él re-
sulta un padecimiento que se haya detenido 
y condenado a quienes fueron sus comandantes' 
en jefe. ¿Es que no se entiende que este de-
bate nos lleva a un callejón sin salida? ¿No 
tenemos todos —con uniforme o sin él— Ja sen-
satez suficiente como para entender que será 
imposible por los siglos de los siglos que haya 
un solo militar argentino que diga mea ctilpa, 
o un solo ciudadano argentino civil y democrá-
tico que reconozca que gracias a los militares 
recuperamos la democracia 

Si sabemos que esto jamás ocurrirá, ¿qué 
ganamos con seguir revolviendo un debate es-
téril e inútil? Debemos hablar con la verdad 
y decir que este país no soporta más esta po-
lémica, que nuestra sociedad no quiere ver más 
en riesgo su libertad, su paz y su derecho. 
Desde estas bancas debemos juramentarnos a 
morir antes de ceder nuestra condición de le-
gisladores nacionales por otro motivo que no 

' sea el voto popular adverso. (Aplausos.) 
¿Cómo no entender que aquí hay que decir 

la verdad tal como la sentimos, que no hay 
que disfrazarla más? 

No quiero ver más caras pintadas encerradas 
en los cuarteles. No quiero ver más insubordina-
ción que ponga en peligro la paz de la Repú-
blica. 

Tenemos que esforzarnos por entender que 
por este camino vamos de cabeza derecho a ese 
callejón sin salida que todos estamos viendo pero 
que quizá, en nombre de nuestras personales y 
subjetivas posiciones políticas, muy respetables, 
estamos afectando ignorar. 

No me harán el argumento de que esto que 
digo es la justificación de aquello que nos acu-
san de estar legislando bajo presión. Si aquí hav 
presión sobre nosotros, es presión sobre nuestra 
conciencia, y es el deseo indeclinable de evitar 
a nosotros y a nuestros hijos una gota más de 
sangre en la Argentina por la defensa de la li-
bertad y de la justicia. 

Esto es lo que tenemos que entender de una 
vez para siempre. No podemos seguir conside-
rando estos pasos que la Argentina en su con-
junto debe asumir, si realmente quiere vivir en 
democracia, en paz y en el respeto de la digni-
dad de la persona humana, en medio de este 
recíproco y recurrente intercambio de acusado-



nes y de sospechas. ¿A qué le vamos a tener 
miedo a esta altura? No vamos a pensar que 
alguno de nosotros levanta su mano presionado 
por alguna amenaza de que mañana seamos bo-
leta o por alguna de las listas que circulan por 
allí con nombres de periodistas, de políticos y de 
dirigentes de la sociedad argentina, para meter 
miedo, para trabajarnos, para erosionar las bases 
de sustentación de esta incipiente democracia 
que tenemos el deber irrenunciable de defender 
juntos. 

Entonces, no se piense que estamos descono-
ciendo la fuerza de algunas dudas. No se piense 
que estamos ignorando la legitimidad de algunas 
dudas. Si no nos pueden comprender, por lo j 
menos piensen que no podemos delegar en na-
die la responsabilidad que el pueblo nos ha dado, 
porque somos nosotros el gobierno democrático 
y preferiría morir antes de ser el responsable de 
mirar hacia el costado o de complicarme en un 
quebramiento definitivo de las posibilidades de 
paz y de libertad de la República. 

Que entiendan los hombres de uniforme que 
cuanto menos hablen será mejor. Yo no sé si no 
será el momento de que el comandante en jefe ' 
de las fuerzas armadas dispuesto por la Consti-
tución dé una orden de que aquí no hay más 
discursos militares sin aprobación, sin autoriza-
ción del gobierno constitucional; que aquí nadie 
más —retirado o no retirado— va a aprovechar 
un homenaje para desarrollar su teoría política; 
que aquí funciona el Congreso de la Nación y 
que el pueblo no delibera ni gobierna sino por 
medio de sus representantes. (Aplausos.) 

Cuando nosotros estamos reclamando esta toma 
de conciencia, no queremos meterle miedo a 
nadie. Pero si el miedo existe, no habrá ningún 
discurso que digamos que haga cambiar este 
sentimiento en la sociedad argentina. Y quere-
mos que ese pueblo, en esa sociedad que cons-
truye y qué se empecina en superar esta crisis, 
que trabaja, que hace su aporte, posea una pro-
funda, una íntima y definitiva convicción: nunca 
más. Aquí seguirá gobernando el pueblo o la 
Argentina se prenderá fuego por los cuatro cos-
tados. (Aplausos.) 

Sr. Presidente (Pugliese). — Tiene la palabra 
el señor diputado por Mendoza. 

Sr. Manzano. — Señor presidente: el tenor de j 
las intervenciones posteriores a la que hiciera 
en nombre del bloque que represento me lleva 
a solicitar ahora el uso de la palabra en nombre 
propio para plantear una cuestión que tiene que 
ver más con la interpretación del estado anímico 
de los señores diputados de la bancada oficialis-
ta que con un aspecto político. 

Pareciera ser que hay que encontrar razones 
muy fuertes para explicar decisiones muy fuer-
tes. Pareciera ser que el dolor hâ  golpeado duro 
en lo.s corazones de los que han tomado la 
decisión. De igual modo golpeó en nosotros. Se 
advierte que se ha razonado pensando en la 
muerte y en la sangre. Nosotros también hemos 
pensado en la muerte y en la sangre. Y la historia 
argentina está llena de muerte y de sangre, jiero 
del mismo modo, la muerte y la sangre pueden 
estar detrás de la claudicación. 

No hay voluntarismo. Lo que hay es una lec-
tura de la historia argentina que se basa en la 
creencia de que cediendo se consigue la paz. 
Pero del propio razonamiento del señor diputa-
do preopinante surge el "no" a este proyecto 
de ley. Hay una decisión de los militares de no 
comparecer. Se sostiene: que no se repita lo de 
Barreiro. Pero hay que sancionar una ley para 
que la no comparecencia, que es ilegal, pase a 
ser legal. Esa sería la ley y por eso no la vamos 
a apoyar. (Aplausos.) 

Sr. Sánchez Toranzo. — Pido la palabra para 
una aclaración. 

Sr, Presidente (Pugliese). — Para una aclara-
ción tiene la palabra el señor diputado por Tu-
cumán. 

Sr. Sánchez Toranzo. — Señor presidente: pre-
sumo que he sido aludido por el señor diputado 
Jaroslavsky, cuando hizo referencia al teniente 
general Videla. 

Ratifico lo que he expresado. No creo, no 
puedo creer que este señor haya dictado dispo-
siciones en virtud de las cuales se podía robar, 
efectuar secuestros extorsivos o violar mujeres. 
Esto no significa en manera alguna que justifi-
que? el golpe de Estado, que ha echado por tie-
rra las instituciones republicanas y democráti-
cas del país. 

Está confundido, me confunde, y si el señor 
diputado tiene coraje yo también tengo el coraje 
cívico suficiente, igual o mayor que él. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Señores diputados: 
la Presidencia entiende que el asunto es de una 
trascendencia tal que justificaba la transgresión 
reglamentaria, tolerada también por el cuerpo, 
de permitir exposiciones no ceñidas a las modi-
ficaciones introducidas por el Honorable Senado. 
Pero también estima que el debate está agotado. 

Corresponde votar el despacho de las comi-
siones. 

Sr. Belarrinaga. — Solicito votación nomina], 
señor presidente. 



Sr. Presidente (Pugliese). — La Presidencia de-
sea saber si eJ pedido de votación nominal está 
suficientemente apoyado. 

—Resulta suíicitíiilíniieule apoyado. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Debiendo pronun-
ciarse la Honorable Cámara sobre las modifica-
ciones introducidas por el Honorable Senado, se 
practicará una sola votación para determinar si 
se aprueba el despacho de la comisión, lo cual 
significa aceptar las enmiendas introducidas por 
el Honorable Senado. 

Sr. Manzano. — ¿La negativa en la votación 
única significa la ratificación de la sanción de 
Diputados? 

Sr. Presidente (Pugliese). — Significa simple-
mente el rechazo de las modificaciones introdu-
cidas por el Honorable Senado. 

Con respecto a los señores diputados que han 
votado por la negativa el proyecto de ley san-
cionado por esta Honorable Cámara, ya en su 
oportunidad ha quedado constancia del sentido 
de su voto. Si asimismo se expidieran ahora por 
la negativa? efie voto completaría su pronuncia-
miento anterior. En consecuencia, no existe nin-
guna razón para que pueda interpretarse erró-
neamente el voto de los señores diputados. | 

Por otra parte, los señores diputados que en 
esta oportunidad anunciaron su voto negativo 
durante el transcurso de sus exposiciones han j 
aclarado debidamente que ello importa reiterar 
su posición expuesta al considerarse originaria-
mente este asunto. Es decir que queda claro que 
se han opuesto tanto a la sanción originaria de 
la Honorable Cámara como a las modificaciones 
introducidas por el Honorable Senado. 

Se va a votar nominahnente. 

—-Se practica la vutaciÓD nominal. 

Sr. Secretario (Bravo). — Sobre 180 señores 
diputados presentes en el recinto, han votado 126 
señores diputados por la afirmativa y 53 por la 
negativa 

—Votan por la afirmativa los señores dipu-
tados Abdala. (L. O.). Abdala (O. T. ) , Aíagia, 
Albornoz, Alderete, Allegrone de Fonte, Ar-
són, Avalos, Azcona, Baglini, Bakirdjian, Be-

1 Tanto en el anuncio del resultado de la votación 
como en la nómina que registra el voto de los señores 
diputados se han efectuado las correcciones que resultan 
de las aclaraciones formuladas por los señores diputados 
Brizuela (G. R.) y Arabolaza, 

Ilo, Bernasconi, Berri, Bianchi, Bianchi de 
Zizzias, Bielicki, Bisciotti, Botta, Briznóla (G. 
R. ), Bulacio, Cnfcrri, Camisar, Canata, Can-
giano, Cantor, Capuano, Carmona, Carrizo, 
Castiollu. Castro, Cavallari, Collautes, Conife-
ras Gómez, Cornagli«, Cortese, Curatolo, Daud, 
Del Rio, Delfino, Di Cío, Díaz de Agüero, 
Dimasi, Douglas Rincón, Dussol, Elizalde, Es-
pinoza. Falcioni de Bravo, Furque, Gargiulo, 
Gerarduzzi, Ginzo, Golpe Montiel, Gómez Mi-
randa, González (A, I.), González (H. E.) , 
González (J. V.), González Cabanas, Goros-
tegui, Goti, Guattì, Guzmán (H.) , Guzmán 
(M. C. ), Iiorta, Huarte, Ingaramo. Irigoyen, 
Jane, Jarosluvsky, Lazcoz, Lerna Machado, 
Lencina, Lepori, -Lizumme, Llorens, López, 
Losada, Macedn de Gómez, Maglietti, Martí-
nez Márquez, Mass-accesi, Melón, Milano, Mo-
rcan, Mothe, Nieva, Ortiz, Parente, lVláez, 
Pura Ocampo, Pérez, Posse, Prone, Puebla, 
Pupillo, Ramos, Rapacini, Rauber, Reynoso, 
Rigatuso, Rodríguez (Jesús), Rodríguez Ar-
tusi, Romano Norri, Salto, Sarquis, Silva (C. 
O.), Silva (R. P,), Socchi, Soria Areh, Spina. 
Srur, Sfavale, Storani (C. II.), Stornili (F . T. 
M.), Stubrin, Tello Rosns, Terrile, Uiloa, Usin, 
Vanoli. Vanossi, Vidal, Yunes, Zavaley, Zin-
gnle y Zubiri. 

—Votan por la negativa los señores dipu-
tados Aguilar, Alsogaray (A. C.), Alsogaray 
(M. J . ) , Altamirano, Arabolaza, Aramburu, 
Austerlitz, Belarrinaga, Blanco (J. A.), Boni-
no, Bordón González, Brizuela (D. A.), Bru-
no, Cafúno, Castillo, Clèrici. Copello, Dalmau, 
De la Sota, Dovena, Fappiano, García (R. ] . ) . 
Gay, Giacosa, Grimaux, Grosso, Juez Perez, 
Lamberto, Lestelle, Mac Karthy, Macaya, 
Manzano, Marini, Masini, Massei, Maya, Mo-
reyra, Muiqui, Natale, Negri, Patino, Pedriui, 
Pellín, Pierri, Riutort de Flores, Rodrigo, Sán-
chez Toranzo, Sella, Stolkiner, Torres (M.). 
Torrcsagasti, Vairetti y Zaffate. 

Sr. Presidente (Pugliese). — ¿Es usted, señor 
diputado Brizuela, quien se ha abstenido? 

Sr. Brizuela (G. R.). — Aparezco absteniéndo-
me, pero he votado por la afirmativa. 

Sr. Arabolaza. — Me corresponde el número 
47, pero no aparece registrado en el tablero. De-
jo constancia de que he votado por la negativa. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Debe ser el voto 
del señor diputado el que aparece como una 
abstención. 

Sr, Arabolaza—Lo ignoro. 

Sr. Presidente (Pugliese). — Con las aclaracio-
nes formuladas poi- los señores diputados Bri-
zuela y Arabolaza, deberá entenderse que han 



votado 126 señores diputados por la afirmativa 
y 53 por la negativa \ 

En consecuencia, queda definitivamente san-
cionado el proyecto de ley 2. 

1 En el resultado de la votación, que se registra en 
la página 1832, se han efectuado las conecciones in-
dicadas. 

3 Véase el texto de la sanción en el Apéndice. (Pá-
gina 1833.) 

Se comunicará al Poder Ejecutivo y se dará 
aviso al Honorable Senado. 

Dado lo avanzado de la hora, queda levan-
tada la sesión. 

—Es la hora 1 y 25 del día 5. 

LORENZO D . CEDBOLA. 

Director del Cuerpo de T a q u l g r a l o s 
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APENDICE 

A. SANCIONES DE LA HONORABLE CAMARA 

PROYECTO DE LEV SANCIONADO 
DEFINITIVAMENTE 

El Senodo y Cámartt de Diputados, etc. 

Artículo 1 ' — Se presume sin admitir prueba en con-
trario que quienes a la fecha d< comisión del hecho 
revistaban como oficiales jefes, oficiales subalternos, 
suboficiales y personal de tropa • le las fuerzas armadas, 
de seguridad, policiales y penitenciarias, no son puni-
bles por los delitos a que se refiere el articulo 10 punto 
1 de la ley 23.049 por haber obrado en virtud de obe-
diencia debida. 

La misma presunción será aplicada a los oficiales 
superiores que no hubieran revistado como comandan-
te en jefe, jefe de zona, jefe de subzona o jefe de 
fuerza de seguridad, policial o penitenciaria si no se re-
suelve judicialmente, antes de los treinta días de pro-
mulgación de esta ley, que tuvieron papacidad decisoria 
o participaron en la elaboración de las órdenes. 

En tales casos se considerará de pleno derecho que 
las personas mencionadas obraron en estado de coer-
ción bajo subordinación a la autoridad superior y en 
cumplimiento de órdenes, sin facultad o posibilidad de 
inspección, oposición o resistencia a ellas en cuanto 
a su oportunidad y legitimidad. 

Art. 29.— La presunción establecida en el artículo an-
terior no será aplicable respecto de los delitos de vio-
lación, sustracción y ocultación de menores o sustitu-
ción de su estado civil y apropiación extorsiva de 
inmuebles. 

Art. 3 9 — La presente ley se aplicará de oficio. Dentro 
de los cinco ( 5 ) días de su entrada en vigencia, en 
todas las causas pendientes, cualquiera sea su estado 
procesal, el tribunal ante el que se encontraren radica-
das sin más trámite dictará, respecto del personal com-
prendido en el artículo 1', primer párrafo, la provi-
dencia a que se refiere el artículo 252 bis del Código 
de Justicia Militar o dejará sin efecto la citación a 
prestar declaración indagatoria, según correspondiere. 

El silencio del tribunal durante el plazo indicuiu, o 
en el previsto en el segundo párrafo del artículo 1', 
producirá los efectos contemplados en el párrafo pre-
cedente. con eí alcance de cosa juzgada. 

Si en la causa no se hubiere acreditado el grado o 
función que poseía a la fecha de los hechos la persona 
llamada a prestar declaración indagatoria, el plazo trans-
currirá desde la presentación de certificado o informe 
expedido por autoridad competente que lo acredite. 

Art. -I'-' — Sin perjuicio de lo dispuesto por ia ley 
23.492, en las causas respecto de las cuales no hubiera 
transcurrido el plazo previsto en el artículo l'-> de la 
misma, no podrá disponerse la citación a prestar de-
claración indagatoria de las personas mencionadas en 
el artículo lr', primer párrafo, de la presente ley. 

Art. ó'' — Respecto de las decisiones sobre la aplica-
ción de esta ley, procederá recurso ordinario de ape-
lación ante la Corte Suprema de justicia de la Nación, 
el que podrá interponerse dentro de los cinco ( 5 ) días 
de su notificación. Si la decisión fuere tácita, el plazo 

i transcurrirá desde que ésta se tuviere por pronunciada 
conforme con lo dispuesto en esta ley. 

I Art. 6'' — No será aplicable el artículo 11 de la ley 
23.049 al personal comprendido en el artículo 1 ' de la 
presente ley. 

' Art. 7" — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Ley 23.521 

Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, 
en Buenos Aires, a los cuatro días del mes de junio de 
mil novecientos ochenta y siete. 

EUISON OTEHO. JUAN C . PÜCLIESE. 

Secre tor io del Sc-nado. Car ios A. Bravo. 
Antonio ]. Hacris. Secretario dq la C. de OD-



11. ASUNTOS ENTRADOS 

I 

Mensajes del Poder Ejecutivo 

Buenos Aires, de junio de 1987. 

AI Honorable Congreso de la Nación. 

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabili-
dad, en relación con el mensaje 1.318, de fecha 4 de 
agosto de 1986, mediante el cual se remitió un proyecto 
de ley por el que se regulaba la negociación colectiva 
con el objeto de solicitarle )a devolución de] misino 
en razón de hacerse necesaria la consideración y ela-
boración de una nueva iniciativa. 

Dios guarde a vuestra honorabilidad. 
Mensaje 838 

RAÚL R . ALFONSÍN. 
Curíos E. Aldereie. 

—Sobre tablas. 

n 

Conhmicnciones de la Presidencia 

PEDIDOS DE INFORMES REMITIDOS AL PODER EJECUTIVO 
CONFORME AI ARTÍCULO 1 8 3 DEL REGLAMENTO; 

Salto: de declaración. Solicitar al Poder Ejecutivo exi-
ja a los beneficiarios de créditos para refacción de vi-
viendas o adjudicatarios de las mismas, una declaración 
jurada sobre diversos aspectos relacionados con las men-
cionadas prestaciones (1.934-D.-86). 

—Massei y otros: de resolución. Solicitar informes al 
Poder Ejecutivo sobre diversas cuestiones relacionadas 
con el contrato de consultaría de la Entidad Binacional 
Yacyretá, con el consorcio consultor CIDY (2.050-D.-
86). 

n i 

Dictámenes de comisiones 

D E CONFORMIDAD CON LAS DISPOSICIONES GENERALES 
DEL REGLAMENTO DE LA HONORABLE CÁMARA: 

A S U N T O S C O N S T I T U C I O N A L E S . L E G I S L A C I O N P E N A L 
Y D E F E N S A N A C I O N A L : 

En el proyecto de ley que le fuera pasado en revisión, 
mediante el cual a partir de la delimitación prevista en 
los alcances del deber de obediencia, se fijan límites 
según lo dispuesto por el artículo 10 de la ley 23.049 
(4-P.E.-87). 

E C O N O M I A S Y D E S A R R O L L O R E G I O N A L : 

En el proyecto de declaración del señor diputado 
Daud por el que se solicita al Poder Ejecutivo que dis-
ponga el traslado de la sede de la Comisión Regional 
del Río Bermejo (COREBE) a la ciudad de Salta 
(4.103-D.-86). 

I EDUCACION: 

I En el proyecto de declaración del señor diputado 
Párente por el que se solicita al Poder Ejecutivo que 
disponga la instalación de una misión monotécnica en 

| la localidad de Sauce de Luna, en la provincia de Entre 
Ríos (416-D.-87). 

—En el proyecto de declaración del señor diputado 
Del Río por el que se solicita al Poder Ejecutivo que 

I declare de interés nacional las I Jomadas Nacionales de 
Perfeccionamiento Docente que se realizarán en la ciu-
dad de Neuquén, desde el 7 al 15 de agosto de 1987, 

j organizadas por el Instituto de Perfeccionamiento Do-
cente del Comahue (368-D.-87). 

—En el proyecto de declaración del señor diputado 
Alterach por el que se solicita al Poder Ejecutivo la 

• creación de la Facultad de Hotelería, Gastronomía y 
Turismo, en la ciudad de Puerto Iguazú, provincia de 
Misiones, incorporándola como carrera dependiente de 

. la Universidad Nacional de Misiones (UNAM) (48-
D.-87). 

O B R A S P U B L I C A S Y EDUCACION: 

, En el proyecto de declaración del señor diputada 
Aldereie por el que se solicita al Poder Ejecutivo la 
construcción de! edificio destinado a la Escuela Nacional 
Centro Polivalente de A«e, de Obcrá, Misiones (78-
D.-87). 

—En el proyecto de declaración del señor dipu-
tado Bello por el que se solicita al Poder Ejecutivo la 
implemcntación de medidas tendientes a la limpieza de 
la ribera del Riachuelo a la altura de la Vuelta de Rocha 
e instalación en ese lugar de embarcaciones de carácter 
histórico (3.196-D.-86). 

—Al orden del día. 

IV 

Dictámenes observados 

juez Pérez: formula observaciones al diclamen de la 
Comisión de Asuntos Municipales y de los Territorios 
Nacionales publicado en e] Orden del Día N1? 1025 (ex-
pediente 163-D.-86) sobre inmuebles ubicados en la Ca-
pital Federal necesarios para la construcción y / o uso 
de escuelas dependientes de la Municipalidad de fa Ciu-
dad de Buenos Aires. Declaración de utilidad pública y 
sujetos a expropiación. Aceptación de las modificaciones 
introducidas por el Honorablu Senado (8-D.O.-87). (A 
la Comiurín de Asuntos Municipales tj de ios Territorios 
Nacionales ij al orden del día.) 

V 

| Comunicaciones de comisiones 

ANTEPROYECTO DE DICTAMEN: 

AGRICULTURA Y GANADERIA: 

Comunica que, en carácter de especializada, ha for-
mulado anteproyecto de dictamen en el proyecto de ley 



ó" los señores diputados Párente y Bakirdjian sobre 
promoción, fomenlo y desarrollo de la cunicultura y 
creación de la Comisión Nacional de Cunicultura en el 
ámbito de la Secretaría de Agricultura, Ganadería y 
Pesca (expediente 322-D.-87). (Al archivo.) 

VI 
Comunicaciones de señores diputadas 

Dovena: solicita autorización para efectuar una modi-
ficación en el cuerpo del texto del proyecto de ley de 
su autoría, registrado bajo el número de expediente 
1.G58-D.-86, sobre régimen del Fondo Nacional de Vi-
vienda (FONAV1) y creación del Consejo Federal, su 
integración por zonas regionales, que fuera enviado a las 
comisiones de Vivienda, de Obras Públicas, de Previsión 
y Seguridad Social, de Finanzas y de Presupuesto y Ha-
cienda (543-D.-87). (Sobre tablas.) 

VII 

Proyectos de ley 

1 

Buenos Aires, 2 de junio cíe 1987. 

Señor presidente de la Honorable Cámara de Diputados 
de la Nación, doctor Juan Carlos Pugliese. 

S/D. 

De mi mayor consideración: 

Solicito se dé por reproducido el proyecto de ley 
de mi autoría, sobre la creación de la Casa de la Cul-
tura de la Nación en el ámbito del Ministerio de Edu-
cación y Justicia —Secretaría de Cultura—, con el ob-
jetivo de brindar a las provincias argentinas la oportu-
nidad de dar al público muestras de sus expresiones 
culturales y otras cuestiones conexas; registrado bajo el 
expediente 509-D.-85; publicado en el Trámite Parla-
mentario N? 14 de fecha 21 de mayo de 1985. 

Saludo a usted muy atentamente. 

Lorenzo A. Pepe. 
\ 

PROYECTO D E L E Y 

El Senado ij Cámara de Diputados, etc. 
Artículo I» — Créase la "Casa de la Cultura de la Na-

ción, que dependerá del Ministerio de Educación y Jus-
ticia, Secretaría de Cultura, uno de cuyos objetivos será 
el de brindar a las provincias argentinas la oportunidad 
de dar al público muestras de sus expresiones culturales. 

Art. 29 — Se destina a los fines del artículo l v el edi-
ficio asentado en la manzana circundada por las calles 
Florida, San Martín, Viamonte y avenida Córdoba, de 
la Capital Federa!, conocido como Galerías Pacífico, en 
todo aquello que resulte propiedad de Ferrocarriles Ar-
gentinos, con las limitaciones que esta misma ley esta-
blece. 

Art. 3 ' — La empresa Ferrocarriles Argentinos queda 
autorizada a disponer la utilización de unu superficie, 
que será establecida por convenio, con el objeto de que 

allí funcione toda dependencia de la citada empresa 
que desarrolle su actividad actualmente, en tanto y en 
cuanto ella resulte de interés para la misma. 

Art. 4 ? — El Ministerio de Educación y Justicia de la 
Nación, a través de ía S'ecietaría de Cultura, realizará 
todos aquellos actos y acciones jurídicas tendientes a la 
consecución de los fines del artículo 2'>. 

Art. 59 — Los recursos de la Casa de la Cultura de 
la Nación estarán constituidos de la siguiente forma: 

a) Asignación anual proveniente de la partida pre-
supuestaria que se destinará a ese fin; hasta 
tanto se imputará a "Rentas generales"; 

b) Donaciones, legados y toda otra cesión a titulo 
gratuito; 

c) Aportes de fundaciones y otras instituciones ci-
viles; 

d) La renta —producto de la explotación de los 
locales que se destinen a ella— cíe acuerdo a 
lo que surja del convenio con Ferrocarriles Ar-
gentinos. 

Art. 6 ' — El Ministerio de Educación y Justicia de la 
Nación propondrá al Poder Ejecutivo nacional, en el 
término de 60 dias, a partir de la fecha de su promul-
gación, la reglamentación de Ja presente ley. 

Art. 7 ' — Declárase a la Casa de la Cultura de la 
Nación de interés nacional, 

Art. 8 ' — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Hace aproximadamente veinte años se realizaron 

gestiones ¡endientes a enajenar el edificio sito en la 
manzana comprendida entre las calles Florida, avenida 
Córdoba, San Martín y Via monte, de esta Capital, co-
nocido como Galerías Pacífico, acepción tomada por 
haber funcionado en el mismo la vieja administración 
del Ferrocarril Británico: Buenos Aires al Pacífico 
(BAP). 

En los últimos años, durante el proceso militar, 
también se intentó su enajenación, merced a la con-
sabida teoría de Ja reducción de gastos. 

Creemos que la belleza arquitectónica y la calidad 
de sus líneas hacen a esta expresión del viejo Buenos 
Aires, siendo menester incorporarlo definitivamente al 
acervo de nuestra formación cultural y ciudadana, 

Es necesario destacar que en el sector de la bóveda 
central se encuentran frescos de gran valor de presti-
giosos artistas, entre otros: Urruchúa, Bemi, Spilimbergo, 
Castagnino, verdaderos maestros de renombre mundial. 

Actualmente el edificio es de propiedad de la empresa 
Ferrocarriles Argentinos y fue salvado de su destrucción 
gracias a !a gestión de las fuerzas vivas de la ciudad, 
en tramitación efectuada ante los organismos pertinentes 
de la Municipalidad de Ja Ciudad de Buenos Aires, du-
rante la dictadura militar. 

En estos momentos las galerías de la planta baja están 
ocupadas por la Secretaría de Cultura de la Nación, 
donde se exponen diversas obras de arte. 

Es intención de la Asociación de Amigos de la Ciudad, 
que preside el arquitecto Federico Ugarte, adaptar la 



actual infraestructura edilicia para convertirla en un 
centro de expresión cultura!, 

Esta asociación señala, además, la posibilidad de com-
plementarlo con una integración, calles de por medio, | 
con el histórico Convento de Santa Catalina, proyecto 
que liará factible transformar el lugar en polo de des- . 
arrollo turístico —nacional e internacional— de singular | 
importancia. 

Cabe destacar, finalmente, que el centro de exposi-
ciones que se promueve funcionará en el edificio perte-
neciente a Ferrocarriles Argentinos, empresa que con su 
préstamo contribuirá a enriquecer y propagar el que-
hacer cultural de las provincias, lo cual permitirá la 
integración de las raices autóctonas con verdadero es-
píritu federalista. 

Por todo lo expuesto, pido a mis colegas de esta Ho-
norable Cámara su aprobación, con la certeza de contar 
con su imprescindible apoyo, a mérito de una tarea le-
gislativa consustanciada con la voluntad de su pueblo. 
Será justicia. 

—A las comisiones de Educación, de Trans-
portes, de Legislación General y de Presupues-
to y Hacienda. 
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Buenos Aires, 2 de junio de 1987. 

Señor presidente de la Honorable Cámara de Diputados 

de la Nación, doctor Juan Carlos Pufilíese. 

S/D. 

De mi mayor consideración: 
Solicito se dé por reproducido el proyecto de ley de 

mi autoría, sobre transferencia a la provincia de Men-
doza de las centrales hidroeléctricas de El Nihuil I, .1.1 
y III, Agua de Toro y Los Reyunos, registrado bajo 
expediente 3.731-D.-85. 

Saludo a usted muy atentamente. | 

Alberto /• González. 

PROYECTO DE LEY 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Articulo I ' — El Poder Ejecutivo nacional transferi-
rá, sin cargo, a la provincia de Mendoza las siguientes 
fuentes de generación hidroeléctrica existentes en su te-
rritorio: El Nihuil I, II y III, Agua del Toro y Los Re-
yunos. 

Art. 2'> — Serán de aplicación al traspaso a que hace i 
referencia el articulo precedente, las disposiciones de 
la ley 18.586 y decreto reglamentario 602 del año 1970, | 
en lo que no estuviere previsto en la presente ley. 

Art. 3 ' — El Poder Ejecutivo nacional efectuará las I 
transferencias en forma gradual, en el orden establecí- ' 
do en el artículo 1<? y en un plazo que i»o excederá los I 
4 años a partir de la publicación de la presente ley. ' 
Las centrales El Nihuil I, II y III serán transferidas eo 
el curso del año 1986. 

Art. 4'.' — El PodeT Ejecutivo nacional concretará las 
tríinsferencias mediante convenios a celebrni con la 
provincia de Mendoza, los que deberán ser ratificados 
por su Legislatura y deberán prever el mantenimiento 
del sistema interconectado nacional y toda otra circuns-
tancia no prevista en las disposiciones mencionadas en 
el artículo 2 ' . 

Art. —. Derógase toda disposición que se oponga a 
la presente ley. 

Art. 6v — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El proyecto de ley que someto a vuestra considera-

ción, tiene por objeto la transferencia a la provincia do 
Mendoza de todas las fuentes de generación hidroeléc-
trica ubicadas en su territorio, actualmente explotadas 
por la Nación a través de Agua y Energía Eléctrica 
Sociedad del Estado. El proyecto está referido a las 
centrales hidroeléctricas El Nihuil I, II y III, Los Re-
yunos y Agua del Toro y comprende los organismos, 
funciones, bienes y recursos previstos en la ley 18.586. 

Los fundamentos de esta iniciativa se hallan en el 
derecho inalienable e imprescriptible que tienen las pro-
vincias sobre la propiedad de los recursos energéticos 
existentes en su territorio, donde está comprendido el 
aprovechamiento integra] de los cursos de agua de sus 
ríos, particularmente respecto de la provincia de Men-
doza, por el avance arbitrario de la Nación en la mate-
ria, lo que impone la necesidad de sancionar un ins-
íruínenlo legal tendiente a la reparación del perjuicio 
sufrido. 

Es facultad originaria de los estados locales no dele-
gada a la Nación, realizar la prestación del servicio 
eléctrico en todas sus fases: la generación, transmisión, 
transformación, distribución y comercialización de la 
energía eléctrica. Esto, sin perjuicio de la necesaria par-
ticipación de la provincia y la Nación en el sistema in-
terconectado nacional, mecanismo a través del cual la 
energía que genera Mendoza puede ser utilizada tam-
bién por otras provincias que no cuentan con estos re-
cursos. 

Participo así del criterio de descentralización del ser-
vicio eléctrico, que debe estar a cargo de la provincia 
o de la Nación, según sean las respectivas áreas terri-
toriales de su jurisdicción, sin perjuicio de la coordi-
nación del servicio mediante entidades intcrjurisdiccio-
nales resultantes de convenios entre la Nación y las 
provincias y de éstas entre sí, entendiendo que es éste 
el régimen más conveniente y eficaz para lograr el de-
sarrollo armónico e integral del país y el resguardo de 
los derechos que hacen a la autonomía de las provincias 
y a la efectiva vigencia del régimen federal estableci-
do por nuestra Constitución. La descentralización, por 
otra parte, es el paso intermedio para lograr la priva-
tización del servicio, en lo cual deben jugar un papel 
preponderante las cooperativas. 

La transferencia que se encomienda al Poder Ejecutivo 
nacional, implica para éste la posibilidad de transferir 
las fuentes de energía eléctrica, en forma gradual y den-
tro de un cronograma que contemple adecuada y coor-



rimadamente con la provincia de Mendoza, los planes 
generales sobre esta materia que tanta trascendencia tie-
ne para el progreso general del país. 

La Nación, en cumplimiento de la ley 18.580, sólo ha 
transferido hasta el momento a Mendoza, las centrales 
de Alvarez Condarco, Cacheuta y General San Martín, 
emplazadas en el rio Mendoza y cuya capacidad de ge-
neración eléctrica alcanza, tomando en cuenta las usinas 
Los Coroneles, E! Carrizal y otras térmicas, alrededor del 
20 % de lo que consume nuestra provincia, por lo que se 
debe adquirir el 80 % restante a Agua y Energía Eléc-
trica Sociedad del Estado. 

Resulta importante destacar que solamente las tres 
centrales de El Nihuil, en manos de la Nación hasta el 
momento, generan 850 millones de kilovvatios hora 
anuales, de donde su traspaso a la provincia posibilitará 
a ésta generar el 80 % de la energía que consume, cu-
briéndose holgadamente el resto con la generación de las 
otras centrales cuyo traspaso también se propicia, re-
sultando un e.veedente importante para servir a otras 
provincias o regiones. Con relación a los Nihuiles, debo 
señalar que efectuándose el vuelen de las aguas de los 
ríos Cobre y Tordillo al rio Atuel, obra propiciada desde 
hace varios años por la provincia, se duplicaría el mó-
dulo de este río, pasando de 34 m 3 por segundo a 68 
m3 por segundo con lo cual también se duplicaría la 
capacidad generadora de energia de las centrales El 
Nihuil emplazadas precisamente en el río Atuel, aspecto 
éste que también debe lomarse en consideración. 

Resulta de interés señalar que la población de Men-
doza en su conjunto paga en estos momentos directa 
o indirectamente a la Nación, por la energía que se 
consume en la provincia, un monto aproximado del 
orden de los 40 millones de dólares anuales, no obs-
tante que esa energia se genera en fuentes de propie-
dad de la provincia. Adviértase que esa cifra equivale 
al 50 % del plan de obras públicas autorizado para 
Mendoza en 1985 o, para dar otro ejemplo, significa 
el costo de 3.000 unidades de vivienda tipo económico, 
lo que está dando una pauta de la trascendencia que 
puede tener para Mendoza el hecho de explotar por sí 
mismas sus propias fuentes de energía, sin contar que 
ello aliviará la crítica situación económica de los usua-
rios roendocinos, quienes podrán pagar tarifas notable-
mente inferiores a las actuales, además de la posibili-
dad de ampliar y mejorar el servicio eléctrico con obrus 
de infraestructura de importancia como el dique Potre-
rillos, el Cordón del Plata, y obras menores como Tu-
pungato 1- y II, obras básicas paTa el desarrollo energé-
tico e industrial de la provincia. 

Este proyecto de ley guarda estrecha relación con 
otra iniciativa en elaboración, tendiente a la derogación 
de la ley 15.336, de Energía, para sustituirla por otra 
norma que contemple el derecho de dominio de la 
Nación o de las provincias sobre las fuentes de gene-
ración energética, según sea el lugar donde se ubiquen. 

Debo destacar, para una mejor ilustración de la 
Honorable Cámara, cuál ha sido el orden cronológico 
de los reclamos por la transferencia de las fuentes de 
generación eléctrica existentes en la provincia de Men-
doza, siendo el primero de ellos el que formulara el 
ex gobernador ingeniero Elíseo Vidart Vitlanueva, el 

27 de septiembre de 1983, por nota 389-M. ante el 
entonces mimstro de Obras y Servicios Públicos de la 
Nación, ingeniero Conrado Bauer, lo que dio origen 
al expediente 25.352/83. Posteriormente y desempe-
ñándome corno senador provincial, presenté ante la Le-
gislatura de Mendoza, en enero de 1984, un proyecto 
de ley encomendando al Poder Ejecutivo provincial 
que iniciara las gestiones de traspaso, en el marco de 
la ley 18.586. Más tarde, en junio de 1984 —ver dia-
rio "Los Andes", 28 de junio de 1984— y en presencia 
del gobernador de Mendoza, legisladores provinciales 
y representantes empresarios y sindicales, en audiencia 
maKtenida con el señor presidente de la República, le 
expresé al mismo la necesidad de que se concretara la 
transferencia como una manera real y efectiva de pro-
pender al desarrollo industrial de Mendoza, por ser 
la energía uno ele los insumos más costosos en toda 
explotación; petición que realicé en ocasión en que se 
trataba, precisamente, el tema de la promoción indus-
trial. Un año y medio después, y según publicaciones 
periodísticas, el gobernador de Mendoza replantea, 
aujiqne con una varán te impedíante, el pedido, ya 
que sólo insta el traspaso de los tres Nihuiles y a título 
oneroso para la provincia de Mendoza, ya que habría 
planteado, en lugar de la transferencia sin cargo la 
compra de esas centrales hidroeléctricas, reconociendo 
tácitamente la propiedad de la Nación sobre las fuentes 

j generadoras e ignorando la ley 18.586, que autoriza ai 
Poder Ejecutivo nacional la transferencia gratuita de 
esas centrales y demás bienes y servicios. 

El gobernador nunca debió plantear la compra; en 
todo caso un resarcimiento a la Nación por la cons-
trucción de determinadas obras. Esta circunstancia pon® 
en relieve la diferencia entre el proyecto que someto 
a consideración de la Honorable Cámara y la gestión 
que realiza el gobernador mendocino. El proyecto ad-
junto, al igual que la iniciativa presentada al Senado de 
Mendoza en 1984, es coincidente con el reclamo del ex 
gobernador Vidart Villanueva, en cuanto persigue el 
traspaso, sin cargo para Mendoza, de todas las fuentes 
de generación hidroeléctrica, incluidas Los Reyunos y 
Agua del Toro, atento lo dispuesto por ley X8.5S6. Esta 
ley tuvo comienzo de ejecución cuando se transfirieron, 
en 1980, las centrales de Cacheuta, Alvarez Condarco 
y General San Martín, y no hay motivo para prescindir 
fie ella por ¡a existencia de una norma anterior como 
es ¡a ley 12.650, que diera lugar al convenio de 1941 
entre Mendoza y Ja entonces Dirección General de 
Irrigación, cuyos efectos han sido superados por la ley 
18.586. La transferencia sin cargo para Mendoza re-
sulta una medida de gobierno justa y equitativa, toda 
vez que por la ley 18.586 se traspasaron a la provincia 
serv.cios ele Salud Pública, Obras Sanitarias y Educa-
ción, sin los recursos suficientes para atender su pres-
tación, de donde Ja provincia ha debido efectuar los 
consiguientes desembolsos. A ello debe agregarse el 
aporte forzoso que hizo Mendoza a la Nación a fines 
de 1978 por S 49.000.000 de ese entonces y el aprove-
chamiento por la Nación de energía generada en la 
provincia, sin contar con los impuestos que el usuario 
lia venido pagando y paga actualmente al ser factu-
rados en la boleta de consumo. 



En realidad, el perjuicio sufrido por Mendoza se re-
monta al año 1958, cuando la Nación, mediante la ley 
14.793, ratifica el convenio que el Poder Ejecutivo na-
cional había celebrado con el grupo empresario ANSEC, 
del que formaba parte la compañía de electricidad Los 
Andes (CELA), que era concesionaria de la provincia 
del servicio de generación y distribución de energía eléc-
trica. En esa oportunidad se produjo una seudo expropia-
ción, ya que la provincia de Mendoza no fue indemni-
zada por el desapoderamiento de los bienes que se en-
contraban afectados a la prestación del servicio y que le 
pertenecían por una cláusula de reversión inserta cu ei 
contrato de concesión celebrado en 1938. 

En el marco de la misma ley nacional eil.'idn, y en 
virtud de su artículo 2», Córdoba recibió no sólo la tota-
lidad de las fuentes de generación hidroeléctricas y térmi-
cas, sino también los diques y demás obras complemen-
tarias, sin contraprestación alguna, en razón de que 20 
años más tarde, la ¡ey 22.069 le condonó la deuda que la 
empresa provincial de energía de esa provincia tenía 
con Agua y Energía Eléctricr Sociedad del Estado por 
dicha transferencia. 

Lo expuesto pone en evidencia el trato discriminatorio 
e injusto que lia tenido ta provincia de Mendoza res-
pecto de la de Córdoba, además del avasallamiento que 
desde el punto de vista jurídico y económico la Nación 
ha producido sobre las autonomías provinciales desde 
hace varias íécádas, en flagrante violación de nuestras 
normas constitucionales. 

Dado e! tiempo transcurrido entre la petición formu-
lada por el ex gobernador Vidart Viilanueva y la soli-
citud del suscrito al presidente de la Nación sin decisión 
al respecto, se torna necesario que el Parlamento nacio-
nal sancione una norma reparadora que concrete las as-
piraciones de Mendoza, largamente postergadas. Existe 
la oportunidad inmejorable para que el Congreso se 
pronuncie definitivamente sobre la descentralización y 
el federalismo lo que de ninguna manera implica desco-
nocer la presencia de empresas del Estado nacional, como 
Agua y Energía Eléctrica, cuyo rol es concurrente con el 
que cumplen fas entidades provinciales. 

—A las comisiones de Energía y Combusti-
bles, de Asuntos Constitucionales, de Presu-
puesto y Hacienda y de Legislación General, 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

Modifícanse los siguiente artículos de la ley 19.134; 

Artículo l1' — La adopción Je menores no eman-
cipados podrá rener lugar por resolución judicial, 
a instancias del adoptante. 

Podra también adoptarse mayores de esa edad, 
cuando sea concedida de común acuerdo de las 
partes y para regularizar una situación de hecho. 

También podrá ser adoptado, con su consenti-
miento, el hijo mayor de edad del otro cónyuge. 

Artículo 4'' — La existencia de descendientes, 
legítimos o no, no impide la adopción; pero, en tal 
caso, aquéllos podrán ser oídos por el juey o el 
tribunal, si lo considerare necesario y iuesen mayo-
res de doce años. 

Artículo 5v — No podrán adoptar: 

a) Quienes no hayan cumplido treinta años de 
edad, salvo que los cónyuges tengan más de 
tres años de casados-, 

b) Un abuelo a su nieto. 

Artículo 6». — 
a) Cuando un menor sea confiado a un estable-

cimiento público o privado, con miras a una 
futura adopción, en las condiciones previstas 
por el artículo 11 de la ley 19.134, el or-
ganismo administrativo deberá denunciar tal 
situación al juez competente, a efectos cjue 
sea el órgano juridiccional quien decrete la 
guarda del mismo, si correspondiera; 

b) En esa oportunidad, citará a los progenitores 
a efectos de comprobar el abandono del me-
nor, como una cuestión previa al juicio de 
adopción. 

En todos Jos demás casos que un menor haya 
sido entregado a un tribunal y éste decrete la guar-
da del mismo, no será necesarir la citación de los 
padres de sangre al juicio de adopción. 

El adoptante deberá haber tenido al menor bajo 
su guarda durante un año. Esta condición no se 
requiere cuando se adopta al hijo o hijos de su 
cónyuge. 

Articulo 8'-1 — Ninguna persona casada podrá 
adoptar sin el asentimiento de su cónyuge. 

Dicho asentimiento no será necesario: 

1' Cuando medie divorcio por culpa de uno de 
los cónyuges, para el cónyuge inocente. 

2v Cuando ti divorcio es por culpa de ambos 
cónyuges o por mutuo consentimiento. 

3 ' Cuando s> encontraren separados de hecho, 
sin voluntad de unirse por un tiempo continuo 
mayor a dos años, 
en cuyo caso podrá oírse ai curador. 

4>> Cuando el cónyuge ha sido declarado insano, 
5" Cuando el cónyuge haya sido declarado au-

sente con presunción de fallecimiento, o en 
la circunstancia que prevé el artículo 22 de 
la ley 14.394. 

Articulo 10. — En el juicio de adopción deberán 
observarse las íguicnte reglas: 

a) La acción deberá interponerse ante el juez o 
tribunal del domicilio del adoptante o del lu-
gar donde se otorgó la guarda; 

b} Son parte el adoptante y el ministerio público; 
c) El juez, o el tribunal, oirá personalmente, si 

lo juzgase necesario, al adoptado; siempre que 
el mismo fuese mayor de diez años; 

d) El juez valorará si Ja adopción es convenien-
te paia el menor, teniendo en cuenta los me-
dios de vida y cualidades morales y persona-
les de los adoptantes; 

e) El juez o el tribunal podrán ordenar, y el 
ministerio público requerir, las medidas de 



prueba que no hayan sido producidas en el 1 

caso dei artículo 6*>, inciso b) o informaciones 
que estime convenientes; 

1) La acción podrá interponerse antes de cum-
plido el plazo de guarda establecido en el 
artículo 6?, pero la sentencia sólo surtirá efec-
tos a partir del vencimiento de aquél; 

fí) Las audiencias serán privadas y el expediente 
reservado y secreto. Solamente podrá ser exa-
minado por las partes, sus letrados, apodera-
dos y peritos intervinientes; 

h) El juei o el tribunal no podrá entregar o 
remitir ios autos, pudíendo expedir testimo-
nio de sus constancias cuando sean requeri-
das por otro juez. 

Artículo 11, — El padre o la madre del menor 
no serán citados a juicio y no se admitirá su pre-
sentación espontánea en los siguientes casos: 

1» Cuando hubieran perdido la patria potestad. 
2<> Cuando se hubiere confiado espontáneamente 

al menor a un establecimiento público o pri-
vado, por no poder proveer a su crianza o 
educación y se hubiera desinteresado injusti-
ficadamente del mismo, en el aspecto afec-
tivo y familiar durante el plazo de un año. 

3o Cuando hubieran manifestado expresamente 
su voluntad de que el menor sea adoptado 
por el órgano competente o la autoridad ju-
dicial. 

4® Cuando el desamparo moral y material del 
menor resulte evidente, por haber sido aban-
donado en la vía pública o sitio similares y 
tal abandono sea comprobado judicialmente. 

Artículo 12. — Fuera de los casos del artículo ' 
anterior, los padres del menor o cualquiera de ellos, 
podrán ser citados a juicio en los casos dei articulo 
69, inciso b) siempre que a criterio del juez existan 
justos motivos y como una cuestión previa al pro-
ceso de adopción. 

Articulo 13. — La sentencia que acuerde la adop-
ción tendrá efectos retroactivos a la fecha de inter-
posición de la acción. 

En la misma, el juez recomendará a los adop-
tantes que le asiste al adoptado et derecho de co-
nocer su realidad biológica. 

Artículo 19. — Después de acordada la adopción 
plena, no es admisible el reconocimiento del adop-
tado por sus padres de sangre, ni el ejercicio por 
el adoptado de la acción de filiación respecto de 
aquéllos, con la sola excepción de la que tuviere 
la prueba del impedimento matrimonial, derivados 
de la nueva ley de matrimonio civil. 

Artículo 22. — Los derechos y deberes que resul-
ten del vínculo de sangre del adoptado no quedan l 
extinguidos por la adopción, salvo el ejercicio de 
la patria potestad que será ejercida por ambos pa-
dres, así como la administración y usufructo de los 
bienes del menor, que se transfieren a los adoptan- 1 

tes, salvo cuando se adopta al hijo del cónyuge. 

Artículo 26. — No podrán contraer matrimonio: 

1 ' El adoptante con el adoptado o alguno de 
sus descendientes, ni los hijos adoptivos en-
tre sí. 

2fl El adoptado con el cónyuge del adoptante, 
ni el adoptante con el cónyuge de! adoptado. 

3̂  En la adopción simple, entre adoptante y 
adoptado y descendientes o cónyuge del 
adoptante; o entre hermano o medio hermanos 
del adoptado, enlre adoptante y los consan-
guíneos en línea recta del adoptado y los 
adoptantes de un mismo adoptado entre sí. 

Los impedimentos derivados de la adopción sim-
ple subsistirán mientras ésta no sea anulada o re-
vocada. 

Artículo 27. — En todos los demás casos, el ma-
trimonio celebrado con los impedimentos estable-
cidos en el artículo anterior, estarán afectados de 
nulidad absoluta. 

José Bielicki. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La esencia de cualquier institución referida a la mi-

noridad ha de ser insertada, en su contexto social, a 
través de las relaciones que vinculan a los menores con 
sus semejantes. 

Las reglas jurídicas siempre van un paso atrás de la 
realidad social, la que se encuentra en permanente "cam-
bio, va que una de las características esenciales del in-
dividuo es su mutabilidad. Lo que hace cien años era 
aceptado como moral media en nuestra sociedad, hoy 
ya ha perdido vigencia, porque las costumbres se en-
cuentran en permanente cambio. Las mismas no se pre-
sentan aisladas, sino dentro de un marco de realidad 
política, histórica y económica, y muchas veces no re-
presentan el derecho en modo absoluto. 

En esta materia de tanta trascendencia, nuestro pro-
pósito es buscar soluciones a la infancia abandonada, 
aportando un proyecto que ofrezca a los padres, para 
quienes la naturaleza no les ha dado la posibilidad de 
tener hijos biológicos, puedan cumplir con su necesidad 
de trascendencia, a través de la legitimación adoptiva, 
dentro de un marco de seguridad-

Las modificaciones introducidas en este proyecto son 
el producto de lo que la jurisprudencia ha interpretado 
de las normas de la ley 19.134 y las recomendaciones 
de la reunión de expertos celebrada en Brasil para ma-
gistrados de menores y familia. 

Así como también el IX Congreso Panamericano del 
Niño, celebrado en Caracas, Venezuela, en 1948, cu-
yas conclusiones deben ser repasadas: 

La adopción debe facilitarse y simplificarse con 
el objeto de que pueda llegar a desempeñar, entre otros 
fines, la importante función social de propiciar un ho-
gar a numerosos niños desamparados. 

2"? La legislación sobre adopción debe inspirarse prin-
cipalmente en el interés de los menores. 



3 ' En todo procedimiento de adopción, el ¡uez de-
berá ser ampliamente informado por el servicio social 
respectivo, acerca de las cualidades personales de los 
padres carnales y de los peticionarios, sus condiciones 
de vida, su situación económica y moral y, en gene-
ral, sobre todas aquellas circunstancias que sirvan para 
formarse un concepto. 

Nuestra intención es buscar un modelo propio, acor-
de a nuestras costumbres y que ofrezca a la comunidad 
la posibilidad de acceder a la adopción sin temores ni 
desconfianzas. 

Modernamente se concibe la adopción como un me-
dio de propiciar uu lugar estable al niño que carece 
de él. La finalidad de la misma es dar a los niños que 
carecen de hogar y familia constituida o filiación no 
acreditada, un ambiente vital indispensable para su de-
sarrollo físico, intelectual y afectivo, dentro de las me-
jores condiciones. 

Nuestra actual ley prevé dos tipos de adopción: la 
p'ena, cuyo efecto es romper con el vínculo biológico 
de los padres de sangre, tal como lo dispone el artícu-
lo 240 de la ley 23.264, que a tal efecto expresa: "La 
filiación matrimonial y la estramatrimoniul, así como la 
adoptiva plena, surten los mismos efectos conforme a 
las disposiciones de este código". 

Con lo cual, el hijo adoptado, por adopción plena, 
queda en la ^ligma calidad que el biológico, aunque el 
vínculo sea creado jurídicamente. 

La otra adopción es la simple, que no rompe los 
vínculos de sangre con la familia de origen. Ambas 
juegan en dos planos diferentes y, por lo tanto, pueden 
coexistir perfectamente en el mismo cuerpo normativo, 
ya que sus finalidades son diferentes. Asimismo, el hijo 
adoptivo, por adopción simple, queda emplazado como 
hijo legítimo respecto del adoptante y regirán, para él, 
los mismos impedimentos matrimoniales que para el 
adoptado por adopción plena. 

Tratamiento de los artículos en particular 

Articulo t " — E n cuanto a la modificación propuesta 
que también podrán ser adoptados los mayores de edad, 
ésta tiene su origen en el fallo dictado por la sala F 
en autos: Kravacek, Carlos Hugo s/adopción, que entre 
sus fundamentos dice: . . ."que no obstante la mayor 
edad del adoptado no cabe sino acceder a aquella pe-
tición. Asimismo, el aludido fallo hace referencia a la 
posesión de estado que detentaban los peticionantes, 
desde hacía varios años, y que fuera entregada a los 
mismos con expreso consentimiento de su padre". Bue-
nos Aires, 12 de febrero de 1987. 

Art. 4? — Se suprime la última parte del artículo de 
la ley 19.134 ya que resulta bastante insólito que el 
legislador limite el número de adopciones a dos, lo cual 
aparece como un resabio de la prejuiciosa ley anterior. 

Es además incoherente la redacción amplia de la 
primera parte de la norma, respecto a la restricción de 
la segunda, la que de cualquier modo se encuentra re-
suelta por el artículo 10 inciso d), al facultar al juez 
sobre la conveniencia de la adopción del menor. 

En esta materia, más que en cualquier otra el juez 
tiene amplitud valorativa, ya que cada caso es diferento 
a la ley, só!o debe marcar las pautas generales para su 
procedimiento, dejando a los jueces, asistentes sociale* 
y asesores de menores la tarea de evaluación acerca 
de la conveniencia o no de la adopción, sin restriccio-
nes, que como en el caso resultan arbitrarias y riesgo-
sas limitando en forma genérica el número de adop-
ciones. 

Artículo 6? — Otorgada la guarda en sede judicial 
se comprobará ef abandono del menor y, a esos efec-
tos, se citará o no a ¡os progenitores, como una cues-
tión previa al juicio de adopción. 

La comprobación del abandono no necesita de una 
declaración previa de pérdida de patria potestad, pero 
dicha comprobación debe ser realizada por el magis-
trado, quien resulta ser el titular del ejercicio del pa-
tronato de menores. 

Si el abandono fuese constatado (según los términos 
de la ley 19.134) por quien resulta ser competente 
para ello y por ende la guarda fuese judicial, el proceso 
de adopción, se tornaría en un camino seguro para las 
partes. (Buenos Aires, 6 de mayo de 1987. J. A. La 
Cuarda de los menores con miras a una futura adop-

¡ cíón, página 24, Doctrina, Celina Ana Perrot.) 

Artículo inciso 3. — El mismo se encuentra modi-
ficado por la nueva causal objetiva prevista en la ley 
de matrimonio civil. 

El artículo es modificado en la palabra consenti-
miento, que es reemp'azada por asentimiento, puesto 
que se trata, como en el articulo 1.277 del Código Ci-
vil. de una declaración de conformidad como un acto 
jurídico ajeno, es decir, concluido por otro. Se trata, 
como dice Lehmnnn, de una "declaración de voluntad 
que no iorma parte del supuesto de hecho del negocio 
principa!, sino como condición jurídica para la validez 
de éste". 

Articulo 10. — El mismo se encuentra modificado por 
el artículo del mismo cuerpo legal. 

Artículo 11. — a) Tal como lo señala Barbero, esta 
hipótesis ha sido tácitamente derogada por la ley 23.264, 
artículo 307, en cuanto suprimió la pérdida de patria 
potestad, en cuanto sanción definitiva y no revisable, 
sustituyéndola actualmente por la privación de la auto-
ridad de los padres. Sin embargo, este supuesto guarda 
importancia para aquellos padres que han sufrido la 
sanción con anterioridad a la entrada en vigencia de 
aquella normativa. La pérdida de la patria potestad es 
definitiva y supone una amerituación previa de los he-
chos de gravedad para el padre y la madre, como lo 
son el delito cometido por ellos contra su hijo. 

La citación de los padres carece asimismo de signi-
ficación, pues en ningún caso invocarán un interés qu® 
no sea el propio, el cual no admite protección. 

b) El desentendimiento de los padres debe ser injus-
tificado y por el plazo de un año. Si bien, a primera 
vista, parecería que estos dos elementos van unidos, no 
existe manera, para el magistrado, de saber si ese desen-
tendimiento fue injustificado, si no lo comprueba pre-
viamente. 



Artículo 19. — Concordante con la ley de matrimonio 
civil, se establecen los impedimentos dirimentes, deriva-
dos del parentesco, que da lugar al pedido de nulidad 
absoluta: 

lv Consanguinidad en línea recta, en todos los grados 
y entre hermanos y medio hermanos (ley 22.172). 

2'1 Afinidad en línea recta. 
Artículo 22. — Modificado por el artículo 264 de la 

ley 23.264. 
Artículo 26. —. Modificado por los impedimentos de la 

nueva ley de matrimonio civil. 

José Bielicki. 

—A las comisiones de Legislación General y 
de Familia, Mujer y Minoridad. 

-I 

El Senado i/ Cámara de Diputados, etc. 

Articulo — Todos los productos que en su compo-
sición incluyan solventes cuyos vapores, al ser inhalados, 
provoquen daños a la salud humana, llevarán en sus en-
vases una leyenda que advierta: "La inhalación delibe-
rada de este producto es perjudicial para la salud. Man-
téngase alejado de los niños". 

Art. 2? — La leyenda será colocada por el fabricante 
en lugar claro y visible del envase, quedando a su crite-
rio fijar el sitio, tamaño y demás características. 

Art. 3" — Esta disposición será de aplicación en los 
envases de todo tipo, con capacidad de hasta dos ( 2 ) 
litros, y entrará en vigencia a los 180 días de la publi-
cación de su reglamentación. 

Art. 4" — La Secretaría de Estado de Industria y Co-
mercio Exterior confeccionará un listado de los solventen 
de todo tipo que, siendo de uso habitual en la industria, 
provoquen por aspiración de su vapores daños a la salud 
de los seres humanos. 

Art. 5? — El listado citado formará parte de la regla-
mentación de esta ley, en la que también se dispondrán 
lus penalidades para los infractores. 

Ar£. 6v — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

José M. Soria Arch. — Oscar T. Ahílala. — 
Joaquín V. González. — Hugo A. Socchi. 

FUNDAMENTOS 

Señor "presidente: 
La proliferación de un nuevo tipo de adicción, basada 

en la aspiración deliberada de vapores emanados de 
cierto tipo de solventes que forman parte de la compo-
sición de un sinnúmero de productos de uso cotidiano, 
pero cuyos exponentes más notorios son los adhesivos, se 
ha sumado en los últimos tiempos a la problemática de-
rivada del abuso de drogas. 

Un detalle que torna aún más delicada la situación re-
side en el hecho de ser los niños y adolescentes las prin-
cipales víctimas de este tipo de adicción, causante de 
trastornos orgánicos de consideración e inclusive la 
muerte. 

Varias iniciativas han surgido desde distintos sectores 
en un loable intento de poner bajo control a esta ame-
naza, lo que lia impulsado a los firmantes a emprender 
una profunda investigación sobre este tema, la que lia 
comprendido la recopilación de antecedentes en el país 
y en el exterior así como la consulta con los sectores de 
La producción relacionados. 

Como resultado del estudio de las medidas adoptadas 
en tres países así como de las conversaciones llevadas a 
cabo con el sector de la producción, hemos considerado 
conveniente descartar algunas medidas que, aunque bien 
intencionadas, resultan fruto del apresuramiento y no 
garantizan la obtención del resultado buscado. Entre 
ellas podemos citar la prohibición de la utilización d'j 
ciertos solventes por la industria, la prohibición de venta 
de ciertos productos a los menores de edad y la utiliza-
ción de aditivos de olor nauseabundo para desalentar la 
adicción. 

La experiencia recogida por Jas instituciones más pres-
tigiosas abocadas al estudio de este tema arroja muy 
escaso resultado como reacción a las medidas del tipo 
antes mencionado. 

Ante esto, hemos considerado conveniente sugerir la 
adopción de las disposiciones contenidas en el proyecto 
que se eleva las que, complementadas con una intensa 
acción de tipo informativo a cargo de las autoridades y 
miembros del sector educativo, obtendrán por la vía de la 
toma de conciencia de la población en general resultados 
seguramente más concretos. 

En vista de la trascendencia del tema y da la necesidad 
de unificar criterios en cuanto a la identificación de los 
productos y de los solventes que motivan este proyecto, 
se ha considerado necesario implementarlo a través de 
una ley. 

La finalidad que persigue el proyecto constituye mo-
tivo suficiente para descontar el apoyo a la iniciativa de 
todos los sectores de esta Honorable Cámara. 

José M. Soria Arch. — Joaquín V. González. 
— Hugo A. Socchi. 

—A las comisiones de Asistencia Social y Sa-
lud Pública, de Comercio y de Industria. 

El Senado ij Cámara de Diputados, etc. 

Artículo lí1 — El Poder Ejecutivo, previo acuerdo con 
la provincia de Santa Cruz, realizará los estudios ne-
cesarios para proveer de agua potable a la localidad de 

¡ puerto San Julián de la citada provincia. 
Art. 2 ' — Los estudios comprenderán las obras de 

captación del caudal del río Santa Cruz, acueducto y 
red domiciliaria. 

Art. 3" — Los gastos que demande el cumplimiento 
de la presente ley se tomarán de las partidas que se 
prevean al efecto en el presupuesto general de la Nación. 

Art. 4'J — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Joaquín V. González. — Oscar T. Abdala. 
I — José M. Soria Arch. — Hugo A. Socchi. 



FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Puerto San Julián es una localidad ubicada en el cen-

tro de la provincia de Santa Cruz sobre la costa atlántica, 
que cuenta en la actualidad con una población aproxima-
da de 4.300 habitantes. 

Esa población carece de la provisión de agua suficien-
te para atender sus necesidades. Los intentos por solu-
cionar este déficit que ha impulsado el gobierno muni-
cipal se han limitado, por razones de orden financiero, 
al mejoramiento de captación del caudal de diversos ma-
nantiales existentes en la región próxima a puerto San 
Julián, pero ellos no han arrojado resultados positivos, re-
gistrándose solamente un aumento del torrente hidrico. 

A lo antedicho se debe sumar el hecho de que la red 
domiciliaria no cubre la totalidad del ejido urbano, de-
biendo una parte importante de la población requerir el 
servicio de vehículos de transporte que depositan el agua 
en recolectores para su posterior consumo, con el consi-
guiente encarecimiento y el consecuente peligro de con-
taminación que el hecho significa. 

La escasez de agua se ve incrementada en la tempo-
rada estival por la reducción de las precipitaciones plu-
viales que reduce el caudal del actual sistema de co-
lección. 

La s¡tuacii& someramente descrita ha producido cómo 
resultado que el crecimiento demográfico de puerto San 
Julián desde 1960 a la fecha represente el equivalente a 
0,17 % anual. A ello se suma: la imposibilidad de radi-
cación de cualquier tipo de industria que demande con-
sumo de agua, lo que hace que ia región dependa del 
monocultivo, es decir, de la producción lanera; el hecho 
de que resulte imposible la elaboración en la zona del 
producido de los ricos yacimientos de caolín que en 
ella so encuentran, arcilla, que por su blancura se en-
cuentra catalogada entre las mejores del mundo; que re-
sulte utópico cualquier plan de forestación de la zona, 
que posibilitaría, además de lo que reportaría como em-
bellecimiento de la ciudad, un abrigo ante la rigurosidad 
del clima, dado que al ser una zona de fuertes vientos 
que se suman a las br.jas temperaturas de la temporada 
invernal, se traducen en una sensación térmica que hace 
poco menos que imposible el trabajo a la intemperie en 
los meses de invierno; además de otras consecuencias ne-
gativas que la carencia de agua representa. 

El proyecto que se eleva a consideración de la Hono-
rable Cámara, más que el otorgamiento de un derecho 
reiteradamente postergado, significa la reparación de una 
injusticia que vive un puñado de ciudadanos que han 
demostrado largamente cuál es la forma de defender la 
soberanía de nuestro sur austral desafiando las inclemen-
cias climáticas y trabajando en favor del crecimiento de 
nuestra patria. 

Finalmente, es de destacar que tiene su origen en el 
proyecto que recibiera sanción de la Honorable Cámara 
de Diputados de la Nación el 15 de agosto de 1984, y 
que tuviera dictamen favorable de las comisiones de 
Obras Públicas y de Presupuesto y Hacienda del Hono-
rable Senado de la Nación el 19 de septiembre de 1985. 

Por los fundamentos expuestos, abundan las razones 
que justifican la aprobación del proyecto de ley que se 
pone a consideración, 

Joaquín V. González.—• lingo A, Soccfti. — 
José M. Soria Arch. 

—A las comisiones de Obras Públicas y de 
Presupuesto y Hacienda. 

0 

El Senado y Cámara de Diputados, ote. 

Artículo 1? — Otórgase un subsidio por la suma de 
mil quinientos cincuenta australes ( A 1.550) a la Es-
cuela N? 1.04-1, Sección 3? Distrito E, de la localidad 
de Humberto I, departamento de Castellanos, provincia 
do Santa Fe, 

Art. 2'-'—La entidad beneficiaría utilizará el impor-
te a percibir en virtud de la presente ley, para obras 
de refacción c infraestructura. 

Art. — Los gastos que demande el cumplimiento 
de la presente ley se tomarán de la cuenta de "Rentas 
generales" con imputación a la misma. 

Art, 4" — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Alberto C. Bonillo. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Mucho se ha hablado y escrito sobre las dificultades 

por las que atraviesa la educación en nuestro país, por 
lo que argumentar sobre esto sería caer en redundancias 
que no han de brindar mayores fundamentos al presente 
proyecto. Pero sí hemos de decir que el subsidio que se 
solicita está destinado a una escuela rural, la Escuela 
N? 1.044, Colonia Reina Margarita, la que se encuentra 
con serios problemas edificios adoleciendo de un techo 
acorde con las necesidades y las funciones que cumple 
c establecimiento. 

Por este motivo, entendiendo que nuestras funciones 
cerno legisladores ta.nbién significan correr en socorro 
de la comunidí-d, como es el caso que nos ocupa, creo 
que el presente proyecto ha de ser seriamente conside-
rado y conociendo las preocupaciones de mis colegas 
considero suficiente lo escrito para solicitar la corres-
pondiente aprobación. 

Alberto C. Bonino. 

—A las comisiones de Educación —especia-
lizada— y de Presupuesto y Hacienda. 

T 

El Senado y Cámara de Diputados, etc. 

MULTIPROP1EDAD INMOBILIARIA 
(Tiempo compartido) 

CAPÍTULO 1 

Caracterización del derecho 

Artículo lo — La multipropiedad es un derecho real 
de propiedad que pertenece a pluralidad de sujeto«. 



sobre un bien inmueble y un conjunto de accesorios 
—bienes y servicios—, que sometidos a un estatuto 
especial, constituyen el núcleo de un sistema de intere-
ses convergentes, perpetuo, disponible inter vivos y 
mortis causa, susceptible de constitución de otros de-
rechos reales no incompatibles con su pluralidad subje-
tiva, cuyos titulares tienen ei goce y disfrute exclusivo 
de unidades habitacionales —módulos espaciales—, 
en períodos —-módulos temporales—> predetermina-
dos, cíclica y ordenadamente recurrentes. 

CAPÍTULO II 

Régimen de midtipropicdad 

Art. 2» — La incorporación al régimen de multipro-
piedad se instrumentará por escritura pública y con-
tendrá, además de los recaudos que la reglamentación 
determine, la declaración de voluntad del titular de do-
minio de( inmueble. 

Art. 3 '—Además del inmueble integrarán el núcleo 
incorporado al régimen de multipropiedad, los bienes 
y derechos accesorios previstos para el uso y goce por 
parte de los multipropictarios; bienes y derechos que 
deberán enunciarse en el instrumento de incorporación 
sin perjuicio de su posterior ampliación o reducción por 
voluntad unánime del multiconsorcio. 

Art. 4"? — Simultáneamente o con posterioridad a la 
incorporación al régimen, deberá instrumentarse por es- l 
entura pública, un reglamento de multipropiedad, que, 
de acuerdo a plano de construcción aprobado por la 
autoridad municipal y plano de subdivisión aprobado 
por la autoridad competente, describirá las parles de 
propiedad y gocc exclusivo; establecerá los módulos tem-
porales de goce de las unidades; detallará las partes y 
cosas comunes, asi como los servicios a que los mul-
tipropietarios tendrán derecho; fijará las proporciones de 
cada unidad respecto del núcleo y de cada módulo tem-
poral de goce respecto de la unidad; organizará la ad-
ministración y representación del multiconsorcio, el sis-
tema de control, el régimen de asambleas y la adhesión 
a sistemas de intercambio. 

Art. 5? — El inmueble y los demás bienes y dere-
chos integrarán un núcleo sujeto a destino o indivisión 
perpetua y forzosa, salvo disposición legal o resolución 
del multiconsorcio en proporción legal. 

Art. 6 ? — Serán necesariamente comunes: 

o) El terreno; 
b) La comunicación de las unidades entre sí y con 

el exterior; 
c) Las partes que hagan a la estructura y estabili-

dad de los edificios (techos, cimientos, muros 
maestros y divisorios y demás que correspon-
dan por su ubicación y naturaleza); 

d) Las instalaciones de servicios centrales, ascen-
sores y montacargas; 

e) Las unidades complementarias afectadas a ser-
vicios, práctica deportiva, vivienda del perso-
nal y otros destinos comunes. 

Art. 7 ' — La nómina de partes y cosas comunes po-
drá ser ampliada en el Reglamento de Multipropiedad 
conforme a la estructura del bien y los servicios, y a las 

previsiones que resultan de los planos de construcción 
y subdivisión y previsiones proyectadas para el goce de 
los mukipropietarios, 

Art. 8 ' — El instrumento de incorporación a! régimen 
se inscribirá en el Registro de la Propiedad de la res-
pectiva jurisdicción, en la matricula del inmueble y de-
terminará la indisponibilidad del mismo para otro fin. 

Art. — La inscripción del instrumento que conten-
ga el reglamento de multipropiedad determinará: 

a) La apertura de matrícula especial de multipro-
piedad; 

b) La apertura de submalrícula por cada unidad 
o módulo espacial; 

c) La asignación de folio individual de la subma-
lrícula a cada período o módulo temporal de 
goce, previsto. 

Art. 10. — La transmisión de un derecho de multipro-
piedad implica la incorporación del adquirerite al mul-
ticonsorcio y el conocimiento y aceptación de los dere-
chos y obligaciones emergentes del respectivo estatuto. 

Art. 11. — La transmisión de multipropiedad y consti-
tución de derechos reales, se instrumentará por escritu-
ra pública con los requisitos que la reglamentación de-
termina El otorgamiento de la escritura de transmisión 
hará presumir a todos los efectos legales Ja tradición 
de la cosa objeto del contrato. 

Art. 12. — En los términos que la ley 17.801 y sus 
reglamentaciones determinan, ios actos dispositivos se 
inscribirán en ei Registro de Propiedad en el respecti-
vo folio de la correspondiente submalrícula. 

Art, 13 — De la misma forma se inscribirán las de-
claratorias de herederos, testamento, y medidas precau-
torias. 

Art. 14. — La escritura pública de transmisión debe-
rá ser otorgada por el propietario dentro de los noven-
ta (90) días de concertada la operación negocial. 

CAPÍTULO I I I 

Multiconsorcio 
P B I M E R A P A R T E 

Constitución y personalidad 
Art. 15 — Otorgados e inscritos los instrumentos de 

incorporación del bien al régimen de esta ley y el re-
gí emento de multiprop.'edací, se presumirá constituido 
el multiconsorcio desde que haya pluralidad ae multi-
propietarios con títu'o inscrito. 

Art. 16. — El multiconsorcio o consorcio de niultipro-
pietarios, es persona jurídica de conformidad con el 
inciso 2o, de la segunda parte del artículo 33 del Có-
digo Civil. 

S E G U N D A P A R T E 

Organos 

Art. 17. — Los órganos de gest'ón, representación, 
control y gobierno del multiconsorcio rerán: 

u) La administración; 
b) El consejo permanente de mukipropietarios; 
c) El comité ejecutivo del consejo permanente; 
rf) La asamblea de multipropietarios. 



La mministración 

Avt. 18. —. Estará n cargo de una o varias personas 
físicas y en este caso se estructurará según se deter-
mine en la reglamentación y en el reglamento de mul-
tipropiedad. También podrá ejercer la administración 
raía persona jurídica. 

Art. 19. — El o los administradores, sean personas 
físicas o jurídicas, deberán acreditar solvencia mora', 
técnico-administrativa y patrimonial a satisfacción del 
multiconsoicio. La solvencia patrimonial se garantizará 
mediante seguro de caución o garantía real a favor y a 
satisfacción del inuUiconrorcio. 

Ait. 20. — La garantía de solvencia patrimonial, del 
último párrafo del artículo anterior, no se exigirá a la 
primera administración, que el multipropietario original 
podrá reservarse o designar a su exclusiva voluntad, pero 
cuya gestión cesará una vez que los multipropietarios 
con título inscrito superen el diez pot ciento de los mó-
dulos temporales previstos, no pudiendo exceder de un 
año. 

Art. 21. — Superado el plazo o la proporción estable-
cidos en el artículo anterior, la designación del o los 
administradores competerá a la asamblea de multipro-
pietarios. 

Art. 22. — El o los administradores durarán tres años 
en sus funciones, serán reelegibles y permanecerán en 
su cargo hasta 'a(elección de su sucesor por la asamblea. 

Art. 23. — La administración tendrá las siguientes fa-
cultades y obligaciones: 

a) Velar por el cumplimiento de esta ley, sus re-
glamentaciones, el reglamento de multipropiedad 
y Jos reglamentos internos; 

b) Atender al funcionamiento del multiconsorcio, 
conducta y relaciones de los multipropietarios, 
conservación y mantenimientc de partes comu-
nes e instalaciones accesorias, así como el equi-
pamiento de Ls unidades y la prestación de los 
servicios; 

c ) Preparar y someter al consejo permanente de 
multipropietarios, antes del 30 de septiembre de 
cada año, el plan de gastos previsible para el 
año siguiente, proponiendo la forma y medios 
de financiación; 

d) Representar al multiconsorcio en la firma de 
contratos, aprobados por el consejo permanente, 
ya fueren por instrumento público o privado. 

e) Cumplimentar las obligaciones legales y contrac-
tuales del multiconsorcio y vigilar el cumpli-
miento de las personas que hubieran asumido 
obligaciones a favor del multiconsorcio, infor-
mando al respecto en la siguiente reunión del 
consejo permanente y del comité ejecutivo del 
mismo si estuviere creado; 

/ ) Cobrar y percibir toda suma de dinero de que 
el multiconsorcio resulte acreedor, firmando los 
respectivos recibos; 

g) Efectuar los pagos que correspondan a las obli-
gaciones asumidas por el multiconsorcio o re-
muneraciones de personal contratado por el mis-
mo, siempre que tales obligaciones y contrato 

hubiesen sido aprobados por el consejo per-
manente; 

h) Efectuar, previa aprobación del consejo perma-
nente, otros pagos especiales por gastos no pre-
vistos por obras, equipamiento, servicios y per-
sonal; 

i) Pagar los impuestos, tasas, contribuciones y apor-
tes previsionales. Depositar las sumas por carga* 
impositivas de terceros en los casos en que el 
multiconsorcio fuere agente de retención. Hasta 
tanto ¡as autoridades competentes procedan a 
dividir cuentas y / o partidas, atenderá asimismo 
el pago de impuestos, tasas y contribuciones que 
correspondan a las unidades. 

j) Recibir de los multipropietarios las unidades y su 
equipamiento al finalizar cada módulo temporal 
de goce, dejando constancia en acta, del estado 
general de la unidad y su equipamiento y el 
respectivo inventario anexo al acta. Entregar la 
unidad al titular del módulo temporal siguien-
te con las mismas formalidades; 

k) Responder en plazo perentorio de cinco días los 
pedidos de informes y exhibición de libros y 
documentación, cumplir y hacer cumplir las re-
soluciones del consejo permanente y ejercer las 
demás funciones que éste le asigne, comunicán-
dole asimismo, en su primera reunión, o prime-
ra reunión del comité ejecutivo, si estuviere 
constituido, toda notificación judicial o admi-
nistrativa que se hubiere dirigido al multicon-
sorcio; 

I) Mantener vigentes seguros 

1. Respecto de riesgo de incendio, inundación, 
movimiento sísmico u otros previstos en con-
trataciones del Banco Hipotecario Nacional. 

2. Respecto de accidentes de trabajo del per-
sonal del multiconsorcio. 

3. Respecto de daños a terceros que pudiera 
resultar responsable el multiconsorcio. 

4. Respecto de todo otro riesgo que determine 
el consejo permanente. 

lt) Despachar certificaciones de deudas por expen-
sas a cargo de los multipropietarios, a pedido 
de los interesados, de notarios o por orden ju-
dicial. La administración responderá solidaria-
mente al multiconsorcio, por las deudas total 
o parcialmente no informadas, sin perjuicio de 
sus derechos de repetir del primitivo deudor 
las sumas que por él abonare; 

m) Hacer rubricar por la autoridad de contralor de 
personas jurídicas y por el método implemen-
tado en la respectiva jurisdicción, libros de ac-
tas para resoluciones de la administración y 
reuniones o asambleas de los órganos colegiados 
del multiconsorcio y los libros contables que la 
reglamentación de esta ley determine. Hacer 
habilitar por autoridad competente los libros 
que requiera la legislación laboral; 

n) Labrar las actas de ias asambleas y mantener 
al día los asientos contables; 



ñ) Designar o despedir al personal necesario para 
la atención de los servicios y para la adminis-
tración, conforme al cuadro de personal que a 
su propuesta aprobará el consejo permanente; 

o) Citar las reuniones ordinarias o extraordinarias 
del consejo permanente en caso de no estar en 
funciones el comité ejecutivo del mismo; 

p) Convocar las asambleas ordinarias y extraordi-
narias de multipropietarios. La convocatoria in-
cluirá el orden del día preparado por el consejo 
permanente; 

q) Presentar trimestralmente al consejo permanente 
una rendición de cuentas, y anualmente rendi-
ción de cuentas, estado de resultados, memoria, 
balance e inventario, que el consejo permanente 
pondrá a consideración de !a asamblea ordinaria. 
La documentación prevista en este inciso será 
presentada en los plazos que determine la re-
glamentación de esta ley; 

r) Notificar mensnalmente a cada multipropietario 
la liquidación de expensas a su cargo, recibir los 
pagos, emitir recibos, y en caso de mora iniciar 
la respectiva acción judicial de cobro, previo 
conocimiento del consejo permanente, o de su 
comité ejecutivo si estuviere creado, cuya con-
formación dará a la liquidación el carácter de 
documento ejecutivo; 

s) Asistir necesariamente a las reuniones del con-
sejo permanente, salvo resolución en contrario 
del mismo consejo, y presenciar, previo invita-
ción, las reuniones del Comité Ejecutivo, En 
ambos casos con voz y sin voto. 

La reglamentación de esta ley y el reglamento de 
multipropiedad podrán ampliar pero no restringir esta 
enumeración en cuanto implica obligaciones y restrin-
girla pero no ampliarla en cuanto a facultades. 

El consejo permanente de multipropietarios 
» 

Art. 24. — El consejo permanente de multipropieta-
rios estará constituido por multipropietarios, en número 
equivalente al uno por ciento del total de títulos ins-
criptos, pero en ningún caso tendrá menos de cinco 
miembros ni su número excederá de treinta integrantes. 

Art. 25. — Sus miembros serán elegidos por la asam-
blea ordinaria por mayoría de proporciones que corres-
pondan a los miembros presentes; durarán un año en sus 
funciones, asumirán sus cargos en el mismo acto de la 
asamblea, serán reelegibíes y permanecerán en sus car-
gos hasta su reemplazo y reelección. 

Art. 26, — A continuación de la asamblea que los elija 
los integrantes del consejo permanente celebrarán una 
reunión en que elegirán sus autoridades, resolverán so-
bre la constitución del comité ejecutivo y fijarán días, 
hora y lugar de reuniones. 

Art. 27. — Serán autoridades del consejo permanente, 
un presidente, un vicepresidente, y de uno a tres secre-
tarios. El vicepresidente reemplazará automáticamente 
al presidente en caso de ausencia y en forma definitiva 
hasta el fin del mandato en Ja vacancia de Ja presidencia. 

Art. 28. — El consejo permanente se reunirá no me-
nos de una vez por mes con un quorum mínimo del 

cincuenta por ciento de sus miembros, tomándose las 
resoluciones por mayoría numérica de los presentes, sal-
vo que se exija mayor número de votos en esta ley o 
su reglamentación para casos especiales. 

Art. 29, — El consejo permanente de multipropieta • 
ríos tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

a) Será el órgano de control de la administración 
del multiconsorcío, pudiendo requerir de la 
administración la información que considere 
necesaria y cuantas veces lo estime oportuno; 
esa información podrá incluir la exigencia de 
exhibición de libros de actas, documentación 
y libros contables y documentación laboral; 

h) Disponer la remoción del o los administradores 
en caso que considere urgente y designarles re-
emplazantes interinos, pudiendo ejecutar la ga-
rantía, mediante resolución adoptada por ma-
yoría numérica de los presentes. De lo actuado 
informará en la próxima asamblea ordinaria para 
resolución definitiva del caso; 

c) Aprobar !a solvencia de nuevos administradores 
según el artículo 19 de esta ley; 

d) Resolver la contratación de asesoramiento o au-
ditoría técnica; 

(') Aprobar e] cuadro de personal y sus modifica-
ciones a propuestas de la administración; 

f) Aprobar las contrataciones que deba celebrar 
el multiconsorcio, previamente a la firma de los 
respectivos instrumentos por 1a administración y 
recibir de Ja misma los informes previstos en 
el artículo 23; 

g) Autorizar los pagos a que se refiere el inciso 
g) del artículo 23.; 

h) Aprobar o rectazar la rendición de cuentas 
trimestral de la administración; 

i) Aprobar o modificar el plan de gastos prepara-
do por la administración de acuerdo al inciso c) 
del artículo 23, y ponerlo a consideración de 
la asamblea ordinaria juntamente con la docu-
mentación prevista en la segunda parte del 
inciso q) del artículo 23; 

;) Resolver la contratación de otros seguros ade-
más de los previstos como obligatorios en el 
inciso 1) del artículo 23; 

k) Mantener al día su libro de actas que bal irá 
sido puesto a su disposición por la administra-
ción en el acto de elección y constitución; 

I) Conformar la.s liquidaciones de expensas de los 
deudores morosos a efectos del inciso r) del 
artículo 23; 

II) Preparar el orden del día de las asambleas; 
i») Ejercer cuantos más actos fueren necesarios y 

no fueren asignados a la administración y a la 
asamblea de molt¡propietarios. 

El comilé ejecutivo del consejo permanente 
Art. 30. — En caso de así resolverlo el consejo perma-

nente, sus autoridades se constituirán en comité ejecuti-
vo, pudiendo sumárseles de uno a tres vocales, según, 
criterio y elección del mismo consejo. 

Art. 31. — El comité ejecutivo se reunirá no menos 
de una vez por mes, independientemente de las reunió-



nes del consejo permanente. Tendrá tm quórun; de no 
menos de cincuenta por ciento do sus integrantes y to-
mará sus resoluciones por mayoría numérica de los pre-
sentes. El presidente, o en su caso e) vicepresidente, 
tendrá un voto adicional de desempate. 

Art. 32. — Serán facultades y obligaciones del comité 
ejecutivo: 

a) Hacer cumplir las resoluciones del consejo per-
manente; 

b) Convocar las reuniones del consejo permanente 
y proponerle asuntos a tratar que no constituirán 
orden del día cerrado. La fa/ta de convoca furia 
no impedirá las reuniones del consejo en los dias 
establecidos; 

c) Recibir los informes requeridos a la administra-
ción por el consejo permanente y ponerlos a su 
consideración, lo mismo que la demás documen-
tación prevista por esta ley; 

d) Asentar sus resoluciones en el libro de actas que 
la administración liabrá puesto a su disposición 
en el acto de su constitución; 

e) En caso de acefalía de la administración y diso-
lución del consejo permanente, convocar a asam-
blea extraordinaria para recomponer los órganos 
del multiconsorcio; 

i ) Ejer^r Mas demás funciones que le asignan la 
asamblea y el consejo permanente. 

La asamblea do multipropietarios 

Art. 33. — La asamblea del multiconsorcio se integrará 
por los multipropietarios con título inscrito, quienes, a 
efecto de justificar su derecho, deberán hacerse registrar 
en libro especial que llevará la administración. 

Art. 34. — Los titulares de módulos temporales de 
goce de una misma unidad o módulo espacial deberán 
unificar representación para participar en asambleas. L'i 
reglamentación de esta ley determinará la forma en que 
se efectuará esa unificación de representación, y el tra-
tamiento de otros asuntos de interés común. 

Art. 35. — Las asambleas, ya sean ordinarias o extra-
ordinarias, se constituirán en primera convocatoria con 
representación del cincuenta por ciento de las unidades 
del multiconsorcio; y, en segunda convocatoria, una 
hora después, con un quorum no menor del diez por 
ciento. 

Art. 36, — Las asambleas serán convocadas conforme 
a lo previsto en esta ley, y con no menos de diez días 
ni más de treinta días de anticipación. La convocatoria 
incluirá el orden del día indicará lugar, fecha, y hora 
de celebración y se dirigirá a los domicilios asentados 
en el registro de multipropietarios. 

Art. 37. — Las decisiones se tomarán por mayoría 
absoluta de proporciones representadas por ¡os asisten-
tes, salvo que esta ley, ¡a reglamentación, o el regla-
mento de multipropiedad, exijan mayor proporción para 
casos especiales. 

Art. 38. — La reglamentación de esta ley deberá es-
tablecer las normas y procedimientos que regularán el 
funcionamiento de las asambleas, en cuanto no esté 
previsto en esta ley. Podrá asimismo determinarse as-

| pectos que se preverán en el reglamento de multipro-
I piedad en función de las características especiales del 

bien. 

CAPÍTULO I V 

Derechos y obligaciones de los multipropietarios 

Art. 39. — Los multipropietarios, además de los inhe-
rentes a su situación dominial, tendrán los siguiente» 
derechos y obligaciones: 

a) El goce y disfrute durante el lapso que cons-
tituya el módulo temporal de su titularidad, de 
la unidad exclusiva sobre la que su derecho se 
asienta, así como el equipamiento, servicios, y 
partes y cosas comunes, éstos según el regla-

1 mentó interno; 

i b) No podrán anticiparse ni excederse del período 
que constituya su módulo temporal de goce; 

c) Deberán abstenerse de efectuar modificaciones 
en In unidad, su equipamiento y accesorios; 

d) Serán responsables de la custodia del inmueble, 
accesorios y equipamiento, así como del estado 
de los mismos ni finalizar el período de goce; 

e) No podrán modificar el destino del bien que 
estuviera previsto en el estatuto; 

/ ) Contribuirán en la proporción establecida en el 
reglamento de multipropiedad a las expensas 
por administración, reparaciones, reposiciones y 
mejoras aprobadas por el multiconsorcio. No 
podrán liberarse de esta ob'igación por aban-
dono o por renuncia del goce y disfrute. El 
consejo permanente podrá suspender en ese goce 
y disfrute al multipropietario moroso. 

CAPÍTULO V 

Extinción de la afectación o cese de la incorporación 
al régimen 

Art. 40. — Queda expresamente reconocido el princi-
pio de perpetuidad del derecho de multipropiedad, con 
las modalidades resultantes de la presente ley y demás 
normas legales de fondo aplicables. 

Art. 41. — Serán excepciones al principio reconocido 
en el artículo anterior los siguientes casos: 

a) La desafectación voluntaria efectuada por el ti-
tular originario de dominio que no hubiese efec-
tuado ventas, ni asumido obligaciones cuyos 
acreedores se perjudicaren con la desafectación 
o cese de incorporación del bien al régimen de 
esta ley; 

b) La desafectación voluntaria decidida por el cien 
por ciento de los multipropietarios en asamblea 
en que estén representados la totalidad de los 
integrantes del multiconsorcio; 

c) La desafectación por mayoría, decidida por el 
voto de dos tercios de las proporciones corres-
pondientes a la totalidad de los multipropietarios, 
La asamblea que tome esa decisión tendrá un 



quorum no inferior a esa proporción y en ese 
caso el voto debería ser unánime. Este procedi-
miento queda reservado para los casos de des-
trucción total o parcial del bien, vetustez, o pér-
dida de utilidad para el destino previsto en el 
estatuto. 

Art. 42. —En los casos del inciso c) del artículo an-
terior se aplicarán las siguientes normas: 

a) Se procederá a la liquidación del multiconsor-
cio mediante un balance general, cancelándose 
la totalidad del pasivo que resulta del conjunto 
de obligaciones pendientes; 

b) Se procederá a la venta en conjunto de los bie- 1 

nes muebles, inmuebles y accesorios, o bien se 
procederá a la demolición y venta del terreno, 
los materiales, y los muebles accesorios. 

Art. 43. — En caso de que la asamblea del inciso c) 
del artículo 41, resolviera la reconstrucción o reparación 
del inmueble, por no alcanzarse la proporción indicada 
para resolver la desafectación, los multipropietarios que 
se opusieren a tal reconstrucción o reparación, no podrán 
ser obligados a contribuir y la mayoría deberá adquirir 
sus proporciones. No habiendo acuerdo sobre el precio 
se procederá a su determinación pericial con intervención 
judicial. 

CAPÍTULO V I 

Adhesión a sisiemas de intercambio 

Art. 44. — La reglamentación de esta ley determinará 
las condiciones características con que este sistema ope-
rará en la República Argentina. 

Art. 45. — En ningún caso podrá concretarse la adhe-
sión si no estuviese prevista en el reglamento de multi-
propiedad, o no fuese aprobada por mayoría de dos ter-
cios de proporciones en asamblea extraordinaria. 

Disposición complementaria 

Art. 46. — Las situaciones de multipropiedad ante-
riores a esta ley deberán adaptarse a sus disposiciones 
en térmiho de un año.' 

Art. 47. — Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

Lw\ F. Binncioflo. — Antonio G. Cavalhro. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
A los efectos de Ja mejor comprensión del presente 

proyecto, hemos preferido realizar un sumario explica-
tivo de esta nueva figura dominial autónoma sobre un 
núcleo fundamental de imputación y convergencia de 
múltiples intereses individuales. 

Multipropiedad inmobiliaria 

(Tiempo cuinpurtfdo) 

Sumario 

— Introducción. 
— Esquematización. 

I. — Objeto. 
1.1. — ¿Todo el inmuebV? 
1.2. — ¿Sólo el inmueble? 

II. — Sujeto. — Derechos y obligaciones 
II. 1, — Respecto de los derechos: 

a) 1 .os derechos de goce; 
b) Los derechos de disposición; 

11.2. - Respecto de las obligaciones: 
rt/ Diligencia cu el goce del bien; 
b) La obligación de custodia; 
c) La uo modificación del destino del bien; 
d) Restitución al finalizar cada módulo íempoial; 
e) Apone.- para el mantenimiento del bien y los 

servicios. 

III. — Concepto de multipropiedad inmueble. 

IV. — Aplicación: 

IV. L — Incorporación al régimen o constitución del 
derecho. 

IV.2. — Reglamento de multipropiedad. 
1V.3. — Adquisición - Disponibilidad - Posesión. 
IV.4. — Aspectos regístrales. 
IV.5. — Perpetuidad. 
IV.6. — Extinción de la afectación o cese de la incor-

poración. 

IV .7. — Adhesión a sistemas de intercambio. 

INTRODUCCION 
| Tomando como base las resoluciones y ponencias 

aprobadas por la Segunda Jornada Notarial Ibero-Ame-
ricana (Santiago —Chile— 1985), Jornada Notarial de 
la Ciudad de San Martín (Provincia de Buenos Aires, 
1985), y VI Congreso Nacional Argentino de Derecho 
Registra! (Posadas, Misiones, Argentina, junio de 1985), 
asi como la doctrina italiana y francesa, a través de las 
obras bibliográficas consultadas, es de notar que en la 
generalidad de los antecedentes citados, más allá del 
reconocimiento del carácter de Derecho Real, se con-
sidera a la multipropiedad como un "Derecho Real Au-
tónomo sobre Cosa Propia", fundándose en las especia-
les características de esta novedosa y polifacética figura, 
y en la acusiante necesidad de abarcarlos en una siste-
matización que proporcione seguridad al tráfico jurídico 
y certeza a los derechos y obligaciones de los contra-
tantes, respetando la individualidad de la institución, no 
obstante las similitudes y puntos de contacto con otras, 
tales como las que se señalan respecto del condominio 
y de la propiedad horizontal. 

Estas similitudes que pueden traducirse o reflejarse 
en el aprovechamiento de normas legales como modelo, 
y de experiencias prácticas, al plasmar el estatuto legal 
de la nueva figura, no deben tentarnos a la fácil y sira-



pie solución de limitar ese estatuto a mínimas modifi-
caciones en las normas que regulan a las figuras simi-
lares y que supuestamente permitirían encuadrar en 
ellas a ía multipropiedad. Supuestamente —sólo eso—, 
porque ese encundramiento forzoso devendría en una 
deformación de tales figuras similares y en un cercena-
miento de las notas caracterizantes de la multipropie-
dad. 

En un esquema de adaptación como el mencionado 
en el párrafo anterior, los muy especiales aspectos que 
hacen de la multipropiedad una nueva institución jurí-
dica para un nuevo horizonte socioeconómico, queda-
rían relegadas a un convenio adicional entre partes, 
constituyendo derechos personales, carentes de los be-
neficios de la publicidad registral —fundamentalmente 
cognoscibilidad y oponibilidad a terceros— y no inte-
grarían el estatuto especial a que debe estar sometido 
un bien para que se cumplan aquellos fines de segu-
ridad y certeza ya mencionados. 

No es válido el argumento de que el reconocimiento 
de !a aparición de nuevas figuras jurídicas pudiera 
constituir lo que alguien (tal vez sin meditarlo profun-
damente) ha llamado "euforia legisferante del mundo 
actual". Tal posición tendería a la inmovilidad del de-
recho, impediría derogar instituciones que han caído en 
el desuso, propiciaría forzar en moldes ajenos las crea-
ciones jurídicas de nuevas épocas y nuevos hombres, 
condenando tderecho a dejar de reflejar las necesi-
dades reales de la sociedad, a dejar de regular lo que 
realmente vive y palpita dando vitalidad y fortaleza 
a las instituciones. 

ESQUEMA TIZA CION 

Intentando la determinación de los elementos propios 
y caracterizantes de la multipropiedad y sin pretender 
abarcarlos todos, pueden señalarse como presupuestos 
para arribar a un concepto de la figura, aquellos que 
se concentran en el objeto y el sujeto (con determina-
ción de los derechos y obligaciones de éstos); elaborado 
el concepto aparecen los elementos que hacen a su apli-
cación: incorporación al régimen o constitución del de-
recho; reglamento de multipropiedad; adquisición, dis-
ponibilidad, y posesión; aspectos regístrales; perpetuidad 
del derecho; extinción de la afectación o cese de la in-
corporación para terminar con el aspecto referido a la 
adhesión al sistema de intercambio a diversos niveles 
o ámbitos espaciales. 

I. — Objeto 

Aceptada la realidad socio-jurídica de que estamos 
frente a un derecho real sobre casa propia, toca ahora 
determinar el objeto de ese derecho. 

Analizada la realidad de la práctica de esta figura, 
—que es anterior a su captación jurídica—, vemos que 
la cosa que constituye el objeto es, principalmente, un 
bien inmueble. Pero cabe aquí una doble pregunta: 
¿Todo el inmueble? ¿Sólo el inmueble? 

I. 1. — A la primera cuestión ha de responderse ha-
ciendo una distinción: ámbito espacial y ámbito tem-
poral, relacionados ambos aspectos con el uso y goce 

del bien, porque el nudo-derecho es ejercido en todo 
momento en conjunto con los demás multipropietarios, 
sin discontinuidades. 

En el ámbito espacial el derecho sobre la unidad de 
multipropiedad es exclusivo en cuanto al uso y goce, 
supeditado en el ámbito temporal a los períodos pre-
determinados en el estatuto del multiconsorcio y según 
resultan del título del multipropietario, El uso y goce 
se extiende asimismo en lo espacial y con el limite tem-
poral expresado, a las partes comunes del complejo edi-
licio que la unidad integra, 

I. 2. — La segunda cuestión nos ubica, lo mismo que 
el aspecto temporal de la anterior en un elemento im-

1 portante de la caracterización de esta figura. 
En efecto, un inmueble es el sustento material prin-

cipal del derecho de multipropiedad, pero no sólo el 
inmueble; según los diversos destinos de ese elementos 
material principal, se determinarán sus accesorios, ya 
sean muebles o inmuebles, o bienes de otra naturaleza, 

i sobre los cuales se extenderá el derecho de multipro-
piedad, con los mismos caracteres espacio-temporales. 

Relacionada con este tema se planteó la posibilidad 
de que bienes muebles sustituyan el sustento principal 
de la multipropiedad (computadoras, yates, etcétera), 
pero estimamos que se trata de un tema especifico e in-
dependiente del que aquí nos ocupa. 

II. — Sujeto 

Al tratar de sujeto a la multipropiedad y en orden 
de la determinación del concepto de esta figura intere-
san sus derechos y obligaciones. 

H. 1. — Respecto de los derechos, pueden concentrár-
selos en el binomio goce y disposición. 

a) Los derechos de goce: en esta figura avanzan más 
allá de simples facultades inherentes o anexas a la si-
tuación del titular del derecho, desde que lo integran, 
constituyéndose en elemento caracterizante. 

El contenido y las modalidades del ejercicio del dis-
frute del bien por el multipropietario, evidencian una 
posición peculiar del sujeto respecto del objeto. Una 
de tales peculiaridades, tal vez la más particular de 
este instituto, es que el disfrute directo del bien queda 
limitado a módulos temporales, con recurrencia perió-
dica, establecida en los elementos que constituyen el 
respectivo título. 

Esta modalidad de disfrute, la actividad de goce ju-
rídicamente calificada como medio de relación de interés 
entre los multipropietarios y de éstos con el bien, ha de 
ser tutelada en su desenvolvimiento y protegida de 
eventuales interferencias ilegítimas. 

Debe admitirse la posibilidad del goce indirecto, den-
tro de un esquema negocial que, sin modificar la condi-
ción jurídica del bien, posibilite la utilización por ter-
ceros, a titulo de derecho personal, ya sea gratuito (co-
modato), o bien oneroso (locación), entrando en este 
segundo caso, (goce indirecto oneroso), el "intercambio" 
que la práctica ha implementodo. 

I b) Los derechos de disposición, lo mismo que los de 
i goce, evidencian, en esta figura, en su contenido y mo-
| dalidad de ejercicio, ung posición peculiar del sujeto 
I respecto del bien. 



En general el acto de disposición, con el cual se ejer-
cita la correlativa facultad, puede incidir sobre la condi-
ción jurídica de la casa, y por lo tanto sobre la situa-
ción del titular, de dos maneras y con efectos diversos: 
mediante transferencia de la titularidad del derecho y a 
través de la constitución de otros derechos reales. 

En el caso de transferencia, el ejercicio de la facultad 
de disposición implica la modificación del elemento sub-
jetivo de la situación jurídica; en el segundo caso, la 
facultad de disposición, al ser ejercida, implica un lí-
mite al derecho de propiedad y su contenido, paralizán-
dolo o comprimiéndolo en diversa medida y con distin-
tas modalidades. 

Los dos casos, a través de una actividad negocia! del 
titular, representan posibles modificaciones de la situa-
ción jurídica y constituyen, según la doctrina tradicional, 
el aspecto esencial caracterizante de la situación de pro-
piedad. 

AI desprenderse diversos derivados del viejo tronco 
dominial, es precisamente la facultad de disposición la 
que, con mayor frecuencia e intensidad, sufre limitacio-
nes, ya sea por las características de la nueva figura, o 
bien por los aspectos sociales que implica o la defensa 
de derechos de terceros. 

En la investigación sobre la multipropiedad, ésta apa-
rece, en concreto, como una figura particular, cuyas pe-
culiaridades inciden sobre la facultad de disposición a 
través de Ja imposibilidad de configurar actos disposi-
tivos de constitución de determinados derechos reales, 
(servidumbres, por ejemplo), y la previsión de un 

vínculo de destino e indivisión; imposibilidad que se jus-
tifica por sí misma en una lógica perfectamente cohe-
rente con el estado jurídico del bien, ya que la necesa-
ria coexistencia sobre él y en un mismo plano, de múl-
tiples situaciones propietarias, imponen esos esquemas 
limitativos como respuesta obligada a! problema de 
convergencia de las facultades de distintos sujetos. 

II. 2. — Respecto de ¡os obligaciones, ateniéndonos a 
las situaciones de Ja práctica de esta figura y su relación 
con figuras similares, podemos agrumarlas, a efectos de 
GU estudio, en varios módulos. 

a) Diligencia en el goce de bien, que presenta un 
grado no diverso del requerido al titular de un de-
recho personal de goce lo que en términos positivos in-
dica la obligación de usar de la cosa manteniéndola en 
su condición originaria. Sin embargo, y en función del 
singular sistema o régimen, de goce sucesivo por su-
jetos múltiples, el deber de diligencia del multipropieta-
rio presenta facetas particulares en cuanto a la introduc-
ción de mejoras en el inmueble o en su equipamiento, 
que hacen de esta obligación un deber autónomo y di-
verso, de custodia y de restitución en término, que en 
caso grave de negligencia o incumplimiento, podrán con-
figurar la resolubilidad del derecho del multípropie-
tarío. 

b) La obligación de custodia, muy próxima pero di-
versa de la anterior, lo mismo que e i los casos de de-
rechos personales de uso, implica, en doctrina, una pre-
sunción de culpa en cuanto a la pérdida o deterioro 
del bien, salvo que el multipropietario demuestre que 
tales eventos se han producido por causa que no le es 
imputable, y que advertida fue inevitable. La obliga-

ción de custodia responsabiliza asimismo al multipro-
pietario por los actos del tercero al que, bajo cualquier 
título, haya admitido en el uso y goce de! bien, 

c) La obligación de no modificar el destino del bien 
deriva de la circunstancia de que ese destino constitu-
ye un carácter esencial del estatuto de multipropiedad 
que rige, o al que se encuentra incorporado o afectado 
el bien o núcleo de bienes. 

Los aspectos anteriores, y asimismo éste, pueden re-
ferirse a la figura del condominio no obstante presen-
tar en la multipropiedad rasgos especiales; pero en este 
caso, lo mismo que en los dos siguientes la obligación 
se presenta con una mayor intensidad. 

Ello es razón de que en tanto que la diligencia en el 
goce y la custodia pueden quedar como obligaciones 
genéricas comunes a varias figuras, la presente y las 
que siguen, cuando se presentan en el condominio y en 
otras figuras constituyen obligaciones personales, en tan-
to que en la multipropiedad integran el derecho real 
mismo. 

El incumplimiento por parte del irmll¡propietario po-
drá provocar una crisis de su derecho. La hipótesis de 
modificación del destino queda supeditada a la inicia-
tiva y decisión del consorcio de multipropietarios. 

d} La obligación de restitución al finalizar cada mó-
dulo temporal de goce, exteriormente considerada, no 
difiere de la correlativa obligación resultante de la fina-
lización del plazo de cualquier otro contrato. Sin em-
bargo, en la intimidad de esta especial figura surge una 
diferencia importante. No hay duda de que en el de-
recho del multipropietario está ausente ta facultad de 
retener el bien más allá de la finalización de su'perío-
do de goce, pero al hablar de restitución suponemos dos 
sujetos de una relación; y, surge aquí una duda, ¿res-
titución al consorcio o a su administración? O bien, ¿no 
precisamente restitución sino entrega o consignación a 
favor del multipropietario que sigue en el orden de los 
módulos temporales de goce? 

e) La obligación de aportar las sumas necesarias para 
el mantenimiento del bien y los servicios que integran 
el derecho del multipropietario, es correlativa de idén-
tico deber que constituye un aspecto constante y ca-
racterístico de cada forma de derechos de goce. 

La única particularidad a que debe hacerse referen-
cia es que, formando parte, los servicios del estatuto 
mismo que rige el bien que los prevé no sólo en sus 
características sino también en su calidad, no podrá el 
multipropietario formular observaciones basadas en la 
necesidad o falta de ella, en cuanto se encuadre en esos 
parámetros. 

III. — Concepto 

Los presupuestos caracterizantes de la figura, escueta-
mente esbozados en los párrafos precedentes, nos permi-
ten intentar la formulación de un concepto de la multi-
propiedad inmueble. 

La multipropiedad es un derecho real autónomo, so-
bre un bien inmueble y un conjunto de cosas y servicios 
accesorios que, sometidos a un estatuto especial, constitu-
yen el núcleo fundamental de un sistema de intereses in-
dividuales convergentes, perpetuo, indivisible, disponible 
intervivos o morlis causa, susceptible de constitución de 



otros derechos reales no incompatibles con su pluralidad 
subjetiva, cuyos titulares tienen el goce y disfrute exclu-
sivos de unidades habitación»les fijas (módulos espacia-
les) en períodos predeterminados (módulos temporales), 
ordenadamente recurrentes. 

IV. — Aplicación 

Superada, posiblemente con poca felicidad, nuestra ten-
tativa de formular un concepto del instituto en análisis, 
es oportuno retomar el esquema de los aspectos de apli-
cación que nos llevarán a una conclusión, si no la más 
científica, al menos adecuada para la práctica de esta 
figura, dentro de la seguridad del tráfico jurídico y cer-
teza de los derechos y ubligaciones de los contratantes. 

Así habíamos mencionado los aspectos que hacen a la 
incorporación al régimen o constitución del derecho; re-
glamento de multipropiedad, adquisición, disponibilidad 
y posesión, aspectos regístrales, perpetuidad del derecho, 
extinción tie la afectación o cese de la incorporación y la 
adhesión a sistemas de intercambio. 

IV. 1. — incorporación al régimen o constitución 
del derecho 

Implementado el sistema jurídico que lo haga viable, 
una declaración de voluntad del o los titulares de domi-
nio do un bien inmueble, ha de incorporarlo específica-
mente al régimen. Instrumentada con los recaudos lega-
les esa declaración de voluntad, habrá surgido en el mun-
do jurídico (se habrá constituido) el derecho de mul-
tipropiedad sobre ese bien, que juntamente con los 
bienes y servicias accesorios, forman un núcleo indivisi-
ble y fundamental de un sistema de intereses individua-
les convergentes, regido por un estatuto constituido por 
las prescripciones legales, la declaración de voluntad de 
incorporación y el reglamento de multipropiedad. 

IV.2, — Reglamento de multipropiedad 

Integrando el mismo instrumento de incorporación al 
régimen o bien por instrumento separado, que podría 
seT simultánea o posterior, se establecerá el reglamento 
de multipropiedad, que, a diferencia de la incorporación 
o constitución que será genérica, especificará las condi-
ciones de goce y disfrute de los módulos espaciales, 
que describirá; los módulos temporales de goce; las 
proporciones de los módulos espaciales respecto del 
complejo y de los módulos temporales respecto de los 
anteriores; los bienes y servicios accesorios; las partes y 
cosas comunes; la administración y representación, el I 
órgano de control; las asambleas; la participación en sis- ' 
temas de intercambio; y demás aspectos que la ley o | 
su reglamentación dejen librado para su regulación en 
cada caso particular. 

1V.3. — Adquisición, disponibilidad tj posesión 

a) La adquisición de un derecho de multipropiedad, 
encuadrado como derecho real autónomo sobre cosa pro-
pia, queda comprendida en los términos del inciso 1' 
artículo 1.184 del Código Civil. 

Dando por superado aspectos como el concepto de , 
derecho real, su diferencia con los derechos personales ] 

o creditorios su uhicación entre los derechos patrimo-
niales y otros, destacaremos una faceta que se relaciona 
con el tema: la vinculación de derechos reales y per-
sonales. Es evidente la progresiva y mutua penetración 
entre normas e instil liciones del ámbito <le los derechos 
reales y personales, pero en ningún otro caso como en 
la multipropiedad, filcanza el grado de integración que 
observamos en ella. En efecto, quien adquiere en mul-
tipropiedad pasa a ser sujeto de ese núcleo fundamental 
in'egrado por el inmueble y las cosas y servicios acce-
sorios en relación a los cuales podria verse, muy fácil-
mente, una trama de detechos personales, idea que ya 
hemos rechazado en páginas precedentes porque ello 
implicaría desnaturalizar a la multipropiedad. El acto 
de adquisición de multipropiedad implica un derecho 
real sobre ese todo indivisible que hemos llamado nú-
cleo fundamental. 

b) Disponibilidad. La noturaleza compleja del objeto 
del derecho de multipropiedad, nos obliga a hacer una 

] distinción. 
| Estando ese objeto complejo a un estatuto, del que 
, resultan los derechos y obligaciones de los titulares 
1 (sujeto) de las situaciones individuales convergentes, 

integrando el estatuto tales situaciones, debemos te-
j tier presente que pueden incidir sobir él, transformacio-
i nes meramente modificativas o bien otras profundamente 
I innovativas; las primeras pueden implicar modificaciones 
¡ de titularidad o gravámenes que afecten sólo los dere-
I chos del multipropietario que actúe; en las segundas, 
I las innovaciones radicales o en profundidad, se afectaría 

el núcleo fundamental, y en consecuencia, su exclusión 
por la propia naturaleza del derecho de multipropiedad, 
está justificada por su incompatibilidad con la especial 
circunstancia de pluralidad subjetiva y -='oce individual 
de repetición o recurrencia periódica. 

Quedan así eliminadas, entre otros derechos reales, 
I las servidumbres. 

Así planteada la disponibilidad del derecho de mul-
tipropiedad, es indudable que la transmisibilidad queda 
configurada como mera modificación subjetiva, entre los 
actos librados a la exclusiva voluntad individual de cada 
sujeto; pudiendo el derecho transmitirse libremente sin 
tener que respetar ninguna obligación condicionante pro-
veniente del estatuto en su aspecto legal o contractual, 
o bien en concepto de cláusulas de prioridad, preferen-
cia o grado. 

c) La posesión en la multipropiedad presenta, en 
cuanto a su configuración como elemento de la adqui-
sición, especiales dificultades, originadas en las carac-
terísticas de esta figura. 

Sin embargo, no ha de escapar al criterio de quien 
lee estas líneas, que prescindir de ella o soslayarla 
significaría un quebrantamiento del esquema dominiai 
de nuestro derecho positivo. Debe, pues, mantenerse a 
la posesión en multipropiedad, como integrativa de la 
adquisición del derecho, y para ello podrían aceptarse 
las teorías de la posesión simbólica de la traditio char-
tae (tradición por entrega del documento), a que arri-
ban los derechos Romano v Germánico a través de la-
borioso proceso; la tradición registral; la tradición 
solo consensu, del derecho francés o bien la tradi-



ción instrumental, adoptada por el artículo 1.402 del 
Código Civil español. 

Preferimos esta última para la multipropiedad por 
cuanto, como producto de una larga evolución, repre-
senta la forma que ofrece mayores beneficios dentro del 
esquema más simple. Por una parte no afecta al siste-
ma de nuestro código, pues su adopción sólo significa-
ría una forma más de Iradición, y, por otra parte, per-
mite que el Registro Inmobiliario recepte un derecho 
perfectamente configurado, en base a la expresión de 
voluntad de las partes bajo la fe del notario. 

IV.4. — Aspectos regístrales 

El estatuto del bien incorporado al régimen de multi-
propiedad y sus elementos ¡ritegrativos, quedan com-
prendidos, en cuanto a su publicidad, oponibilidad a 
terceros y demás efectos legales, al artículo 2.505 del 
Código Civil y las previsiones del inciso a) del artículo 
2o de la ley 17.801, y su inscripción al incorporarlos al 
sistema de publicidad registral los dota de cognoscibi-
lidad. En tales condiciones, integrando el estatuto, 
quedan comprendidos la declaración de voluntad de 
incorporación formulada por el titular originario del 
dominio, el reglamento de multipropiedad, los sucesivos 
actos dispositivos las posibles modificaciones del regla-
mento o la extinción de la multipropiedad o cesación de 
la incorporación. 

De allí resulta la necesidad de que tales actos se ins-
trumenten por escritura pública (artículo 1.184 del Có-
digo Civil) para quedar comprendidos en la categoría 
da documentos inscribibles del artículo 3? de la ley 
17.801, inciso a), y determinados el plazo y el rogante, 
para instar el proceso registral (artículos 5', 6? y con-
cordantes de la ley 17,801). 

Se implementa así la aplicación del principio regis-
tral de inscripción, según las características de nuestro 
ordenamiento; del principio de publicidad, en su as-
pecto formal que hace a la cognoscibilidad y a los me-
dios a disposición de terceros para acceder a la informa-
ción registral, y, asimismo, la publicidad en sentido 
material que reviste a la situación registral con la fe 
pública, en beneficio del tercero de buena fe, que ad-
quiere a título oneroso de un titular inscrito. 

Ante la importancia de los aspectos apenas esbozados 
en los párrafos precedentes, queda en evidencia que la 
publicidad registral, dirigida a tutelar intereses jurídicos, 
no puede quedar fuera del ordenamiento legal de la 
multipropiedad, ya que interesa al Estado y a la so-
ciedad, crear el medio -adecuado para que todos pue-
dan conocer la situación del bien y las relaciones jurí-
dicas que sobre él convergen, en orden a la seguridad 
del tráfico o sea la seguridad jurídica, que configura el 
interés público de la publicidad. 

La diferenciación entre finca catastral y finca regis-
tral, ha permitido afirmar que "es finca todo lo que 
abre folio en el registro" y asimismo admitir que «lia 
finca puede ser registralmente dividida, sin alteración 
física alguna, originando más de una matrícula, o bien 
pluralidad de submatrículas derivadas de una matrícula 
madre. 

En este orden de cosas debemos recordar que la nía-
triculación registral de las fincas no recepta sólo el 

nacimiento de titularidades reales, sus vicisitudes y ex-
tinción, sino también los caracteres configurad vos de ta-
les titularidades, la descripción de la situación jurídica 
de cada inmueble matriculado, sus transformaciones mo-
dificativas o innovativas, los elementos objetivos o sub-
jetivos que se integran o vinculan en el estatuto que 
rige la finca, y el núcleo que con ella integran cosas 
y derechos accesorios o complementarios. 

Por todo ello la publicidad registral de la multipro-
piedad, con la consideración de cada módulo temporal 
de goce ionio objeto de un folio de la submatrícula 
destinada a cada módulo espacial, ha de ser una de los 
materias contempladas en la legislación que regula esta 
figura con carácter de indispensable para oponibilidad 
a terceros y protección del adquirente. 

IV " — Perpetuidad 

No habiendo duda respecto de la naturaleza jurídica 
de la multipropiedad, la perpetuidad del derecho es un 
dato presente e inamovible en el conjunto de los ca-
racteres que la conforman. Por ello no trataremos aquí 
de apuntalarlo o justificarlo, sino reconocerlo y esta-
blecer una aclaración o distinción. 

Pueden distinguirse dos aspectos; la perpetuidad del 
derecho (mencionada en el párrafo precedente), y la 
perpetuidad de la indivisión. 

En cuantu al primer aspecto, admitir la no perpetui-
dad del derecho implicaría aceptar —al menos para 
este instituto— una forma de propiedad temporal, abrien-
do las puerfas de nuestro ordenamiento a una modalidad 
que nos es extraña y que llevaría a la multipropiedad 
a un esquema similar a la denominada mullilocación, 
practicada en Suiza. 

Tal situación, ajena a la expectativa de quien com-
pra, no es requerida por los caracteres de la multipro-
piedad, ya que la sucesión de los multipropietarios en 
el goce del bien, en módulos temporales predetermi-
nados y cíclicamente recurrentes no implica ni se re-
laciona con un plazo, transcurrido el cual el derecho 

• respectivo retomaría al promotor u operador originario 
del sistema, situación que, a poco que se le analice, re-

1 sultará inaceptable en el esquema jurídico adoptado. 
El otro aspecto, el de la perpetuidad de la indivisión, 

deriva lógica e inmediatamente del anterior, ya que 
admitir como posible una acción de división de la mul-
tipropiedad como derecho de cualquiera de los multi-
propietarios una vez transcurrido un lapso determinado, 
significaría una frustración de los derechos de los de-
más, crearía una situación extraña a la naturaleza del 
instituto, que no es un mero condominio, sino una fi-
gura autónoma, que surge de una sistematización, que 

i constituye el estatuto que regula la pluralidad de inte-
| reses individuales que convergen sobre el núcleo inte-

grado por el inmueble y sus cosas y servicios accesorios, 
¡ en orden a su disfrute r.o contemporáneo con otro titular. 

IV, 6. — Extinción de la afectación 
o cese de la incorporación 

Perpetuidad no significa eternidad. Este último tér-
mino no es aplicable en derecho; en cambio la perpe-



tuidad es un carácter que tiene vigencia en el mundo | 
jurídico, significando una idea de permanencia, de du-
ración en el tiempo, en tanto no se produzcan deter-
minadas situaciones, en general dependientes de Ja 
voluntad unánime de los sujetos interesados. 

Este seria el caso de la multipropiedad. Siendo su 
objeto un núcleo en que se entrecruzan múltiples inte-
reses individuales, sólo la voluntad unánime de los su-
jetos de esas intereses, podrá variar la situación de eso 
núcleo haciendo cesar la incorporación al régimen. 

Deben distinguirse tres casos especiales. Uno es el de 
desistimiento del titular originario que no hubiese efec-
tuado ventas. Otro es la reducción a uno de los inte-
grantes del multiconsorcio; este sujeto único podrá re-
construir el multiconsorcio a través de nuevas ventas o 
bien hacer cesar la incorporación por su sola voluntad. 
Por úllin:o puede ocunir que el bien devenga en no 
utilizable para el destino previsto, por ejemplo por des-
trucción total o parcial, vetustez u otras causas, en tales 
circunstancias podría llegar a admitirse la desafectación 
o cesación de incorporación al régimen por una mayo-
ría especialmente determinada en la ley; con la salvedad 
que si no se resolviese tal medida, sino la reconstruc-
ción, la minoría no podría ser obligada a soportar los 
gastos, debiendo la mayoría adquirir los derechos de 
los sujetos individuales en minoría. No habiendo acuerdo 
sobre el precio, podría rccurrirse a la determinación pe-
ricial por via judicial o de arbitraje, o bien a la valua-
ción fiscal. Cruentos más ajustado a la realidad uro de 
los primeros procedimientos, ya que la valuación fiscal, 
determinada con otros fines, muy raramente puede ser 
el parámetro adecuado para una transacción. 

IV. 7. — Adhesión a sistemas de intercambio 

La observación de la aplicación práctica de la multi-
propiedad inmobiliaria, nos permite comprobar que su 
mayor aplicación se produce en materia de unidades 
babitacionales con fines vacacionales. En este ámbito 
existen diferentes posibilidades de utilización en función 
de la época del año y la ubicación geográfica. Estas di-
ferencias estacionales y de funcionalidad hacen que las 
épocas del año se califiquen como alta, media, o baja 
estación. 

Una característica generalizada en cuanto a vacacio-
nes, es la expectativa de los individuos de visitar nue-
vos y diversos lugares, con distintas posibilidades de 
atractivos turísticos y deportivos. 

Combinando estos elementos la práctica ha implemen-
tado organizaciones que tienen por objeto posibilitar a 
los sujetos titulares de multipropiedad, ofrecer el uso y 
goce que les corresponden, a cambio del uso y goce de 
similares unidades y servicios en otra ubicación geográ-
fica. 

Esta operatoria, a primera vista muy simple, ha dado 
lugar a la aparición de complejos sistemas de intercam-
bio, a nivel internacional en ámbitos regionales y mun-
diales, manejados por métodos computarizados. Estos 
sistemas se financian a través de un canon global que 
cobran anualmente a los consorcios de multipropiedad 
adheridos, y un canon particularizado que perciben de 
los sujetos individuales de tales consorcios por el uso 
de sus servicios. 

El sistema de instrumento sólo acepta la adhesión 
de determinadas categorías de complejos edilicios va-
cacionales, teniendo en cuenta sus características, ubi-
cación, bienes y servicios accesorios, y sólo opera inter-
cambio de unidades similares y por períodos de uso 
y goce compatibles en cuanto a ubicación estacional 
del módulo temporal. 

Esta metodología ha asumido tal importancia, que 
la adhesión a un determinado sistema de intercambio, 
incide en proporción importante en el valor de comer-
cialización de un determinado complejo edilicio en 
multipropiedad. 

Ante este panorama, muy brevemente esbozado, át 
los importantes intereses que maneja el sistema de in-
tercambio de multipropiedad, ha de pensarse en la con-
veniencia de determinar una. mínima regulación jurídi-
ca que proteja los intereses individuales y la seguridad 
del tráfico jurídico, agregándole confiabiJidad y sin 
trabar el saludable desarrollo comercial. 

Por último queremos destacar expresamente la inva-
lorable colaboración que ha aportado para este proyec-
to el profesor escribano Angel Frontini, un estudioso 
de este tema, quien a través de la cátedra y congresos 
ha posibilitado la valorización de esta nueva modalidad 
jurídica que es la multipropiedad. 

Luis F. Bianciotto. — Antonio C, CaraUaro. 

—A las comisiones de Legislación General 
y de Vivienda. 

VIII 

Proyectos de resolución 

1 
La Cámara de Di lutados de la Nación 

R E S U E L V E : 

Prorrógase hasta el 30 de junio de 1988 el plazo fijado 
para el cumplimiento de su cometido a la Comisión Es-
pecial Redactora del Código del Trabajo y de la Seguri-
dad Social, creada por resolución de la Honorable Cá-
mara del 28 de septiembre de 1984. 

Ricardo ¡, Cornaglia. — Rodolfo M. Páren-
te. — Joaquín V. González. — Nemecio 
C. Espinoza. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
La Comisión Especial Redactora del Código del Trabajo 

y de la Seguridad Social, a partir de la fecha de su cons-
titución definitiva, el 31 de noviembre de 1986, ha ve-
nido realizando una intensa labor, en orden a la com-
pleja tarea institucional que le compete. 

Según es de conocimiento de los señores diputados ha 
realizado una amplia encuesta pública, tiene en prensa 
una publicación —de obvio valor doctrinario y político— 
referente a los antecedentes legislativos nacionales de la 
codificación de la disciplina y se encuentra preparando 
un segundo volumen relacionado con los de los códigos 
exclusivamente dedicados a la seguridad social. 
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En orden a sus funciones específicas tiene casi conclui-
dos los estudios del primer libro del futuro código, re-
ferente a las relaciones individuales del trabajo. 

La magnitud de la empresa, sin embargo, obliga a 
solicitar a la Honorable Cámara una prórroga que debe 
ser, por lo menos, de un año para que no se resienta la 
profundidad de la tarea emprendida. 

Descontamos el apoyo de nuestros colegas a la adjunta 
iniciativa. 

Ricardo J. Cornaglia. — Rudolfo M. Párente. 
— Joaquín V. González. — Nemecio C. 
Espinoza. 

—A la Comisión de Legislación del Tra-
bajo. 

2 

La Cámara de Diputados de la Nación 
R E S U E L V E : 

Hacer llegar al Episcopado Argentino la adhesión de 
esta Honorable Cámara al festejo del Año Mariano In-
ternacional, en consideración a que la religión Católica 
Apostólica Romana es la oficial del Estado siendo ade-
más la profesada por !a gran mayoría de los argentinos 
sin menoscabo de niuguna otra, por lo que sería adhe-
rir al sentimiento de nuestro pueblo. 

Alberto C. Bonino. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Desde los albores de la patria, la influencia de la 

religión Católica Apostólica Romana lia sido sin du-
da uno de los factores que han signado nuestra historia, 
siendo además de la religión oficial, la profesada por la 
inmensa mayoría de los argentinos, situación ésta que 
quedó ampliamente demostrada en las dos oportunida-
des en que el Santo Padre visitó nuestro país. 

Este año, la Igle.siu Católica festeja el sexto Año Ma-
riano Internacional, y siendo este hecho trascendental, 
es lógico que nuestro pais demuestre su adhesión, y para 
ello nada ine^or que realizarlo por medio de una de-
claración de este honorable cuerpo, como representante 
del pueblo. 

Entendiendo que el presente proyecto ha de expre-
sar el sentimiento de todos los integrantes de la Hono-
rable Cámara, sólo me resta solicitar la correspondiente 
aprobación. 

Alberto C. Bonino. 

—A la Comisión de Relaciones Exteriores 
y Culto. 

I X 

Proyectos de declaración 

1 
La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

Que vería con agrado se instituyera por el Poder 
Ejecutivo nacional, por la vía correspondiente, un sis-

tema público de contralor y comprobación de medi-
das y calidades de productos, mercaderías y servicios 
que son del consumo normal de la población, estable-
ciendo centros de comprobación en todo el país, en 
cantidad suficiente y con capacidad para realizar un 
eficaz examen de dichos productos o mercaderías 
cuando son presentados por las personas del público 
por ser dudosa su autenticidad, calidad o contenido. 

Ricardo A. Alagia. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
El respeto a las condiciones y calidad de vida de la 

población constituye una misión continuada de los po-
deres públicos por motivaciones diversas. 

Así que cada individuo, cada familia, reciba por sus 
gastos el justo equivalente en los productos dei consu-
mo normal, es un postulado no siempre realizado, cuya 
frustración irroga perjuicios económicos; alienta la in-
flación Iarvada; trae riesgos a la salud del cuerpo so-
cial; destruye el ideal de la competitividad empresarial 
perjudicando a aquellos que trabajan más honestamen-
te, y, en fin, cuando las mercaderías o productos son 
suministrados al consumo en cantidades menores a las 
debidas o en deficiente nivel de calidad, se sustrae, de 
manera lindante con lo delictual, una porción de bienes 
a cantidad de personas, afectándose la conciencia moral 
colectiva, por añadidura. 

Puede asegurarse que un sistema mínimo de contra-
lor sobre pesos, medidas de volumen, composición cua-
litativa y cuantitativa, etcétera, de casas que están en 
el comercio para el consumo de la población, permitiría 
mejorar sensiblemente el Quantum de abastecimiento de 
muchas familias, en especial de ingresos reducidos, cu-
jas compras se hacen por pequeñas cantidades y, don-
de, por ende, la reiteración de las quitas masificadas 
significan una pérdida considerable mensualmente. 

Por lo demás, que cada uno pueda comprobar en 
establecimiento oficial el carácter genuino y completo 
de aquello que compra, vendría a representar una in-
negable efectivización de uno de los derechos funda-
mentales del individuo, demasiado olvidado por la doc-
trina y las crónicas pero no por ello menos válido, cual 
es el derecho a saber la verdad. Donde ello fuere posi-
ble, las instituciones universitarias podrían concurrir con 
su equipamiento y medios humanos, medíame conve-
nios, a constituir apoyatura para la investigación de 
calidades y medidas desde medicamentos a cilindros de 
gas, desde bebidas a servicios. 

Este sistema de comprobación, dotado de inmediatez, 
contabilidad, registro y calidad de testimonio fehacien-
te se supone habría de producir un saneamiento, una 
mayor transparencia en las operaciones del circuito 
económico interno, donde llegarían a prosperar los más 
capaces y honrados, desplazando a aquellos más auda-
ces e inescrupulosos, en el favor del público. 

Por consecuencia, una medida que alentando les pro-
cedimientos industriales y comerciales más correctos y 
eficientes permita elevar niveles de competitividad, ha-

] bría de repercutir, sin sombra de duda, en la optimiza-
; ción de las condiciones del país entero en la lucha por 

nuevos mercados, frente al resto del mundo. 



El sistema vendría a proporcionar, en multitud de 
casos, la probanza de abusos y, asimismo los elementos i 
oficiales suficientes para acreditar una protesta, un re- I 
clamo, una denuncia fundados, exponiéndose ante la 
opinión pública a los infractores, corrigiéndose por esta 
vía las prácticas comerciales deshonestas, el enriqueci-
miento ilícito a expensas de la población y el descré-
dito, inherente al régimen de comercialización interior. 

Por todo lo cual parece razonable que la Honorable 
Cámara apruebe el adjunto proyecto de declaración. 

Ricardo A. Al aguí. 

—A la Comisión de Comercio. 

2 

La Cámata de Diputados de la Nación 

DECT.ARA; 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo nacio-
nal, por intermedio de! organismo que corresponda, 
envíe a esta Honorable Cámara, un informe completo 
sobre la actual situación económico-financiera de la em-
presa Aerolíneas Argentinas, sobre la que aparentemente 
existirían discrepancias entre el presidente de dicha em-
presa, señor Horacio Domingorena, y el titular del hol-
ding de empresas públicas, señor Enrique Olivera. Dada 
la importancia eje ambos funcionarios, sus discrepancias 
sobre el estacfo de la empresa Aerolíneas Argentinas ne-
cesita de la debida aclaración, toda vez que es parte del 
patrimonio del Estado, y esta Honorable Cámara como 
representante del pueblo necesita tener el debido cono-
cimiento. 

Alberto C. Bonino. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Cuando nos ocupamos de empresas públicas en nues-

tra labor como representantes del pueble nos lleva a 
extremar nuestro celo, máxime cuando nos hallamos que 
entre dos funcionarios directamente relacionados con 
las mismas se producen aparentes contradicciones res-
pecto del estado financiero de alguna de ellas. En este 
caso, nos ocupamos de la situación de la empresa Aero-
líneas Argentinas, y observamos a través de informacio-
nes periodísticas que existirían versiones encontradas en-
tre el presidente de la empresa el señor Horacio Do-
mingorena y el titular del holding de empresas públi-
cas. 

Entendiendo que las simples versiones periodísticas, 
por muy serias que sean, nn son suficiente información, 
se hace indispensable contar con un informe oficial res-
pecto tanto de la situación actual de Aerolíneas Argenti-
nas cómo del porqué de las discrepancias, si son cier-
tas, entre ambos funcionarios, dado que la importancia 
que revisten sus cargos hace que sus declaraciones en-
contradas nos preocupen por la empresa propiedad del 
Estado. 

Alberto C. Bonino. 

—A la Comisión de Transportes. 

La Cámara de Diputados de ¡a Nación 

DECLARA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo nacio-
nal, a través de los organismos competentes, impulse 
la ampliación de la Red Argentina de Transmisión de 
Datos por Conmutación de Paquetes (Red ARPAC) 
a todas las capitales de provincia, mediante la cons-
trucción de conmutadores remotos en las mismas. 

Ignacio ). Avalo*. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente; 
La red argentina instalada para la transmisión o 

transporte de datos por conmutación de paquetes, ge-
neralmente conocido como red ARPAC, permite comu-
nicar equipos de procesamiento de datos y terminales 
entre sí para enviar o recibir información o datos. De 
esta forma se interconectaii: procesadores de datos O 
computadores, bancos de datos, impresoras, terminales 
de teclado papel, videoterminales, etcétera, ubicados 
en distintos lugares, posibilitando la red ARPAC que 
la interconexión sea posible a través de la infraestruc-
tura que posee ENTEL. 

Estos sistemas de ordenar información, remitir o 
recibir las mismas, tienen innumerables usuarios, como 
las empresas manufactureras de todo tipo, constructoras, 
de transporte de pasajeros, de noticias, bancos, de 
servicios, etcétera; organismos oficiales, universidades, 
etcétera. 

La ampliación de la Red ARPAC a todas las capi-
tales de provincias coastituye una aspiración que se 
suma a todas aquellas que tienden a la materialización 
de la difundida y ampliamente aceptada concepción 
republicana y federalista de la Argentina moderna, 
sustentada por la gran mayoría de los argentinos. Esta, 
a la vez que se encuadra eu el marco político trazado 
por el Poder Ejecutivo nacional en lo que respecta a 
innovación tecnológica, se suma a la tendencia moder-
nizadora reclamada por amplios sectores de nuestra 
sociedad. 

La expansión de la Red ARPAC contribuirá al nece-
sario apoyo logístico para toda industria, comercio o 
empresa de servicios con asentamiento distribuido en 
el territorio nacional, compensando así. en lo que res-
pecta a las comunicaciones, y en particular a la tele-

I informática, el actual desequilibrio de ofertas de este 
servicio que existe entre las provincias y la Nación. 
Dejarán así de existir zonas marginadas en este sen-
tido, lo que contribuirá a revertir el proceso migratorio-
ccntralista que el país ha sufrido durante su expansión 
económica en las últimas décadas. 

Por otra parte, la existencia de un servicio de al-
cance nacional, en el cual luda capital de provincia 
tenga un fácil, rápido y económico acceso a la red, 
acelerará el proceso de desburocratización del área 
administrativa, permitiendo elevar con mayor facilidad 
los índices de eficiencia de los poderes provinciales y 
su interacción con el poder central; una vez que cada 



repartición disponga, al efecto del hardware y personal 
capacitado necesarios. 

Otra importantísima área que se verá beneficiada 
ampliamente es nada menos que aquella uual es la 
potencial generadora de nueva información: las uni-
versidades y centros de información. La interconexión 
informática de tales centros de investigación es un lac-
tor que promueve y facilita la propia tarea investiga-
tiva, y que tiene la suficiente importancia para la 
futura sociedad argentina, dada su capacidad generativa 
de nuevos conocimientos como para no dejar de con-
siderar esta aplicación frente a otras que aparecen, 
para la Argentina toda, posiblemente como más pro-
hibitivas y beneficiosas en el corlo plazo. 

Por lo expuesto, solicito a esta Honorable Cámara la 
aprobación de este proyecto. 

Ignacio }. Avalo-,. 

—A la Comisión de Comunicaciones. 

4 

La Cámara de Diputados de la Nación 

DECLARA: 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo nacio-
nal, a través de Agua y Energía Eléctrica Sociedad del 
Estado proceda a conectar la red local de la ciudad de 
Santa María ,i la Ted interconectada nacional. 

Ignacio }. Avalas. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
Santa María es iino de los 16 departamentos que 

componen la provincia de Catamarca, con una energía, 
en la actualidad generada por un obsoleto sistema ter-
moeléctrico que no llega a satisfacer las necesidades ele 
la zona, ¡ 

Se abastece con ella, no solamente el consumo domi-
ciliario, sino también el de pequeñas industrias, bode-
gas, establecimientos agrícolas, etcétera, pero resulta ne-
cesario que sistemas modernos e incluso más económi-
cos se inserten también en ciudades como Santa María, 
que lucha como tantas ciudades pequeñas del país, por 
alcanzar su desarrollo y transformación. 

Santa María tiene una superficie de 5.740 km2 y una 
población aproximada a los 15.000 habitantes, con hos-
pitales y clínicas que necesitan energía eléctrica segura 
y eficiente, colegio-; nacionales, aeródromo de servicios 
provinciales, una recientemente inaugurada cooperativa 
de teléfonos y, en fin, una estructura urbana que fun-
damenta la necesidad de esta modernización energética. 

También se suma el campo a estas necesidades pues-
to que con buena energía se lograría la extracción de 
agua suficiente para el riego que necesitan las especies 
de la zona, fundamentalmente los viñedos, así como du-
raznos, anís, comino, pimentón, etcétera, especies éstas 
que no se dan en la medida de lo deseado, ya que la 
zona es de características desérticas y áridas. 

Resulta también evidente que el suministro de la ener-
gía eléctrica solicitada, traería como consecuencia la po-
sible radicación de alguna industria que en la actualidad 

no resulta posible debido precisamente, a esta gran ca-
rencia, tales como las procesadores de frutas, molinos 
de especies y otras que también harán un valioso aporte 
al desarrollo de esta zona. 

Es por estos fundamentos, señor presidente que soli-
cito a !a Oi nara la consideración y apiobación de este 
proyecto. 

Ignacio J. Avalas. 

—A la Comisión de Comunicaciones. 

5 

La Cámara de Diputados de h Nación 

D E C L A R A : ' 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a tra-
vés de la Secretaría de Comunicaciones, formalice ui 
inmediato y urgente pedido de prórroga al plazo acor-
dado a la República Argentina, de reserva y adjudica-
ción de los dos puntos orbitales ubicados en los 80 > 
85° de longitud Oeste, por la UIT (Unión Internacional 
de Telecomunicaciones) con sede en Ginebra. 

Luís A. Martínez. 

FUNDAMENTOS 

Señor presidente: 
En nuestros días para nadie constituye uti secreto el 

salto tecnológico y científico que está produciendo la 
humanidad. Nosotros, los argentinos, a pesar de nues-
tras marchas y contramarchas, deberemos, necesariamen-
te caba'gar al ritmo de este avance científico, de lo 
contrario, nos estaremos preparando para ingresar al 
tercer milenio munidos de una pala y un pico. 

En este avance científico producido en los últimos 
años, las telecomunicaciones y la información ocupan 
un lugar primordial. En este aspecto los satélites que 
orbitan al planeta le permiten al país propietario, el 
manejo estratégico de la información y comunicación. 

Al respecto, podemos mencionar que los Estados Uni-
dos de América posee el manejo de 50 satélites, Canadá 
de 7, mientras que en el Tercer Mundo se ubican India 
e Indonesia con un satélite orbital cada uno, sin em-
bargo, en América latina sólo dos países aprovechan la 
utilización integral de un satélite, los cuales son el Bra-
sil y México. 

El aprovechamiento científico del satélite puede ser 
aplicado a innumerables cantidades de áreas y disci-
plinas. Como ya adelantamos uno de los más destaca-
bles es el de la comunicación, pues redundaría en un 
sustancial ahorro de divisas, eliminando el actual costo 
de distancia derivados del sistema de microondas admi-
nistrados por ENTEL, educación, telemedicina, banco 
do datos, telefacsímil, telediagnósticos a distancia, pro-
nósticos meteorológicos, prospección subterránea, rastreo 
marítimo y submarino, son algunas de las valiosas uti-
lidades que puede proveernos la utilización racional del 
satélite. 

' Proyecto presentado con posterioridad a la hora 20 del 
din 3 de junio de 1987 y cuya entrada en la presente sesión 
autorizó la Honorable Cámara. 
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Además en cualquiera de estas disciplinas tendremos 
la posibilidad de darles un carácter de utilización in-
ternacional, teniendo en cuenta que el haz de cober-
tura satelital abarca todo el Cono Sur de América. 

En la actualidad nuestro pais, alquila los servicios 
satelitales del satélite Intersalt, cuyo propietario es un 
consorcio internacional integrado por 108 países, en el 
que Estados Unidos es poseedor de más del 50 % de 
las acciones, el consorcio le alquila a nuestro país un 
transponder y medio (transponder es igual a una uni-
dad de transmisión). Este transponder es utilizado ple-
namente por la televisora porteña ATC, el medio res-
tante lo utilizan las líneas telefónicas argentinas. Por 
el alquiler de este transponder y medio nuestro país está 
pagando en la actualidad, la cifra aproximada de dos 
millones y medio de dólares anuales. Oportuno es men-
cionar que un satélite dispone de 24 transponder, con 
lo cual la construcción y utilización de nuestro propio 
satélite nos brindaría la excelente posibilidad de alqui-
lur nuestro remanente a los restantes países del Conu 
Sur. 

Hacia 1974. la Comisión Nacional de Investigaciones 
Espaciales, dependiente de la Fuerza Aérea Argentina, 
encaró el estudio de factibilidad, construcción y even-
tual lanzamiento de nuestro propio satélite. Desde en-
tonces y como en tantos otros temas nuestro país viene 
postergando su adelanto científico y tecnológico. 

Lo lamentable del caso, es que nuestro país dispone 
como fecha tope hnsta el 10 de junio para acceder a la 
reserva de estos dos puntos orbitales, que de no apro-
veclrarlos perderíamos tales derechos en favor de la 
República de Chile. Algo similar a lo que no puede ocu-
rrir a partir de la semana próxima, ya nos ocurrió hace 
algunos años, cuando, por no ejercer nuestro pedido de 
reserva a tiempo fueron concedidos al Brasil, con lo 
cual uuestro crónico retraso respecto de nuestros vecinos 
viene acentuándose en forma notable. 

Señor presidente, todos los argentinos y especialmente 
nosotros los legisladores, conocemos las vicisitudes eco-
nómicas por las cuales atraviesa nuestro país. Sin em-

bargo, nuestras clases dirigentes no deben perder de 
vista el futuro tecnológico y científico mediato del cual 
debe dotarse a nuestro país. . 

Que el jaqueo de nuestras crónicas necesidades inme-
diatas y de nuestros perentorios problemas cotidianos, 
no nos impidan observar, estudiar y planificar nuestro 
ingreso al tercer milenio. 

Este tema se inscribe dentro del contexto de la de-
fensa y soberanía nacional por lo que no dudamos de 
la aprobación de este honorable cuerpo. 

Luis A. Martínez. 

—A la Comisión de Comunicaciones. 

X 

Licencias 

SOLICITAN LICENCIA PARA FALTAB A SESIONES DE LA 

HONORABLE CÁMARA LOS SEÑORES DIPUTADOS: 

Purità: para el día 3 de junio de 1987, por razones 
partidarias (525-D.-87). 

—Medina: para el día 3 de junio de 1987, por razones 
partidarias (526-D.-87), 

| —Díaz: para los días 3 y 4 de junio de 1987, pot 
razones particulares (527-D.-87). 

—Ginzo: desde el día 10 de junio de 1987 hasta el 
día 30 del mismo mes v año por razones oficiales (531-
D.-87). 

—De Nichilo: para los días 3, 4 y 5 de junio de 
1987, por razones particulares (533-D.-87). 

—Auyero: para los días 3 y 4 de junio de 1987, por 
! razones de salud (534-D.-87). 

—Solari Ballesteros: para los días 3, 4 y 5 de junio 
de 1987, por razones particulares (535-D.-87). 

—Guelar: para los días 3, 4 y 5 de junio de 1987, 
por tener que ausentarse del país (541-D.-87). 

—Sobre tablas. 


